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Nota: los testimonios que han servido de base para la cronología de
la agresión se han tomado de la base de datos de la Comunidad de
Paz de San José de Apartadó en combinación con la base de datos

del Banco de Datos de Derechos Humanos y
Violencia Política de CINEP.
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07.09.96
El 7 de septiembre de 1996 terminó precipitadamente su

trabajo de campo la COMISIÓN VERIFICADORA DE LOS
ACUERDOS, conformada por delegados del Ministerio del
Interior, la Consejería Presidencial para los Derechos Huma-
nos, la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría Delegada para
las Fuerzas Militares, el Alto Comisionado para la Paz, la
Gobernación de Antioquia, las alcaldías de Turbo y Apartadó,
las organizaciones no gubernamentales ANDAS y ASOPAUR
y 4 campesinos. Dicha Comisión tuvo su origen en los com-
promisos adquiridos por la COMISIÓN NEGOCIADORA, con-
formada también por diversas instancias del Estado del or-
den nacional, departamental y municipal, compromisos con-
signados en el ACTA del 4 de julio de 1996, firmada en el Co-
liseo “Antonio Roldán Betancur” de Apartadó, la que permi-
tió el RETORNO  a sus zonas de origen de muchos campesi-
nos desplazados que se habían concentrado en esa unidad
deportiva desde el 18 de junio anterior. Dicho éxodo había
congregado a 811 campesinos de 27 veredas de los munici-
pios de Apartadó y Turbo, presionados por el cuadro genera-
lizado de violaciones a sus derechos humanos.

El 7 de septiembre, según consta en el mismo INFOR-
ME DE LA COMISIÓN VERIFICADORA, “La Comisión debió
suspender la actividad de elaboración del acta de visita con
el fin de trasladarse al corregimiento de San José de Aparta-
dó, para verificar la ocurrencia de un homicidio múltiple en
horas de la madrugada  (...) de personas que “habían partici-
pado activamente en la movilización campesina del mes de
junio y colaboraron con la Comisión Verificadora para su re-
corrido por La Resbalosa. Además, dos de ellas habían for-
mulado quejas contra miembros del Ejército Nacional ante el
Comandante de la XVII Brigada. Con ocurrencia de este cri-
men colectivo, la Comisión verificó el inicio de un éxodo de la
población civil” (pag. 8).

El INFORME DE LA COMISIÓN VERIFICADORA ubica el
comienzo de este ciclo de agresiones contra dicha zona cam-
pesina y el inicio de los desplazamientos “aproximadamen-
te desde septiembre de 1995, iniciado con la ma-
sacre de seis l íderes comunitar ios de la Gal leta, en
jurisdicción de Turbo”.

Los rasgos del cuadro de violencia que dicho INFORME
registra, son los mismos que se han prolongado por muchos
años. Allí se denuncia que:
• “Diversos testimonios recogidos por la Comisión die-

ron cuenta de la acción conjunta de tropas regulares
y unidades paramilitares, en ocasiones acompañadas
de “guías”. (...) Entre las quejas recibidas, se reite-
ran hechos como allanamientos irregulares, amena-
zas, torturas, destrucción y quema de viviendas y
bienes comunales, homicidios y desapariciones”.

• La población narra sobre la ocurrencia de combates
simulados entre unidades del Ejército que, además
de desperdiciar el material bélico, crean un ambiente
de zozobra y ponen en situación de grave riesgo a los
civiles”.

• “La Comisión constató que la administración de justicia
es tal vez el aspecto de mayor precariedad (...) La impu-
nidad es tangible y cotidiana en el imaginario colectivo de
esa población, lo que genera un sentimiento generaliza-
do de abandono y vulnerabilidad, situación que permite
reproducir el ciclo de violencia y desplazamiento. Incluso
en zonas cercanas a Apartadó, como el corregimiento
de San José, la presencia y acción de la Fiscalía es teme-
rosa y tardía, como lo pudo constatar la propia Comisión
con ocasión del asesinato de cuatro personas el sábado
7 de septiembre”.

• “Acciones punitivas y de amedrantamiento contra líde-
res comunitarios, con la consiguiente notificación para
que la población abandone sus viviendas, han condicio-
nado un masivo desplazamiento, des-estructurando el
tejido social de esta sub-zona. La Comisión recibió tes-
timonios de la ocurrencia reiterada de hechos tales
como destrucción de plataneras, quema de viviendas,
asalto a tiendas y otros establecimientos públicos, ofre-
cimiento de recompensas por delación bajo presión y
amenaza, homicidios, retenciones ilegales durante las
cuales se infligen tratos crueles e inhumanos, situacio-
nes tras las cuales las víctimas en muchas ocasiones
son obligadas a firmar documentos en los que declaran
haber recibido buen trato”.

•  “Las fuentes consultadas coinciden en afirmar que tan-
to las unidades militares como paramilitares manejan lis-
tas de personas de la región, las cuales son verificadas
en los retenes que se instalan a lo largo de la zona, más
allá de las veredas de residencia habitual. El sistema de
listas permitiría inferir que en algunas ocasiones existe
un trabajo coordinado entre regulares e irregulares en tres
niveles: veredal, de corregimiento y cabecera municipal”.

•  “La Comisión recibió testimonio de la ocurrencia de un
solo enfrentamiento bélico entre el Ejército y la insurgen-
cia en el curso del último año. Respecto a combates entre
guerrilla y paramilitares, no se recibió ningún testimonio.
Si bien es posible que la Comisión esté sub-registrando el
número de combates ocurridos en la zona y se hayan
presentado adicionalmente algunos otros, esta realidad
militar evidencia que es la población civil la que es objeto
de las agresiones militares en tanto que los grupos ar-
mados parecen eludir el enfrentamiento directo. En este
contexto, la población civil se convierte en instrumento
de validación militar a través de la apropiación territorial
del oponente como resultado del abandono de los pobla-
dores supuestamente afines al otro”.

• “Si bien esta sub-zona ha sido señalada como área de
control de la guerrilla y la población es acusada por el
Ejército y los paramilitares de ser su colaboradora, la
Comisión no se explica por qué éstos no han sido obje-
to de ninguna contra-respuesta de la insurgencia ante
las reiteradas arbitrariedades contra la población civil,
muchas de las cuales aparecen debidamente denun-
ciadas ante autoridades competentes. Esta situación
dificulta inferir la organicidad total entre pobladores e
insurgentes”.

Entre los crímenes que la Comisión pudo
documentar, estaban los siguientes:

• La vereda LA RESBALOSA había sido objeto anteriormen-
te de 3 operativos militares: el 17 de noviembre de 1991
bombardeos efectuados por el Batallón Cacique Coyará,
de la XI Brigada, ocasionaron la muerte de una niña de 2
años, destrucción parcial de varias viviendas y grandes
pérdidas económicas; el 9 de diciembre de 1994, tropas
del mismo Batallón Coyará en asocio con paramilitares
robaron animales, destruyeron tiendas y viviendas, ame-
nazaron a los pobladores y ocasionaron enormes pérdi-
das económicas, mientras en la vecina vereda de Bue-
nos Aires retuvieron a 20 personas, de las cuales 2 per-
manecen desaparecidas; el 20 de mayo de 1996, tropas
del mismo Batallón Coyará destruyeron con helicópteros
los techos de muchas viviendas, acamparon en las ca-
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sas de los campesinos y en la escuela, donde destruye-
ron muebles y la biblioteca donada por el Ministerio de
Educación y robaron numerosos objetos de los campe-
sinos. Diez de las 40 familias que poblaban la vereda en
1993 habían emigrado definitivamente.

• En diciembre de 1994 tropas del Ejército acompañadas
de paramilitares desaparecieron a LUIS ALBERTO MAZO
DAVID y JULIO CÉSAR TUBERQUIA en la vereda Bue-
nos Aires, de San José de Apartado. Habían retenido a
20 campesinos y más tarde dejaron en libertad a 18, sin
que se volviera a tener noticia del paradero de Luis Alber-
to y julio César.

• En la vereda Mulatos, de San José de Apartadó, fue ase-
sinado el 18 de agosto de 1996 el campesino JORGE
ENRIQUE ARIAS, por miembros de un grupo paramilitar
procedente de Carepa. La tienda de su propiedad fue in-
cendiada (La Comisión anexa fotografías) y su cadáver
tuvo que ser sepultado por la comunidad, sin que media-
ra trámite judicial alguno.

• En la vereda ARENAS BAJAS, de San José de Apartadó,
la Comisión pudo registrar el caso, con documentos fo-
tográficos, de un Señor cuyo nombre no reveló, retenido
el 26 de agosto/96 por miembros del Ejército quienes lo
azotaron y arrastraron y luego le hicieron una incisión en
el cuello con un machete, logrando sin embargo escapar
con vida. En la misma vereda, el 29 de agosto de 1995
tropas del Ejército habían asesinado a ALBERTO YEPES
delante de su esposa y sus hijos pequeños y luego pre-
sentaron su cadáver como “guerrillero dado de baja en
combate” y como “comandante subversivo que ordenó
la masacre de Bajo del Oso”. El 19 de agosto de 1996,
militares y paramilitares regresaron a su casa y agredie-
ron verbalmente a su esposa e hijos, robando muchos
enseres de su casa. En la misma vereda fue asesinado
en el mismo mes de agosto/96 el campesino ORLANDO
ÚSUGA y presentado también como “subversivo”.

• Otros muchos crímenes fueron registrados por la Comi-
sión como perpetrados en veredas adscritas al municipio
de Turbo, en límites con San José de Apartadó, entre ellos
el asesinato de 5 líderes de la vereda LA GALLETA: ALTA-
MIRANDA HERNÉNDEZ MARÍN; LAUREANO GÓMEZ;
JAVIER FRANCISCO MORELO; JACINTO MORELO MU-
ÑOZ; LUIS ALBERTO YEPES ACOSTA y JOSE LUIS N.,
crimen perpetrado por las ACCU el 14 de septiembre de
1995. También el asesinato del campesino CÉSAR FLO-
REZ, retenido por el Ejército en la vereda de Arcua Medio,
el 31 de agosto de 1996, mientras con otros campesinos
estaba rozando un predio para sembrar, siendo luego ves-
tido de camuflado, asesinado de un tiro en la cabeza y su
cadáver presentado en Turbo como el de un “insurgente
muerto en combate”. Se registran también los asesina-
tos de JULIO SIERRA (vereda Caraballo, el 22 de mayo/
96); de JESÚS MARÍN (vereda Caraballito, el 25 de agos-
to/96); de JORGE ELIÉCER BERRÍO (vereda Arenera, el
23 de agosto/96); de JUAN BAUTISTA ATILADO (vereda
Arenera, el 9 de julio /96); la desaparición de N. VEGA (ve-
reda Nueva Antioquia, el 28 de agosto/96), hechos todos
contextuados por tratos crueles, saqueos, abusos sexua-
les, destrucción de viviendas y tiendas y robos de anima-
les y enseres de los campesinos, con participación de tro-
pas oficiales acompañadas por paramilitares.

En sus CONCLUSIONES, la Comisión Verifica-
dora afirmó:

• “La confrontación militar en la región visitada se de-
sarrolla contra la población civil con el objetivo de

presionar su desplazamiento y ejercer control te-
rritorial”;

•  “considera que los hechos violentos registrados con
posterioridad al 5 de julio (1996) y los sucesivos despla-
zamientos, son resultado de represalias contra los cam-
pesinos que participaron en el éxodo”,

• “deja constancia de su profunda preocupación por la si-
tuación en que se encuentran los derechos a la vida, los
bienes y domicilio de las personas que ocuparon pacífi-
camente el Coliseo Menor de Apartadó, especialmente
la de los líderes”.

• También “llama la atención sobre la oferta indiscrimina-
da de recompensas a cambio de delación, puesto que
puede conducir a señalamientos arbitrarios, frutos en
ocasiones de rencillas personales, laborales o políticas,
entre otras”(pg. 13).

16.08.96
El 16 de agosto de 1996 fue asesinado en la terminal de

transporte de Apartadó el fundador del corregimiento de San
José de Apartadó, líder comunitario y Concejal de Apartadó
por la Unión Patriótica, BARTOLOMÉ CATAÑO. Había apoya-
do el éxodo de campesinos hacia el coliseo de Apartadó. Des-
de el mes de marzo anterior (1996) tropas del Ejército estaban
incursionando en el caserío de San José y reunían con frecuen-
cia a la comunidad para acusarla de ser colaboradora de la
guerrilla. Los hostigamientos se fueron aumentando hasta
provocar el éxodo. Si bien en el texto mismo del ACTA firmada
el 4 de julio de 1996 en el Coliseo de Apartadó, se lee que “Para
el retorno, el General Rito Alejo del Río, Comandante de la Deci-
moséptima Brigada, se comprometió a que la tropa que se
encuentra en las veredas no hostigará a la población campe-
sina de las mismas, particularmente a aquella que participó
en el desplazamiento, ni manejará listas o material fotográfi-
co de las personas en mención”, sin embargo, varios cam-
pesinos que participaron en las negociaciones luego declara-
ron ante la Procuraduría Departamental de Antioquia que el
General Del Río los había tratado de “guerrilleros camufla-
dos de campesinos”, lo que les explicaba por qué, una vez
retornados, había comenzado la matanza de los participan-
tes (Expediente de Procuraduría 001-14956, fol. 85). En agos-
to de 1996, tropas del ejército ingresaban a las casas de San
José de Apartadó preguntando especialmente por los líde-
res de la comunidad y del éxodo campesino. Cuando un día el
General Rito Alejo Del Río visitó el caserío, un Teniente le dijo
al General, en presencia de pobladores, que “había que aca-
bar con todos porque eran una manada de hampones”.
Otros militares, al observar el cementerio del caserío, comen-
taron que “estaba muy pequeño y que no iban a caber los
muertos”. Mientras se realizaba la velación del cadáver de
Don Bartolomé Cataño, tropas del ejército se dirigieron al
caserío de San José, al parecer con intenciones de realizar
una masacre, pero fueron atacadas por la guerrilla en el ca-
serío de La Balsa y se replegaron.

07.09.96
El 19 de septiembre de 1996, la Dra. Luz Miriam Londoño

Muñoz, Procuradora Provincial Encargada de Apartadó, radi-
có en la Procuraduría General de la Nación (radic. de corres-
pondencia 166063) un In forme dirigido al Procurador General
Luis Eduardo Montoya Medina, en el que le hace conocer los
hechos sucedidos en el corregimiento de San José de Aparta-
dó el 7 de septiembre de 1996 a las 03.00 horas. En el lugar de
los hechos, dicha funcionaria recibió testimonios según los
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cuales al amanecer habían sido asesinados JUAN FRANCIS-
CO GONZÁLEZ ALMANZA, de 32 años, miembro de la Asocia-
ción de Parceleros de Urabá –ASOPAUR- y negociador del
éxodo campesino que se había tomado el coliseo de Apartadó
desde el 18 de junio al 5 de julio; GUSTAVO DE JESÚS LOAIZA
HINCAPIÉ, de 51 años, concejal suplente del asesinado fun-
dador de San José, Bartolomé Cataño, por la Unión Patriótica;
SAMUEL ARIAS RAMÍREZ, de 56 años, gerente de la Coope-
rativa Balsamar, uno de los proyectos de intensa participa-
ción comunitaria, y MARÍA EUGENIA SILVA ÚSUGA, de 19 años
y con 4 meses de embarazo, responsable del Comité Ecológi-
co de la Junta de Acción Comunal. La Procuradora dejó cons-
tancia de la desconfianza que demostró la población hacia la
misma administración de justicia y también de las confiden-
cias que le hicieron en el sentido de que los victimarios lleva-
ban uniformes militares que identificaron como del Batallón
No. 35 de Contraguerrilla adscrito a la XVII Brigada. La COMI-
SIÓN DE VERIFICACIÓN DE LOS ACUERDOS, que se trasla-
dó precipitadamente al caserío al tener noticia de esta ma-
sacre, dejó esta constancia en su INFORME: “El 7 de sep-
tiembre, a las 2.30 a.m., de acuerdo con la queja recibida, efec-
tivos del Batallón Contraguerrillas No. 35, acompañados por
una mujer, al parecer desertora de las FARC, incursionaron en
el casco urbano de San José de Apartadó, donde sacaron de
sus casas a (nombres coincidentes) y los asesinaron en la
calle” (pg. 12)  (...)  “Estas personas habían participado activa-
mente en la movilización campesina del mes de junio y colabo-
raron con la Comisión de Verificación para su recorrido hasta
La Resbalosa. Además, dos de ellas habían formulado quejas
contra miembros del Ejército Nacional ante el Comandante de
la XVII Brigada”.(pg. 8).

En el expediente que el Procurador General abrió contra
el General Rito Alejo del Río por estos hechos (Rad. 001-14956),
se registran las acusaciones de los pobladores que señala-
ron a los militares como autores directos de la masacre o al
menos como cómplices de los paramilitares. Se registra tam-
bién la presencia en la zona de tropas del Batallón de Contra-
guerrilla No. 35, en sus unidades “Esparta 5” y “Esparta 6”,
así como de tropas del Batallón No. 47 “Vélez”, en sus unida-
des “Brasil 2” y “Camerún 3”, al mando del Capitán JORGE
ENRIQUE BOHÓRQUEZ CUBILLOS, del Teniente JULIO
CÉSAR BERNAL ECHEVERRI, del Teniente ROLANDO GAR-
CÍA NIETO y del Subteniente NÉSTOR RODRÍGUEZ VALEN-
CIA. Particularmente la Contraguerrilla “Esparta 6”, al man-
do del Capitán Bohóquez Cubillos, estaba en un cerro aleda-
ño al corregimiento de San José. Sin embargo, el Procurador
General fallador, Dr. JAIME BERNAL CUELLAR, optó, como
ya es rutinario en los despachos disciplinarios, por darle credi-
bilidad a las versiones de los victimarios y no dársela a las
versiones de las víctimas, y en este caso tampoco a los
conceptos de la Procuradora Provincial y de la Comisión
Verificadora, decretando el “archivo definitivo” del caso el
14 de diciembre de 1999.

07.02.97
El 7 de febrero fueron asesinados dos pobladores del

corregimiento de San José de Apartadó. Habían participado
en un taller sobre la neutralidad, que por petición de la Dióce-
sis de Apartadó se organizó en el caserío de San José el
miércoles 5 de febrero, con miras a conformar la Comunidad
de Paz. En la noche del 5 de febrero ingresó al caserío un
grupo de uniformados acompañado por gente vestida de ci-
vil que ocultaba sus rostros con capuchas. Hicieron varios
tiros y preguntaron por varias personas: entre ellas por Cé-
sar Waca Murcia, Humberto Lora, un poblador de apellido
Cortés y uno apodado “Mazamorra”. Entraron en la casa de
la suegra de César Waca, la trataron mal e hicieron tiros con

armas de fuego. CESAR WACA al día siguiente se mudó de
casa y fue visto por última vez en la tarde del jueves 6 de
febrero. El domingo 9 su cadáver fue encontrado en cerca-
nías de San José, destrozado por animales. Entre tanto RA-
FAEL GUTIÉRREZ, quien había llegado a San José de Nueva
Antioquia, al ser amenazado por un paramilitar apodado “Cor-
dillera”, se desplazó el viernes 7 de febrero a Apartadó para
mercar y fue bajado del vehículo en que regresaba a San
José, hacia las 15.00 horas, por encapuchados que estaban
apostados en la carretera; lo obligaron a permanecer allí y
obligaron a su niña de 8 años a que siguiera hacia San José,
pero más tarde apareció su cadáver en la vía.

28.02.97
El 12 de marzo de 1997, mediante oficio radicado en la

Presidencia de la República, en la Fiscalía General de la Na-
ción y en otras dependencias del Estado, con sello de recep-
ción por la Fiscalía del 12 de marzo/97, la Comisión Intercon-
gregacional de Justicia y Paz dejó constancia de que el vier-
nes 28 de febrero de 1997 un grupo paramilitar entró al case-
río de San José de Apartadó a las 6.00 A.M, obligó a todos los
pobladores a salir de sus casas y a ponerse en fila en la calle
principal, luego revisó sus documentos de identidad y se lle-
vó consigo a tres miembros de la comunidad: Don RUBÉN
ANTONIO VILLA ALVAREZ , su hijo ANTONIO VILLA
Y Don MIGUEL ANGEL LAYOS CASTAÑEDA. Más
tarde bajaron de un vehículo de transporte público a Don
GUILLERMO SERNA y se lo llevaron. Estas personas
fueron asesinadas más tarde y sepultadas a la orilla de la
carretera. En la misma constancia se registró el hecho de
que un retén paramilitar, ubicado cerca del poblado y a po-
cos minutos de la base militar del barrio Policarpa, de Aparta-
dó, desde hacía varias semanas cometía atropellos diarios
contra los pobladores. Así mismo que la Fiscalía de Apartadó
se negó repetidas veces a exhumar los cadáveres para ha-
cer los levantamientos, y que, a instancias de la Alcaldesa
de Apartadó, accedió finalmente a ir con una fuerte escolta
militar y policial, encontrando junto a la fosa a un numeroso
grupo de paramilitares con quienes los miembros de la fuer-
za pública se saludaron efusivamente dándose el trato de
“primos”.

27.03.97
El 3 de abril de 1997, mediante oficio recibido y sellado en

el despacho del Señor Presidente de la República, con copia
recibida en la Fiscalía General de la Nación y sellada el 4 de
abril, a las 2:53 p.m., con radicado 029209, y recibida tam-
bién en otras altas dependencias del Estado, la Comisión
Intercongregacional de Justicia y Paz dejó constancia de que:
el  día jueves 27 de marzo, en la vereda la Unión, corregimien-
to de San José de Apartadó, en una acción conjunta del Ejér-
cito y los paramilitares, retuvieron a un joven de nombre JOSE
DAVID  - al parecer discapacitado mental -, quien se encon-
traba trabajando en una siembra de yuca. El viernes 29 lo
asesinaron y su cadáver fue vestido con prendas militares y
llevado a una planicie de La Unión. Al lugar llegó un helicópte-
ro del Ejército para trasladar el cadáver a otro lugar. Los
campesinos indicaron que el Ejército y los paramilitares se
identificaron y les manifestaron que estaban unidos para
«acabarlos a todos».

29.03.97
El 3 de abril de 1997, mediante oficio recibido y sellado en

el despacho del Señor  Presidente de la República y con co-
pia  recibida en la Fiscalía General de la Nación, sellada el 4 de
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abril, a las 2:53 p.m. con radicado 029209, y recibida también
por otras altas autoridades del Estado, la Comisión Intercon-
gregacional de Justicia y Paz dejó constancia de que: el sába-
do 29 de marzo, en le vereda Las Nieves, fueron asesinadas
cinco personas: los hermanos ELIAS ZAPATA (18 años) y
HELIODORO ZAPATA salieron de su casa a comprar algo
para el desayuno; como no regresaron hacia el medio día,
ALBERTO VALLE (35 años) y su hijo FELIX ANTONIO
VALLE (14 años), familiares de los anteriores, salieron en
su búsqueda. Ellos tampoco regresaron. Entonces un trabaja-
dor de la finca, CARLOS TORRES (18 años), salió a bus-
carlos y tampoco regresó. La madre de los hermanos ZAPA-
TA salió más tarde en búsqueda de todos. A ella le dispararon
pero logró salvarse y en  el camino encontró la ropa y los pa-
peles de algunos de ellos semi-incinerados. A ellos - los cinco
- los asesinaron con otras dos personas - una pareja- de quie-
nes se desconocen los nombres. A varios de ellos les coloca-
ron prendas de camuflado y armamento. En un helicóptero
del Ejército fueron llevados sus cadáveres. Después de esto
los paramilitares le dijeron a los pobladores que tenían cinco
días para abandonar las veredas, y si no, los matarían.

30.03.97
El 3 de abril de 1997, mediante oficio recibido y sellado en

el despacho del Señor Presidente de la República y con copia
recibida y sellada en la Fiscalía General de la Nación el 4 de
abril, a las 2:53 p.m. con radicado 029209, y recibida y sella-
da también por otras altas autoridades del Estado, la Comi-
sión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó constancia
de que:  el domingo 30 de marzo en un retén ubicado en el
sitio conocido como Caracolí, en la carretera que conduce de
Apartadó a San José, el Ejército y los paramilitares comen-
zaron a disparar contra los campesinos resultando herido
DIDIER RESTREPO  (18 años).

01.04.97
El 3 de abril de 1997, mediante oficio recibido y sellado en

el despacho del Señor  Presidente de la República, con copia
recibida y sellada en la Fiscalía General de la Nación el 4 de
abril, a las 2:53 p.m. con radicado 029209, y recibida y sella-
da también por otras altas autoridades del Estado, la Comi-
sión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó constancia
de que: el martes 1 de abril, a las 6:00 A.M., miembros del
Ejército acompañados por integrantes de una organización
paramilitar asesinaron en La vereda El Guineo, en un lugar
llamado La Antena, a JOSE  LEONARDO PANESSO
CARVAJAL y a  BERNARDO PANESSO , (25 y 18 años
respectivamente).

05.04.97
El 9 de abril de 1997, mediante oficio que fue recibido y

sellado en el despacho del Señor Presidente de la República,
en la Fiscalía General de la Nación con fecha 10 de abril de1997,
radicado 031319, y en los despachos de otras altas autorida-
des del Estado, la Comisión Intercongregacional de Justicia y
Paz dejó constancia de que: en el retén paramilitar establecido
en la vía que de Apartadó conduce al corregimiento de San
José, a pocos metros de la base militar del barrio Policarpa de
Apartadó, el sábado 5 de abril retuvieron  al joven CÉSAR
PEREZ, asesinándolo pocos minutos después. El domingo 6
de abril retuvieron en el mismo sitio al joven evangélico OVI-
DIO TORRES , quien desapareció desde ese momento. Los
pobladores que huyen aterrorizados de las veredas hacia el
caserío de San José se ven sin qué comer, pues en dicho re-
tén se decomisan los alimentos y las drogas.

09.04.97
El 29 de mayo de 1997, mediante oficio recibido y sellado

en el despacho del Señor Presidente de la República, en la
Fiscalía General de la Nación con fecha de 3 de junio de1997,
y en los despachos de otras altas autoridades del Estado, la
Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó cons-
tancia de que: el pasado 9 de abril un grupo conformado por
militares y paramilitares ingresó a la vereda ARENAS BAJAS,
del corregimiento de San José de Apartadó, y «dio 48 horas
de plazo a sus pobladores para abandonar sus parcelas»,
mientras retenía e intimidaba en forma más contundente a
muchos de ellos. Los habitantes, aterrorizados, tuvieron que
refugiarse en otros sitios. Al día siguiente, 10 de abril, los
hermanos MIGUEL y BERTHA GUISAO, quienes salie-
ron con unas mulas cargadas de la vecina vereda de ARE-
NAS ALTAS, desaparecieron ; varios pobladores observa-
ron el momento en que eran retenidos por militares y para-
militares que realizaban un operativo conjunto en la zona y
conducidos hacia un cerro, sin que en adelante se volviera a
tener noticia de su paradero.

10.04.97
El 23 de abril de 1997, mediante oficio recibido y sellado

en el despacho del Señor Presidente de la República, en la
Fiscalía General de la Nación con fecha 24 de abril de1997,
y en los despachos de otras altas autoridades del Estado,
la Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó cons-
tancia de que: el pasado 10 de abril, hacia las 13 horas, los
paramilitares que se pasean por la zona con plena libertad
de acción y cuya presencia ha sido sistemáticamente anun-
ciada en los operativos militares, afirmando que «detrás de
nosotros vienen los que parten a la gente en pedacitos»,
detuvieron a los hermanos GILBERTO y MIGUEL RA-
MIREZ GIRALDO (de 49 y 42 años respectivamente), en
la vereda Arenas Altas, del corregimiento de San José de
Apartadó, les quitaron sus machetes y con los mismos les
cercenaron los dedos de las manos, luego los arrastraron
unos 100 metros y los ataron a unos palos de cerca, les
abrieron las entrañas con los machetes y les enterraban
éstos en diferentes partes del cuerpo; finalmente los deca-
pitaron.

13.04.97
El 23 de abril de 1997, mediante oficio recibido y sellado

en  el despacho del Señor Presidente de la República, en la
Fiscalía General de la Nación con fecha 24 de abril de1997,
y en los despachos de otras altas autoridades del Estado,
la Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó cons-
tancia de que:  el 13 de abril, hacia las 17 horas, junto al
terminal de transportes de Apartadó, unidades paramilita-
res rodearon a dos jóvenes que se habían visto forzados a
desplazarse de la vereda Las Nieves, de San José de Apar-
tadó, la semana anterior, los subieron a unas motos y más
tarde abandonaron sus cadáveres torturados en el barrio
Vélez, de Apartadó. Las víctimas fueron: JOSE ANTONIO
GRACIANO USUGA , de 24 años, y JAIRO GRACIANO ,
de 22 años. Cumplían así los paramilitares con la consigna
divulgada en las veredas del corregimiento, según la cual,
«los desplazados de San José de Apartadó serían busca-
dos y asesinados». El 14 de abril, hacia las 17.30 horas, otro
joven de apellido GRACIANO , también desplazado de la
vereda Las Nieves del mismo corregimiento, fue asesina-
do por tres paramilitares en Apartadó, en presencia de su
madre.
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21.04.97
El 23 de abril de 1997, mediante oficio recibido y sellado

en el despacho del Señor Presidente de la República, en la
Fiscalía General de la Nación con fecha 24 de abril de1997, y
en los despachos de otras altas autoridades del Estado, la
Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó cons-
tancia de que:  el 21 de abril los paramilitares detuvieron a
dos jóvenes en la vereda La Unión, del mismo corregimiento
de San José de Apartadó, y los amarraron a unos palos. A
uno de ellos, de nombre MIGUEL , lo asesinaron a macheta-
zos, y el otro, ALBEIRO USMA , logró escapar herido luego
de recibir varios machetazos.

21.04.97
El 23 de abril de 1997, mediante oficio recibido y sellado

en el despacho del Señor Presidente de la República, en la
Fiscalía General de la Nación con fecha 24 de abril de1997, y
en los despachos de otras altas autoridades del Estado, la
Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó cons-
tancia de que: el mismo día lunes 21 de abril, un nutrido grupo
de paramilitares siguió de cerca a un grupo de campesinos
refugiados en el caserío de San José de Apartadó, mientras
se dirigían a la vereda Arenas Altas para cosechar algunos
alimentos. Durante todo el día rodearon al grupo de despla-
zados en forma amenazante y los encañonaron con sus ar-
mas. Avisado el Teniente que comandaba el destacamento
militar acantonado desde hacía varios días en el caserío de
San José, no tomó ninguna medida para proteger a los des-
plazados.

21.04.97
El 23 de abril de 1997, mediante oficio recibido y sellado

en el despacho del Señor Presidente de la República, en la
Fiscalía General de la Nación con fecha 24 de abril de1997, y
en los despachos de otras altas autoridades del Estado, la
Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó cons-
tancia de que: el  día lunes 21 de abril, en el retén que mante-
nían los paramilitares desde hacía varios meses a 5 minutos
de la base militar del barrio Policarpa de Apartadó, fue bajado
el Gobernador indígena del Resguardo de Patadó, de la vere-
da La Playa, de San José de Apartadó, JORGE DOMICÓ .
Gracias a la inmediata reacción de la comunidad indígena que
hizo presencia masiva en el retén minutos después de la
retención, el Gobernador no fue desaparecido o asesinado
como lo han sido los demás.

04.05.97
El 29 de mayo de 1997, mediante oficio recibido y se-

llado en el despacho del Señor Presidente de la República,
en la Fiscalía General de la Nación con fecha 3 de junio
de1997, y en los despachos de otras altas autoridades del
Estado, la Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz
dejó constancia de que: el 4 de mayo, un contingente del
Ejército Nacional que durante varias semanas había ocu-
pado el caserío de San José de Apartadó, pero que se negó
siempre a atender cualquier denuncia que hacían los po-
bladores sobre las incursiones, retenes y atentados per-
petrados por los paramilitares en los alrededores del ca-
serío, «se despidió» del caserío dejando símbolos maca-
bros detrás de la escuela del lugar: una calavera real con
atuendos militares y letreros amenazantes contra los po-
bladores del caserío ( se anexó fotografía de esto a todos
los despachos).

14.05.97
El 29 de mayo de 1997, mediante oficio recibido y sellado

en el despacho del Señor Presidente de la República, en la
Fiscalía General de la Nación con fecha 3 de junio de1997, y
en los despachos de otras altas autoridades del Estado, la
Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó cons-
tancia de que:  el 14 de mayo de 1997, 3 jóvenes del caserío
de San José se desplazaron hacia una parcela distante cinco
minutos del caserío para recolectar algunos alimentos, pero
fueron rodeados por el grupo paramilitar que inmediatamen-
te disparó contra uno de ellos, DIOFANOR SANCHEZ
CELADA, de 23 años de edad y con síntomas de retardo
mental, causándole la muerte instantáneamente. Los otros
dos, LUIS HERNANDO DAVID HUIGUITA y ELKIN
EMILIO TUBERQUIA SEPULVEDA , fueron tirados vio-
lentamente al piso, golpeados y amenazados de ser decapi-
tados con machetes. Al alejarse un poco los paramilitares,
las víctimas pidieron ayuda al Ejército allí acantonado que se
encontraba a poca distancia; los soldados los llevaron enca-
ñonados, como escudos humanos, hasta el sitio donde es-
taba el cadáver de Diofanor. Aunque fue posible divisar de allí
el grupo de 100 paramilitares que rodeaba el caserío, el Ejér-
cito no hizo nada contra ellos.

15.05.97
El 29 de mayo de 1997, mediante oficio recibido y sellado

en el despacho del Señor Presidente de la República, en la
Fiscalía General de la Nación con fecha 3 de junio de1997, y
en los despachos de otras altas autoridades del Estado, la
Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó cons-
tancia de que: el 15 de mayo fue detenido por militares y
paramilitares el joven RAMON ALFREDO J IMENEZ
DUARTE , de 26 años, en la vereda ARENAS BAJAS. Su
cadáver, con visibles muestras de torturas, apareció el 21
de mayo.

16.05.97
El 29 de mayo de 1997, mediante oficio recibido y sellado

en en el despacho del Señor Presidente de la República, en la
Fiscalía General de la Nación con fecha 3 de junio de1997, y
en los despachos de otras altas autoridades del Estado, la
Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó cons-
tancia de que:  el 16 de mayo, el contingente militar que ocu-
paba el caserío de San José, caserío en este momento po-
blado casi totalmente por campesinos desplazados brutal-
mente de las diversas veredas de San José y presas del
terror que allí ha venido imperando, practicaron una requisa
y le advirtieron a los pobladores que «se metieran temprano
en sus casas», aumentando así el terror reinante.

 17.05.97
El 29 de mayo de 1997, mediante oficio recibido y sellado

en el despacho del Señor Presidente de la República, en la
Fiscalía General de la Nación con fecha 3 de junio de1997, y
en los despachos de otras altas autoridades del Estado, la
Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó cons-
tancia de que:   el 17 de mayo, a las 10.00 A.M., mientras se
desplazaba en un vehículo de transporte público hacia Apar-
tadó, fue bajado en el retén paramilitar que desde hacía
meses estaba instalado a 5 minutos de la base militar del
barrio Policarpa, el señor FRANCISCO TABARQUINO, uno
de los miembros del Consejo de la Comunidad de Paz de San
José de Apartadó y padre de 8 niños. Horas más tarde su
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cadáver baleado fue tirado sobre la vía que de Apartadó con-
duce a San José. Francisco había abandonado su parcela de
la vereda EL GUINEO unas semanas antes, luego de que los
paramilitares ingresaran a su casa e intentaran decapitarlo
durante varias horas, pasándose el machete de mano en
mano para ver quién lo ejecutaba, delante de su esposa y
sus niños.

Junio 1997
El 22 de julio de 1997, mediante oficio recibido y sellado

en el despacho del Señor Presidente de la República, en la
Fiscalía General de la Nación con fecha 23 de julio de1997, y
en los despachos de otras altas autoridades del Estado, la
Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó cons-
tancia de que durante el mes de junio fueron obligadas a
desplazarse 30 personas que aún permanecían en las vere-
das ALTO BONITO y LA RESBALOSA.

07.06.97
El 22 de julio de 1997, mediante oficio recibido y sellado

en el despacho del Señor Presidente de la República, en la
Fiscalía General de la Nación con fecha 23 de julio de 1997, y
en los despachos de otras altas autoridades del Estado, la
Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó cons-
tancia de que:  en Junio  7 de 1997 fueron asesinadas en el
sector de LOS MANDARINOS las jóvenes ALFA DELIA
HIGUITA TUBERQUIA , de 14 años y con tres meses de
embarazo, y LUZ HELENA VALLE ORTIZ , de 17 años.
Momentos antes los mismos paramilitares habían retenido
a un jornalero de 60 años a quien conminaron a abandonar la
región bajo amenazas de muerte. Luego, cuando subían ha-
cia su casa ubicada en la vereda de Arenas Altas, de San
José de Apartadó, las dos jóvenes fueron bajadas de las mulas
en que se transportaban, amarradas y conducidas hacia una
trocha fuera del camino. Poco después se escucharon va-
rias detonaciones y al día siguiente el Ejército llevó sus cadá-
veres a la morgue del hospital de Turbo, reportándolas como
«guerrilleras dadas de baja en combate».

17.06.97
El 22 de julio de 1997, mediante oficio recibido y sellado

en el despacho del Señor Presidente de la República, en la
Fiscalía General de la Nación con fecha 23 de julio de1997, y
en los despachos de otras altas autoridades del Estado, la
Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó cons-
tancia de que: el 17 de junio de 1997, personal uniformado, al
parecer de la Base militar del Ejército situada en Ríogrande,
a 5 minutos del escenario de los hechos, penetró en la vere-
da LOS MANDARINOS, de la Inspección de RIOGRANDE,
llegaron a la casa de la Señora GILMA ROSA DUARTE,
de 29 años, la ahorcaron con una cadena en presencia de
sus 5 hijos menores (entre 11 y  4 años), le quemaron su
casita y arrasaron los cultivos. Su esposo llegó dos días des-
pués y encontró todo desolado, viéndose obligado a abando-
nar la región. El mismo día, los mismos uniformados asesi-
naron a machetazos a los ancianos JUAN CAÑAS  (de 80
años) y su esposa CLARA ROSA HERNÁNDEZ (de 70
años), quienes fueron degollados. Eran vecinos de la Señora
Gilma Rosa Duarte y probablemente  testigos de los hechos
anteriores.

 21.06.97
El 22 de julio de 1997, mediante oficio recibido y sellado

en el despacho del Señor Presidente de la República, en la

Fiscalía General de la Nación, con fecha 23 de julio de 1997,
y en los despachos de otras altas autoridades del Estado, la
Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó cons-
tancia de que:  el 21 de Junio  de 1997 fue  asesinado en el
retén paramilitar establecido desde marzo/97 a 5 minutos de
la base militar del barrio Policarpa de Apartadó, el campesino
ALVARO  ENRIQUE SANTOS BAQUERO , de 33 años.
Se había desplazado pocos días antes de la vereda Caracolí,
de San José de Apartadó, hacia el barrio La Paz, de Aparta-
dó. Su cadáver fue dejado en la carretera, cerca del retén. Ni
la Fiscalía ni la Policía quisieron hacer el levantamiento del
cadáver.

27.06.97
El 22 de julio de 1997, mediante oficio recibido y sellado

en el despacho del Señor Presidente de la República, en la
Fiscalía General de la Nación con fecha 23 de julio de1997, la
Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó cons-
tancia de que:  el 27 de Junio de 1997, fueron saqueados en
el retén paramilitar establecido desde el anterior mes de marzo
a menos de 5 minutos de la base militar del barrio Policarpa
de Apartadó,  los mercados de los campesinos, y fue reteni-
do ilegalmente el señor REINALDO TUBERQUIA.

30.06.97
La Comunidad de Paz de San José de Apartadó, a través

de su Consejo, dejó constancia ante varias entidades inter-
nacionales el 31 de julio de 1997, de que JOHN JAIRO
ZAPATA,  trabajador de la Unidad Municipal de Asistencia
Técnica Agropecuaria –UMATA- y asesor de los campesi-
nos desplazados en el caserío de San José de Apartadó en
lo relativo a cultivos comunitarios de auto-subsistencia, fue
asesinado el 30 de junio de 1997 por unidades paramilitares
que se movilizaban en la zona con la anuencia de todas las
autoridades. Varias entidades internacionales, como Am-
nistía Internacional, mediante Acciones Urgentes solicita-
ron al Gobierno colombiano y a las autoridades judiciales y
administrativas del Estado, una inmediata investigación del
hecho.

03.07.97
El 22 de julio de 1997, mediante oficio recibido y sellado en

el despacho del Señor Presidente de la República, en la Fisca-
lía General de la Nación con fecha 23 de julio de 1997, y en los
despachos de otras altas autoridades del Estado, La Comi-
sión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó constancia de
que:  el 3 de  Julio de 1997  fueron desalojadas por los parami-
litares que se desplazan por la zona con plena libertad de ac-
ción, los pobladores de  las veredas MIRAMAR y LA VIC-
TORIA y sus pobladores forzados a buscar refugio en otra
parte, privados de todos los medios de subsistencia.

24.09.97
La Comunidad de Paz de San José de Apartadó, a través

de su Consejo, apeló a diversos organismos internacionales,
como Amnesty International, mediante solicitud de Acción
Urgente, vía fax, el 31 de julio de 1997, para que se exigiera
a las autoridades del Estado Colombiano explicaciones, in-
vestigaciones y sanciones por el asesinato de HERIBER-
TO DAVID , perpetrado el 24 de septiembre de 1997 en el
barrio Diana Cardona de Apartadó hacia las 5.00 P.M., luego
de que  la víctima hubiera sido retenida el mismo día a las
7.00 A.M. en el retén que los paramilitares instalaron en la vía
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entre Apartadó y San José, a 5 minutos de la Base Militar del
barrio Policarpa, desde el anterior mes de marzo de 1997, sin
que los llamados apremiantes a todas las autoridades del
Estado hubieran merecido atención al caso.

12.12.97
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos de

la OEA, en oficio dirigido al Gobierno de Colombia el 17 de
diciembre de 1997, exigió medidas cautelares “para preser-
var la vida e integridad personal de los miembros de la Comu-
nidad de Paz de San José de Apartadó”, tras la desaparición
forzada de DARIO GEORGIA y DAYLA ZÚÑIGA , quie-
nes fueron obligados a subirse a una camioneta blanca con
hombres armados, a poca distancia de la base militar que
tiene instalada la Brigada XVII en el camino que conduce de
Apartadó al corregimiento de San José. La CIDH, en sus
demandas al Gobierno al tomar dichas medidas cautelares,
le exige tomar medidas para proteger la integridad personal
de los miembros de esa comunidad, 43 de los cuales habían
sido asesinados a partir del momento en que declararon su
neutralidad en marzo/97; adoptar medidas eficaces para in-
vestigar los hechos, especialmente el perpetrado contra
DARIO GEORGIA y DAYLA ZÚÑIGA; tomar las medidas ne-
cesarias para desmontar permanentemente el retén que ha
existido en el camino hacia Apartadó, y asegurar que se res-
pete la neutralidad de la comunidad.

29.12.97
El 30 de diciembre de 1997 la Comisión Intercongrecional

de Justicia y Paz solicitó a las organizaciones internaciona-
les Amnesty International y Human Rights Watch-Americas,
intervenir ante los diversos estamentos del Estado colom-
biano para que se investigara y sancionara a los culpables de
la retención ilegal, torturas y amenazas de que fueron vícti-
mas ANTONIO TUBERQUIA , BLANCA LIBIA GUZ-
MÁN y EDILBERTO USUGA , miembros de la Comunidad
de Paz de San José de Apartadó, el 29 de diciembre. Median-
te comunicados y acciones urgentes, dichas organizaciones
solicitaron la acción de la justicia frente estos hechos: las
víctimas fueron retenidas por 3 hombres armados y unifor-
mados con los rasgos de los miembros del Batallón Voltíge-
ros, del Ejército Nacional, el 29 de diciembre a las 3.30 P.M.,
mientras recogían cacao en la vereda La Unión, para la sub-
sistencia de su comunidad; fueron vendados y llevados a
sitios diferentes donde fueron interrogados, golpeados y
amenazados, mientras los soldados se paraban encima de
sus cuerpos tendidos en el piso, conminándolos finalmente
a que no contaran nada de lo sucedido, pues lo pagarían con
su vida.

05.02.98
El 9 de febrero de 1998, la Comisión Intercongregacional

de Justicia y Paz puso estos hechos en conocimiento de la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en virtud
de que Colombia es Estado Parte en la Convención America-
na de Derechos Humanos. La CIDH se ha dirigido múltiples
veces al Gobierno de Colombia para exigir el cumplimiento
de la Convención frente a la comunidad de San José de Apar-
tadó, para la cual ha exigido Medidas Cautelares. De acuer-
do a esas comunicaciones, el 5 de febrero de 1998, los ma-
yores JESÚS EMILIO TUBERQUIA, de 35 años, y JOA-
QUIN GRACIANO , de 55 años, y los menores OVIDIO
ANTONIO TUBERQUIA , de 16 años, y ARNULFO TU-
BERQUIA , de 14 años, fueron retenidos a escasos 20 mi-
nutos de camino entre el caserío de San José de Apartadó y

la vereda La Unión hacia donde se dirigían a atender sus
cosechas. Los hombres armados que los retuvieron, posi-
blemente militares o posiblemente paramilitares, ya que por
la zona se movilizan juntos, los obligaron a desnudarse , los
despojaron de sus machetes, los hicieron tender en el piso y
los torturaron largo rato haciendo ademanes para decapitar-
los y dispararles, mientras lanzaban amenazas contra toda
la Comunidad de Paz de San José de Apartadó.

12.02.98
El 20 de febrero de 1998, el Consejo de la Comunidad de

Paz de San José de Apartadó dirigió un oficio al Presidente
de la República, al Fiscal General de la Nación y a otras auto-
ridades, en el cual dejaba constancia de los atropellos de que
fue víctima MANUEL ZAPATA, de 50 años de edad, inte-
grante de dicha comunidad, quien el 12 de febrero de 1998,
hacia las 5. P.M. fue retenido por miembros del Ejército en la
vereda Arenas Altas, cuando bajaba hacia San José, luego
de haber trabajado en su finca, y sometido a una noche ente-
ra de torturas en que amenazaban decapitarlo con cuchillos,
mientras los soldados le insistían al Teniente al mando que lo
asesinara.

15.02.98
La Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz y la

Comunidad de Paz de San José de Apartadó, mediante co-
municación urgente enviada el 2 de abril de 1998 a la Comi-
sión Interamericana de Derechos Humanos, de la OEA, así
como a otros organismos internacionales, pusieron en su
conocimiento los atropellos cometidos por el Estado contra
JOSE EUSEBIO CARO , de 38 años de edad, y RAMÓN
EMILIO VÉLEZ , de 78 años de edad, miembros de la Co-
munidad de Paz de San José de Apartadó, quienes el 15 de
febrero de 1998 fueron retenidos por miembros del Ejército
acompañados de paramilitares, entre las 5.30 y 7.00 P.M.,
en la vereda Arenas Altas, fueron amarrados y sometidos a
golpes durante toda la noche, y dejados en libertad a las 7.00
A.M. del día siguiente, bañados en sangre y en estado lamen-
table, obligándolos antes a firmar una constancia de “haber
recibido buen trato”.

15.02.98
El 2 de abril de 1998 la Comisión Intercongregacional de

Justicia y Paz envió un oficio a la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos, de la OEA, así como a otros organis-
mos internacionales, apelando a la fuerza vinculante que
sobre el Estado colombiano tiene la Convención Interameri-
cana de Derechos Humanos, en cuanto Estado Parte en la
misma, y al papel fiscalizador que para el cumplimiento de
dicho tratado ejerce la CIDH, en relación con los hechos ocu-
rridos el 15 de febrero de 1998 en la vereda Arenas Altas de
San José de Apartadó, en que miembros de la XVII Brigada
del Ejército retuvieron a HUBERT GALVIS , a CONSUE-
LO DE GALVIS , y a LUIS HERNANDO GÓEZ , miem-
bros de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó. Los
primeros fueron amarrados y golpeados toda una noche y
luego los militares asesinaron a todos los animales domésti-
cos que ellos tenían y les incendiaron su vivienda. A HER-
NANDO GÓEZ, de 34 años, lo ataron de pies y manos, lo
llevaron a un monte y con palas en la mano le dijeron que allí
lo matarían y lo enterrarían sin que nadie se enterara; lo
amenazaron con decapitarlo y dispararle, mientras califica-
ban a toda la Comunidad de Paz como integrada por “guerri-
lleros” y proferían amenazas contra ella. El Consejo de la
Comunidad de Paz envió un oficio al Presidente de la Repúbli-
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ca, al Fiscal General y a otras autoridades el 20 de febrero de
1998 en que denunciaba los hechos y exigía justicia.

07.03.98
El 2 de abril de 1998, la Comisión Intercongregacional

de Justicia y Paz envió un oficio a la Comisión Interamerica-
na de Derechos Humanos, apelando a la fuerza vinculante
que para el  Estado colombiano tiene la Convención Ameri-
cana de Derechos Humanos, para que pidiera al Gobierno
de Colombia explicaciones por los crímenes cometidos el 7
de marzo de 1998 en la vereda Caño Seco, de San José de
Apartadó, en que miembros del Ejército Nacional y de gru-
pos paramilitares asesinaron a REYNALDO LARA RA-
MOS , de 60 años de edad, a JUANITA OSORIO DE LARA,
de 58, y a MIGUEL LARA, de 17, torturándolos brutalmente
antes de quitarles la vida.

13.03.98
La Comunidad de Paz de San José de Apartadó, en co-

municación dirigida a Amnistía Internacional y a otros orga-
nismos internacionales, solicitó se exigiera al Gobierno y a
las instancias judiciales de Colombia explicaciones, investi-
gaciones y sanciones por el crimen perpetrado por agentes
del Estado contra GERARDO DE JESÚS HIDALGO , de
58 años de edad, miembro de la Comunidad de Paz de San
José de Apartadó, quien el 13 de marzo de 1998 a las 3.00
P.M. fue bajado del vehículo del servicio público en que se
transportaba de Apartadó al caserío de San José, y asesina-
do por hombres armados que se movilizaban en una camio-
neta roja sin placas, a una cuadra de la Base Militar del barrio
Policarpa de Apartadó, siendo vistos los asesinos, minutos
después del crimen, departiendo con los militares que se
encontraban en la Base en ese momento.

19.03.98
El 2 de abril de 1998, la Comisión Intercongregacional de

Justicia y Paz envió un oficio a la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos, apelando a la fuerza vinculante que
para el Estado colombiano tiene la Convención Americana
de Derechos Humanos, solicitando, entre otros casos, de-
mandar al Gobierno de Colombia explicaciones, investigacio-
nes y sanciones por los atropellos de que fue víctima GIL-
DARDO TUBERQUIA  el 19 de marzo de 1998, en la vere-
da La Unión, de San José de Apartadó, al ser retenido ilegal-
mente, golpeado, ultrajado y despojado de sus pertenencias
por miembros de la XVII Brigada del Ejército nacional.

26.03.98
El 2 de abril de 1998, la Comisión Intercongregacional de

Justicia y Paz envió un oficio a la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos, apelando a la fuerza vinculante que
para el Estado colombiano tiene la Convención Americana
de Derechos Humanos, solicitando, entre otros casos, de-
mandar al Gobierno de Colombia explicaciones, investigacio-
nes y sanciones por los atropellos de que fueron víctimas

ARGEMIRO JIMÉNEZ , de 52 años de edad, su esposa
ROSMIRA TABARES , de 38 años de edad, y sus hijos
NAVIER ANTONIO ,  de 7 años, JORGE,  de 13 años, y
DOREY , de 4 años, quienes el 26 de marzo de 1998, a las 12
del mediodía fueron víctimas de un ataque armado a su vi-
vienda por parte de soldados de la Brigada XVII del Ejército,
en la vereda Alto Bonito, quedando todos heridos y siendo
conminados a abandonar la región, al igual que los habitan-
tes de las veredas vecinas.

31.03.98  / 01.04.98
El 2 de abril de 1998, la Comisión Intercongregacional de

Justicia y Paz envió un oficio a la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos, apelando a la fuerza vinculante que
para el Estado colombiano tiene la Convención Americana
de Derechos Humanos, solicitando, entre otros casos, de-
mandar al Gobierno de Colombia explicaciones, investigacio-
nes y sanciones por los atropellos de que fue víctima la Co-
munidad de Paz de San José de Apartadó  durante
los días 31 de marzo y 1° de abril de 1998 cuando miembros
de la XVII Brigada del Ejército Nacional en compañía de gru-
pos paramilitares se introdujeron en el caserío e insultaron a
todos los pobladores, anunciándoles que iban a “acabar con
ellos y obligar a huir a los que quedaran vivos”.

09.04.98
La Comunidad de Paz de San José de Apartadó, en co-

municación dirigida a Amnistía Internacional y a otros orga-
nismos internacionales, solicitó se exigiera al Gobierno y a
las instancias judiciales de Colombia explicaciones, investi-
gaciones y sanciones por el crimen perpetrado por agentes
del Estado contra DARÍO GÓEZ , de 42 años, quien el 9 de
abril de 1998 a las 8.00 A.M., mientras se encontraba en su
casa con su familia y algunos vecinos, entre ellos varios
menores de edad, fue atacado a bala por soldados que llega-
ron a la vereda, herido en una pierna y sacado a rastras y
separado de su familia y vecinos, quienes fueron obligados a
abandonar la zona, con la promesa de los militares de que
curarían al herido y lo atenderían, siendo encontrado su ca-
dáver algunos días después en la morgue de Turbo donde
había sido llevado por el Ejército y reportado como “guerrille-
ro muerto en combate”.

24.05.98
El 19 de junio de 1998, mediante oficio recibido en la Fis-

calía General de la Nación con fecha 24 de junio de 1998 y
radicación de correspondencia No. 069830, la Comisión In-
tercongregacional de Justicia y Paz dejó constancia de que:
el 24 de mayo de 1998 miembros del Ejército Nacional llega-
ron a una hacienda cercana al caserío de San José de Apar-
tadó, hurtaron una vaca, le dieron muerte a tiros y la des-
cuartizaron mientras afirmaban ante todos los presentes que
de la misma manera iban a descuartizar a EDUAR LAN-
CHEROS , miembro del Equipo Misionero de Justicia y Paz
que acompaña a la comunidad desplazada de San José de
Apartadó.
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11.09.98
El  26 de octubre de 1998, mediante oficio radicado en la

Presidencia de la República, en la Vicepresidencia, en varios
ministerios, en la Fiscalía General de la Nación y en otras al-
tas dependencias del Estado, la Comisión Intercongregacio-
nal de Justicia y Paz dejó constancia de que el 11 de sep-
tiembre de 1998, en la vereda Buenos Aires de San José de
Apartadó, tropas de la Brigada XVII del Ejército interceptaron
a ARNULFO MORA, a EDUAR MORALES  y a FLOR
MARÍA MARTÍNEZ, quienes se dirigían hacia su vivienda.
A Arnulfo lo obligaron a bajarse del mulo, lo quisieron obligar
a desnudarse, y como él se negó le hicieron varios disparos
junto a su cabeza. Luego los reunieron con otras 7 personas
que habían retenido en el camino, entre quienes se encontra-
ban WILDER GONZÁLEZ  y GILBERTO GRACIANO ,
quienes también fueron sometidos a torturas y tratos de-
gradantes. A Gilberto le rociaron su cabeza con gasolina y lo
amenazaron todo el tiempo con  prenderle fuego. Luego los
obligaron a cargar los equipos militares a sus espaldas y  los
forzaron a que los condujeran hasta sus casas. Durante el
camino retuvieron a más campesinos e hicieron contacto con
otra unidad militar que patrullaba conjuntamente con para-
militares, entre quienes se encontraba el paramilitar amplia-
mente conocido en la zona como alias “Guacharaco”.  Cuan-
do llegaron a la casa del Señor Fabio Molina, retuvieron a la
esposa de éste y también a la de Wilder González. Allí se
escucharon unos disparos y a los diez minutos apareció un
soldado con un arma en la mano, quien le informó a Teniente
que comandaba la patrulla que “se había producido un com-
bate con la guerrilla en el cual había sido dado de baja un
guerrillero y había sido capturada una guerrillera”. Todos los
campesinos retenidos fueron conducidos luego al lugar don-
de se encontraba el supuesto guerrillero muerto pero allí
descubrieron que éste no era el mismo ARNULFO MORA,
retenido con ellos horas antes, y que la supuesta guerrillera
capturada no era otra que FLOR MARÍA MARTÍNEZ, quien
fuera retenido al mismo tiempo que Arnulfo. Luego el Tenien-
te le dijo a Wilder González que sería trasladado en un heli-
cóptero para que se integrara a un trabajo con los paramilita-
res donde recibiría buena paga; enseguida lo obligaron a fir-
mar un acta con su huella, en la cual se afirmaba que Arnulfo
Mora y Flor María Martínez eran guerrilleros. Finalmente los
militares obligaron a todos los demás campesinos retenidos
a tomar el cadáver de Arnulfo y llevarlo hasta San José de
Apartadó, con un mensaje, según el cual, debía quedar se-
pultado allí “porque era guerrillero”, pues esa era una “co-
munidad de guerrilleros”.

05.01.99
El 5 de enero de 1999, mediante un llamado de ACCIÓN

URGENTE dirigido a muchas organizaciones no gubernamen-
tales nacionales e internacionales y a instituciones inter-gu-
bernamentales, la Comunidad de Paz de San José de Apar-
tadó denunció el restablecimiento del retén paramilitar en la
vía que de Apartadó conduce a San José. Los hombres ar-
mados anunciaron que retendrían los mercados y que los
“sospechosos” “se quedarían allí mismo tendidos”.

04.04.99
El 5 de abril de 1999, mediante oficio radicado en la Pre-

sidencia de la República, en la Vicepresidencia, en cinco mi-
nisterios, en la Fiscalía General de la Nación, en la Procuradu-
ría General de la Nación y en otros altos despachos del Esta-
do, así como en los organismos inter-gubernamentales per-
tinentes y en muchas organizaciones internacionales, la Co-

misión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó constan-
cia de que: a las 11 de la noche del domingo 4 de abril entra-
ron al territorio de paz de la Comunidad de Paz de San José
de Apartadó 10 hombres fuertemente armados, con armas
largas y cortas. Durante varias horas se pasearon por el
casco urbano insultando a los pobladoras y afirmando que
todos eran “guerrilleros”. A ANIBAL JIMÉNEZ , miembro
del Consejo Interno de la Comunidad, le dispararon en su pro-
pia casa junto a sus niños, dejándolo muerto. A dos campe-
sinos, DANIEL PINO  y ANTONIO JOSÉ BORJA, los
retuvieron en el camino y los llevaron a la plazuela del case-
río; otros fueron retenidos en el kiosko mientras veían televi-
sión. Más tarde degollaron a GABRIEL GRACIANO luego
de propinarle un tiro. A DANIEL PINO  le abrieron el estó-
mago con un machete y él penosamente se arrastró hasta
la bodega de la comunidad donde agonizó cerca de una hora
tratando de impedir que sus vísceras se regaran por el sue-
lo. A otros de los retenidos les dispararon pero lograron es-
capar vivos aunque quedaron heridos: OSCAR MARTÍNEZ,
ANTONIO JOSÉ BORJA y NALFA SÁNCHEZ.   Los
victimarios lanzaron granadas de fragmentación contra la
escuela y la plaza central antes de retirarse hacia las dos de
la madrugada.

06.05.99
El 10 de mayo de 1999, mediante oficio radicado en la

Presidencia de la República y en otros muchos altos despa-
chos del Estado, entre ellos la Fiscalía General de la Nación y
la Procuraduría General de la Nación, la Comisión Intercon-
gregacional de Justicia y Paz dejó constancia de que: el jue-
ves 6 de mayo a las 11 A.M. 30 miembros de las Fuerzas
Especiales del Ejército, acompañados por varios paramilita-
res ampliamente conocidos en la región como lo son: alias
“Perro de Monte”, alias “Wilson” y alias ”Cordillera”, llega-
ron a la vereda Arenas Altas, de San José de Apartadó, sa-
caron a varios campesinos de la finca donde estaban traba-
jando y los amarraron por varias horas. Más tarde, al dejar-
los en libertad, les pidieron disculpas explicando que los ha-
bía amarrado como “medida de seguridad porque ustedes
se podrían haber corrido y nosotros nos hubiéramos visto
obligados a dispararles”.  Allí mismo se dejó constancia de
que el lunes 10 de mayo, un joven llamado Jaime García ,
quien nunca perteneció a la Comunidad de Paz y quien había
participado en el asesinato de la novia de un Teniente del Ejér-
cito en mayo/97, como lo había denunciado Justicia y Paz,
ya que él mismo entregó el cadáver de la joven y fue llevado
por el Ejército en helicóptero, apareció en San José, armado,
anunciando que se iría con las autodefensas. No era explica-
ble por qué dicho joven estaba en libertad luego de que hubie-
ra sido detenido por el Ejército tras confesar un asesinato.
En el mismo oficio se dejó constancia de que por los días de
mayo de 1999, en el camino que conduce a la vereda Mula-
tos, de San José de Apartadó, así como en la carretera que
va de Apartadó hacia San José, se vio a las tropas del Ejér-
cito patrullar conjuntamente con reconocidos paramilitares
de la zona.

17.05.99
El 24 de mayo de 1999, mediante oficio radicado en la

Presidencia de la República y otros altos despachos del Es-
tado, la Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó
constancia de que: el lunes 15 de mayo, en el caserío cono-
cido como La Victoria, ubicado en la vía que de Apartadó
conduce a San José de Apartadó, hombres uniformados y
armados retuvieron la Chiva que hace viajes entre San José
y Apartadó y preguntaron a las mujeres que allí viajaban por
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los nombres de los líderes de la Comunidad de Paz de San
José de Apartadó. Esto se repitió el 17 de mayo a las 10 A.M..
El 24 de mayo cien hombres del Batallón Vélez penetraron en
el caserío de San José con dos hombres de civil.

13.07.99
El 19 de julio de 1999, mediante oficio radicado en la Pre-

sidencia de la República y otros altos despachos del Estado,
la Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó cons-
tancia de que: el 13 de julio de 1999 un hombre que portaba
un arma de fuego y dos granadas abordó una volqueta en el
sitio La Balsa, en la vía que de Apartadó conduce a San José
de Apartadó, pasando luego por el retén militar del barrio
Mangolo sin ser requisado, mientras el 14 de julio en ese re-
tén fueron requisados los campesinos que se movilizaban
entre San José y Apartadó. Allí mismo se dejó constancia de
que el 15 de julio en la noche llegó un centenar de militares y
paramilitares mezclados al caserío de La Balsa, con 20 mu-
las que habían sido robadas a los pobladores de Piedras Blan-
cas, presentándose ante los pobladores de La Balsa como
Tenientes del Ejército y miembros de las “Autodefensas
Campesinas”.

19.02.00
El  20 de febrero de 2000, mediante oficio radicado en la

Presidencia de la República, en la Vicepresidencia, en los
Ministerios del Interior y de Defensa, en la Fiscalía General
de la Nación, en la Procuraduría General de la Nación, en la
Defensoría del Pueblo y en la Oficina del Alto Comisionado
para la Paz, la Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz
dejó constancia de que: el 19 de febrero de 2000 unidades de
la Brigada XVII del Ejército Nacional retuvieron a varios cam-
pesinos en los alrededores del caserío de San José de Apar-
tadó: a unos a las 11 A. M., a otros a las 2 P. M., a otros a las
4 P. M.  A todos les preguntaban si en San José había armas
y dónde se escondía la guerrilla. También les prohibían mirar-
los (a los militares) pues podrían morir. Durante el día fue
observada una gran concentración de efectivos del ejército
en el sitio La Balsa (carretera entre Apartadó y San José), en
la finca “La Guadiana” y en el monte conocido como “La
Luna”. Hacia las 6.40 P.M. los campesinos retenidos fueron
obligados a guiar a los militares hacia el caserío de San José
de Apartadó. A las 7.25 P.M. 20 hombres fuertemente arma-
dos con fusiles Galil, AK y R-15 penetraron en la cancha de
fútbol, y luego de estar allí por 20 minutos, se dividieron en 4
grupos. A las 7.35 P.M. comenzaron a matar. Las víctimas
fueron 4 comerciantes: ALBERTO MONTOYA , asesina-
do en la plaza principal, LUIS CIRO y ALFONSO JIMÉ-
NEZ , sacados de sus casas por la fuerza y baleados afuera,
MARIO URREGO , quien al mirar a los victimarios que lle-
garon a su tienda, los reconoció y les dijo a sus familiares:
“tranquilos, es el ejército”, siendo inmediatamente acribilla-
do, UVALDO QUINTERO , quien fue sacado de un culto de
la Iglesia Pentecostal y asesinado, quedando heridos quie-
nes quisieron protegerlo: su hermano RIGO QUINTERO  y
JAIRO PINEDA , éste último miembro de la Comunidad de
Paz. Mientras los uniformados corrían por el poblado hacien-
do disparos le decían a la gente: “No nos miren, y si no los
matamos”. Sin embargo, cuando se retiraban, dos encapu-
chados se quitaron la capucha para beber y la comunidad
pudo identificarlos: uno era el reconocido paramilitar apoda-
do “Cordil lera”, quien desde meses atrás participaba en
operativos del Ejército en las veredas de San José, como se
dejó constancia en su momento; el otro era un desertor de
las FARC que se había entregado al Ejército, cuyo nombre es
Asnair , apodado “El Bizco”. Luego de la masacre, los vic-

timarios se encaminaron hacia Apartadó sin sufrir ninguna
persecución de la fuerza pública.

26.02.00
El 23 de marzo de 2000, mediante oficio radicado en la

Presidencia de la República y en otros altos despachos del
Estado, la Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó
constancia del ambiente de hostigamiento a que se vio so-
metida la Comunidad de Paz de San José de Apartado, luego
de la masacre del 19 de febrero. Entre otros hechos, se re-
lató alló cómo el 26 de febrero a las 12 P. M., a escasos 5
minutos del barrio Mangolo donde se encuentra un retén
militar, tres hombres y una mujer fuertemente armados re-
tuvieron por unos minutos un jeep en que se movilizaban
pobladores de San José de Apartadó. También se refería allí
cómo un campesino de la vereda El Gas, de San José de
Apartadó, encontró el 10 de marzo de 2000 la casa de su
vecino quemada y al dueño allí muerto, mientras la esposa y
los cinco niños de ésta quedaron desaparecidos. También se
dejó constancia de que el martes 14 de marzo miembros del
Ejército realizaron un retén a cinco minutos del casco urbano
y allí preguntaban a los niños en tono burlón si se habían asus-
tado por las prácticas de tiro que en los últimos días estaban
haciendo muy cerca del casco urbano. Se dejó constancia
igualmente de que tres reconocidos paramilitares: alias “E l
Bizco” (quien participó en la masacre del 19 de febrero), alias
“Bareto”  y alias “Gerardo”, participaron el 15 de marzo
en el saqueo de una casa en la vereda Buenos Aires junto
con patrullas militares y el 19 de marzo son vistos con unifor-
me militar acompañados por miembros del Ejército en los
alrededores del casco urbano de San José.

25.03.00
El 10 de abril de 2000, mediante oficio radicado en la Pre-

sidencia de la República, en la Vicepresidencia, en el Ministe-
rio del Interior, en la Fiscalía General de la Nación, en la Vice-
fiscalía General de la Nación, en la Procuraduría General de la
Nación y en la Oficina del Alto Comisionado de Paz, La Comi-
sión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó constancia
de que: el 25 de marzo de 2000 un grupo de paramilitares
hizo presencia cerca del nuevo asentamiento al que iban a
retornar los pobladores de la vereda Arenas Altas, antes
desplazados al casco urbano de San José, y anunciaron que
no iban a permitir el retorno y que destruirían el asentamien-
to. Dejó constancia, además, de que el 6 de abril de 2000, en
horas de la mañana, un grupo de aproximadamente 50 para-
militares reunieron a los jóvenes del caserío La Miranda, de
San José de Apartadó, y los invitaron a engrosar las filas
paramilitares, ofreciéndoles, entre otras garantías, un suel-
do mensual de quinientos mil pesos (en el momento cerca
de 250 dólares); atención médica a través del Ejército, en caso
de enfermedad o de resultar heridos; apoyo logístico del Ejér-
cito por tierra y aire para los operativos; uso de helicópteros
militares para cualquier movilización rápida. Además afirma-
ron que estaban esperando la orden de Carlos Castaño para
atacar la Comunidad de Paz de San José de Apartadó.

13.05.00
El 19 de mayo de 2000, mediante oficio radicado en la

Presidencia de la República y en otros altos despachos del
estado, la Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó
constancia de que: el sábado 13 de mayo a las 4 P.M., el jo-
ven JOSMEN BENÍTEZ , de 23 años, poblador de San José
de Apartadó, fue bajado de la chiva donde retornaba hacia
San José desde Apartadó por 5 hombres armados vestidos
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de civil. Al hacer resistencia, fue golpeado y alguno de los
victimarios dijo: “matémoslo aquí mismo”; sin embargo
decidieron llevárselo en un jeep y luego lo asesinaron en el
barrio Policarpa, de Apartadó. El sitio en que lo intercepta-
ron fue el barrio Mangolo, donde suele haber un retén mili-
tar. Dos días antes había sido vista en las cercanías una
camioneta Cheroke estacionada en las cercanías. El 12 de
marzo miembros de la Comunidad de Paz le escucharon decir
a soldados profesionales que andaban en trajes civiles en
Apartadó que iban a meter a la Comunidad de Paz de San
José para acabarla.

08.07.00
Los días 8, 10 y 14 de julio de 2000, a través de oficios

radicados en la Presidencia de la República, en la Vicepresi-
dencia, en la Fiscalía General de la Nación, en la Procuraduría
General de la Nación, en la Defensoría del Pueblo y en otros
altos despachos del Estado, así como en organismos inter-
gubernamentales y no gubernamentales, nacionales e inter-
nacionales, la Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz
dejó constancias de que: el 8 de julio de 2000 el territorio de
paz de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó fue
intensamente militarizado, tanto en la carretera que de Apar-
tadó conduce al casco urbano de San José, como en varias
de sus veredas donde hay conjuntos de pobladores que inte-
gran el proceso de la Comunidad de Paz. En una de éstas, la
comunidad de LA UNIÓN, que había retornado meses antes
desde el casco urbano de San José, a las 3 P. M. Ingresaron
20 encapuchados, provenientes de un sitio cercano donde
estaban acantonados miembros del Ejército. Los encapucha-
dos destruyeron  el teléfono de la comunidad, sacaron a la
gente de sus casas y los reunieron en el centro de la vereda,
preguntaron por los líderes pero la comunidad les respondió
que todos eran líderes. A una religiosa que les explicó la neu-
tralidad de la comunidad, la empujaron y la tiraron a un lado.
Luego seleccionaron a seis campesinos integrantes de la
comunidad y los asesinaron: RIGOBERTO GUZMÁN,
ELODINO RIVERA,   DIOFANOR DÍAZ CORREA,
HUMBERTO SEPÚLVEDA, PEDRO ZAPATA y JAIME
GUZMÁN.  Mientras ocurría la matanza un helicóptero del
Ejército sobrevolaba el caserío. La comunidad se vio obliga-
da a desplazarse nuevamente. Al día siguiente, 9 de julio, uno
de los paramilitares que fue reconocido en el momento de la
masacre, alias “Alfredo”,  fue visto con tropas del Ejército
en la vereda La Linda, de San José de Apartadó.

29.09.00
El 29 de septiembre de 2000, mediante oficio radicado

en la Presidencia de la República y en otros altos despachos
del Estado, la Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz
dejó constancia de que luego de la masacre del 8 de julio se
sucedieron una serie de crímenes contra los integrantes de
la Comunidad de Paz de San José de Apartadó:

· El 16 de julio de 2000 fue sacado de su casa en el caserío
de San José de Apartadó el joven FREDY MAZO , de 18
años, y su cuerpo apareció al día siguiente en los alrede-
dores del poblado con cortaduras de machete.

· El 25 de agosto de 2000, a las 3.20 P. M. , es interceptado
el vehículo de servicio público que transporta gente en-
tre San José de Apartadó y Apartadó, a la altura del ba-
rrio Mangolo, y es bajado el poblador IGNACIO ARE-
NAS  y es llevado con los paramilitares ante la protesta
de los demás pasajeros. Una hora después, otro grupo
de pasajeros encuentra su cadáver  a la orilla de la carre-
tera con un tiro en la cabeza. El grupo paramilitar, com-

puesto por 4 hombres y una mujer, sigue instalado en
ese sitio y sale frecuentemente de la platanera a dete-
ner los vehículos de servicio público, saquear los merca-
dos y desaparecer gente.

· El 19 de septiembre de 2000 es bajado de otro vehículo
de servicio público, en el mismo sitio y por el mismo gru-
po, el campesino LUIS ENRIQUE USUGA, de 26 años.
El 22 de septiembre en la mañana aparece su cuerpo
baleado en el barrio La Chinita, de Apartadó.

· El 22 de septiembre es interceptado otro vehículo de
servicio público en el mismo retén paramilitar y obligan a
bajarse al indígena MIGUEL DOMICÓ BAILARÍN , de
la comunidad de Las Playas. Cuando resiste es golpeado
él y todos los demás que protestan. Su cuerpo aparece
baleado en la finca “Bajo del Oso”, en Apartadó. Al lado
de su cadáver se encuentra el de una mujer que fue sa-
cada a la fuerza, herida, de una ambulancia de la Cruz
Roja Internacional, en el mismo retén.

· El 23 de septiembre, entre las 9 y las 9.30 A. M. varios ve-
hículos son interceptados en el retén paramilitar junto al
barrio Mangolo y sus pasajeros obligados a bajarse y a
entregar sus documentos. De pronto llegan corriendo dos
informantes de los paramilitares y avisan que unos agen-
tes de la Policía venían. Así los paramilitares se internan
nuevamente en la platanera y los ya seleccionados para
morir, Rodrigo González y Luis Enrique David , se
escapan. Es sospechoso que los informantes pasaron antes
por un retén policial ubicado a 100 metros del retén parami-
litar.

· El 23 de septiembre son sacados de su casa, a 15 minu-
tos del casco urbano de San José de Apartadó, L U Z
ANALIA ARENAS ROMÁN, de 20 años, HERNAN-
DO ARENAS,  de 18 , y DUVER ANTONIO ROMÁN,
de 15. Horas más tarde fueron hallados sus cadáveres
con tiros en la cabeza.

· El 16 de septiembre 10 militares se pasean por el casco
urbano de San José de Apartadó en compañía de un
hombre conocido con el alias de “Gerardo”, quien fue
visto participando en la masacre del 19 de febrero

En la misma constancia se da cuenta de numerosos
hechos de hostigamiento e intimidación contra la Comunidad
de Paz de San José de Apartadó y de campañas de prensa
de desprestigio contra dicha experiencia y de calumnias con-
tra las ONGs que han apoyado y acompañado la experiencia

03.10.00
El 3 de octubre de 2000 la Comisión Interamericana de

Derechos Humanos, de la Organización de Estados Ameri-
canos, abre el caso No. 12.235 sobre las violaciones múlti-
ples a los Derechos Humanos perpetradas contra los inte-
grantes de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó, y
eleva ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos la
solicitud de MEDIDAS PROVISIONALES a favor de los miem-
bros de dicha comunidad.

18.06.02
El 20 de junio de 2002 la CORTE INTERAMERICANA DE

DERECHOS HUMANOS dictó una RESOLUCIÓN en relación
con las medidas provisionales que ese mismo Tribunal había
dictado el 9 de octubre de 2000 a favor de la Comunidad de
Paz de San José de Apartadó. En su No. 6 registra nuevos
crímenes perpetrados contra dicha comunidad desde el
momento en que se ordenaron las medidas provisionales:

· El 15 de diciembre de 2001 fue asesinado HENRY TU-
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BERQUIA  por tres hombres armados que ingresaron al
casco urbano de San José de Apartadó, quienes le obli-
garon a acostarse en el suelo, le dispararon y luego salie-
ron por la carretera que conduce de Apartadó a San José.
En ese momento, los militares se encontraban a tres
minutos del lugar por donde habían ingresado los hom-
bres armados.

· El 17 de diciembre de 2001 la señora ENADIS LUGO ,
cuando estaba en su casa, fue intimidada y sufrió un in-
tento de violación por un soldado de las fuerzas militares.
A unos diez minutos a pié del caso urbano de San José de
Apartadó se encontraba una tropa de las fuerzas milita-
res. El 13 de febrero de 2002 dicha señora declaró ante
funcionarios de la Procuraduría General de la Nación so-
bre los indicados hechos y el 20 de los mismos meses y
año soldados del ejército la buscaron en su casa de habi-
tación. Posteriormente, por el riesgo para sus vidas, su
familia se vio obligada a abandonar su casa y su finca.

· El 30 de diciembre de 2001 varios campesinos de la co-
munidad fueron interrogados acerca de la “presencia de
armados y de sus movimientos”.

· El 1 de enero de 2002 MARÍA GRIMANESA FLÓREZ
fue violada por un militar en un camino que conduce del
casco urbano de San José al caserío El Mariano.

· El 2 de enero de 2002 siete hombres vestidos de civil lle-
garon a la casa de IVÁN VELÁSQUEZ , ubicada en el
sitio conocido como La Batea, entre Apartadó y el casco
urbano de San José. Allí amenazaron a quienes se en-
contraban en el lugar y se llevaron algunos alimentos,
bienes de la tienda familiar, dinero y el documento de iden-
tidad de dicho señor. Luego obligaron a Iván  a movilizar-
se con ellos y minutos después lo asesinaron.

· El 10 de enero de 2002 un camión que transportaba ca-
cao, que se dirigía a Medellín, fue detenido por un grupo
de paramilitares vestidos de civil y armados. Una funcio-
naria de la empresa de trasporte se comunicó con la
Comunidad de Paz e informó que los paramilitares retu-
vieron la carga de cacao y exigieron la presencia del re-
presentante de la Comunidad para devolverla, a lo que la
Comunidad no accedió. Después, el camión fue encon-
trado sin el cargamento de cacao y “sin un dinero”.

· El 14 de febrero de 2002 MORELIA DE JESÚS GI-
RALDO TUBERQUIA , quien vivía en el camino que
conduce de San José de Apartadó a la vereda La Unión,
fue desaparecida en el municipio de Apartadó. Dos días
antes la señora Giraldo Tuberquia había sido abordada por
un paramilitar apodado “Torolo”, y reconocido como par-
tícipe de la masacre del 8 de julio de 2000.

· El 1 de marzo de 2002 un colectivo que se dirigía hacia
San José de Apartadó fue retenido en el sitio conocido
como “Tierra Amarilla”, por dos paramilitares, uno de ellos
conocido como “Torolo”, quienes robaron a los pasaje-
ros los mercados que llevaban, los amenazaron y les
manifestaron además que les iban a controlar los alimen-
tos en el terminal del transporte y en retén.

· El 30 de marzo de 2002 dos hombres vestidos de civil y
con armas retuvieron y desaparecieron a GILMA ROSA
GRACIANO y a OFIDIA SÁNCHEZ , integrantes de la
Comunidad de Paz, después de obligarlas a bajarse del
transporte público en el cual viajaban cuando se dirigían
a San José de Apartadó. Ofidia Sánchez logró escapar
de sus captores y, acto seguido, abandonó el territorio
de la Comunidad de Paz para salvaguardar su vida. El 31
de marzo de 2002 apareció el cuerpo sin vida de GILMA
ROSA GRACIANO , en las cercanías del municipio de
Turbo.

· Se han producido actos de intimidación, hostigamiento y
violencia en contra de las personas encargadas de trans-

portar alimentos desde San José de Apartadó, con el
objetivo aparente de bloquear el acceso de víveres a la
comunidad.

· El 9 de abril de 2002 fue asesinado el señor REYNEL
DE JESÚS ALVAREZ , quien transportaba mercados
hacia la Comunidad de Paz y conducía el vehículo del que,
días antes, fueron obligadas a bajarse las señoras Gilma
Rosa Graciano y Ofidia Sánchez.

· El 10 de abril de 2002 otro conductor fue objeto de ame-
nazas por parte del grupo de civiles armados.

· El 12 de abril de 2002 fue asesinado el señor OSIEL
MONTOYA, conductor de un vehículo de servicio públi-
co que se dirigía hacia el corregimiento de San José de
Apartadó, en el sitio conocido como “Tierra Amarilla”.

· Los 41 testigos que han declarado sobre los hechos de
violencia perpetrados contra la Comunidad han sido
hostigados por miembros de las fuerzas de seguridad,
lo cual ha llevado a aplazar la investigación hasta tanto
no se definan los mecanismos de protección para di-
chos testigos.

· Desde el 10 de abril de 2002 hasta la primera semana de
mayo no ingresó ni salió ningún vehículo de servicio públi-
co, de transporte de pasajeros ni de carga, del corregi-
miento de San José de Apartadó. Ni los profesores ni el
personal de salud han podido ingresar al caserío. Los
enfermos graves deben ser bajados en mula y hasta en
bueyes para recibir atención médica. También algunos
productos como “el primitivo” (variedad de banano pe-
queño) empezaron a perderse.

· El 16 de abril de 2002 miembros de la Comunidad de Paz
intentaron contratar un camión para sacar productos de
su cosecha, que por el bloqueo corría peligro de perder-
se. Dadas las amenazas de muerte formuladas contra
el personal de las compañías de transporte, no les fue
posible realizar esta contratación. En este mismo senti-
do, estas amenazas provocaron la disolución de la Aso-
ciación de Transportadores de San José.

· El mismo 16 de abril fue asesinado un tercer conductor,
el señor GONZALO TREJO , quien hacía la ruta entre
Apartadó y San José.

· El 29 de abril de 2002 el señor FERNANDO PUERTA ,
vinculado con el trabajo comunitario de la Comunidad de
Paz, fue asesinado por un grupo de hombres armados
vestidos de camuflado, pertenecientes a la “estrategia
encubierta militar”.

· El 1° de mayo de 2002 los campesinos DARÍO GRA-
C I A N O  U S U G A ,  A L E X A N D E R  G R A C I A N O  y
SAMUEL GRACIANO , fueron asesinados en la vere-
da El Porvenir, del corregimiento de San José de Aparta-
dó, durante una operación militar encubierta en la cual
participaron al menos 200 hombres con armas largas y
vestidos de camuflado, con algunos brazaletes de las
“Autodefensas Unidas de Colombia – AUC”.

· El 4 de mayo de 2002, 200 hombres que participan en la
estrategia militar clandestina ingresaron al caserío La
Unión. La mayoría de los pobladores huyeron y los civiles
armados requisaron las viviendas de los habitantes de la
Comunidad, sustrajeron alimentos, prendas de vestir y
varios animales.

· El 6 de mayo de 2002 desapareció MOISÉS SEPÚL-
VEDA PUERTA , cuando se dirigía hacia el corregimien-
to de San José de Apartadó, luego de salir de una tienda
ubicada en Apartadó.

16.06.02
Bajo el No. 13 de la misma Resolución de la Corte Intera-

mericana, se registra el asesinato del señor MIGUEL OSO-
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RIO , de 35 años, habitante del corregimiento de San José
de Apartadó e integrante del proyecto de Economía Solidaria
y Autosostenible de la Comunidad de Paz. El crimen fue per-
petrado el 16 de junio de 2002 en la terminal del transporte de
Apartadó por dos civiles armados quienes le dispararon rei-
teradamente

06.08.02
El 6 de agosto de 2002, mediante oficio radicado en la

Presidencia de la República y otros altos despachos del Es-
tado, la Comisión Intercongregacional del Justicia y Paz dejó
constancia de que:

· El 13 de mayo de 2002, en el contesto de enfrentamien-
tos entre la fuerza pública y la guerrilla, la población de la
vereda Mulatos, de San José de Apartadó, tuvo que des-
plazarse nuevamente. La escuela y 4 casas fueron in-
cendiadas mientras se asistía al sobrevuelo de helicóp-
teros militares.

· El 17 de mayo de 2002 el accionar de las estructuras
armadas encubiertas sobre el casco urbano de San José
impidieron el ingreso de personal médico y de atención
sanitaria.

· El 18 de mayo de 2002 miembros de las estructuras
militares encubiertas asesinaron a otro conductor, de
nombre FABIO, miembro de la Iglesia Pentecostal, en el
sitio conocido como “Tierra Amarilla”, cuando se dirigía
al casco urbano de San José.

· El 24 de junio de 2002 a las 11.30 A. M. Fue asesinado en
la terminal de transporte de Apartadó JAIME OVIDIO
HIGUITA TORRES, de 26 años, miembro de la Comu-
nidad de Paz de San José de Apartadó.

· El 26 de julio de 2002 fue asesinado en cercanía de la
terminal de transporte de Apartadó JOSE  AL IR IO
GONZALEZ , habitante del casco urbano de San José
de Apartadó, quien se dirigía a vender un bulto de limo-
nes. Fue degollado con machete por paramilitares. 20 días
antes había sido interrogado en la misma terminal de
transporte por un desconocido que le indagó por su habi-
tación y actividades y le advirtió que “se volverían a ver”.

· El 28 de julio de 2002 fue asesinado cerca del cementerio
de San José de Apartadó JORGE ELIÉCER ATEHOR-
TÚA. La Comunidad escuchó el disparo mientras caía
un torrencial aguacero. En el sitio donde se encontró el
cadáver suele hacer presencia habitual el ejército.

11.09.98
El  26 de octubre de 1998, mediante oficio radicado en

la Presidencia de la República, en la Vicepresidencia, en
varios ministerios, en la Fiscalía General de la Nación y en
otras altas dependencias del Estado, la Comisión Intercon-
gregacional de Justicia y Paz dejó constancia de que el 11
de septiembre de 1998, en la vereda Buenos Aires de San
José de Apartadó, tropas de la Brigada XVII del Ejército
interceptaron a ARNULFO MORA, a EDUAR MORA-
L E S y a FLOR MARÍA MARTÍNEZ , quienes se dirigían
hacia su vivienda. A Arnulfo lo obligaron a bajarse del mulo,
lo quisieron obligar a desnudarse, y como él se negó le
hicieron varios disparos junto a su cabeza. Luego los re-
unieron con otras 7 personas que habían retenido en el
camino, entre quienes se encontraban WILDER GON-
ZÁLEZ  y  GILBERTO GRACIANO , quienes también fue-
ron sometidos a torturas y tratos degradantes. A Gilberto
le rociaron su cabeza con gasolina y lo amenazaron todo
el tiempo con  prenderle fuego. Luego los obligaron a car-
gar los equipos militares a sus espaldas y  los  forzaron a

que los condujeran hasta sus casas. Durante el camino
retuvieron a más campesinos e hicieron contacto con otra
unidad militar que patrullaba conjuntamente con paramili-
tares, entre quienes se encontraba el paramilitar amplia-
mente conocido en la zona como alias “Guacharaco”.
Cuando llegaron a la casa del Señor Fabio Molina, retuvie-
ron a la esposa de éste y también a la de Wilder González.
Allí se escucharon unos disparos y a los diez minutos apa-
reció un soldado con un arma en la mano, quien le informó
a Teniente que comandaba la patrulla que “se había produ-
cido un combate con la guerrilla en el cual había sido dado
de baja un guerrillero y había sido capturada una guerrille-
ra”. Todos los campesinos retenidos fueron conducidos
luego al lugar donde se encontraba el supuesto guerrillero
muerto pero allí descubrieron que éste no era el mismo
ARNULFO MORA, retenido con ellos horas antes, y que la
supuesta guerrillera capturada no era otra que FLOR MARÍA
MARTÍNEZ, quien fuera retenido al mismo tiempo que Ar-
nulfo. Luego el Teniente le dijo a Wilder González que sería
trasladado en un helicóptero para que se integrara a un
trabajo con los paramilitares donde recibiría buena paga;
enseguida lo obligaron a firmar un acta con su huella, en la
cual se afirmaba que Arnulfo Mora y Flor María Martínez
eran guerrilleros. Finalmente los militares obligaron a to-
dos los demás campesinos retenidos a tomar el cadáver
de Arnulfo y llevarlo hasta San José de Apartadó, con un
mensaje, según el cual, debía quedar sepultado allí “por-
que era guerrillero”, pues esa era una “comunidad de gue-
rrilleros”.

05.01.99
El 5 de enero de 1999, mediante un llamado de ACCIÓN

URGENTE dirigido a muchas organizaciones no gubernamen-
tales nacionales e internacionales y a instituciones inter-gu-
bernamentales, la Comunidad de Paz de San José de Apar-
tadó denunció el restablecimiento del retén paramilitar en la
vía que de Apartadó conduce a San José. Los hombres ar-
mados anunciaron que retendrían los mercados y que los
“sospechosos” “se quedarían allí mismo tendidos”.

04.04.99
El 5 de abril de 1999, mediante oficio radicado en la Pre-

sidencia de la República, en la Vicepripresidencia, en cinco
ministerios, en la Fiscalía General de la Nación, en la Procura-
duría General de la Nación y en otros altos despachos del
Estado, así como en los organismos inter-gubernamentales
pertinentes y en muchas organizaciones internacionales, la
Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó cons-
tancia de que: a las 11 de la noche del domingo 4 de abril
entraron al territorio de paz de la Comunidad de Paz de San
José de Apartadó 10 hombres fuertemente armados, con
armas largas y cortas. Durante varias horas se pasearon
por el casco urbano insultando a los pobladoras y afirmando
que todos eran “guerrilleros”. A ANIBAL JIMÉNEZ , miem-
bro del Consejo Interno de la Comunidad, le dispararon en su
propia casa junto a sus niños, dejándolo muerto. A dos cam-
pesinos, DANIEL PINO  y ANTONIO JOSÉ BORJA, los
retuvieron en el camino y los llevaron a la plazuela del case-
río; otros fueron retenidos en el kiosko mientras veían televi-
sión. Más tarde degollaron a GABRIEL GRACIANO luego
de propinarle un tiro. A DANIEL PINO  le abrieron el estó-
mago con un machete y él penosamente se arrastró hasta
la bodega de la comunidad donde agonizó cerca de una hora
tratando de impedir que sus vísceras se regaran por el sue-
lo. A otros de los retenidos les dispararon pero lograron es-
capar vivos aunque quedaron heridos: OSCAR MARTÍNEZ,
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ANTONIO JOSÉ BORJA y NALFA SÁNCHEZ.   Los
victimarios lanzaron granadas de fragmentación contra la
escuela y la plaza central antes de retirarse hacia las dos de
la madrugada.

06.05.99
El 10 de mayo de 1999, mediante oficio radicado en la

Presidencia de la República y en otros muchos altos despa-
chos del Estado, entre ellos la Fiscalía General de la Nación y
la Procuraduría General de la Nación, la Comisión Intercon-
gregacional de Justicia y Paz dejó constancia de que: el jue-
ves 6 de mayo a las 11 A.M. 30 miembros de las Fuerzas
Especiales del Ejército, acompañados por varios paramilita-
res ampliamente conocidos en la región como lo son: alias
“Perro de Monte”, alias “Wilson” y alias ”Cordillera”, llega-
ron a la vereda Arenas Altas, de San José de Apartadó, sa-
caron a varios campesinos de la finca donde estaban traba-
jando y los amarraron por varias horas. Más tarde, al dejar-
los en libertad, les pidieron disculpas explicando que los ha-
bía amarrado como “medida de seguridad porque ustedes
se podrían haber corrido y nosotros nos hubiéramos visto
obligados a dispararles”.  Allí mismo se dejó constancia de
que el lunes 10 de mayo, un joven llamado Jaime García ,
quien nunca perteneció a la Comunidad de Paz y quien había
participado en el asesinato de la novia de un Teniente del Ejér-
cito en mayo/97, como lo había denunciado Justicia y Paz,
ya que él mismo entregó el cadáver de la joven y fue llevado
por el Ejército en helicóptero, apareció en San José, armado,
anunciando que se iría con las autodefensas. No era explica-
ble por qué dicho joven estaba en libertad luego de que hubie-
ra sido detenido por el Ejército tras confesar un asesinato.
En el mismo oficio se dejó constancia de que por los días de
mayo de 1999, en el camino que conduce a la vereda Mula-
tos, de San José de Apartadó, así como en la carretera que
va de Apartadó hacia San José, se vio a las tropas del Ejér-
cito patrullar conjuntamente con reconocidos paramilitares
de la zona.

17.05.99
El 24 de mayo de 1999, mediante oficio radicado en la

Presidencia de la República y otros altos despachos del Es-
tado, la Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó
constancia de que: el lunes 15 de mayo, en el caserío cono-
cido como La Victoria, ubicado en la vía que de Apartadó
conduce a San José de Apartadó, hombres uniformados y
armados retuvieron la Chiva que hace viajes entre San José
y Apartadó y preguntaron a las mujeres que allí viajaban por
los nombres de los líderes de la Comunidad de Paz de San
José de Apartadó. Esto se repitió el 17 de mayo a las 10 A.M..
El 24 de mayo cien hombres del Batallón Vélez penetraron en
el caserío de San José con dos hombres de civil.

13.07.99
El 19 de julio de 1999, mediante oficio radicado en la Pre-

sidencia de la República y otros altos despachos del Estado,
la Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó cons-
tancia de que: el 13 de julio de 1999 un hombre que portaba
un arma de fuego y dos granadas abordó una volqueta en el
sitio La Balsa, en la vía que de Apartadó conduce a San José
de Apartadó, pasando luego por el retén militar del barrio
Mangolo sin ser requisado, mientras el 14 de julio en ese re-
tén fueron requisados los campesinos que se movilizaban
entre San José y Apartadó. Allí mismo se dejó constancia de
que el 15 de julio en la noche llegó un centenar de militares y
paramilitares mezclados al caserío de La Balsa, con 20 mu-

las que habían sido robadas a los pobladores de Piedras Blan-
cas, presentándose ante los pobladores de La Balsa como
Tenientes del Ejército y miembros de las “Autodefensas
Campesinas”.

19.02.00
El  20 de febrero de 2000, mediante oficio radicado en la

Presidencia de la República, en la Vicepresidencia, en los
Ministerios del Interior y de Defensa, en la Fiscalía General
de la Nación, en la Procuraduría General de la Nación, en la
Defensoría del Pueblo y en la Oficina del Alto Comisionado
para la Paz, la Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz
dejó constancia de que: el 19 de febrero de 2000 unidades de
la Brigada XVII del Ejército Nacional retuvieron a varios cam-
pesinos en los alrededores del caserío de San José de Apar-
tadó: a unos a las 11 A. M., a otros a las 2 P. M., a otros a las
4 P. M.  A todos les preguntaban si en San José había armas
y dónde se escondía la guerrilla. También les prohibían mirar-
los (a los militares) pues podrían morir. Durante el día fue
observada una gran concentración de efectivos del ejército
en el sitio La Balsa (carretera entre Apartadó y San José), en
la finca “La Guadiana” y en el monte conocido como “La
Luna”. Hacia las 6.40 P.M. los campesinos retenidos fueron
obligados a guiar a los militares hacia el caserío de San José
de Apartadó. A las 7.25 P.M. 20 hombres fuertemente arma-
dos con fusiles Galil, AK y R-15 penetraron en la cancha de
fútbol, y luego de estar allí por 20 minutos, se dividieron en 4
grupos. A las 7.35 P.M. comenzaron a matar. Las víctimas
fueron 4 comerciantes: ALBERTO MONTOYA , asesina-
do en la plaza principal, LUIS CIRO y ALFONSO JIMÉ-
NEZ , sacados de sus casas por la fuerza y baleados afuera,
MARIO URREGO , quien al mirar a los victimarios que lle-
garon a su tienda, los reconoció y les dijo a sus familiares:
“tranquilos, es el ejército”, siendo inmediatamente acribilla-
do, UVALDO QUINTERO , quien fue sacado de un culto de
la Iglesia Pentecostal y asesinado, quedando heridos quie-
nes quisieron protegerlo: su hermano RIGO QUINTERO  y
JAIRO PINEDA , éste último miembro de la Comunidad de
Paz. Mientras los uniformados corrían por el poblado hacien-
do disparos le decían a la gente: “No nos miren, y si no los
matamos”. Sin embargo, cuando se retiraban, dos encapu-
chados se quitaron la capucha para beber y la comunidad
pudo identificarlos: uno era el reconocido paramilitar apoda-
do “Cordil lera”, quien desde meses atrás participaba en
operativos del Ejército en las veredas de San José, como se
dejó constancia en su momento; el otro era un desertor de
las FARC que se había entregado al Ejército, cuyo nombre es
Asnair , apodado “El Bizco”. Luego de la masacre, los vic-
timarios se encaminaron hacia Apartadó sin sufrir ninguna
persecución de la fuerza pública.

26.02.00
El 23 de marzo de 2000, mediante oficio radicado en la

Presidencia de la República y en otros altos despachos del
Estado, la Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó
constancia del ambiente de hostigamiento a que se vio so-
metida la Comunidad de Paz de San José de Apartado, luego
de la masacre del 19 de febrero. Entre otros hechos, se re-
lató alló cómo el 26 de febrero a las 12 P. M., a escasos 5
minutos del barrio Mangolo donde se encuentra un retén
militar, tres hombres y una mujer fuertemente armados re-
tuvieron por unos minutos un jeep en que se movilizaban
pobladores de San José de Apartadó. También se refería allí
cómo un campesino de la vereda El Gas, de San José de
Apartadó, encontró el 10 de marzo de 2000 la casa de su
vecino quemada y al dueño allí muerto, mientras la esposa y
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los cinco niños de ésta quedaron desaparecidos. También se
dejó constancia de que el martes 14 de marzo miembros del
Ejército realizaron un retén a cinco minutos del casco urbano
y allí preguntaban a los niños en tono burlón si se habían asus-
tado por las prácticas de tiro que en los últimos días estaban
haciendo muy cerca del casco urbano. Se dejó constancia
igualmente de que tres reconocidos paramilitares: alias “E l
Bizco” (quien participó en la masacre del 19 de febrero), alias
“Bareto”  y alias “Gerardo”, participaron el 15 de marzo
en el saqueo de una casa en la vereda Buenos Aires junto
con patrullas militares y el 19 de marzo son vistos con unifor-
me militar acompañados por miembros del Ejército en los
alrededores del casco urbano de San José.

25.03.00
El 10 de abril de 2000, mediante oficio radicado en la Pre-

sidencia de la República, en la Vicepresidencia, en el Ministe-
rio del Interior, en la Fiscalía General de la Nación, en la Vice-
fiscalía General de la Nación, en la Procuraduría General de la
Nación y en la Oficina del Alto Comisionado de Paz, La Comi-
sión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó constancia
de que: el 25 de marzo de 2000 un grupo de paramilitares
hizo presencia cerca del nuevo asentamiento al que iban a
retornar los pobladores de la vereda Arenas Altas, antes
desplazados al casco urbano de San José, y anunciaron que
no iban a permitir el retorno y que destruirían el asentamien-
to. Dejó constancia, además, de que el 6 de abril de 2000, en
horas de la mañana, un grupo de aproximadamente 50 para-
militares reunieron a los jóvenes del caserío La Miranda, de
San José de Apartadó, y los invitaron a engrosar las filas
paramilitares, ofreciéndoles, entre otras garantías, un suel-
do mensual de quinientos mil pesos (en el momento cerca
de 250 dólares); atención médica a través del Ejército, en caso
de enfermedad o de resultar heridos; apoyo logístico del Ejér-
cito por tierra y aire para los operativos; uso de helicópteros
militares para cualquier movilización rápida. Además afirma-
ron que estaban esperando la orden de Carlos Castaño para
atacar la Comunidad de Paz de San José de Apartadó.

13.05.00
El 19 de mayo de 2000, mediante oficio radicado en la

Presidencia de la República y en otros altos despachos del
estado, la Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz dejó
constancia de que: el sábado 13 de mayo a las 4 P.M., el joven
JOSMEN BENÍTEZ , de 23 años, poblador de San José de
Apartadó, fue bajado de la chiva donde retornaba hacia San
José desde Apartadó por 5 hombres armados vestidos de civil.
Al hacer resistencia, fue golpeado y alguno de los victimarios
dijo: “matémoslo aquí mismo”; sin embargo decidieron llevár-
selo en un jeep y luego lo asesinaron en el barrio Policarpa, de
Apartadó. El sitio en que lo interceptaron fue el barrio Mango-
lo, donde suele haber un retén militar. Dos días antes había
sido vista en las cercanías una camioneta Cheroke estaciona-
da en las cercanías. El 12 de marzo miembros de la Comuni-
dad de Paz le escucharon decir a soldados profesionales que
andaban en trajes civiles en Apartadó que iban a meter a la
Comunidad de Paz de San José para acabarla.

08.07.00
Los días 8, 10 y 14 de julio de 2000, a través de oficios

radicados en la Presidencia de la República, en la Vicepresi-
dencia, en la Fiscalía General de la Nación, en la Procuraduría
General de la Nación, en la Defensoría del Pueblo y en otros
altos despachos del Estado, así como en organismos inter-
gubernamentales y no gubernamentales, nacionales e inter-

nacionales, la Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz
dejó constancias de que: el 8 de julio de 2000 el territorio de
paz de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó fue
intensamente militarizado, tanto en la carretera que de Apar-
tadó conduce al casco urbano de San José, como en varias
de sus veredas donde hay conjuntos de pobladores que inte-
gran el proceso de la Comunidad de Paz. En una de éstas, la
comunidad de LA UNIÓN, que había retornado meses antes
desde el casco urbano de San José, a las 3 P. M. Ingresaron
20 encapuchados, provenientes de un sitio cercano donde
estaban acantonados miembros del Ejército. Los encapucha-
dos destruyeron  el teléfono de la comunidad, sacaron a la
gente de sus casas y los reunieron en el centro de la vereda,
preguntaron por los líderes pero la comunidad les respondió
que todos eran líderes. A una religiosa que les explicó la neu-
tralidad de la comunidad, la empujaron y la tiraron a un lado.
Luego seleccionaron a seis campesinos integrantes de la
comunidad y los asesinaron: RIGOBERTO GUZMÁN,
ELODINO RIVERA,   DIOFANOR DÍAZ CORREA,
HUMBERTO SEPÚLVEDA, PEDRO ZAPATA y JAIME
GUZMÁN.  Mientras ocurría la matanza un helicóptero del
Ejército sobrevolaba el caserío. La comunidad se vio obliga-
da a desplazarse nuevamente. Al día siguiente, 9 de julio, uno
de los paramilitares que fue reconocido en el momento de la
masacre, alias “Alfredo”,  fue visto con tropas del Ejército
en la vereda La Linda, de San José de Apartadó.

29.09.00
El 29 de septiembre de 2000, mediante oficio radicado

en la Presidencia de la República y en otros altos despachos
del Estado, la Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz
dejó constancia de que luego de la masacre del 8 de julio se
sucedieron una serie de crímenes contra los integrantes de
la Comunidad de Paz de San José de Apartadó:

· El 16 de julio de 2000 fue sacado de su casa en el caserío
de San José de Apartadó el joven FREDY MAZO , de 18
años, y su cuerpo apareció al día siguiente en los alrede-
dores del poblado con cortaduras de machete.

· El 25 de agosto de 2000, a las 3.20 P. M. , es interceptado
el vehículo de servicio público que transporta gente en-
tre San José de Apartadó y Apartadó, a la altura del ba-
rrio Mangolo, y es bajado el poblador IGNACIO ARE-
NAS  y es llevado con los paramilitares ante la protesta
de los demás pasajeros. Una hora después, otro grupo
de pasajeros encuentra su cadáver  a la orilla de la carre-
tera con un tiro en la cabeza. El grupo paramilitar, com-
puesto por 4 hombres y una mujer, sigue instalado en
ese sitio y sale frecuentemente de la platanera a dete-
ner los vehículos de servicio público, saquear los merca-
dos y desaparecer gente.

· El 19 de septiembre de 2000 es bajado de otro vehículo
de servicio público, en el mismo sitio y por el mismo gru-
po, el campesino LUIS ENRIQUE USUGA, de 26 años.
El 22 de septiembre en la mañana aparece su cuerpo
baleado en el barrio La Chinita, de Apartadó.

· El 22 de septiembre es interceptado otro vehículo de
servicio público en el mismo retén paramilitar y obligan a
bajarse al indígena MIGUEL DOMICÓ BAILARÍN , de
la comunidad de Las Playas. Cuando resiste es golpeado
él y todos los demás que protestan. Su cuerpo aparece
baleado en la finca “Bajo del Oso”, en Apartadó. Al lado
de su cadáver se encuentra el de una mujer que fue sa-
cada a la fuerza, herida, de una ambulancia de la Cruz
Roja Internacional, en el mismo retén.

· El 23 de septiembre, entre las 9 y las 9.30 A. M. varios
vehículos son interceptados en el retén paramilitar junto
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al barrio Mangolo y sus pasajeros obligados a bajarse y a
entregar sus documentos. De pronto llegan corriendo dos
informantes de los paramilitares y avisan que unos agen-
tes de la Policía venían. Así los paramilitares se internan
nuevamente en la platanera y los ya seleccionados para
morir, Rodrigo González  y Luis Enrique David , se
escapan. Es sospechoso que los informantes pasaron
antes por un retén policial ubicado a 100 metros del re-
tén paramilitar.

· El 23 de septiembre son sacados de su casa, a 15 minu-
tos del casco urbano de San José de Apartadó, L U Z
ANALIA ARENAS ROMÁN, de 20 años, HERNAN-
DO ARENAS,  de 18 , y DUVER ANTONIO ROMÁN,
de 15. Horas más tarde fueron hallados sus cadáveres
con tiros en la cabeza.

· El 16 de septiembre 10 militares se pasean por el casco
urbano de San José de Apartadó en compañía de un
hombre conocido con el alias de “Gerardo”, quien fue
visto participando en la masacre del 19 de febrero

En la misma constancia se da cuenta de numerosos
hechos de hostigamiento e intimidación contra la Comunidad
de Paz de San José de Apartadó y de campañas de prensa
de desprestigio contra dicha experiencia y de calumnias con-
tra las ONGs que han apoyado y acompañado la experiencia

03.10.00
El 3 de octubre de 2000 la Comisión Interamericana de

Derechos Humanos, de la Organización de Estados Ameri-
canos, abre el caso No. 12.235 sobre las violaciones múlti-
ples a los Derechos Humanos perpetradas contra los inte-
grantes de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó, y
eleva ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos la
solicitud de MEDIDAS PROVISIONALES a favor de los miem-
bros de dicha comunidad.

18.06.02
El 20 de junio de 2002 la CORTE INTERAMERICANA DE

DERECHOS HUMANOS dictó una RESOLUCIÓN en relación
con las medidas provisionales que ese mismo Tribunal había
dictado el 9 de octubre de 2000 a favor de la Comunidad de
Paz de San José de Apartadó. En su No. 6 registra nuevos
crímenes perpetrados contra dicha comunidad desde el
momento en que se ordenaron las medidas provisionales:

· El 15 de diciembre de 2001 fue asesinado HENRY TU-
BERQUIA  por tres hombres armados que ingresaron al
casco urbano de San José de Apartadó, quienes le obliga-
ron a acostarse en el suelo, le dispararon y luego salieron
por la carretera que conduce de Apartadó a San José. En
ese momento, los militares se encontraban a tres minutos
del lugar por donde habían ingresado los hombres armados.

· El 17 de diciembre de 2001 la señora ENADIS LUGO ,
cuando estaba en su casa, fue intimidada y sufrió un inten-
to de violación por un soldado de las fuerzas militares. A
unos diez minutos a pié del caso urbano de San José de
Apartadó se encontraba una tropa de las fuerzas militares.
El 13 de febrero de 2002 dicha señora declaró ante funcio-
narios de la Procuraduría General de la Nación sobre los
indicados hechos y el 20 de los mismos meses y año solda-
dos del ejército la buscaron en su casa de habitación. Pos-
teriormente, por el riesgo para sus vidas, su familia se vio
obligada a abandonar su casa y su finca.

· El 30 de diciembre de 2001 varios campesinos de la comu-
nidad fueron interrogados acerca de la “presencia de ar-
mados y de sus movimientos”.

· El 1 de enero de 2002 MARÍA GRIMANESA FLÓREZ
fue violada por un militar en un camino que conduce del
casco urbano de San José al caserío El Mariano.

· El 2 de enero de 2002 siete hombres vestidos de civil lle-
garon a la casa de IVÁN VELÁSQUEZ , ubicada en el
sitio conocido como La Batea, entre Apartadó y el casco
urbano de San José. Allí amenazaron a quienes se en-
contraban en el lugar y se llevaron algunos alimentos,
bienes de la tienda familiar, dinero y el documento de iden-
tidad de dicho señor. Luego obligaron a Iván  a movilizar-
se con ellos y minutos después lo asesinaron.

· El 10 de enero de 2002 un camión que transportaba ca-
cao, que se dirigía a Medellín, fue detenido por un grupo
de paramilitares vestidos de civil y armados. Una funcio-
naria de la empresa de trasporte se comunicó con la
Comunidad de Paz e informó que los paramilitares retu-
vieron la carga de cacao y exigieron la presencia del re-
presentante de la Comunidad para devolverla, a lo que la
Comunidad no accedió. Después, el camión fue encon-
trado sin el cargamento de cacao y “sin un dinero”.

· El 14 de febrero de 2002 MORELIA DE JESÚS GI-
RALDO TUBERQUIA , quien vivía en el camino que
conduce de San José de Apartadó a la vereda La Unión,
fue desaparecida en el municipio de Apartadó. Dos días
antes la señora Giraldo Tuberquia había sido abordada por
un paramilitar apodado “Torolo”, y reconocido como par-
tícipe de la masacre del 8 de julio de 2000.

· El 1 de marzo de 2002 un colectivo que se dirigía hacia
San José de Apartadó fue retenido en el sitio conocido
como “Tierra Amarilla”, por dos paramilitares, uno de ellos
conocido como “Torolo”, quienes robaron a los pasaje-
ros los mercados que llevaban, los amenazaron y les
manifestaron además que les iban a controlar los alimen-
tos en el terminal del transporte y en retén.

· El 30 de marzo de 2002 dos hombres vestidos de civil y
con armas retuvieron y desaparecieron a GILMA ROSA
GRACIANO y a OFIDIA SÁNCHEZ , integrantes de la
Comunidad de Paz, después de obligarlas a bajarse del
transporte público en el cual viajaban cuando se dirigían
a San José de Apartadó. Ofidia Sánchez logró escapar
de sus captores y, acto seguido, abandonó el territorio
de la Comunidad de Paz para salvaguardar su vida. El 31
de marzo de 2002 apareció el cuerpo sin vida de GILMA
ROSA GRACIANO , en las cercanías del municipio de
Turbo.

· Se han producido actos de intimidación, hostigamiento y
violencia en contra de las personas encargadas de trans-
portar alimentos desde San José de Apartadó, con el
objetivo aparente de bloquear el acceso de víveres a la
comunidad.

· El 9 de abril de 2002 fue asesinado el señor REYNEL
DE JESÚS ALVAREZ , quien transportaba mercados
hacia la Comunidad de Paz y conducía el vehículo del que,
días antes, fueron obligadas a bajarse las señoras Gilma
Rosa Graciano y Ofidia Sánchez.

· El 10 de abril de 2002 otro conductor fue objeto de ame-
nazas por parte del grupo de civiles armados.

· El 12 de abril de 2002 fue asesinado el señor OSIEL
MONTOYA, conductor de un vehículo de servicio públi-
co que se dirigía hacia el corregimiento de San José de
Apartadó, en el sitio conocido como “Tierra Amarilla”.

· Los 41 testigos que han declarado sobre los hechos de
violencia perpetrados contra la Comunidad han sido hos-
tigados por miembros de las fuerzas de seguridad, lo
cual ha llevado a aplazar la investigación hasta tanto no
se definan los mecanismos de protección para dichos
testigos.
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· Desde el 10 de abril de 2002 hasta la primera semana de
mayo no ingresó ni salió ningún vehículo de servicio públi-
co, de transporte de pasajeros ni de carga, del corregi-
miento de San José de Apartadó. Ni los profesores ni el
personal de salud han podido ingresar al caserío. Los
enfermos graves deben ser bajados en mula y hasta en
bueyes para recibir atención médica. También algunos
productos como “el primitivo” (variedad de banano pe-
queño) empezaron a perderse.

· El 16 de abril de 2002 miembros de la Comunidad de Paz
intentaron contratar un camión para sacar productos de
su cosecha, que por el bloqueo corría peligro de perder-
se. Dadas las amenazas de muerte formuladas contra
el personal de las compañías de transporte, no les fue
posible realizar esta contratación. En este mismo senti-
do, estas amenazas provocaron la disolución de la Aso-
ciación de Transportadores de San José.

· El mismo 16 de abril fue asesinado un tercer conductor,
el señor GONZALO TREJO , quien hacía la ruta entre
Apartadó y San José.

· El 29 de abril de 2002 el señor FERNANDO PUERTA ,
vinculado con el trabajo comunitario de la Comunidad de
Paz, fue asesinado por un grupo de hombres armados
vestidos de camuflado, pertenecientes a la “estrategia
encubierta militar”.

· El 1° de mayo de 2002 los campesinos DARÍO GRA-
C I A N O  U S U G A ,  A L E X A N D E R  G R A C I A N O  y
SAMUEL GRACIANO , fueron asesinados en la vere-
da El Porvenir, del corregimiento de San José de Aparta-
dó, durante una operación militar encubierta en la cual
participaron al menos 200 hombres con armas largas y
vestidos de camuflado, con algunos brazaletes de las
“Autodefensas Unidas de Colombia – AUC”.

· El 4 de mayo de 2002, 200 hombres que participan en la
estrategia militar clandestina ingresaron al caserío La
Unión. La mayoría de los pobladores huyeron y los civiles
armados requisaron las viviendas de los habitantes de la
Comunidad, sustrajeron alimentos, prendas de vestir y
varios animales.

· El 6 de mayo de 2002 desapareció MOISÉS SEPÚL-
VEDA PUERTA , cuando se dirigía hacia el corregimien-
to de San José de Apartadó, luego de salir de una tienda
ubicada en Apartadó.

16.06.02
Bajo el No. 13 de la misma Resolución de la Corte Intera-

mericana, se registra el asesinato del señor MIGUEL OSO-

RIO , de 35 años, habitante del corregimiento de San José
de Apartadó e integrante del proyecto de Economía Solidaria
y Autosostenible de la Comunidad de Paz. El crimen fue per-
petrado el 16 de junio de 2002 en la terminal del transporte de
Apartadó por dos civiles armados quienes le dispararon rei-
teradamente

06.08.02
El 6 de agosto de 2002, mediante oficio radicado en la

Presidencia de la República y otros altos despachos del Es-
tado, la Comisión Intercongregacional del Justicia y Paz dejó
constancia de que:

· El 13 de mayo de 2002, en el contesto de enfrentamien-
tos entre la fuerza pública y la guerrilla, la población de la
vereda Mulatos, de San José de Apartadó, tuvo que des-
plazarse nuevamente. La escuela y 4 casas fueron in-
cendiadas mientras se asistía al sobrevuelo de helicóp-
teros militares.

· El 17 de mayo de 2002 el accionar de las estructuras
armadas encubiertas sobre el casco urbano de San José
impidieron el ingreso de personal médico y de atención
sanitaria.

· El 18 de mayo de 2002 miembros de las estructuras
militares encubiertas asesinaron a otro conductor, de
nombre FABIO, miembro de la Iglesia Pentecostal, en el
sitio conocido como “Tierra Amarilla”, cuando se dirigía
al casco urbano de San José.

· El 24 de junio de 2002 a las 11.30 A. M. Fue asesinado en
la terminal de transporte de Apartadó JAIME OVIDIO
HIGUITA TORRES, de 26 años, miembro de la Comu-
nidad de Paz de San José de Apartadó.

· El 26 de julio de 2002 fue asesinado en cercanía de la
terminal de transporte de Apartadó JOSE AL IR IO
GONZALEZ , habitante del casco urbano de San José
de Apartadó, quien se dirigía a vender un bulto de limo-
nes. Fue degollado con machete por paramilitares. 20
días antes había sido interrogado en la misma terminal
de transporte por un desconocido que le indagó por su
habitación y actividades y le advirtió que “se volverían
a ver”.

· El 28 de julio de 2002 fue asesinado cerca del cemen-
terio de San José de Apartadó J O R G E  E L I É C E R
ATEHORTÚA. La Comunidad escuchó el disparo mien-
tras caía un torrencial aguacero. En el sitio donde se
encontró el cadáver suele hacer presencia habitual el
ejército.



2002 - 2005

Foto: PBI



56

Sa
n J

ose
sit

o 
de

 Ap
ar

ta
dó

N
oc

he
 y

 N
ie

bl
a

02.09.02
El 2 de septiembre de 2002 , el Consejo Interno de la

Comunidad le envió una carta al Presidente de la República,
Dr. Álvaro Uribe Vélez, en la cual le hacía un recuento de sus
sufrimientos y le pedía insistentemente reconsiderar su pro-
pósito, anunciado en ámbitos internacionales y nacionales,
de militarizar el espacio de la Comunidad de Paz, lo que equi-
valía a obligar a la Comunidad a convivir con sus victimarios.
La Comunidad no recibió respuesta a dicha carta.

23.09.02
El 23 de septiembre de 2002 , delegados del Conse-

jo Interno de la Comunidad de Paz se reunieron en Bogotá
con el Vicepresidente de la República, Dr. Francisco Santos,
y le hicieron entrega de un documento titulado UN CAMINAR
EN DIGNIDAD. Allí se hacía un recuento del proceso de la
Comunidad de Paz desde 1997 y una síntesis de sus princi-
pios. También se reseñaban los esfuerzos frustrados por
obtener justicia y reparación de los crímenes perpetrados
contra integrantes de la Comunidad y se aludía a la trayecto-
ria de una Comisión Especial de Investigación, creada a raíz
de la masacre del 8 de julio de 2000, integrada por la Fiscalía,
la Procuraduría, la Defensoría del Pueblo y la Oficina del Alto
Comisionado de la ONU para los Derechos Humanos, comi-
sión cuyo desempeño era evaluado como una nueva frus-
tración, pues no dio resultado alguno, a pesar de que alrede-
dor de 70 miembros de la Comunidad habían rendido declara-
ciones. En dicho documento, la Comunidad le formuló 3 peti-
ciones concretas a la Vicepresidencia: el no ingreso de la
fuerza pública a los espacios de vida y de trabajo de la Comu-
nidad; una evaluación de la Comisión de Investigación crea-
da en julio de 2000, así como la conformación de una Comi-
sión de la Verdad, y la designación de personal de la Vicepre-
sidencia que pudiera estar atento a los riesgos y actuar rápi-
damente en concertación con el Concejo Interno, para evitar
la perpetración de más crímenes contra la Comunidad de Paz,
peticiones todas que fueron sustentadas y explicadas. A
pesar de que el Señor Vicepresidente se comprometió a dar
respuesta a estas peticiones antes de una semana, 10 me-
ses después aún no la ha hecho.

18.10.02
El 18 de octubre de 2002 , a las 08.30 horas, la Fiscal

41 Especializada de Apartadó, MAYRA ALVAREZ MAYA, en
compañía de la Fiscal 124 Seccional, ingresó al caserío de
San José de Apartadó escoltada por una gran cantidad de
efectivos del Ejército y de la Policía Nacional, con intención
de recibir declaraciones de muchos pobladores sobre los
crímenes allí perpetrados por miembros del Ejército y para-
militares, pero tratando con altanería, grosería y prepotencia
a los habitantes. Voceros de la comunidad le informaron que
en una entrevista con el Señor Vicepresidente de la Repúbli-
ca, el 23 de septiembre anterior, delegados de la Comunidad
de Paz le habían solicitado, entre otros puntos, propiciar la
evaluación de la Comisión de Investigación creada en el año
2000, la cual no había arrojado ningún resultado a pesar de
las numerosas declaraciones rendidas por los pobladores, y
que el Vicepresidente había prometido dar respuesta a las
solicitudes en la semana siguiente, lo cual no se cumplió. Los
voceros de la Comunidad también le solicitaron a la Fiscal
retirar la fuerza pública, pues la comunidad y quienes habitan
en el caserío son víctimas de la violencia y de  ninguna mane-
ra actores de violencia, lo que hacía incomprensible la milita-
rización de los espacios de las víctimas, y mucho menos si
se pretendía recibir testimonios, los cuales no podrían rendir-

se en un ambiente de intimidación y terror. La Fiscal no acce-
dió a dichas peticiones sino que afirmaba que tales procedi-
mientos tenían el beneplácito de la Vicepresidencia de la
República, lo que posteriormente dicho despacho negó. La
Fiscal exigía que se presentaran las mujeres que habían sido
violadas por los soldados para declarar delante de ellos.
Solamente la actuación del Señor Obispo de Apartadó, quien
se hizo presente a petición de la Comunidad, persuadió a la
Fiscal de lo absurdo de sus actitudes y se retiró.

20.10.02
El 20 de octubre de 2002, hacia las 15.30 horas, cerca

de 70 paramilitares procedentes de su base ubicada en el
corregimiento de Nueva Antioquia, se tomaron el caserío de
La Unión, integrante de la Comunidad de Paz de San José de
Apartadó, donde permanecieron hasta las 21.00 horas. Ese
día la mayoría de los pobladores de La Unión habían bajado a
un evento deportivo en San José. Los armados preguntaban
por los líderes y registraron y saquearon las viviendas roban-
do dinero, enseres y ropa, mientras afirmaban que esa era
“una comunidad guerrillera”. En algunos sitios sacaron ba-
las de las que llevaban en su ropa y afirmaban que las habían
encontrado dentro de las casas. Cuando reunieron a la poca
gente que había, amarraron a un joven que no era de la Co-
munidad aunque sí era habitante de la zona y estaba visitan-
do a su mamá, llamado ARNULFO TUBERQUIA, y se lo lleva-
ron con ellos, ignorándose desde entonces su paradero. Las
58 familias de la Subcomunidad de La Unión iniciaron desde
esa misma noche un nuevo desplazamiento, trasladándose
al caserío de San José. Aunque se informó inmediatamente
a altas instancias del gobierno, no hubo ninguna persecución
a los paramilitares ni el gobierno quiso atender a los clamo-
res para solucionar las necesidades más apremiantes de los
desplazados con ayuda humanitaria.

21.10.02
El 21 de octubre de 2002 , los mismos paramilitares

que se habían tomado el caserío de La Unión el día anterior,
avanzaron hacia la vereda El Porvenir, donde retuvieron al
Señor LUIS ARNOLDO DAVID, dejándolo en libertad horas
después. Más tarde retuvieron a CARLOS ALCARAZ y a
NELSON ÚSUGA, a quienes dejaron en libertad esa noche.
Los paramilitares se mantuvieron alrededor de La Unión y El
Porvenir hasta el miércoles 23 de octubre cuando regresa-
ron a su base de Nueva Antioquia.

22.10.02
El 22 de octubre de 2002 , a las 17.00 horas, un ve-

hículo de servicio público que se dirigía de Apartadó a San
José fue interceptado por cuatro paramilitares, al atravesar
el barrio El Concejo. Los armados obligaron al conductor a
desviarse hacia el río Apartadó, cerca del barrio Mangolo,
donde hicieron bajar a los pasajeros y les quitaron sus mer-
cados. Además les pidieron sus cédulas, las cuales fueron
confrontadas con una lista que llevaban. Finalmente le advir-
tieron a los pasajeros que ellos iban a seguir allí, controlando
a los pasajeros con su lista y que les seguirían quitando to-
dos los alimentos que llevaran.

24.10.02
El 24 de octubre de 2002,  un contingente del Ejérci-

to se tomó el caserío de La Unión, que estaba desocupado
debido al desplazamiento de sus pobladores motivado por la
incursión paramilitar ocurrida cuatro días antes. Los milita-
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res ocuparon las casas de los campesinos, saquearon sus
despensas, sacrificaron los animales domésticos como cer-
dos y gallinas y robaron y destruyeron numerosos enseres
de los pobladores. El mismo 24 de octubre, tropas del Ejérci-
to retuvieron a dos campesinos que bajaban de la vereda El
Porvenir con el fin de enviarles unos mensajes a los despla-
zados de La Unión: les mandaron decir que eran una comu-
nidad guerrillera y que le rezaran a Dios que era el único que
podría librarlos de una masacre.

31.10.02
El 31 de octubre de 2002  tropas del Ejército ingre-

saron al caserío de San José acompañados de gente ar-
mada en trajes civiles, primero a las 07.30 horas; luego a
las 11.30 horas, y finalmente a las 18.10 horas, en actitud
amenazante, afirmando que tienen poder físico de violar y
pisotear las normas más importantes del espacio huma-
nitario habitado por la Comunidad de Paz y que se gozan
en ultrajar y burlar los principios sancionados por la Comu-
nidad.

07.11.02
El 7 de noviembre de 2002 , en las horas de la ma-

ñana, las tropas del Ejército que habían invadido el caserío
de La Unión, se retiraron, dejando el caserío arrasado por el
pillaje, y en la tarde del mismo día 200 paramilitares que
desde el 4 de noviembre recorrían las veredas de El Porve-
nir y Las Nieves reteniendo a campesinos, aterrorizándolos
con amenazas y anunciando que iban a acabar definitiva-
mente con la Comunidad de Paz, invadieron nuevamente
La Unión, donde permanecieron hasta el sábado 9 de no-
viembre, cuando se dirigieron hacia las veredas de Chonta-
lito, Las Nieves y La Esperanza, y luego a su base en Nueva
Antioquia. Durante su permanencia mantuvieron retenidos
a tres campesinos que habían llevado desde la vereda Las
Nieves y antes de irse los dejaron libres, pero se llevaron
retenido a DIOFANOR CORREA, de 55 años, cuyo paradero
se ignora desde entonces, quedando en calidad de desapa-
recido. En su recorrido por estas veredas, los paramilitares
le anunciaban a los pobladores que iban a permanecer en la
zona puesto que contaban con el apoyo del Ejército. Afir-
maron repetidas veces: “Ahora sí podemos hacer lo que
nos dé la gana; ahora podemos contar con el apoyo de los
primos; vamos a acabar con la Comunidad de Paz de San
José”. Cuando una campesina les preguntó quiénes eran
“los primos”, le respondieron: “no se hagan los pendejos,
son los militares”.

08.11.02
El  8 de noviembre de 2002, las tropas del Ejérci-

to que mantenían un retén en la carretera entre Aparta-
dó y San José de Apartadó, se retiraron en la mañana, y
en la tarde se instaló allí mismo un retén paramilitar. Hacia
las 16.30 horas del mismo día, varios paramilitares en
moto siguieron un vehículo de servicio público y lo hicie-
ron detener a la altura del barrio Mangolo, donde estaban
apostados otros paramilitares, saqueando los mercados
de todos los pobladores. Anunciaron a todos los pasaje-
ros su intención de “acabar con la gente de san José y
de todas sus veredas porque son guerrilleros”, y les dije-
ron que si querían recuperar sus mercados tendrían que
presentarse en la heladería “Sillas Rojas”, ubicada fren-
te a la terminal de transporte de Apartadó, el sábado 9
de noviembre.

09.11.02
El sábado 9 de noviembre de 2002  los paramilita-

res que habían permanecido desde el día 7 en el caserío de
La Unión, a las 13.00 horas se encontraron con tropas del
Ejército y cocinaron juntos el almuerzo. Luego departieron
hasta las 15.00 horas, cuando los paramilitares se enrutaron
hacia Chontalito, Las Nieves y la Esperanza y el Ejército per-
maneció en La Unión.

12.11.02
El martes 12 de noviembre de 2002 , a las 13.30

horas, tropas del Ejército que permanecían en la vereda Ca-
racolí, a 2 kilómetros del casco urbano de San José, sobre la
carretera que conduce a Apartadó, retuvieron a un campesi-
no durante media hora. En ese lapso de tiempo le insistieron
en que tenía que llevarle un mensaje a la Comunidad de san
José: que muy pronto los paramilitares iban a entrar a San
José a quemarlo todo y a masacrar a todo el mundo y que
las tropas del Ejército iban a estar muy contentas mirando
cómo ardían las casas, para que por fin fuera exterminada
esa “h. P. Comunidad de Paz”. Luego de repetirle el mensaje,
lo dejaron continuar su camino. El campesino, lleno de terror,
se dirigió a la Comunidad a transmitir el mensaje.

13.11.02
El miércoles 13 de noviembre de 2002, a las 11.30

horas, irrumpieron en el casco urbano de San José de Apar-
tadó dos grandes camiones y otro vehículo con tropas del
Ejército y de la Policía. Se hicieron presentes 25 policías, 35
militares, la Fiscal 41 Especializada de Apartadó y dos fun-
cionarios de la Embajada de los Estados Unidos en Colom-
bia. Los funcionarios de la Embajada, acompañados por un
grupo de policías y militares, continuaron a pié hacia el case-
río de La Unión. Entre tanto varios policías ingresaron a la
escuela y exigieron conversar con los alumnos. Las educa-
doras se opusieron y tuvieron que clausurar imprevistamen-
te las actividades escolares. Los funcionarios de la Embaja-
da afirmaron que querían constatar si el caserío de La Unión
realmente estaba militarizado y de hecho lo encontraron
desmilitarizado, aunque la comunidad tenía certeza de que
hasta el domingo 10 el Ejército lo mantenía ocupado. La in-
genuidad de los funcionarios norteamericanos no alcanzó a
percibir que si su presencia estaba avisada y escoltada por
el Ejército, con toda seguridad iba a ser desocupado de ante-
mano para que no lo encontraran bajo ocupación militar y
pudieran “informarle” a la comunidad internacional que “era
falsa la ocupación militar”. En los alrededores de La Unión,
los visitantes solo pudieron ver a un grupo de desplazados
que había ido a recoger yuca y a unas religiosas que los acom-
pañaban, pues el gobierno se había negado a atender huma-
nitariamente a las 58 familias desplazadas.  Al regresar al
casco urbano de San José, los funcionarios de la Embajada
solicitaron conversar con la Comunidad y con sus líderes, pero
éstos les explicaron que con la presencia de actores arma-
dos no hablaban y les reclamaron por su atropello a los regla-
mentos de la Comunidad al llevar consigo a gente armada,
violando los espacios humanitarios de la Comunidad. Hacia
las 17.00 horas los funcionarios de la Embajada y su acompa-
ñantes militares y policiales se marcharon.

28.11.02
El 28 de noviembre de 2002 , luego de varios meses

de insistencia, la Cancillería convocó a diversas agencias del
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Estado y a delegados de organizaciones internacionales, para
tratar de responder a los requerimientos hechos por la COR-
TE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, que en
su Resolución del 18 de junio de 2002 había exigido al gobier-
no nacional la adopción de MEDIDAS PROVISIONALES en
favor de la Comunidad de Paz de San José y que en el No. 7
de su parte resolutiva ordenaba: “Requerir al Estado que, de
común acuerdo con los beneficiarios o sus representantes,
establezca un mecanismo de supervisión continua y de se-
guridad permanente en la Comunidad de Paz de San José de
Apartadó, de conformidad con los términos de la presente
Resolución”. A pesar de que la Comunidad había formulado y
sustentado sus tres peticiones desde septiembre anterior
ante la Vicepresidencia, la reunión evidenció un estado lamen-
table de desinformación, descoordinación y falta de volun-
tad por parte de las agencias del Estado. Quien tenía el po-
der de decisión en el caso, el delegado de la Vicepresidencia,
Sr. Carlos Franco, solo estuvo pocos minutos y se retiró de
la reunión. Los demás delegados del gobierno y del Estado
adujeron “no tener poder de decisión”. Por esto, la reunión
se terminó sin llegar a ninguna conclusión.

02.12.02
El 2 de diciembre de 2002, cuando cuatro miembros

de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó, WILSON
DAVID, LUIS EDUARDO GUERRA, ARLEY TUBERQUIA y
EDUAR LANCHERO, se desplazaban por la carretera que de
Bucaramanga conduce a Tunja, en un  pequeño camión de la
Comunidad utilizado para comercializar sus productos, a unos
10 kilómetros de Tunja fueron retenidos por la Policía de Ca-
rreteras, requisados y llevados a Tunja donde les quitaron sus
teléfonos celulares, sus documentos de identidad, sus libre-
tas de apuntes, sus agendas y sus fólderes con escritos y
documentos, todo lo cual fue registrado minuciosamente en
computadores por un grupo de personas en trajes civiles que
no se identificaron y que los trataron con extrema grosería y
ultraje. Cuando fueron retenidos en la carretera, lo que en-
cendió la ira de los policías fue descubrir indicios de que te-
nían algo que ver con grupos de Derechos Humanos, al en-
contrar en sus fólderes documentos de la reunión que había
tenido lugar cuatro días antes, el 28 de noviembre, en el Minis-
terio de Relaciones Exteriores, en Bogotá, a la cual fueron
convocados delegados de diversas agencias del Estado para
tratar el caso de las Medidas Provisionales pedidas por la
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS en
favor de la Comunidad de Paz. Los policías de la patrulla de
placas 08631, al mando de un Teniente Ortiz, afirmaron: “la
gente de derechos humanos es la que tiene tan mal el país y
si logramos acabar con esa gente el país se arreglará”, por
eso informaron por sus radios que “tenemos cuatro indivi-
duos sospechosos”. En los interrogatorios injuriosos a que
fueron sometidos en Tunja, los policías y personas de civil
que los interrogaron y registraron todo apunte en computa-
dores, identificaban toda reunión de derechos humanos y
todo acompañamiento a comunidades desplazadas como
“apoyo a la guerrilla”, en medio de tratos humillantes y ultra-
jantes. Gracias a la rápida protesta internacional y nacional
que se hizo sentir sobre la Cancillería, la Vicepresidencia y
otras agencias del Estado, los miembros de la Comunidad
fueron dejados en libertad esa tarde, pero quienes los retu-
vieron ilegalmente se negaron a devolverles varios de sus
documentos. Cuando el 13 de febrero de 2003, varios miem-
bros de la Comunidad fueron retenidos en la Brigada XVII del
Ejército y luego conducidos a la Fiscalía de Apartadó, a cau-
sa del montaje que les hicieron para tratar de hacer aparecer
explosivos en un vehículo donde se movilizaban varios miem-
bros del Consejo Interno de la Comunidad, la Policía de Apar-

tadó los llamó ilegalmente a interrogatorios, en una oficina
ubicada frente a la Fiscalía, en el centro comercial Aparta-
centro, de Apartadó, donde les hicieron muchas preguntas
sobre los hechos de Tunja del 2 de diciembre, quedando en
evidencia que habían sido reseñados en supuestos “infor-
mes de inteligencia” que circularon nacionalmente a través
de la institución policial, todo por el “delito” de estar relacio-
nados con una Comunidad de Paz, con desplazados y con
trabajos de defensa de los derechos humanos y quizás por
ser beneficiarios de Medidas Provisionales otorgadas por la
CORTE INTERAMEICANA DE DERECHOS HUMANOS.

03.02.03
El 3 de febrero de 2003, LUBIÁN DE JESÚS TUBER-

QUIA, miembro de la Comunidad de Paz de San José de Apar-
tadó, fue abordado por un primo suyo, WILSON GUZMÁN
TUBERQUIA, en la ciudad de Apartadó, para invitarlo a traba-
jar con el Ejército Nacional, con el fin de colaborar en una es-
trategia tendiente a desintegrar la Comunidad de Paz de San
José de Apartadó, mediante acusaciones que llevaran a sus
líderes a la cárcel o alternativamente a darles muerte a través
de acciones de unidades paramilitares. Para motivarlo a acep-
tar la propuesta, le informó que el Ejército estaba pagando
sumas muy altas por ese tipo de colaboraciones.

Como Lubián no aceptó la oferta sino que pidió que “se la
dejara pensar”, con el fin de evitar una represalia inmediata,
su primo Wilson Guzmán lo siguió buscando en los días pos-
teriores para urgir la respuesta. Para forzarlo a aceptar, le
informó que él figuraba en una lista de “milicianos” que te-
nían en la Brigada XVII del Ejército y que si no aceptaba la
propuesta se iba a ver envuelto en problemas judiciales.

Al saber que su nombre figuraba en una lista de “milicia-
nos”, Lubián  le explicó a su primo que eso no tenía funda-
mento, pues él no colaboraba con ningún grupo armado, si-
guiendo los principios de la Comunidad de Paz a la cual perte-
necía, y le pidió que le ayudara a conseguir una cita con el
General de la Brigada para explicarle eso y para pedirle que
“le arreglara el problema”.  Pocos días después su primo
Wilson Guzmán le comunicó que el General de la Brigada
había concedido la cita para el 7 de febrero y que tal cita sería
en el centro comercial Apartacentro, donde se encuentran
las oficinas de la Fiscalía.

Lubián de Jesús Tuberquia acudió a la cita el 7 de febrero
de 2003 a las 14.00 horas, en Apartacentro. Allí llegaron dos
personas en trajes civiles, uno de ellos se le presentó como
el General y el otro como Teniente del Ejército. El General le
manifestó a Lubián que se lo imaginaba de más edad y que
sabía que estaba vivo “de pelito”, pues en una ocasión ha-
bían ordenado asesinarlo en el caserío de La Unión, en agos-
to de 2001, pero dado que los encargados de matarlo huye-
ron rápido después de asesinar a Alexander Guzmán, a últi-
ma hora habían decidido no matarlo. En efecto, en agosto de
2001, Lubián se encontraba con Alexander Guzmán en la Unión
cuando se produjo una incursión paramilitar en medio de la
cual fue asesinado Alexander.

Cuando Lubián le solicitó al General sacarlo de la lista de
“milicianos” ya que eso no correspondía a la verdad, pues él
no tenía ninguna relación con esos grupos, el General le res-
pondió que solamente lo haría si trabajaba con el Ejército
acusando a los líderes de la Comunidad de Paz de San José,
y que en caso contrario su situación seguiría igual.  El Gene-
ral sacó de su maletín un cuaderno con membretes del Ejér-
cito y le mostró a Lubián la página donde figuraba su nom-
bre. Lubián pudo observar que allí figuraban también otros
miembros de la Comunidad de Paz, como Wilson David, Eduar
Lancheros, Amanda Úsuga, Arturo David, Alberto Rodríguez
y Marina Osorio.
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Luego de que el General se negara a escuchar la petición de
Lubián, en su presencia conversó con su primo Wilson Guzmán,
el cual le manifestó al General que él sí estaba decidido a cola-
borar con el plan de exterminio de la Comunidad de Paz y esta-
ba listo a declarar en la Fiscalía contra varios de sus líderes.
Enseguida el General y Wilson Guzmán hicieron planes, en pre-
sencia de Lubián, para acusar a los líderes de la Comunidad de
Paz de San José de Apartadó de varios crímenes, con el fin de
someterlos a procesos judiciales que implicaran su privación de
la libertad: a Wilson David, actual presidente del Consejo Inter-
no de la Comunidad de Paz, lo acusarían de haber “asesinado”
a Gustavo Guzmán, hermano de Wilson Guzmán, desapareci-
do meses antes luego de irse con la guerrilla; a Eduar Lanchero,
acompañante de la Comunidad en representación de organiza-
ciones no gubernamentales, lo acusarían de ser “financista de
las FARC” y de “haber asesinado a Henry Tuberquia”; a Aman-
da Úsuga la acusarían de “llevarle encargos a la guerrilla”; a
Arturo David lo acusarían de “informarle a la guerrilla sobre los
movimientos del Ejército” y así planearon otras acusaciones
contra miembros de la comunidad. El General le explicó a Wil-
son Guzmán, en presencia de Lubián, que si la Fiscalía no emitía
contra ellos órdenes de captura con la rapidez que ellos querían,
entonces enviarían a los paramilitares para que los asesinaran
más rápidamente.

Al despedirse, el General le advirtió a Lubián que si no
colaboraba con ellos “lo buscaría donde fuera necesario” y
que le quedaría muy difícil escaparse de su control, ya que el
Ejército está en todo el país. A su vez, su primo Wilson Guz-
mán, después de la cita con el General, le dijo que si regresa-
ba a la Comunidad de Paz o contaba lo que había escuchado,
él mismo lo mandaría a matar.

Lubián no encontró otra alternativa que escaparse de la
región para poder denunciar dichos planes criminales, antes
de que fuera demasiado tarde. En efecto presentó personal-
mente su denuncia ante diversas autoridades del Estado.

09.02.03
El 9 de febrero de 2003 , a las 11.15 horas, un grupo

de fiscales provenientes de Medellín y Bogotá llegaron al
caserío de San José con una fuerte escolta policial y pocos
minutos después llegaron allí mismo delegados de la Emba-
jada de los Estados Unidos acompañados por reporteros de
medios masivos de comunicación y el Director del Cuerpo
Técnico de Investigaciones de la Fiscalía. Los fiscales pre-
tendían avanzar en la “Comisión de Investigación” creada
desde el año 2000, a pesar de que conocían los cuestiona-
mientos que la Comunidad hacía a dicha Comisión y a pesar
de que uno de ellos estuvo presente en la reunión del 28 de
noviembre anterior en la Cancillería donde se insistió en la
necesidad de evaluar el fracaso de dicha Comisión. Los visi-
tantes no respetaron el repudio que manifestaron los miem-
bros de la Comunidad por la presencia no consultada de re-
porteros y fotógrafos y abusivamente los autorizaron para
grabar y filmar. Los fotógrafos se dedicaron a filmar intensa-
mente a los voceros de la Comunidad. Tampoco se respetó
el repudio de la comunidad a realizar reuniones mientras se
daba presencia de fuerza pública y acorralaron a preguntas
y con cámaras a los voceros de la Comunidad. A pesar de
todo, algunos de los presentes, al escuchar los relatos de
solo algunos de los atentados contra la Comunidad, queda-
ron espantados y prometieron hacer algo para denunciar lo
que ocurría, lo que tampoco hicieron.

12.02.03
El martes 12 de febrero de 2003  , un vehículo de

servicio público que se desplazaba entre Apartadó y San José

fue interceptado por el Ejército en la vereda Caracolí, a po-
cos minutos de San José. Los militares pidieron sus cédulas
a todos los pasajeros y se las devolvieron rápidamente, pero
se quedaron con la cédula de AMANDA ÚSUGA, una de las
personas cuya “judicialización” había sido planeada entre el
supuesto General de la Brigada XVII y Wilson Guzmán, en su
conversación en Apartacentro, nueve días antes. Los milita-
res ordenaron luego a los pasajeros que cada uno reconocie-
ra y tomara consigo su equipaje, quedando sin ser reconoci-
da por nadie una pequeña caja de cartón. Los militares pro-
cedieron entonces a abrir dicha caja y buscar en su interior
algo que parecía que sabían que contenía. Luego reportaron
que en la caja había algunos materiales explosivos y una nota
escrita en papel, en la cual figuraba el nombre de una “Aman-
da” como destinataria de dicha caja, la cual debía entregar
luego a unos supuestos “milicianos”. Todos los pasajeros del
vehículo fueron incomunicados y esa misma noche llevados
ilegalmente detenidos a las instalaciones de la Brigada XVII,
donde permanecieron hasta el sábado o domingo siguientes,
pues solo eran dejados en libertad en la medida en que iban
rindiendo declaraciones ante una Fiscal en Apartadó. Sin
embargo la Señora Amanda Úsuga fue sindicada de “porte
de explosivos” y sometida a indagatoria y luego cobijada con
medidas de aseguramiento. Esa misma noche del martes
12 de febrero, tropas del Ejército en varios camiones, acom-
pañados por unidades de la Fiscalía, del DAS y del CTI, se
tomaron el caserío de San José y allanaron varias residen-
cias, llevando solo en un caso una orden judicial; sometieron
a interrogatorios a muchas personas, y cuando las perso-
nas afirmaban que no colaboraban con ningún grupo arma-
do, en alusión a su Reglamento asumido desde hace 6 años,
los militares se burlaban de ellas y afirmaban que “estaban
adoctrinadas por la guerrilla”.

Durante su permanencia en la Brigada XVII algunos solda-
dos insultaron a los pasajeros del vehículo ilegalmente reteni-
dos, entre los cuales se encontraban varios miembros del
Consejo Interno de la Comunidad de Paz, y los amenazaban
gritándoles que si ellos los hubieran capturado les hubieran
cortado la cabeza inmediatamente. Además varios oficiales
los sometieron a interrogatorios ilegales en los cuales pregun-
taron insistentemente por otros miembros del Consejo y de la
Comunidad: como Javier Sánchez, Luis Eduardo Guerra y
Jesús Emilio Tuberquia, dando a entender con sus preguntas
que a todos ellos los consideraban  “cómplices de la guerrilla”.

La Comunidad de Paz ha reunido elementos fidedignos
que llevan a interpretar como un montaje planificado por la
Brigada XVII la interceptación del vehículo y el “hallazgo de la
caja con explosivos”, todo dirigido a dañar el buen nombre
de la Comunidad y a incoar procesos judiciales en contra de
algunos de sus integrantes y dirigentes. Los elementos que
la comunidad ha recaudado son los siguientes:

a) Ya desde la Terminal de Transportes de Apartadó, antes
de que el vehículo que fue interceptado partiera, se nota-
ba una intensa vigilancia militar y movimientos extraños
de gente sospechosa. El mismo conductor se lo mani-
festó así a algunos pasajeros y les dijo que por esa razón
iba a partir antes de la hora prevista.

b) En el barrio Mangolo, de Apartadó, abordó el vehículo una
persona desconocida, con botas, corte de pelo y porte
militar, quien estuvo observando intensamente a Aman-
da Úsuga, hasta descender en La Balsa, sitio de habitual
presencia militar.

c) Los soldados que interceptaron el vehículo no habían es-
tablecido ningún retén previo en la carretera, sino que
esperaron ocultos en el bosque y salieron expresamente
a interceptar este vehículo cuando se aproximó al sitio de
Caracolí.
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d) Los soldados que interceptaron el vehículo le pidieron las
cédulas a todos los pasajeros y se las devolvieron rápida-
mente, pero se quedaron con la cédula de Amanda Úsu-
ga, antes de inspeccionar los equipajes y de descubrir la
supuesta “caja con explosivos”.

e) Mientras esto ocurría en la carretera, entró a la Comuni-
dad una llamada  telefónica de la Fiscalía de Apartadó para
preguntar si Amanda Úsuga estaba desaparecida. Minu-
tos después entró una segunda llamada de la misma Fis-
calía para preguntar qué tipo de ropa llevaba ese día
Amanda Úsuga.

f) Poco tiempo después de que el vehículo fuera intercepta-
do, llegaron al sitio, a pié, unos soldados con chalecos de
unidades de “Antiexplosivos”,  lo que muestra que se
encontraban en las cercanías del lugar, esperando el
momento para hacer una inspección de explosivos ya
planeada de antemano.

Posteriormente, elementos recaudados de diversos tes-
tigos vinculados de una u otra forma con líderes paramilita-
res de la zona, durante los meses de marzo y abril de 2003,
permitieron reconstruir más completamente el incidente.
Según dichos testimonios, la caja fue colocada en el vehículo
por paramilitares, quienes habían previsto interceptar el ve-
hículo a poca distancia de Apartadó, en el sitio El Mangolo,
donde han mantenido su habitual retén, y allí asesinar a va-
rias líderes de la Comunidad de Paz que viajaban como pasa-
jeros, difundiendo luego la noticia de que llevaban una caja de
explosivos con ellos, lo cual podría ser verificado y ratificado
por los investigadores oficiales y los medios de comunica-
ción, al encontrar la caja de cartón que ellos habían colocado
en el vehículo. Sin embargo, como el vehículo pasó por el si-
tio antes de la hora calculada y los paramilitares aún no ha-
bían llegado al sitio, un líder paramilitar se comunicó por telé-
fono con una patrulla del Ejército que estaba más arriba, cerca
de Caracolí, y le dio instrucciones para interceptar el vehículo
y encontrar la caja con explosivos, y dentro de ella el papel
donde figuraba el nombre de Amanda Úsuga. Los militares
tuvieron que bajar a prisa desde donde estaban para  salirle
al paso al vehículo, y en efecto, quienes iban en él los vieron
bajando a toda prisa hacia la carretera. Estos elementos
fueron recogidos por la Oficina del Alto Comisionado de las
Naciones Unidas para Derechos Humanos, en Bogotá, en
mayo de 2003.

17.02.03
El 17 de febrero de 2003 , en una acción que tras-

cendió los extremos de la infamia y de la perversidad “infor-
mativa”, el diario EL MUNDO, de Medellín, en su pagina A 6,
se refirió a la interceptación del vehículo junto al caserío de
Caracolí y a la retención de sus 11 pasajeros, como a una
captura de “11 supuestos integrantes del frente Otoniel Ál-
varez, de las FARC, en momentos en que transportaban
explosivos y municiones”. Allí mismo transcribe los nombres
completos de los 11 pasajeros, información que dice haber
obtenido del General Pauxelino Latorre Gamboa, Comandan-
te de la XVII Brigada.

18.02.03
El 18 de febrero de 2003 , el Comandante de la XVII

Brigada del Ejército Nacional con sede en Carepa, Antioquia,
General Pauxelino Latorre Gamboa, envió a los medios de
comunicación el “Boletín de Prensa No. 5”, en el cual “ infor-
maba a la comunidad nacional e internacional” sobre la inter-
ceptación del vehículo, el 12 de febrero, junto al caserío de
Caracolí, como parte de la “Operación Fortuna”, realizada

por miembros del Batallón de Ingenieros No. 17 General Be-
jarano Muñoz. Destaca que fue incautado material de gue-
rra, añadiendo más elementos de los que registró la Fiscalía,
y presenta a los 11 ocupantes del vehículo, cuyos nombres
suministra, como “todos miembros de esta comunidad de
paz (...) donde los tres primeros son miembros del Consejo
Interno de dicha comunidad”, afirmando enseguida que “ las
personas y el material incautado fueron puestos a órdenes
de la Fiscalía Especializada el mismo día de su retención”.
Afirma que dicho material estaría destinado a cometer ac-
ciones terroristas por parte de las FARC, material que “de
ninguna manera debía encontrarse en manos de miembros
de una comunidad que se autodefinen como “neutrales ac-
tivos” dentro del actual conflicto y que este tipo de actos
delictivos lo que presentan ante la realidad nacional e inter-
nacional, es la manipulación de estas zonas con miras a ocul-
tar los nexos y actividades vinculadas con el terrorismo”.
Fuera de pretender ignorar todos los aspectos ilegales y ar-
bitrarios que tuvo esa retención colectiva así como los epi-
sodios concomitantes, el General hace interpretaciones a
todas luces extralimitadas y abusivas contra la Comunidad
de Paz; anticipa los veredictos de la justicia y manipula los
datos en orden a difamar a los integrantes y a los líderes de
la Comunidad. Pero como es muy difícil creer que él no estu-
viera enterado de antemano del montaje urdido en este epi-
sodio por militares y paramilitares, es difícil no leer el comu-
nicado como una pieza clave del montaje mismo, cuyos ob-
jetivos de difamación y deslegitimación de la Comunidad de
Paz quedan patentes ante cualquier análisis desprevenido del
conjunto del episodio.

20.02.03
El 20 de febrero de 2003, el diario EL MUNDO, de

Medellín, en su página A 6, redunda en su infamia “informati-
va” contra la Comunidad de Paz de San José, haciéndose eco
del Comunicado emitido por el General Pauxelino Latorre, Co-
mandante de la Brigada XVII, reproduciendo y divulgando la vil
calumnia, fruto de un montaje que no podría haber ignorado el
General Latorre.  Ese mismo día, aunque con un poco más de
moderación, acusando solo a la persona que fue blanco direc-
to del montaje, el diario EL TIEMPO divulgó apartes del Comu-
nicado del General Latorre, matizándolo con declaraciones de
la Corporación Jurídica Libertad que suministró elementos
sospechosos que comenzaban a desvelar el montaje. Sin
embargo, cuando la Comunidad de Paz emitió su COMUNICA-
DO sobre los hechos, luego de reunir los elementos de juicio
pertinentes, EL TIEMPO se negó a publicarlo.

22.02.03
El 22 de febrero de 2003 , el diario EL COLOMBIA-

NO, de Medellín, en su página 11 A, bajo el título “Investigan
hallazgo de explosivos en San José”, se suma a la difama-
ción de la Comunidad de Paz publicando declaraciones exclu-
sivas del General Latorre, sin esfuerzo alguno por consultar
la versión de las víctimas, utilizando como única fuente la del
Ejército.

12.03.03
El 12 de marzo de 2003 , 40 efectivos de la Brigada

XVII ocuparon el caserío de La Unión, integrante de la Co-
munidad de Paz de San José de Apartadó , entre las
16.00 y las 17.45 horas, y el caserío central de San José desde
las 17.00 horas. Muchos pobladores se aterrorizaron al es-
cuchar lo que los militares comunicaban por sus radios, a
saber: “ya hemos entrado a la comunidad guerrillera y  ya la
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tenemos acabada;  con el actual gobierno del Presidente Uribe
las cosas sí funcionan; junto con los ‘primos’ (paramilitares )
todo lo tenemos ganado”.

13.03.03
El 13 de marzo de 2003,  en la carretera que de Apar-

tadó conduce a San José de Apartadó, a pocos minutos de
Apartadó fue interceptado el vehículo en que se movilizaba la
Señora MARTA VELÁSQUEZ, persona que no está inscrita
en la Comunidad de Paz pero que habita en San José y vende
víveres. Cuatro hombres armados, con trajes civiles, la obli-
garon a descender del vehículo, le robaron todo el mercado
que llevaba y la obligaron a continuar a pié hasta San José.
Le advirtieron que toda persona que transite con mercados
por allí será asesinada.

15.03.03
El 15 de marzo de 2003 , a las 10.00 horas, tropas del

Ejército llegaron a la vereda La Linda, de San José de Aparta-
dó, ingresaron a la casa del Señor JESÚS RIVERA y lo obliga-
ron a conducirlos hasta la escuela del lugar. A las 16.00 horas
los militares regresaron a la casa del Señor Rivera y en pre-
sencia de su esposa y sus hijas menores de edad lo sacaron
violentamente, amarrado, lo llevaron a la escuela y lo some-
tieron a torturas, incluyendo disparos junto a su cuerpo para
aterrorizarlo, métodos de asfixia y golpes en el cuerpo, mien-
tras le decían que tenía orden de captura por ser guerrillero, lo
cual era falso, y que debía “entregarse” y trabajar con ellos,
acusando a quienes ellos le dijeran, y que en ese caso recibiría
muy buena remuneración en dinero y le darían una finca y una
casa, así como seguridad para él y su familia. Él negó todos
los cargos y propuestas y finalmente lo obligaron a firmar, bajo
amenaza de muerte, una constancia de “buen trato”.

17.03.03
El 17 de marzo de 2003 , a las 17.00 horas, fue rete-

nido ilegalmente por miembros del Ejército el Señor ANTO-
NIO VARELA, a media hora del caserío principal de San José,
en dirección al sur-oriente, cerca al Río Mariano. Los milita-
res le dijeron que su nombre figuraba en una lista de perso-
nas para matar porque eran guerrilleros. Cuando él respon-
dió que nunca había tenido nada que ver con la guerrilla, le
respondieron que si quería que le quitaran la pena de muerte
tenía que trabajar con ellos acusando a la gente que ellos le
dijeran. El se negó y se reafirmó en su condición de campe-
sino ajeno a toda organización armada. Entonces le tomaron
fotografías y continuaron amenazándolo. Luego lo sometie-
ron a torturas durante una hora y media, que incluían simula-
cros de fusilamiento. Finalmente lo obligaron bajo amenazas
a firmar una constancia de “buen trato”.

18.03.03
El 18 de marzo de 2003 , fue militarizada la vereda La

Cristalina, de San José de Apartadó. Miembros del Ejército
retuvieron al Señor CONRADO DAVID, poblador de dicha
vereda, cuando se dirigía a su casa. Lo obligaron a acostarse
en el piso, lo amenazaron de muerte y le dijeron que iban a
conseguir una pala para que hiciera un hueco donde lo ente-
rrarían. Él les suplicaba que no fueran a disparar porque de-
trás de él venía su anciana madre y sus dos hijas pequeñas.
A los pocos minutos escuchó unos disparos y luego consta-
tó que su hija de 3 años, LEIDY DAYANA DAVID TUBERQUIA,
había sido herida por uno de esos disparos y que tenía sus
intestinos afuera. Mientras la bajaban al hospital de Aparta-

dó, un poco más abajo del caserío de San José, la niña falle-
ció. Los soldados que acompañaban a la madre de Conrado
le insistían que si iba a rendir declaración tenía que decir que
la niña había muerto en medio de un enfrentamiento con la
guerrilla, cuando en la zona no había guerrilla.

26.03.03
El 26 de marzo de 2003 , los jóvenes CARLOS VAR-

GAS y ALBERTO TUBERQUIA, salieron del caserío de San
José de Apartadó a trabajar en una parcela ubicada sobre el
camino que conduce al caserío de La Unión, adscrito a la
Comunidad de Paz. Mientras iban saliendo del caserío encon-
traron a unos soldados que les hicieron ráfagas pero ellos
lograron esquivar las balas. Luego los soldados los retuvie-
ron ilegalmente, los condujeron a una casa donde tenían re-
tenidas a dos mujeres y trajeron de una casa vecina 3 libras
de sal y 6 bolsas de leche y se las pusieron al pié para foto-
grafiarlos; también colocaron junto a ellos morrales pertene-
cientes a los soldados. Entre tanto los soldados comunica-
ban por radio a sus superiores que “habían capturado a 4
guerrilleros que llevaban mercados y uniformes para la gue-
rrilla”. En este montaje e intimidación los mantuvieron por
una hora.

01.04.03
El 1° de abri l  de 2003 , tropas del Ejército hicieron

presencia en la hacienda La Cooperativa, ubicada a la salida
de San José hacia Apartadó, propiedad y lugar de trabajo
colectivo de la Comunidad de Paz. Allí dejaron un morral con
equipos militares. Cuando la Comunidad se percató del he-
cho, lo puso en conocimiento del Defensor del Pueblo, quien
se hizo presente y levantó un acta sobre el hecho, con el fin
de que el mismo no sirviera de pretexto para acusar a la
comunidad de actividades militares o relaciones con grupos
armados.

11.04.03
El 11 de abri l de 2003, a las 13.00 horas tropas del

Ejército se tomaron el caserío de La Unión, ingresaron en las
habitaciones sin dar ninguna explicación y tomaron las ca-
sas como trincheras disparando desde ellas.

12.04.03
El 12 de abri l de 2003, tropas del Ejército instalaron

dos retenes, uno a la salida del caserío de La Unión y otro a
la salida del caserío de La Cristalina. A todos los campesinos
que pasaban por allí les pedían las cédulas y anotaban sus
datos en una lista, afirmando que estaban elaborando una
“lista de guerrilleros de la región”. A varias personas les re-
tuvieron sus cédulas para obligarlas, bajo chantaje, a ir a
comprarles comida, obligándolas así a violar uno de los artí-
culos del Reglamento de la Comunidad de Paz, que prohíbe
vender alimentos a actores armados. Les decían que para
recuperar sus cédulas tenían que comprarles alimentos. A
algunos niños les dijeron que si no les compraban alimentos
iban a golpear a sus padres.

15.04.03
El 15 de abri l de 2003, tropas del Ejército penetraron

al caserío de La Unión y tomaron los caballos de la Comuni-
dad. Solo a ruego de las religiosas que dirigen la escuela, los
devolvieron más tarde.
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El mismo día 15 de abri l  de 2003 , tropas del Ejérci-
to instalaron un retén en la salida de San José hacia La Unión
y obligaron a varias personas que pasaron por allí a desnu-
darse para requisarlas.

19.04.03
El 19 de abri l de 2003, tropas del Ejército hicieron

presencia en los alrededores del caserío de La Unión, en los
lugares donde la comunidad trabaja para su sustento. Seis
miembros de la Comunidad de Paz que se encontraban sem-
brando maíz a 10 minutos del caserío fueron interceptados
por los militares quienes les dijeron que no podían trabajar en
esas tierras porque esas tierras eran de ellos (de los milita-
res) pues ellos las habían “conquistado”. Los militares obli-
garon a los miembros de la Comunidad de Paz a irse “si no
querían tener problemas”. Dichos terrenos son propiedad de
la Comunidad de Paz.

El mismo día 19 de abri l  de 2003 , tropas del Ejérci-
to instalaron un retén en el sitio La Balsa, entre Apartadó y
San José, y allí retuvieron ilegalmente a un miembro de la
Comunidad de Paz que llevaba medicamentos para él mis-
mo que un médico le había formulado. Los militares lo insul-
taron durante dos horas y lo amenazaron de muerte. Le re-
petían que la Comunidad de San José era una “comunidad
de guerrilleros” y que él “debía darse ya por muerto”.

El mismo día 19 de abri l  de 2003 , veinte hombre
armados en trajes civiles, interceptaron un vehículo de servi-
cio público que de Apartadó se dirigía a San José, bajaron los
mercados que allí se llevaban y se los robaron mientras le
advertían a los pasajeros que todo el que llevara mercado
para San José sería asesinado. También les advirtieron que
iban a acabar con la Comunidad de San José y que podrían
llorar y denunciar todo lo que quisieran, que eso ya no servía
para nada, pues tenían pleno respaldo de “los primos” (mili-
tares) y por eso ya nadie los detendría. A 20 minutos de allí,
en el sitio La Balsa, había un retén militar, y a pesar de que se
les comunicó lo que estaba pasando en el retén paramilitar,
no hicieron nada.

25.04.03
El 25 de abri l de 2003, a las 11.30 horas, tropas del

Ejército ingresaron al caserío de San José de Apartadó y se
desplegaron por todas sus calles. Afirmaban que esta milita-
rización se hacía por órdenes de General Comandante de la
Brigada XVII, General Pauxelino Latorre Gamboa, y del Alcal-
de de Apartadó. Cuando se le comunicó el hecho al Obispo
de Apartadó, Monseñor Germán García Isaza, éste habló con
el Alcalde quien manifestó que él no había dado ninguna or-
den al respecto. Los militares afirmaban que tenían que adoc-
trinar a los niños y jóvenes en la guerra y convertirlos en
colaboradores suyos.

26.04.03
El 26 de abri l de 2003, a las 06.30 horas, tropas del

Ejército ingresaron nuevamente al caserío de San José y se
desplegaron por toda su extensión. Afirmaban que de todos
modos van a acabar con esa comunidad y que ya tienen
montada la estrategia para hacerlo; que van a acabar con
las tiendas y van a exterminar a todos los líderes.

30.04.03
El 30 de abri l de 2003, a las 14.00 horas, tropas del

Ejército instalaron un retén en el sitio La Victoria, en la carre-
tera que va de Apartadó a San José, interceptaron un vehí-

culo de servicio público y pidieron las cédulas de todos los
pasajeros. Dejaron retenido a ANGELMIRO GIRALDO, miem-
bro de la Comunidad de Paz, del caserío de La Unión, a quien
toda la comunidad conoce desde hace años sin que se pue-
da sospechar de él actividad ilegal alguna, habiéndose desta-
cado precisamente por su insistencia en romper toda cola-
boración con sectores armados. Los militares mostraron una
supuesta “orden de captura emanada de la Fiscalía” y se lo
llevaron. Fue llevado ilegalmente a las instalaciones de la
Brigada XVII en lugar de ser puesto a disposición de funcio-
narios judiciales. Cuando otras autoridades pidieron explica-
ciones, los militares comenzaron a afirmar que probablemen-
te había sido confundido con otra persona. Durante su per-
manencia en las instalaciones de la Brigada XVII se le indagó
mucho por los líderes de la comunidad de paz y por las acti-
vidades comunitarias.

15.05..03
El 15 de mayo de 2003 , se realizó un nuevo intento

de reunión de las diversas agencias del Estado implicadas
en la protección de los derechos humanos, convocadas por
el Ministerio de Relaciones Exteriores, con el fin de cumplir
con las exigencias formuladas por la CORTE INTERAMERI-
CANA DE DERECHOS HUMANOS, dentro de su Resolución
del 18 de junio de 2002, de urgir MEDIDAS PROVISIONALES
en favor de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó,
y para ello concertar con la misma Comunidad victimizada
mecanismos de protección que eviten la perpetración de
nuevos crímenes. A pesar de que la Comunidad había entre-
gado a todas las agencias del Estado, desde el año anterior,
copia de sus solicitudes más esenciales y relatos de los he-
chos graves que se han perpetrado en los últimos meses
contra la misma Comunidad, la actitud de los agentes del
Estado fue decepcionante por su falta de interés, coordina-
ción y decisión. Todos se fiaron del poder de decisión del
delegado de la Vicepresidencia, Sr. Carlos Franco, quien se
retiró muy pronto de la reunión luego de reiterar autoritaria-
mente las “políticas de este gobierno”, como: la presencia
militar en cualquier sitio como exigencia de la “seguridad
democrática”; el rechazo a una evaluación de la justicia por
agentes externos, admitiendo como máximo alguna presen-
cia de la Vicepresidencia, de la Oficina de Derechos Huma-
nos de la ONU y de la Comunidad, pero no de otros organis-
mos internacionales ni nacionales, ni siquiera de las comisio-
nes del Parlamento; interlocución con otras instituciones de
la zona y visitas a la misma por parte de las instituciones del
Estado. Al retirarse el delegado de la Vicepresidencia, los
demás representantes del Estado manifestaron que no te-
nían poder de decisión, terminando nuevamente la reunión
sin decisión alguna.  La Comunidad protestó nuevamente,
en el curso de la reunión, por las respuestas que agencias
del gobierno, particularmente la Vicepresidencia, le están
dando a grupos y organizaciones internacionales que deman-
dan protección para la Comunidad de Paz de San José:  se le
sigue endilgando a la Comunidad, al menos a nivel de sospe-
cha, haber tenido algo que ver con un secuestro realizado
por la guerrilla en febrero de 2002, en zonas muy distantes
de los espacios de vida y trabajo de la Comunidad y frente al
cual la Comunidad expidió comunicados sentando claramen-
te su posición; se le sigue endilgando a la Comunidad cierta
complicidad en el asesinato de Henry Tuberquia (diciembre
de 2001) y de 2 soldados, hechos perpetrados por gente ar-
mada que vino de fuera, violando los espacios y las princi-
pios de la Comunidad y que incluso perpetraron sus críme-
nes a muy pocos metros de patrullas del Ejército que no hi-
cieron nada para perseguirlos; se le sigue endilgando a la
Comunidad y a sus líderes, incluso por medios de difusión
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masiva, la responsabilidad en el transporte de explosivos que
el Ejército “descubrió” en un vehículo de transporte público
el 12 de febrero de 2003, cuando todo muestra que fue un
montaje minuciosamente preparado para difamar a gran
escala a la Comunidad, con excesos de cinismo y perversi-
dad; se sigue acusando a la Comunidad de negarse a la inter-
locución con autoridades locales, militares y civiles, ocultan-
do todos los esfuerzos que la Comunidad ha hecho para
mantener esa interlocución, la cual solo ha sido suspendida
cuando se comprueba la mala fe y los engaños de institucio-
nes locales, o su complicidad con quienes quieren destruir a
la Comunidad.

21.05.03
El 21 de mayo de 2003 , el Juez Segundo Penal del

Circuito de Apartadó, profirió fallo en la Acción de Tutela que
se había instaurado el 26 de febrero anterior ante la Corte
Suprema de Justicia, contra el Comandante de la Brigada XVII
del Ejército Nacional, con el fin de tutelar los derechos a la
vida, a la integridad personal, a la seguridad jurídica, al buen
nombre, a la honra, al debido proceso y a la libertad de 12
miembros de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó,
al descubrirse el plan de destrucción de la Comunidad, me-
diante la judicialización fraudulenta o el asesinato de sus líde-
res, a través de las estrategias que se revelaron como pro-
venientes de la Brigada XVII en unidad de acción con las es-
tructuras paramilitares, estrategias que se explicitaron en el
chantaje que intentaron hacerle a Lubián de Jesús Tuberquia
el 7 de febrero y cuya ejecución se empezó a desvelar en el
montaje del 12 de febrero contra Amanda Úsuga y otros
miembros de la Comunidad.  El Juez Segundo Penal del Cir-
cuito de Apartadó, NICOLÁS ALBERTO MOLINA ATEHOR-
TÚA, en su fallo, se negó a tutelar tales derechos, alegando
que para eso existe la justicia penal militar y la acción de la
Procuraduría General de la Nación, pasando por alto toda la
jurisprudencia emitida por la Corte Constitucional que ha se-
ñalado los objetivos específicos de la Acción de Tutela para
distinguirlos de los procesos penales y disciplinarios. A pesar
de que el Juez tuvo en su mano información detallada de todos
los crímenes perpetrados en los últimos meses por militares
y paramilitares contra la Comunidad de Paz de San José,
evadió cumplir su deber de tutelar derechos fundamentales
amparados por la Constitución, antes de que su daño sea
absolutamente irreparable. A todas luces, el Juez Molina
Atehortúa queda ante la historia como corresponsable de la
ejecución de los crímenes anunciados, por negarse a ejercer
el papel que la Constitución y las leyes le señalaron, fuera de
haber violado el artículo 86 de la Constitución que establece
que “En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre
la solicitud de tutela y su resolución”, habiéndose demorado
él más de 80 días para proferir un fallo que además dejaba en
la desprotección jurídica a las víctimas.

24.05.03
El sábado 24 de mayo de 2003 , hacia las 13.30

horas, la Señora FRANCIA HELENA TAMAYO,  de la vereda
Bellavista, de San José de Apartadó, se encontraba compran-
do algo en el Supermercado Muñoz, frente a la terminal de
transporte de Apartadó, junto con una de sus hijas peque-
ñas. Una mujer con gafas oscuras, acompañada por un hom-
bre corpulento de tez morena y con un  radio en su mano,
entró al supermercado y se quedó mirándola fijamente, se le
acercó y se quitó las gafas como para reconocerla bien, en
actitud desafiante y altanera. La mujer, morena y de ojos
claros, es una ex guerrillera que desertó, conocida en la re-
gión como Patricia o con alias de “La Potra”, y el hombre,

alto y robusto, es conocido como comandante de los para-
militares y de las Convivir.  Francia Helena terminó de mer-
car y se fue a la terminal a tomar un vehículo para subir a
San José, pero inmediatamente llegaron 6 miembros de la
Policía a la terminal y la abordaron. En un papel traían escrito
su nombre y le pidieron su cédula para anotar su número.
Luego le preguntaron otros datos e insistentemente le pre-
guntaban si la niña que la acompañaba era hija suya y si iba
a tomar el vehículo que salía enseguida para San José. Ella
respondía que sí y los policías se comunicaban con alguien
por teléfono celular. Pudo observar que entre los policías se
trabó una discusión cuando miraban y señalaban a su hija.
Cuatro policías se fueron retirando y quedaron solo el Tenien-
te y otro policía. Cuando ella se subió al vehículo y éste arran-
có, nuevamente los policías se comunicaron por teléfono.
Cuando iban por el barrio Policarpa, a la salida de Apartadó,
Francia Helena observó que detrás del vehículo venían dos
motos, en una de ellas la mujer de gafas oscuras que la ha-
bía abordado en el supermercado con un hombre armado, y
otros hombres armados en la otra moto. Ella hizo parar el
vehículo y se bajó para esconderse en los alrededores. Las
dos motocicletas alcanzaron luego el vehículo y lo hicieron
detener, preguntando por Francia Helena, cuyo número de
cédula tenían anotado en un papel. Al ver que no estaba,
decían que se les había escapado de morir esa h.p. pero que
tenían que encontrarla y que para eso ya tenían todos sus
datos. Luego dejaron partir el vehículo pero antes le advirtie-
ron a los pasajeros que el que se atreviera a llevar mercados
se iba a morir. Un poco más adelante, en la vía hacia San
José, el vehículo fue interceptado nuevamente, esta vez por
los paramilitares, en el mismo sitio en que mantienen su pre-
sencia habitual y hacen retenes para quitarle los mercados a
los pobladores y asesinar o desaparecer a algunos de ellos.
Miraron el vehículo y preguntaron de nuevo por Francia Hele-
na, cuyo número de cédula decían tener en su poder.

02.06.03
El lunes 2 de junio de 2003, cuando se dirigía a su

casa en la vereda Mulatos, donde vive, luego de acompañar
a su esposa en un parto y de dejarla en San José con unos
familiares, ALFONSO TUBERQUIA fue retenido hacia las
13.00 horas por miembros del ejército que estaban aposta-
dos en el camino. Cuando lo retuvieron, le preguntaron para
dónde iba y le pidieron su cédula. Luego detuvieron también
a la Señora MARINA OSORIO, quien pasaba por el mismo
camino. Esa tarde y esa noche los obligaron a permanecer
allí, separados, mientras los sometían a interrogatorios. Les
pedían informaciones sobre la guerrilla y les decían que todo
el que viviera de ahí hacia arriba era miembro de la guerrilla
con seguridad. Al día siguiente, el martes 3 de junio, los baja-
ron a la carretera. Cuando iban un poco más abajo de San
José de Apartadó, frente a la finca La Cooperativa, llegó un
hombre en un a moto, en traje civil, y le preguntó a Alfonso
de dónde era y para dónde iba cuando lo retuvieron. Cuando
Alfonso le respondió que vivía en Mulatos, el hombre le pre-
guntó cómo lo apodaban, o sea, cuál era su “alias”. Él res-
pondió que siempre lo habían llamado por su nombre, pero el
hombre de la moto le dijo que no lo creyera bobo, que él tenía
que ser miliciano. Luego le dijo que si no le decía la verdad, lo
mandaría bajar en el camino, lo que en el contexto quería decir
que se lo entregaría a los paramilitares, quienes tenían pre-
sencia en el camino, más adelante. Luego los embarcaron
en unos camiones que los condujeron a la Brigada, donde lle-
garon a las 15.00 horas, llevándolos a las instalaciones del
Batallón Bejarano Muñoz. A Alfonso lo llevaron a un cuarto
donde lo reseñaron y luego a otro donde lo interrogaron. El
interrogador era el mismo hombre de la moto que lo había
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amenazado en el camino. Le repetía constantemente que si
no decía la verdad, la justicia lo iba a tratar duramente; que
tenía que colaborarles. Estando en medio del interrogatorio,
llegó una llamada de la Fiscalía en la cual, al parecer, comuni-
caron que los requerían allí. Cuando llegaron con ellos a la
Fiscalía, el fiscal ya tenía un documento de 3 páginas, quizás
escrito por los militares, y se los hizo firmar. Poco después,
el fiscal les comunicó que quedaban en libertad. El militar que
los condujo a la Fiscalía, insistía en que el ejército los había
capturado, pero que ponerlos en libertad era una decisión bajo
la responsabilidad del fiscal. Como eran las 19.00 horas y ya
estaba de noche, ellos sintieron miedo y además no tenían
dónde pasar la noche. Le pidieron a los militares que los de-
jaran pasar la noche en la Brigada, pues no tenían a dónde ir,
pero ellos no accedieron. Luego de encontrar unos pocos
pesos, le pidieron a un taxi que los llevara hasta una vereda
cercana a Apartadó, en la ruta hacia San José, pero cuando
iban a abordar el taxi, llegaron nuevamente los militares y se
llevaron a Marina, pues decían que habían descubierto que
ella tenía un problema de identidad en sus documentos. Al-
fonso tuvo que irse solo en el taxi.

07.06.03
El sábado 7 de junio , a las 13.00 horas, una unidad

militar compuesta por cerca de 30 soldados que bajaba por
la vereda Buenos Aires, retuvo al Señor ANTONIO BORJA
cuando iba a llevarle el almuerzo a cuatro trabajadores en
una pequeña olla. Los militares afirmaban que “esa comida
estaba destinada a la guerrilla”, cuando en la vereda no ha-
bía guerrilla. Se lo llevaron retenido, sin camisa como estaba,
y lo condujeron a las instalaciones de la Brigada XVII donde
llegaron hacia la media noche. Allí lo interrogaron mientras le
advertían que si no decía la verdad iría a la cárcel. Él respon-
dió a los interrogatorios diciendo la verdad tal como él la co-
nocía, en conciencia, pero el interrogador le insistía, bajo
amenazas, que tenía que decir era otra verdad, la que ellos
querían, según la cual, él estaba llevando alimentación para
la guerrilla cuando fue retenido. Incluso le expuso al interro-
gador lo sucedido días antes, cuando una noche miembros
del ejército llegaron a su casa a las 20.00 horas y le pidieron
que les prestara un caballo para transportar a unos heridos
que tenían, y él se lo prestó. Sin embargo, el interrogador
seguía presionándolo a que dijera esa “otra verdad” que el
ejército quería dejar registrada: que los almuerzos que él lle-
vaba eran para la guerrilla. Ya muy fatigado y agotado de tanta
presión, Antonio le dijo al interrogador que si eso era lo que
quería escribir, entonces lo escribiera. Lo hizo con la inten-
ción de librarse de las amenazas que le hacía de ir a la cárcel
si no decía “la verdad” que el interrogador quería y exigía oír.
El interrogador llenó 5 páginas con su supuesta declaración.
Al día siguiente, domingo 8 de junio, lo llevaron rápidamente a
la Fiscalía, solo para presentarlo, y luego lo llevaron a una
prisión. El martes siguiente, 10 de junio, fue conducido nue-
vamente a la Fiscalía para ser indagado. Cuando la fiscal le
preguntó por qué había dicho en la Brigada que llevaba comi-
da para la guerrilla, si eso no era cierto, él respondió que se
había visto presionado a decir eso por quien lo estaba inte-
rrogando, pues no le admitían su versión verdadera y lo
amenazaban con ir a la cárcel. El viernes 13 de junio lo deja-
ron en libertad. Lo obligaron a formar un documento en el
cual declaraba haber recibido “buen trato”. El 4 de abril de
1999, Antonio había sido retenido por hombres armados cuan-
do se dirigía a San José y herido con varios impactos de arma
de fuego en esa noche en que 10 hombres armados perpe-
traron una masacre en el caserío de San José de Apartadó,
mientras acusaban a toda la comunidad de ser simpatizante
de la guerrilla.

16.06.03
El lunes 16 de junio de 2003 fueron retenidos por

miembros de la Brigada XVII del Ejército, en la vereda Las
Nieves, de San José de Apartadó, la Señora MYRIAM TU-
BERQUIA, de aproximadamente 36 años, y el Señor EMILIO
OSORNO, de aproximadamente 47 años. Los militares los
obligaron a acostarse en el suelo que estaba empantanado a
causa de las lluvias y los dejaron allí hasta el miércoles 18 de
junio cuando los bajaron hasta la finca La Cooperativa, cerca
del caserío de San José. La Señora Myriam iba con dos ni-
ños pequeños de entre 2 y 3 años. Se la consideró “sospe-
chosa” por llevar en su morral algunas jeringas, ya que tiene
que inyectarse todos los días a causa de una enfermedad
que sufre, y algún dinero de la venta de cacao, de lo cual vive.
Cuando sus hijos pequeños lloraban, los soldados los ame-
nazaban con sus armas, y cuando se quejó por la falta de
comida y líquido, la obligaron a comer una culebra que los
militares cocinaron, sin respetar la repugnancia que esto le
causaba. El jueves 19 los llevaron a las instalaciones de la
Brigada XVII en Carepa y le dijeron a ella: “no le vamos a hacer
nada pero le vamos a dar un paseo”. En efecto, la separa-
ron del Señor Osorno y la metieron en un cuarto de una
sección de la Brigada que tiene un letrero que dice “La Mano
Negra”. Allí la sometieron a numerosos ultrajes: le halaban
el cabello; le ponían un arma en la sien y le decían que
confesara que era “guerrillera”; le preguntaban si las jerin-
gas, las drogas y el dinero que llevaba eran para la guerrilla;
le hacían numerosas amenazas para obligarla a decir quié-
nes eran milicianos en la comunidad; le aseguraban que en
la Comunidad ya tenían 14 o 15 “informantes” que les de-
cían quiénes eran los milicianos; le preguntaban por Wilson
David, el Presidente del Consejo Interno de la Comunidad y
por otros de sus líderes, a quienes querían que denunciara
como “guerrilleros”. Finalmente le dicen que si cuenta lo
que ha pasado le cortarán la cabeza. Al señor Osorno no lo
sometieron al mismo tratamiento. El jueves 19 los dejaron
en libertad.

02.07.03
El 2 de jul io de 2003 , la Comunidad de Paz de San

José de Apartadó, dejó constancia a través de un comuni-
cado, de los operativos militares que se están realizando
contra las veredas Mulatos Cabecera, Mulatos Medio y La
Resbalosa, a partir del 30 de mayo, operativos que han
causado ya un número significativo de desplazamientos
forzados de pobladores. Hasta la fecha habían llegado al
caserío de San José más de 40 familias desplazadas que
abandonaron sus viviendas y enseres acosados por el te-
rror. A pesar de que en la reunión del 15 de mayo con agen-
cias del Estado responsables de la protección de los dere-
chos humanos, la comunidad había propuesto que diversas
agencias del Estado visitaran la región y constataran la
pobreza y el terror en que viven los pobladores de esas
veredas, dados los comentarios constantes de los solda-
dos que anuncian desplazamientos masivos, sin embargo,
esas visitas no se hicieron.

02.07.03
El mismo día 2 de julio de 2003  se instaló nueva-

mente un retén militar en la vía entre Apartadó y san José.
Ese mismo día, seis paramilitares que se movilizaban en tres
motos y portaban armas cortas, retuvieron un vehículo de
servicio público y le advirtieron a los pasajeros que no iban a
permitir que se subiera mercado para la Comunidad y que el
que se atreviera a subirlo sería asesinado.
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07.03
El 5 y 6 de julio de 2003, líderes del paramilitarismo

en la zona realizaron varias reuniones en Apartadó, a las cua-
les obligaron a muchas personas a asistir, y en las cuales
expusieron un “plan de endurecimiento” contra la Comuni-
dad de Paz de San José de Apartadó. Según ellos, se propo-
nen adoptar una estrategia de “mano dura” contra la Comu-
nidad, extremando el control de paso de alimentación, de
modo que las personas que suban mercados sean “desapa-
recidas”; asesinando a cinco de los líderes o acompañantes
de la Comunidad, dos de cuyos nombres dieron a conocer;
manteniendo acciones de control en la carretera entre Apar-
tadó y San José, como enviando paramilitares en los vehícu-
los de servicio público para controlar a los transportadores,
de modo que si un conductor no les informa sobre la presen-
cia de algún guerrillero o miliciano, ése conductor sea asesi-
nado.

07.07.03
El 7 de julio de 2003 llegaron a San José de Apartadó

otras 17 familias desplazadas de Mulatos Cabecera y Mula-
tos Medio. En total se han registrado 70 familias que han
tenido que huir de los bombardeos y ametrallamientos que
se han perpetrado contra esas veredas. En muchas noches
lanzaron bombas sembrando el pánico en la población; algu-
nas de ellas cayeron muy cerca de las casas y destruyeron
cultivos. Se contabilizaron 6 casos de detenciones arbitra-
rias en Mulatos o en las veredas vecinas. En mayo, el ejérci-
to había ingresado a Baltasar, una vereda de Tierralta (Córdo-
ba), situada a dos horas de Mulatos, y había perpetrado una
masacre. En la semana anterior, en una reunión convocada
en la Alcaldía de Apartadó, el Comandante de la Brigada XVII,
General Pauxelino Latorre, negó que en la zona hubiera bom-
bardeos y afirmó que los desplazamientos eran ficticios, a
pesar de que el Comité Internacional de la Cruz Roja y la
Defensoría del Pueblo han hecho censos de los desplazados
y han entregado a los mismos alguna ayuda humanitaria,
mientras la Red de Solidaridad no lo ha hecho.

Los pobladores de Mulatos guardan la memoria muy viva
de lo ocurrido entre el 2 y el 20 de mayo de 2002, cuando
fueron quemadas dos casas (la de Don Simeón Durango y la
de Don Gilberto Arias) y la escuela de la vereda, mediante
morteros disparados desde lejos, produciéndose luego el pi-
llaje de otras viviendas por parte del ejército, quienes tam-
bién robaron y mataron gallinas.

Una memoria aún más dolorosa es la que sobre todo
antiguos pobladores de Mulatos, hoy desplazados forzosa-
mente en otros caseríos, tienen de los hechos ocurridos a
partir del martes 12 de julio de 1977, cuando llegaron de la
base militar de La Maporita (Carepa) 16 soldados, al mando
del Teniente Gualdrón y de los Cabos Cruz y Peñalosa, y
desde las 05.00 horas ordenaron a los campesinos salir de
sus casas, los amarraron y los tuvieron en ese estado va-
rios días, exigiéndoles que les dieran informaciones sobre
los movimientos de la guerrilla, cuando muchos de ellos no
tenían conocimiento alguno de qué era la guerrilla, y luego
de 8 días de interrogatorios y torturas los fueron asesinan-
do a tiros. Así murieron: Luciano Graciano, de 16 años; Luis
Emilio Giraldo, de 30; Jairo Ortiz, de 25; Juan de Jesús Toro
Amaya, de 22; Tulio Guerra, de 35; Arturo Graciano, de 18;
Nando Graciano, de 23 y otro joven de nombre Oscar, de
21. Luego de un primer desplazamiento masivo durante el
cual se denunció la masacre, un juez militar subió a investi-
gar los hechos, sin que hasta hoy (26 años después) se haya
hecho justicia.

10.07.03
El 10 de julio de 2003 se hizo presente en San José

de Apartadó la Red de Solidaridad Social para proponer que el
Ejército brindara atención en salud a los desplazados. Nadie
entendía que el Ejército negara la existencia de desplazados
en las reuniones de la Alcaldía y sin embargo ahora ofreciera
atenderlos en sus problemas de salud. Nadie entendía tam-
poco que la misma institución que provocaba el desplazamien-
to con ametrallamientos y bombardeos, forzando a la gente
a salir, ofreciera ahora atención médica. Pero, sobre todo, la
Comunidad sentía una repugnancia profunda de confiar los
problemas de su salud a quienes han destruido tantas vidas,
violado a sus mujeres, aterrorizado a la población en forma
tan persistente y anunciado el exterminio de la misma Co-
munidad.

04.08.03
El lunes 4 de agosto de 2003 , en el sitio conocido

como “Tierra Amarilla”, ubicado en la vía entre Apartadó y
San José, a unos diez minutos de Apartadó, donde los para-
militares han mantenido su presencia sin que autoridad algu-
na haya querido hacer inspecciones ni tomar medidas, fue-
ron visibles ocho paramilitares quienes se movilizaban en 4
motocicletas. Toda la tarde del lunes los paramilitares estu-
vieron controlando la vía y observando los vehículos y la gen-
te que subía. Este mismo día tropas del Ejército permanecie-
ron desde las 07.00 hasta las 17.00 horas a la entrada del
área urbana de San José, donde abordaron a todo niño o niña
que transitaba cerca, para preguntarle por los líderes de la
comunidad: si los conocían y si les podían indicar dónde vi-
vían. En ocasiones anteriores, esas indagaciones han prece-
dido el asesinato de los líderes. Los militares continúan ofen-
diendo a la comunidad y mostrando prepotencia y altanería
al hacer alarde de que pueden pisotear los principios de la
Comunidad de Paz, pues gozan del poder de las armas y del
respaldo de todas las autoridades.

05.08.03
El martes 5 de agosto de 2003 , se tenía previsto el

retorno a sus veredas de las familias desplazadas de Mula-
tos Medio y de Mulatos Cabecera, quienes se hallaban en
San José desde finales de junio a causa de los bombardeos
perpetrados por el Ejército. A pesar de que en la reunión del
30 de junio la Vicepresidencia se había comprometido a ges-
tionar alimentos, semillas y herramientas para el retorno con
la Red de Solidaridad, sin embargo el día anterior los repre-
sentantes de la Red de Solidaridad llegaron a San José e in-
formaron que no iban a suministrar alimentos, lo que frustró
el retorno. El martes 5, los delegados de la Red volvieron a
San José con algunas herramientas (machetes) y plantea-
ron que darían alimentación a condición de que cada familia
firmara un documento en que constara que se hacía respon-
sable de los riesgos que corriera en el retorno, exonerando al
gobierno de toda responsabilidad, documento que las fami-
lias se negaron a firmar, pues temían que esa condición es-
tuviera anunciando nuevas agresiones de las cuales no po-
drían siquiera quejarse.

09.08.03
El sábado 9 de agosto de 2003 , hacia las 11:40

horas, los pasajeros de un vehículo de servicio público que
viajaban en dirección a Apartadó, desde San José, fueron
abordados por dos personas que se identificaron como pa-
ramilitares y los despojaron de todo el dinero que llevaban.
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15.08.03
El viernes 15 de agosto de 2003 , la escuela del

caserío de San José de Apartadó fue tomada por personal
militar de la XVII Brigada del Ejército y desde allí utilizaron a
menores de edad para enviarlos a comprar abastecimien-
tos. También le informaron a algunos pobladores que al día
siguiente realizarían un censo casa por casa.

16.08.03
El sábado 16 de agosto de 2003 , a las 16.00 horas,

miembros de la Brigada XVII del Ejército ingresaron al case-
río de San José de Apartadó y le manifestaron a los poblado-
res que pronto iban a acabar con la Comunidad. Dijeron que
en esa Comunidad todos eran guerrilleros pero que muy pron-
to les iban a dar su merecido a esos h. p., así como a todos
sus líderes, a los acompañantes y a “los gringos”; dijeron
que todos vestían de civil pero que cuando salían de la Comu-
nidad se cambiaban su ropa por vestidos de camuflado y
tomaban el fusil como los guerrilleros. Este día los militares
realizaron muchas requisas a los vehículos que encontraron
en el casco urbano de San José.

17.08.03
El domingo 17 de agosto de 2003 , el Ejército esta-

bleció cinco retenes, tres de ellos ubicados en las salidas de
San José de Apartadó, uno en la salida hacia La Unión, otro
en la salida hacia Apartadó y otro en la salida hacia La Linda.
A todos los pobladores que pasaban por los retenes les pe-
dían su cédula y la anotaban en un cuaderno. Cuando algu-
nos campesinos preguntaron por qué anotaban los datos de
las cédulas, respondían que era para pasarle la lista a la Fis-
calía. Los otros dos retenes los ubicaron entre San José y La
Unión, a una distancia de cuatro kilómetros.

En un retén ubicado en La Platanera, cerca de Apartadó,
hacias las 14:00 horas, siete paramilitares entre los que se
encontraba una mujer y que se transportaban en tres moto-
cicletas, retuvieron dos vehículos que iban hacia San José y
requisaron a todos los pasajeros, observando especialmen-
te las manos de los hombres. A muy poca distancia, en La
Balsa, el Ejército había instalado otro retén.

En el retén de salida hacia La Unión, militares retuvieron
a un joven de apellido Úsuga y le dijeron “Usted parece que
tiene problemas con nosotros; parece que está en la lista”.
Luego lo llevaron al puente y lo obligaron a permanecer allí
mientras uno de ellos traía “la lista”. Minutos después llega-
ron con un libro grande donde figuraban numerosas perso-
nas en orden alfabético, la mayoría con fotografía frente a
su nombre. El joven les dijo que ellos eran los que hacían esa
lista y tomaban esas fotografías y ponían allí al que querían.
Mientras buscaban su nombre, pasó cerca del sitio el Párro-
co, quien se dirigía a la capilla católica a celebrar la Eucaris-
tía. Los soldados se lo señalaron al joven y le dijeron: “ese
padrecito parece un santo pero es colaborador de la guerri-
lla, ya lo tenemos en la mira”. El joven les respondió que allí
en la comunidad nadie manejaba armas, que quienes tenían
armas estaban en otra parte; que allí nadie estaba compro-
metido con grupos armados sino al contrario, estaban com-
prometidos a no colaborar con grupos armados. Entre tanto
encontraron su nombre en “la lista” y se lo señalaron. Le
dijeron : “sepa que tiene problemas con nosotros, pero us-
ted no va a ir a la cárcel; usted sabe a dónde va a ir; ahora no
le va a pasar nada porque estamos en la población y hay
mucha gente, pero donde lo cojamos solo, usted será vícti-
ma”. Dijeron también que tenían orden de la Presidencia de
la República para entrar en el poblado. Algunos acompañan-

tes internacionales observaban la escena a cierta distancia,
pues estaban muy preocupados por la larga intimidación de
que este joven era objeto, ya que no era la primera vez que lo
amenazaban.

El mismo domingo 17 de agosto de 2003 , a las
09.00 horas, los militares detuvieron, en un retén ubicado
entre San José y La Unión, a miembros de la Comunidad de
Paz que habitan en La Unión. Les impidieron continuar su
camino durante un rato y les dijeron que toda la Comunidad
de Paz es guerrillera; que de La Unión y de esa “h. p. comu-
nidad de San José” salían los guerrilleros que los atacaban
y que habían matado a varios militares en los enfrentamien-
tos, pero que eso lo iba a pagar muy caro la Comunidad.
Ese mismo día, desde las 14.00 horas, en la empacadora
que está ubicada a la salida de Apartadó hacia San José, 7
paramilitares, entre ellos una mujer, retuvieron dos vehícu-
los de servicio público que se dirigían a San José, uno a las
14.15 horas y el otro a las 16.30 horas. Al retener los vehí-
culos le pedían a los pasajeros sus documentos y los ano-
taban en una lista; también les advertían que si seguían
pasando comida hacia San José los iban a matar. También
les examinaban las manos y les decían que si veían que
alguno no tenía cara de trabajador lo iban a matar porque
seguramente era guerrillero.  Hacia las 15.00 horas el Ejér-
cito detuvo, en el retén que habían instalado en la salida de
San José hacia Apartadó, a un indígena y a un campesino
de la vereda El Mariano; como no llevaban cédula, los acu-
saron de ser guerrilleros y durante dos horas les impidieron
continuar su camino mientras proferían numerosas ame-
nazas contra ellos.

21.08.03
El jueves 21 de agosto de 2003 , el Ejército instaló

un retén  en la vereda La Balsa, en la vía entre Apartadó y
San José, donde sometió a requisas a los pasajeros de los
vehículos de servicio público. A las 14.00 horas hicieron bajar
a los pasajeros de un vehículo y retuvieron a dos señoras de
la vereda La Cristalina que viajaban en él y llevaban su mer-
cado; una de ellas iba con un hijo de 8 años y un bebé de 7
meses. Las obligaron a permanecer en el retén hasta el día
siguiente al mediodía. Antes de dejarlas en libertad, los milita-
res las separaron de los niños y les tomaron fotografías jun-
to al mercado y junto a carpas militares, quizás para hacer-
las aparecer como guerrilleras o auxiliadoras de la guerrilla. A
otros pasajeros que hicieron descender en el retén les toma-
ron sus  cédulas y sacaron fotocopias de ellas y además les
tomaron fotografías.

24.08.03
El domingo 24 de agosto de 2003 , más de 20 mili-

tares ingresaron al área urbana de San José y presionaron a
los comerciantes a venderles artículos, contra lo que estipu-
la el Reglamento de la Comunidad de Paz. No obstante las
insistentes súplicas de la Comunidad para que se retiraran
del espacio de vivienda, sin embargo permanecieron más de
seis horas allí; en ese tiempo abordaban a los niños y a los
jóvenes y les pedían favores; a los jóvenes los motivaban
para que se convirtieran en informantes y les advertían que
ellos, los militares, les dirían las cosas que tenían que decir
en contra de la Comunidad. Varios militares ingresaron a una
de las casas que queda a la entrada de pueblo, en la cual vive
un muchacho, menor de edad, con su abuelita, estando en
ese momento el muchacho enfermo de paludismo. Los mili-
tares lo golpearon y le decían que seguramente había cogido
el paludismo en la guerrilla.
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06.09.03
El 6 de septiembre de 2003 , militares que se pre-

sentaron como miembros del Batallón “Rifles” de Chiquin-
quirá, ingresaron a la vereda Tres Llanos, de Gachantivá,
Boyacá, con el propósito de hacer un censo de personas de
San José de Apartadó que se encontraban allí desplazadas.
Aunque dijeron que estaban haciendo el censo en toda la
región, investigaciones posteriores mostraron que esto era
falso y que solo buscaban registrar a los desplazados de
Apartadó.

09.09.03
El  martes 9 de sept iembre de 2003 ,  a las 09.00

horas, Ovidio Úsuga, de la sub-comunidad de La Unión, se
dirigía a trabajar en los cultivos de cacao de la comunidad,
cuando se vio rodeado de tropas del Ejército que subían
por el lado izquierdo del caserío, con chalecos negros y sin
morrales. Algunos soldados lo llamaron por su apellido y le
preguntaron para dónde iba; él respondió que a trabajar en
el cacaotal; ellos le dijeron que subiera detrás de ellos, pues
ellos iban también hacia allá; él les respondió que mejor se
regresaba, pues él no debía estar junto a actores arma-
dos, y en efecto se devolvió para su casa. Más adelante
la tropa encontró a otros 10 trabajadores de la comunidad
y los obligó a quitarse las botas para requisarlos; luego les
dicen que si más adelante encuentran a la guerrilla, se
devolverán a buscarlos a ellos y “no responden por lo que
pase”. Los soldados continuaron hacia el cacaotal y en-
contraron a otros campesinos por el camino. Cuando lle-
garon al cacaotal robaron muchas frutas de cacao para
chuparlas. Los que observaron a esta tropa pudieron iden-
tificar que con los soldados iba un reconocido paramilitar
que había participado, con mando, en la incursión parami-
litar al caserío de La Unión el 30 de julio de 2001, dentro de
la cual asesinaron a Alexander Guzmán y recibieron orden
por radio de asesinar a otras personas, lo que no pudieron
hacer dada la reacción de la comunidad. Se trata de una
persona de contextura delgada, de piel color trigueño, de
estatura mediana. La gente que lo identificó recordaba que
el día del asesinato de Alexander él le comentó a algunos
de la comunidad que a su papá lo había asesinado la gue-
rrilla y que eso él se había vinculado a la organización para-
militar. Esto evidencia una vez más la unidad de acción
entre el Ejército y los grupos paramilitares.

Cuando la tropa bajaba, encontró a otro joven que per-
tenece a la Iglesia Pentecostal y le dijeron que él era guerri-
llero; el joven les pidió respeto y les dijo que el comporta-
miento de la tropa era abiertamente contrario a la Constitu-
ción.

Hacia las 10.30 horas otra tropa pasó por el caserío de
La Unión y trató mal a la gente y a los acompañantes ex-
tranjeros, diciéndoles que todos eran “unos h.p. guerrille-
ros”.  A diez minutos de La Unión, hacia el sur del caserío,
la tropa retuvo a un miembro de la Comunidad y comenzó a
ultrajarlo y a empujarlo; le decían que era “un h. p. guerrille-
ro; que esa comunidad era guerrillera; que ya tenían un plan
para acabarla; que lo primero era llevar a todos los h.p. líde-
res y acompañantes a la cárcel, y si no, matarlos; que le
dijera a la gente que las tendrían que pagar muy caro”. Lue-
go de 15 minutos de repetirle este mensaje, lo dejaron ir.

En los días siguientes los militares colocaron retenes
en casi todas las salidas del caserío de San José. Allí le pedían
a la gente su cédula y también le preguntaban por nombres
de familiares o personas conocidas, anotando toda esta
información en cuadernos. Le decían a la gente que el que
no aparecieran en esas listas era por ser guerrillero. Tam-

bién anunciaban que iban a confrontar esas listas con otras
que ellos tenían, para ver a quién acusarían de terrorista.
En dichos retenes llamaban a los niños y se los llevaban a
hablar con más integrantes de la tropa, pidiéndoles que
les dijeran los nombres de los líderes de la Comunidad y
les indicaran dónde vivían. A cambio de esa información
les ofrecían dulces.

26.09.03
El 26 de septiembre de 2003  , un campesino que

bajaba de la comunidad de Mulatos con una carga de maíz
para vender, encontró numerosa tropa que subía entre las
veredas de Guayabal y Buenos Aires. A él lo retuvieron y lo
obligaron a desmontar la carga para requisarla. Entre tanto
le preguntaban dónde estaba la guerrilla, y al responder que
no la había visto, le decían que otra persona que ellos tenían
retenida decía haber visto la guerrilla cerca. Él respondió que
si esa persona la había visto, tenía derecho a responder que
la había visto, pero él no tenía derecho porque no la había
visto. Luego de hacerle varias preguntas por la Comunidad
de Paz, lo dejan continuar su camino, pero en el trayecto fue
fotografiado tres veces por distintas unidades del Ejército
que subían. También le pidieron varias veces su cédula y
anotaban su número, a la vez que le hacían preguntas sobre
su familia.

02.10.03
El 2 de octubre de 2003 , a las 17:00 horas, unidades

del Ejército retuvieron a tres jóvenes de la comunidad que
regresaban de trabajar, en el camino que de San José condu-
ce a la vereda La Linda, a 10 minutos del área urbana de San
José.

El mismo día 2 de octubre de 2003 , a las 18:20 ho-
ras, sobre el camino que de San José conduce a la vereda La
Unión, unidades del Ejército retuvieron a Jesús Emilio Tuber-
quia, miembro del Consejo de la Comunidad de Paz, y a Rosi-
bel Muñoz. Los militares los acusaron de ser “guerrilleros” y
comenzaron a decirles que los iban a matar. Luego les dije-
ron que se los iban a llevar para reunirlos con otros guerrille-
ros que habían capturado. Cuando las víctimas les dijeron que
no iban a ninguna parte sino a sus casas, pues no estaban
haciendo nada ilegal, los militares intensificaron los malos
tratos, amenazas y agravios. Entre tanto, miembros de la
comunidad fueron a reclamarle a los militares por la reten-
ción de los tres jóvenes anteriores pero los militares negaron
tenerlos retenidos. Cuando el grupo de la comunidad les
manifestó que no se irían de allí hasta que los soltaran, final-
mente dejaron libres a los cinco miembros de la comunidad,
hacia las 20:40 horas.

18.10.03
El sábado 18 de octubre de 2003 , a las 10:00 ho-

ras, integrantes de grupos paramilitares que operan en Apar-
tadó convocaron a una reunión a conductores que prestan
servicio de transporte público entre Apartadó y San José y
les manifestaron que no estaban satisfechos con las infor-
maciones que estaban entregando acerca de los líderes y
acompañantes de la Comunidad de Paz de San José. Les
anunciaron que si no entregaban las informaciones que ellos
(los paramilitares) buscaban para seguir adelante con sus
planes de destrucción de la Comunidad de Paz, “los cambia-
rían por otros”, y que los conductores ya sabían muy bien lo
que significaba “cambiar”, pues sus cuerpos podrían apare-
cer por ahí botados en cualquier lugar. Luego amenazaron de
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muerte a varios conductores por permitir que se sigan trans-
portando alimentos hacia San José.

20.10.03
Entre el lunes 20 de octubre de 2003 a las 06:00ho-

ras y el martes 21 a las 14:00 horas, helicópteros del Ejército
estuvieron bombardeando en forma indiscriminada las zonas
de Mulatos Cabecera, Mulatos medio, Las Nieves, veredas
pertenecientes al corregimiento de San José de Apartadó,
así como la vereda La Unión-Carepa, del municipio de Carepa
y la vereda La Hoz, en el departamento de Córdoba.  En di-
cha zona habitan más de 160 familias.

24.10.03
El jueves 24 de octubre de 2003 , a las 08:00 horas,

tropas del Ejército que pasaron por el caserío de La Unión,
del proceso de Comunidad de Paz de San José, se dirigieron
a los pobladores como “h. p. guerrilleros”, afirmándoles que
“por cada baja que tuvieran las tropas la Comunidad les pa-
garía muy caro” y que ellos estaban viendo “cómo acabar
con esos h. p. guerrilleros de la Comunidad de Paz”.

25.10.03
El viernes 25 de octubre de 2003 ,  a las 06:00 ho-

ras, tropas del Ejército que pasaron por el caserío de San
José con 14 bestias cargadas de comida, armamentos y
equipo, dejaron abandonadas 4 bestias con carga de alimen-
tos.

El mismo viernes 25 de octubre de 2003 , 16 fami-
lias desplazadas de las zonas afectadas por bombardeos y
operativos militares, como Mulatos Cabecera, Mulatos me-
dio y Las Nieves, llegaron al caserío de San José y manifes-
taron gran incertidumbre por mucha otra gente que estaba
saliendo en medio de bombardeos, con gran riesgo para sus
vidas, cuyo paradero se desconocía.

26.10.03
El sábado 26 de octubre de 2003  tropas pertene-

cientes al Batallón Bejarano Muñoz que habían ingresado a
San José el día anterior, llegaron hasta las veredas La Crista-
lina y Bellavista realizando actos de saqueo y pillaje. En la fin-
ca del Señor GERARDO TABARES, en la vereda Bellavista,
se llevaron sus gallinas y una vajilla. Luego ingresaron a la
vereda Buenos Aires, arribaron a la casa del Señor LUIS HI-
DALGO, le solicitaron que les entregara las gallinas que tenía
y ante su negativa amenazaron con llevarse un animal de
mayor valor, y en efecto hurtaron un toro de su propiedad.
(Prueba No. 102)

30.10.03
El jueves 30 de octubre de 2003  a las 14:00 horas,

en el sitio conocido como “Tierra Amarilla”, a 10 minutos
aproximadamente de Apartadó, sobre la carretera que con-
duce a San José, 8 paramilitares en motos y con armas
cortas interceptaron el vehículo de servicio público que se
dirigía a esa hora hacia San José, se presentaron como “Au-
todefensas”, obligaron a los pasajeros a descender del vehí-
culo y les pidieron sus cédulas. Le dijeron a los pasajeros:
“tienen puros nombres de guerrilleros”. A los hombres los
obligaron a mostrarles las manos, según dijeron, “para ver si
tenían manos de guerrilleros o de trabajadores”. Luego les
permitieron continuar.

31.10.03
El viernes 31 de octubre de 2003 , a las 17:00 ho-

ras, en el mismo sitio de “Tierra Amarilla” 4 paramilitares
con armas cortas hicieron detener el vehículo de servicio
público que se dirigía de Apartadó a San José, obligaron a
los pasajeros a descender y les pidieron las cédulas. Nue-
vamente les dijeron: “tienen nombres de guerrilleros y es-
tán buenos para matarlos”. A los hombres les hicieron
mostrar las manos mientras decían: “el que encontremos
que no tiene manos de trabajador lo vamos a asesinar”.
Luego le dijeron a la gente que no se asustara, que ellos
iban a estar por ahí y que el que estuviera subiendo merca-
do o lo vieran como “raro”, lo iban a matar. Finalmente los
dejaron seguir. Mientras los militares mantienen hasta tres
retenes en los alrededores de San José y requisan a la gen-
te hasta tres veces en el mismo trayecto, fingen ignorar
los retenes de los paramilitares en la carretera, su control
de la Terminal de Transportes y las reuniones que convocan
en los barrios de Apartadó.

04.11.03
El 4 de noviembre de 2003  tropas del Ejército inicia-

ron operativos militares en la vereda Chontalito, cerca de
Mulatos, con lo cual la situación de seguridad de las 44 fami-
lias que se encuentran en dicha zona se ve en alto riesgo y
además se dificulta la posibilidad de retorno por parte de 26
familias que se encuentran ya desplazadas en San José y en
La Cristalina.

05.11.03
Para el 5 de noviembre de 2003  se reporta la situa-

ción de los campesinos de la zona de los bombardeos, así:
16 familias se encuentran desplazadas en el área urbana de
San José de Apartadó; 10 familias se encuentran desplaza-
das en la vereda La Cristalina; 44 familias se encuentran re-
fugiadas en zonas rurales inhóspitas, intentando recoger algo
de sus cosechas para que no se pierdan, corriendo alto ries-
go para ello.

27.11.03
El jueves 27 de noviembre de 2003 , el Dr. GUILLER-

MO LEÓN VALENCIA COSSIO, Fiscal Quinto Delegado ante
el Tribunal Superior de Antioquia, emite fallo dentro del Radi-
cado I. P. 461, inhibiéndose de abrir investigación penal con-
tra el Juez Segundo Penal del Circuito de Apartadó, NICO-
LÁS ALBERTO MOLINA ATEHORTÚA, quien había sido acu-
sado ante esa instancia por negarse a tutelar los derechos a
la vida, integridad personal, seguridad jurídica, buen nombre,
honra, debido proceso y libertad, de 12 miembros de la Co-
munidad de Paz de San José de Apartadó. La solicitud de
tutela, originada en los graves hechos del mes de febrero ya
ampliamente denunciados, le fue remitida a dicho juez por la
Corte Suprema de Justicia.

El Fiscal Valencia Cossio utilizó todos los atajos de astu-
cia posibles para no tener que administrar justicia, como lo
hacen la mayoría de nuestros funcionarios judiciales. En efec-
to, en su fallo afirma limitarse al problema de la demora  que
tuvo el Juez 2° de Apartadó en emitir su fallo, pues cuando
se puso la demanda no había emitido ningún fallo a pesar de
haber transcurrido 67 días luego de interpuesta la Acción de
Tutela, cuando la misma Constitución Política establece que:
“en ningún caso podrán transcurrir más de diez días
entre la sol ic itud de tutela y su resolución” (Art. 86),
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y cuando el art. 414 del Código Penal, bajo el título de PREVA-
RICATO POR OMISIÓN prescribe que “el servidor público que
OMITA, RETARDE, REHÚSE O DENIEGUE un acto propio
de sus funciones incurrirá en prisión de dos a cinco años,
multa de (...) e inhabilitación para el ejercicio de derechos y
funciones públicas por cinco años”, ya que el decreto regla-
mentario de la Tutela (Decreto 2591/91) establece, en su ar-
tículo 53 que “el juez que incumpla las funciones que le son
propias de conformidad con este Decreto, incurrirá, según el
caso, en fraude o resolución judicial, prevaricato por omisión
o en las sanciones penales a que hubiere lugar”. Muchos
malabarismos mentales tramposos tuvo que hacer el Fiscal
Valencia Cossio para evadir preceptos constitucionales y le-
gales tan nítidos.

Pero además el Fiscal Valencia Cossio, al limitarse en su
fallo al problema de la “demora” y negarse a avocar el pro-
blema más de fondo de denegación de justicia que está allí
planteado, pretende limitarse al texto de la demanda que
enfatiza la no existencia de ningún fallo a pesar de haber trans-
currido 67 días, sin embargo, para poder “inhibirse” de san-
cionar al juez infractor, tiene que recurrir a la sentencia, que
fue dictada posteriormente (el 21 de mayo/03, mientras la
demanda contra el juez había sido puesta el 2 de mayo), y
aún más, a la sentencia de segunda instancia, emitida el 10
de julio/03, lo que demuestra que para su decisión tuvo que
tener en cuenta todos los argumentos esgrimidos incluso en
la apelación a la sentencia. Todo esto parece ignorarlo el Fis-
cal Valencia Cossio con tal de no tener que pronunciarse
sobre hechos tan graves. Le admite al acusado una explica-
ción absurda de su demora que falta completamente a la
verdad, sin escuchar a la parte demandante, y peor aún,
admite sin discusión el concepto de la Magistrada que profi-
rió el fallo de segunda instancia en el cual afirma que la tutela
fue “fallada dentro de los términos de ley”, no obstante que
las matemáticas más elementales evidencian lo contrario.

El Juez Valencia Cossio se exime a sí mismo de avocar
los delitos más graves del Juez 2° de Apartadó, como es
confundir lo inconfundible: los objetivos de una Acción de
Tutela y los de un proceso penal o un proceso disciplinario, a
pesar de jurisprudencias tan nítidas emitidas por la Corte
Constitucional que fueron citadas en la apelación. No quiso
abordar el Fiscal Valencia Cossio la conducta más criminal
del Juez Segundo de Apartadó, como fue la de buscar sub-
terfugios a todas luces insostenibles para negarse a prote-
ger la vida, integridad y demás derechos elementales de
personas en alto riesgo, como se le probó mediante reseñas
de hechos antecedentes y consecuentes, no solo avalados
por organismos nacionales sino también internacionales.
Gracias al Fiscal Valencia Cossio, un juez que se niega a cum-
plir con la obligación más elemental de todo funcionario judi-
cial, como es la de proteger a los ciudadanos de las conduc-
tas punibles que ponen en alto riesgo su vida, integridad, li-
bertad y dignidad, puede ahora seguir ejerciendo su criminal
papel e impartiendo “justicia” como “juez de la República”.
Faltan palabras para calificar tanta impunidad e ignominia.

01.12.03
El lunes 1° de diciembre de 2003  un miembro del

Consejo Interno de la Comunidad de Paz de San José de
Apartadó llega a Medellín para realizar gestiones de la Comu-
nidad. Del aeropuerto Olaya Herrera se traslada al barrio El
Poblado a hacer una visita y luego toma el metro para ir ha-
cia la estación Prado. Al salir de dicha estación es abordado
por un joven de unos 22 años y una señora de cerca de 40
años quienes le dicen que necesitan conversar con él. Él res-
ponde que no los conoce y por lo tanto no tiene nada que
hablar con ellos, pero ellos insisten en que “es urgente” para

ellos hablar con él. Como él sigue su camino, ellos le dicen
que varias personas le vienen haciendo seguimiento desde
El Poblado. Él siente temor y corre, logrando ingresar a una
oficina de Telecom, donde hace varias llamadas para infor-
mar sobre la situación que está viviendo. Cuando ve un taxi,
sale rápidamente y lo toma pero alcanza a ver a quienes lo
seguían que no pueden alcanzarlo. Al día siguiente, cuando el
mismo miembro del Consejo, en compañía de otro de la mis-
ma Comunidad de Paz, se dirigían a una reunión en Medellín,
fueron abordados por un hombre desconocido que fingió
conocerlos y comenzó preguntándoles por “la gente de la
vereda”.  Ellos tratan de darle respuestas genéricas pero el
hombre les pregunta luego si ya tienen “ la tarjeta con teléfo-
nos rojos”. Cuando no lo convencen las respuestas genéri-
cas que ellos le dan, el personaje les dice que ellos deben ser
guerrilleros y los insulta.

09.12.03
El martes 9 de diciembre de 2003 , a las 14:40 ho-

ras, fue interceptado por paramilitares el vehículo de las Bri-
gadas Internacionales de Paz que se dirigía en esos momen-
tos de Apartadó a San José. A la salida de Apartadó, a la al-
tura del barrio El Mangolo, lugar habitualmente controlado por
los paramilitares, éstos colocaron en la carretera un caballo
blanco con un carruaje, de tal modo que obstaculizara el paso.
Cuando el vehículo de PBI se vio obligado a detenerse, tres
hombres con armas cortas, uno de ellos con una bolsa pues-
ta en la cabeza para ocultar su rostro, rodearon el vehículo y
apuntaron sus armas contra los ocupantes. Los asaltantes,
quienes se identificaron como paramilitares, quisieron obli-
gar a descender del vehículo a un miembro del Consejo Inter-
no de la Comunidad de Paz que se encontraba dentro de él.
Ante la resistencia de éste, uno de los paramilitares forzó la
ventanilla izquierda del vehículo y sacó el dinero que llevaban
allí, en cantidad de $ 24.500.000,oo (veinticuatro millones y
medio de pesos) fruto del trabajo comunitario de cultivo y
comercialización del cacao, de lo cual vive la comunidad.
También robaron los teléfonos celulares e intentaron robar el
teléfono satelital de las Brigadas Internacionales de Paz. Luego
de amenazar nuevamente a los ocupantes del vehículo e in-
timarlos a no denunciar nada, los paramilitares se alejaron y
el vehículo continuó, encontrando 5 minutos más arriba a un
grupo de militares ante los cuales denunciaron lo sucedido.
Los militares dijeron que los iban a perseguir y algunos de
ellos salieron supuestamente a buscarlos sin ningún resulta-
do, dejando la impresión de que se trataba de una persecu-
ción ficticia, pues los agresores estaban muy cerca y no
fueron capturados.

14.12.03
El domingo 14 de diciembre de 2003 a las 16:30

horas, un líder de la Comunidad de Paz de San José de Apar-
tadó recibió una llamada telefónica del Señor WILMAR DU-
RANGO AREIZA, quien afirmaba estar en Medellín pero al
parecer hablaba desde Apartadó. En medio de insultos con-
tra la comunidad, Wilmar le preguntó al líder de la comnidad
cómo se sentían después del robo que les habían hecho y
afirmó que éste había sido “un trabajo muy lindo con los
paras”, pues tanto él, como MIRO AREIZA y WILSON GUZ-
MÁN, (los tres con vínculos familiares o personales con inte-
grantes o con el territorio de la Comunidad de Paz) estaban
trabajando ahora con los paramilitares, y que el robo solo era
parte de una primera etapa, ya que luego iban a comenzar a
matar a los líderes de la comunidad, pues “esos h.p. líderes
tendrán que quedar en una tumba” y “el que no caiga ahora,
en la cárcel lo matamos”. Luego Wilmar llamó por teléfono a
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otro líder y le dijo que él (Wilmar) junto con otros muchachos
se habían robado la plata de la comunidad, pero que Miro
Areiza no había participado en eso. El líder le preguntó por
qué decía eso si nadie estaba acusando a Miro Areiza (este
líder aún no estaba enterado de la otra llamada) y entonces
Wilmar se confundió y no supo qué responder.  Dos días
después, el martes 16 de diciembre de 2003, el Señor MIRO
AREIZA llamó por teléfono a otro líder de la comunidad y le
dijo que él no tenía nada que ver en la llamada del domingo
anterior, según la cual, él aparecía involucrado en el robo hecho
a la comunidad y en un trabajo con los paramilitares; cuando
el líder le preguntó por qué estaba diciendo eso y cómo se
había enterado de la llamada del domingo, MIRO se puso
nervioso y se quedó callado; luego dijo que llamaría después.
Más tarde MIRO llamó a otro de los líderes de la comunidad
y le dijo que otro líder (el que fue llamado por Wilmar) lo esta-
ba implicando en el robo a la comunidad, pero que eso era
falso.

Elementos recogidos por integrantes de la comunidad
muestran que los tres personajes: MIRO AREIZA, WILMAR
DURANGO y WILSON GUZMÁN, quienes de acuerdo con
estas llamadas habrían estado involucrados en el robo del
dinero de la comunidad perpetrado el pasado 9 de diciembre,
han mantenido estrechas relaciones con el Ejército y los
paramilitares. El primero, Miro Areiza, interviene en el control
del transporte público entre Apartadó y San José de Aparta-
dó, sobre todo a partir de noviembre de 2002 cuando fueron
asesinados la mayoría de los transportadores que cubrían
esa ruta y hubo reuniones en el la Terminal del Transporte de
Apartadó para obligar a todos los transportadores a trabajar
en coordinación con los paramilitares y a recaudar informa-
ción sobre la comunidad y especialmente sobre sus líderes.
Además, el caballo blanco que con un carruaje bloqueó la vía
para poder perpetrar el asalto al vehículo de las Brigadas In-
ternacionales de Paz y robar el dinero y los teléfonos de la
Comunidad, es visto habitualmente amarrado junto a la Trilla-
dora del barrio Policarpa, propiedad de Miro Areiza. El segun-
do, Wilmar Durango, salió de la cárcel hace 4 años y llegó a
la zona de San José hace unos tres años, ubicándose en una
casa entre las veredas de Guineo Alto y Arenas Altas, donde
se le vio muchas veces conversando con miembros del Ejér-
cito. El día del robo, según se pudo comprobar, Wilmar estu-
vo en San José, al parecer tratando de observar quiénes
salían hacia Apartadó, y realizó varias llamadas telefónicas a
la casa y trilladora de Miro Areiza. El tercero, Wilson Guzmán,
como se denunció en su momento, colaboró con el Ejército
forzando a su primo Lubián Tuberquia para que trabajara con
el Ejército, bajo el chantaje de que si no lo hacía, sería judicia-
lizado como “miliciano”, lo que permitió conocer el plan del
Ejército para destruir la comunidad mediante la judicialización
de sus líderes o alternativamente su asesinato a manos de
unidades paramilitares, plan que tuvo su primera comproba-
ción en el montaje del 12 de febrero de 2003, ya ampliamen-
te denunciado. Todos estos elementos evidencian que el robo
del dinero de la comunidad, perpetrado el 9 de diciembre
anterior, obedece al mismo plan de exterminio de la Comuni-
dad impulsado por el Ejército en unidad de acción con los
paramilitares.

22.12.03
El domingo 22 de diciembre de 2003, a las 14:00

horas, un vehículo de servicio público que se dirigía de Apar-
tadó a San José fue alcanzado por dos motocicletas a la al-
tura del barrio El Mangolo, lugar de presencia habitual de los
paramilitares. En cada motocicleta iban dos hombres arma-
dos. Al dejar el barrio El Mangolo, el vehículo fue parado por
uno de los hombre que iban en una de las motos, el cual se

montó en el vehículo. Unos 30 metros más adelante la otra
moto estaba atravesada en la carretera; allí el hombre arma-
do que se había montado antes, le ordenó al conductor dete-
nerse. Estaban frente a una empacadora de banano conoci-
da como La Casa Roja, y allí los pasajeros observaron la pre-
sencia del Señor MIRO AREIZA. Los hombres de la moto le
preguntaron al conductor quién era el dueño de la nevera que
llevaba en la parte de atrás y él respondió que quien iba al
lado de ella. Entonces obligaron a descender  al joven que iba
junto a la nevera, la cual había sido obsequiada a su madre
por una hermana suya que vive en Apartadó, pero como la
señora no pudo ir a recibirla, encargó a su hijo de ir a recibirla.
Los hombres de la moto le dicen al joven que él es “colabo-
rador de la guerrilla” y que esa nevera “es para la guerrilla”.
Él niega la acusación y ellos sacan un arma y disparan a su
lado, diciéndole que si no dice la verdad lo van a matar. Él
niega nuevamente la acusación y trata de demostrarles,
mediante facturas de compras, que él es una persona muy
pobre, que solo vive de su trabajo de jornaleo y que no tiene
medios para colaborarle a nadie. Luego le dicen que él puede
irse pero la nevera se queda y que al día siguiente puede bajar
a reclamarla; que si baja es porque no es guerrillero y que si
no baja es porque es guerrillero. Luego le dan instrucciones
al conductor para que se devuelva y deje la nevera en la Tri-
lladora Policarpa, propiedad del Señor MIRO AREIZA. El vehí-
culo o “chiva” se regresa hasta Apartadó y deja la nevera en
la Trilladora Policarpa; en dicho recorrido pasa frente a una
unidad de la Policía Nacional ubicada junto a la electrificadora
de la salida de Apartadó hacia San José, donde los policías
saludan amigablemente a los paramilitares de la moto que
en ese momento van escoltando el vehículo. Luego de entre-
gar la nevera en la Trilladora de Miro Areiza, el vehículo reto-
ma la vía hacia San José y a 3 minutos del sitio donde había
sido interceptado por los hombres en moto hay un retén
militar. Allí hacen bajar a todos los pasajeros y los requisan.
Los pasajeros le comentan a los militares lo que acaba de
ocurrir a pocos metros de allí pero los militares no responden
nada, solo se miran entre sí y se ríen.

23.12.03
El lunes 23 de diciembre de 2003 , el Obispo de

Apartadó, Monseñor Germán García, hace presencia en San
José de Apartadó para realizar una ceremonia de Primeras
Comuniones. También hace presencia el mismo día el Defen-
sor del Pueblo. La comunidad les cuenta lo ocurrido el día
anterior en el retén móvil de los paramilitares donde robaron
la nevera, y tanto el Obispo como el Defensor se ofrecen a
ir a reclamar la nevera. Cuando llegan a la Trilladora Policar-
pa, se encuentra allí mismo el vehículo del cual habían sus-
traído la nevera, el cual al parecer estaba varado. El chofer
del vehículo llama por un celular a MIRO AREIZA y le dice que
ha llegado el dueño de la nevera a reclamarla, junto con el
Obispo y el Defensor. MIRO AREIZA responde que necesita
hablar personalmente con el dueño de la nevera y que lo haga
esperar. Más de media hora después llega una llamada a la
Trilladora y hacen pasar al Obispo quien conversa con MIRO
AREIZA y le recrimina por estar realizando ese tipo de accio-
nes. Finalmente MIRO AREIZA ordena que le entreguen la
nevera al joven y que le digan que “contra él no tienen nada”
(se supone que los paramilitares o los militares), lo que re-
confirma su pertenencia la estructura militar/paramilitar.

12.03
Diciembre de 2003: miembros de la Comunidad de Paz

de San José de Apartadó se enteran de que un joven que
habita en el territorio de San José se presenta al Ejército, en
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los últimos meses de 2003, con la intención de ser vinculado
como soldado voluntario. Luego de ser sometido a varias
entrevistas, le responden que lo van a vincular pero para
encomendarle misiones especiales consistentes en señalar
a gente de San José, ya sea para que los paramilitares los
maten, ya para que los militares los detengan. Le muestran
un enorme album de fotografías y lo interrogan muchas ve-
ces si conoce a uno u otro de los que figuran allí. Al ser vincu-
lado, es enviado frecuentemente a patrullar y él se entera de
que hay un plan contra varias personas de la Comunidad de
Paz, plan que debe ser ejecutado por paramilitares, cuando
se trata de matar a algunas personas. También se entera de
que hay una vigilancia habitual de la carretera por parte de
militares y paramilitares para observar los movimientos de
las personas que están en la mira; dentro de este plan, mu-
chos agentes van por la carretera en motos hasta cierta
parte, para ver si los que están en la mira “dan papaya” (fa-
cilitan la ocasión) para darles de baja, y si esto no funciona,
entonces los militares harían una “gran batida” (detención
masiva) en el mismo caserío para retener a mucha gente.

28.01.04
Enero 28 de 2004 : hacia las 11:45 horas, un integran-

te de la Comunidad de Paz que se desplazaba en un vehículo
de servicio público entre Apartadó y San José, fue asaltado
a la altura del barrio El Mangolo, sitio de habitual presencia
militar y paramilitar, por dos hombres armados que se identi-
ficaron como paramilitares y que habían colocado en la ca-
rretera un carruaje tirado por el caballo blanco que permane-
ce en la trilladora del Señor MIRO AREIZA, tal como lo hicie-
ron el pasado 9 de diciembre en el anterior asalto. Los arma-
dos obligaron a los ocupantes del vehículo a bajarse y luego
abordaron a la persona integrante de la Comunidad de Paz, le
arrebataron el dinero que llevaba: $ 5.000.000,oo (cinco millo-
nes de pesos) que era el producto de la venta del primitivo o
banano pequeño que la comunidad comercializa para su sub-
sistencia. Loa asaltantes afirmaron enseguida que la Comu-
nidad de Paz va a ser exterminada de todas formas.

El mismo día miércoles 28 de enero de 2004 , en la
madrugada, tropas de la Brigada XVII del Ejército, junto con
un paramilitar, llegaron a la vereda Mulatos, de San José de
Apartadó, y rodearon la casa de Liliana Ibáñez, madre de 2
niños de 4 y 7 años. El papá de los niños, John, se había vin-
culado a la insurgencia como miliciano hacía varios años y en
ese momento estaba allí en la casa visitando a los niños en
compañía de su hermano Albeiro, también miliciano. Al sen-
tirse rodeado por el Ejército, Albeiro disparó un tiro de pistola
y John uno de fusil AK, y escaparon por la parte de atrás de
la casa. Los militares comenzaron a disparar contra la casa
y Liliana se metió debajo de una cama con el niño mayor,
quedando el otro niño acostado en su cama. Cuando intentó
tomar al niño menor para protegerlo debajo de la cama, el
niño fue alcanzado por ráfagas del ejército en su cabeza y
Liliana herida en una pierna. Luego Liliana salió a pedir auxilio
y los militares al ver al niño tan mal herido llamaron a un en-
fermero quien no le pudo poner suero. Los militares requisa-
ron la casa y preguntaron mucho por John. Cuando alistaban
una mula para bajar al niño a un hospital, el niño DARLINSON
GRACIANO IBÁÑEZ falleció hacia las 08:00 horas. Su cadá-
ver lo tomaron los militares y obligaron también a Liliana a
bajar en una mula para que fuera al hospital. Al llegar al case-
río de Campamento, la gente recogió dinero para ayudarle y
luego llegó un vehículo militar donde llevaron a Liliana a un
hospital de Chigorodó, de donde fue remitida a Apartadó. Allí
permaneció vigilada por militares, uno de apellido Mendoza y
otro de apellido Naranjo, quienes continuamente la sometían
a interrogatorios. El cadáver del niño fue enterrado en Care-

pa, contra la voluntad de su madre que quería llevarlo a La
Unión – Carepa o a San José. Los militares le dijeron que si el
papá realmente quería al niño tendría que ir a visitar su tum-
ba y allí lo capturarían.

Entre el miércoles 28 de enero y el viernes 6 de febrero,
Liliana fue interrogada muchas veces por los militares e in-
cluso llevada a las instalaciones de la Brigada XVII. Como ella
les comentó que Albeiro tenía una pistola y que John tenía un
fusil AK, luego ellos le dijeron que el médico legista había des-
cubierto que los tiros identificados en la necropsia del niño
eran de pistola y que el tiro que ella tenía en la pierna era de
fusil AK. Ella misma les cuestionó la validez de ese montaje,
pues cuando Albeiro y John hicieron tiros contra los que ro-
deaban la casa, los hicieron de espaldas al lugar donde esta-
ban Liliana y los niños. Además, Albeiro solo había alcanzado
a disparar un tiro de pistola antes de huir y el niño tenía 3 tiros
en su cabeza. Los militares también le comentaron su deci-
sión de capturar a toda costa a John y a Albeiro, y le dijeron
que si en 15 días  no se entregaban, irían a buscarlos o envia-
rían a los paramilitares.

De los interrogatorios y comentarios de los militares se
deduce también que están preparando otro infame montaje
contra la Comunidad de Paz de San José. En efecto, los mi-
litares decían que la Comunidad de Paz había comprado un
televisor, un equipo de sonido y un VHS para la Comunidad
de La Unión pero que eso era mentira, pues eso iba para la
guerrilla. Se referían seguramente a unos aparatos que una
entidad internacional le obsequió en días pasados a la Comu-
nidad de Paz de San José de Apartadó, una de cuyas comu-
nidades integrantes es la vereda de La Unión, para los pro-
yectos educativos. También afirmaron que al líder de la Co-
munidad de San José le habían entregado 26 millones  para
atender a los desplazados de Mulatos y que solo les había
dado un mercado de dos millones y el resto lo había enviado
a la guerrilla, cuando lo que se recibió para el retorno de
Mulatos fueron solo pequeñas donaciones de organismos no
gubernamentales entregadas al mismo grupo de desplaza-
dos para su retorno. Todo muestra que se teje otro mons-
truoso montaje contra la Comunidad de Paz y sus líderes.

Más tarde se supo que en la tercera semana de febrero,
John y Albeiro fueron muertos por un grupo de militares y
paramilitares quienes los cercaron cuando se desplazaban
por un camino en cercanías de Mulatos.

31.01.04
Enero 31 de 2004 : hacia las l4:30 horas, se encontra-

ban en la Terminal del Transporte de Apartadó los señores
WILSON GUZMÁN y WILMAR DURANGO, quienes habían
reivindicado mediante llamadas telefónicas, la autoría del robo
de 24 millones y medio de pesos a la Comunidad, el pasado
9 de diciembre; se acercaron a los pasajeros que a esa hora
habían abordado el vehículo para salir hacia San José y les
manifestaron que ellos estaban trabajando con los paramili-
tares con el pleno acuerdo de los militares; que su plan era
continuar atacando y robando los dineros de la Comunidad
de San José de Apartadó y que además iban a asesinar a
cuatro de sus líderes y acompañantes; que para ello ya te-
nían órdenes de los altos mandos, especialmente del señor
MANCUSO; que la Comunidad podía seguir denunciando todo
lo que quisiera, pero que a ellos nada les iba a pasar. Con esto,
ellos reivindicaban también el robo de 5 millones perpetrado
el pasado 28 de enero. Hay que anotar que todas estas
amenazas han sido puestas en conocimiento del Señor Pre-
sidente de la República desde julio de 2003, mediante tres
Derechos de Petición (julio y octubre de 2003 y enero de 2004),
apelando a las obligaciones constitucionales que incumben
al Jefe del Estado, sin que se haya logrado que se tome
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medida alguna. También fue interpuesta una Acción de Tute-
la ante la Corte Suprema de Justicia en marzo de 2003, la
cual fue remitida a un juzgado de Apartadó, pero el juez de
conocimiento se negó a tutelar los derechos de los amena-
zados.

02.04
En la primera semana de febrero de 2004  comen-

zó un nuevo desplazamiento forzado de 50 familias de la
vereda Mulatos, compuestas por unas 300 personas, hacia
el casco urbano de San José, a causa de los operativos mi-
litares que el Ejército está realizando en Mulatos, La Resba-
losa y Las Nieves, ocasionando incluso la muerte del niño
Darlinson Graciano, de 4 años de edad, muerte que fue pre-
sentada ante los medios de comunicación como producto
de combates con la insurgencia. A pesar de haber informado
directamente sobre la situación de desplazamiento forzado
al gobierno nacional y a la alcaldía de Apartadó por interme-
dio de la Cruz Roja Internacional, y en reunión sostenida en
Bogotá el 27 de febrero de 2004, a comienzos de marzo solo
la mitad de las familias había recibido asistencia humanita-
ria, a pesar de que algunas mujeres se encontraban en esta-
do de embarazo.

03.02.04
El martes 3 de febrero de 2004 , WILMAR DURAN-

GO, uno de los que se han atribuido los asaltos a miembros
de la Comunidad de Paz para robar los dineros de la misma,
fue visto patrullando con tropas de la Brigada XVII del Ejérci-
to en algunas veredas del corregimiento de San José de
Apartadó.

23.02.04
El 23 de febrero de 2004 , unos 30 efectivos del Ejér-

cito adscritos a la Brigada XVII con sede en Carepa (Ant.),
llegaron a San José de Apartadó sobre las 05:00 horas, acom-
pañados por el paramilitar WILMAR DURANGO, quien ha
proclamado varias veces con orgullo su participación en los
asaltos a miembros de la Comunidad de Paz que transpor-
tan los dineros de ésta ( diciembre 9/03 y enero 28/04) y de
otro paramilitar encapuchado, y procedieron a llevarse con-
sigo 14 reses de la finca del señor Jair Arteaga, miembro de
la Comunidad de Paz. Al pasar los militares con el ganado por
las veredas Caracolí y La Balsa, le manifestaron a algunos
campesinos que ahora se estaban llevando el ganado pero
que luego se llevarían a personas de la Comunidad. Cuando
la Defensoría del Pueblo solicitó explicaciones a la Brigada,
se le dijo que el operativo había sido coordinado por la Fiscalía
Especializada de Apartadó, pues había una denuncia por hur-
to de ganado y que estaban constatando si ese ganado era
robado, pero cuando el propietario presentó ante el Defen-
sor todos los documentos que acreditaban la propiedad legí-
tima del ganado, los militares dijeron que se habían llevado el
ganado era por estar invadiendo el espacio público, lo cual
era falso, pues el ganado estaba en la finca de su propietario.
Todo da a entender que se trata de un episodio más de la
persecución contra la Comunidad de Paz de San José de
Apartadó, que cuenta ya en su haber numerosos montajes.

Hay que anotar que todas las agresiones y amenazas
anteriores han sido puestas en conocimiento del Señor Pre-
sidente de la República desde julio de 2003, mediante tres
Derechos de Petición (julio y octubre de 2003 y enero de 2004),
apelando a las obligaciones constitucionales que incumben
al Jefe del Estado, sin que se haya logrado que se tome
medida alguna. También fue interpuesta una Acción de Tute-

la ante la Corte Suprema de Justicia en marzo de 2003, la
cual fue remitida al Juzgado Segundo Penal del Circuito de
Apartadó, a cargo del Juez NICOLÁS ALBERTO MOLINA
ATEHORTÚA. Este Juez violó múltiples veces el precepto
constitucional de resolver la acción de tutelaje de derechos
en un máximo de 10 días (Art. 86). Luego de 67 días sin ser
resuelta la Tutela, se solicitó a las autoridades judiciales y
disciplinarias incoar los respectivos procesos contra el juez
MOLINA ATEHORTÚA, pues no solo había incurrido en el
“prevaricato por omisión” contemplado en los artículos 414
y 415 del Código Penal, a los cuales remite el mismo Decreto
2591/91 reglamentario de la Acción de Tutela, en su artículo
53, sino también por hacerse corresponsable de 19 críme-
nes más, perpetrados por militares y paramilitares contra la
Comunidad de Paz de San José de Apartadó mientras él se
negaba a cumplir su obligación constitucional de tutelar los
derechos (marzo – mayo 2003). A pesar de todo, el Juez
MOLINA ATEHORTÚA declaró “ improcedente” la Acción de
Tutela el 21 de mayo de 2003, alegando que de esas agresio-
nes debían ocuparse la justicia militar y la Procuraduría, con-
fundiendo así lo que la Corte Constitucional ha pedido nume-
rosas veces en sus sentencias que no se confunda: las ac-
ciones penales y disciplinarias y el tutelaje de derechos en
alto riesgo. El Tribunal Superior de Antioquia confirmó la abe-
rrante sentencia del juez MOLINA ATEHORTÚA el 10 de julio
de 2003, en un fallo suscrito por los magistrados: SONIA GIL
MOLINA, JAIME NANCLARES VÉLEZ y YACIRA ELENA PA-
LACIO OBANDO. Más tarde, el 27 de noviembre de 2003, el
Fiscal Quinto Delegado ante el Tribunal Superior de Antioquia
dictó auto inhibitorio a favor del juez MOLINA ATEHORTÚA,
exonerándolo de su desconocimiento de los deberes consti-
tucionales en el tutelaje de los derechos fundamentales de la
Comunidad de Paz de San José y de su corresponsabilidad
por omisión en los crímenes perpetrados contra esa misma
Comunidad al amparo de sus omisiones. El Fiscal GUILLER-
MO LEÓN VALENCIA COSSIO le daba así vía libre para  que
continuara “administrando justicia en nombre de la Repúbli-
ca” a un funcionario que así violaba la Constitución y la más
elemental ética jurídica. El círculo de la impunidad quedaba
así perfeccionado: unos funcionarios protegen y encubren a
los otros bajo el manto de la impunidad, con tal de librarse
todos de tener que acatar los preceptos constitucionales
diseñados para proteger a la “gente de a pié”.

23.02.04
El 23 de febrero de 2004 , un fiscal especializado ads-

crito a la Unidad Nacional de Fiscalías de Derechos Huma-
nos, confirmó haber recibido desde el 4 de diciembre ante-
rior, remitida por el Director Nacional de Fiscalías, la denun-
cia sobre 301 crímenes de lesa humanidad perpetrados con-
tra pobladores de San José de Apartadó en los últimos 8 años.
El Fiscal que recibió dicha remisión confirmó, además, que
su despacho solo investiga un hecho de violencia perpetrado
el 20 de febrero de 2000 en San José de Apartadó, Radicado
722 UDH. Esto significa que el Fiscal General ha convertido
la denuncia de estos varios centenares de crímenes de lesa
humanidad en un simple memorial ilustrativo que podría ser-
virle a un fiscal particular para comprender el contexto de lo
que investiga, pues dado el rango de los responsables de-
nunciados, la investigación habría tenido que ser asumida por
el mismo Fiscal General de la Nación. La denuncia había sido
presentada por sugerencia de la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos, luego de reuniones sostenidas con la
Fiscalía General de la Nación para examinar el problema de la
impunidad que cubre todos los crímenes perpetrados en San
José de Apartadó. La CIDH solicitó a la Comunidad de San
José que hiciera nuevos intentos de demanda de justicia, ya
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que la Fiscalía les había manifestado una disposición de ac-
tuar contra la impunidad. Por esta razón, y luego de sostener
una reunión con la Dirección de la Unidad de Fiscalías de
Derechos Humanos, la Comunidad de Paz prometió presen-
tar una nueva denuncia integral, lo cual hizo el 12 de noviem-
bre de 2003. Sin embargo, tal comportamiento del Fiscal
General demuestra la carencia absoluta de interés por hacer
justicia en el caso de esta Comunidad, además de revelar un
incumplimiento flagrante de sus deberes constitucionales,
que lo haría inepto para ocupar su cargo e indigno de la con-
fianza que la nación ha depositado en él.

03.03.04
El 3 de marzo de 2004 , cuando un vehículo de trans-

porte público estaba próximo a salir de la Terminal de Trans-
porte de Apartadó hacia San José, algunos pasajeros fueron
abordados por el paramilitar WILMAR DURANGO quien les
manifestó que él trabaja con el Ejército y que iban a atentar
contra la Comunidad de San José a pesar de que tuviera
acompañamiento internacional, especialmente contra el pre-
sidente del Consejo Interno de la Comunidad, Wilson David.
WILMAR DURANGO ha sido denunciado repetidas veces
ante el Señor Presidente de la República como integrante de
la estructura paramilitar de la zona. Se sabe por su misma
confesión reiterativa que él participó en el asalto a mano arma-
da y robo de los dineros de la Comunidad, el 9 de diciembre
de 2003. Además ha amenazado telefónicamente a varios
líderes de la Comunidad y el 31 de enero anterior profirió
amenazas contra Wilson David, Arturo David y Edermina
Durango, en la Terminal de Transporte de Apartadó.  No obs-
tante que todos estos hechos han sido denunciados, ningu-
na autoridad ha hecho nada para capturarlo. Según sus afir-
maciones, se siente seguro porque trabaja con el Ejército y
con los paramilitares y está seguro, según lo manifiesta, de
que ninguna denuncia que haga la Comunidad va a tener efec-
to alguno en su contra.

03.04
Durante la primera semana de marzo de 2004 , el

señor WILMAR DURANGO abordó a varios pobladores de
San José de Apartadó mientras estos realizaban diligencias
en la ciudad de Apartadó o cuando llegaban o salían de la
Terminal del Transporte, y les reiteró que estaba trabajando
con los paramilitares y con el Ejército, por lo cual estaba re-
cibiendo una buena remuneración económica. Les advirtió,
además, que el Ejército tiene un plan para asesinar a WIL-
SON DAVID, presidente del Consejo Interno de la Comunidad
de Paz, y que se propone matarlo, esté donde esté, así se
encuentre acompañado por quien sea. Añadió que otras per-
sonas que están también en la mira para ser asesinadas,
son Edermina Durango y Arturo David, quienes han hecho
parte también del Consejo Interno de la Comunidad de Paz.
Les refirió que él había estado junto con el Ejército en los
operativos realizados en días pasados en las veredas de
Mulatos y de Arenas. Les pidió, además, a sus interlocuto-
res, que no lo siguieran denunciando porque ello podría traer-
le problemas, ya que el Ejército le estaba pagando muy bien
y que él solo tenía que decir lo que los militares le dijeran que
tenía que decir y señalar lo que ellos le dijeran que tenía que
señalar; que le pedía a la Comunidad que se quedara callada
respecto a los robos del dinero que le han hecho. De manera
insistente repitió que la sentencia de muerte contra Wilson
David se irá a ejecutar y que luego van a asesinar a otros
miembros de la Comunidad de Paz. Insistió también en que
la Comunidad debe dejar de denunciar lo que le ha estada
pasando, pues si no deja de denunciar le puede ir peor.

09.03.04
El 9 de marzo de 2004 , el Fiscal General de la Nación,

Dr. Luis Camilo Osorio Isaza, precluyó la investigación que
adelantaba contra el General retirado Rito Alejo del Río Rojas
(Radicado 5767), quien fuera Comandante de la Brigada XVII
del Ejército Nacional entre diciembre de 1995 y diciembre de
1997. En dicho expediente obraban numerosas denuncias de
crímenes de lesa humanidad perpetrados contra la Comuni-
dad de Paz y pobladores del corregimiento de San José de
Apartadó. Dado que en los últimos meses del proceso, gra-
cias a la Sentencia T-249/03 de la Corte Constitucional, pudo
actuar una Parte Civil en calidad de Actor Popular, en repre-
sentación de las comunidades victimizadas y de la humani-
dad, moralmente lesionada por esos crímenes, se puede
afirmar, con pleno conocimiento de causa, que la actividad
procesal fue arbitraria y desconoció los principios más ele-
mentales de equidad, imparcialidad y respeto al derecho
sustantivo, a los tratados internacionales imperativos para
Colombia y a los principios rectores del derecho interno. En
efecto, el Fiscal General se negó a aplicar los principios del
derecho internacional vigente; a decretar las conexidades que
el código procesal no solo autoriza sino que exige (art. 90 y
91); a vincular a otros funcionarios cuya participación en los
crímenes, por acción o por omisión, fue a todas luces deter-
minante; a examinar el papel que cumplieron las institucio-
nes en el diseño, facilitación y ejecución de los crímenes; a
enfocar la investigación, como lo exige el Principio Rector
establecido en el artículo 21 del Código de Procedimiento
Penal, con miras a “hacer cesar” los efectos de los críme-
nes y a reparar los daños infligidos; a verificar las numero-
sas informaciones concretas que dieron miembros retirados
del ejército y de la policía, sobre ubicación de bases parami-
litares, retenes, haciendas y carreteras bajo su control, pla-
cas de carros, descripciones morfológicas de los victimarios
etc.; a investigar la violencia moral que el abogado del Gene-
ral Del Río ejerció sobre uno de los testigos para obligarlo a
retractarse, así como los asesinatos, amenazas y exilios de
personas que intervinieron en el proceso con aportes acus-
atorios o de simple investigación, e incluso a responder las
preguntas elementales sobre numerosas omisiones en la
actividad procesal que le ofició la Parte Civil. Causa la más
alta perplejidad constatar que no hay una sola diligencia de
verificación concerniente a las víctimas, tanto asesinadas o
desaparecidas, como torturadas, desplazadas, violadas,
privadas de su libertad y sus derechos elementales, así como
sobre los bombardeos, pillajes, incineraciones, etc.  Causa
estupor descubrir la lógica probatoria que llevó a la preclu-
sión: limitar la actividad probatoria al “solo testimonio”, des-
calificando arbitrariamente los testimonios que comprome-
ten al sindicado, sin siquiera recurrir a expertos en materias
no jurídicas, y asumiendo a-críticamente como válidos los
testimonios que lo favorecen, así estos provengan de sus
subalternos, quienes no podrían acusarlo sin acusarse a sí
mismos. Con tal lógica procesal cae de su peso la preclu-
sión, pero al mismo tiempo cae toda credibilidad en la justicia
interna, ya que quien profirió este fallo fue la cabeza misma
del ente investigativo.

12.03.04
El 12 de marzo de 2004 , a las 20:00 horas, ingresó al

área urbana de San José de Apartadó personal uniformado
del Batallón Bejarano Muñoz, de la Brigada XVII del Ejército
Nacional, acompañado por una persona que afirmó ser un
fiscal proveniente de Medellín y dijo llamarse JORGE GAR-
CÍA URREA. Allanaron la casa de Diana Valderrama, integrante
del Consejo Interno de la Comunidad de Paz, pero cuando ella
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exigió la orden de allanamiento se la negaron, aduciendo que
no la tenían allí pero que correspondía al supuesto número
“001”. A Diana y a su hermana Marleny Holguín les pidieron
sus documentos y a pesar de haberlos aportado, el fiscal
dijo que necesitaba verificar las huellas y por eso tenía que
transportarlas hasta Apartadó a la oficina del DAS. Los mili-
tares tomaron consigo documentos de la Comunidad de Paz,
especialmente del Equipo de Formación, y fotos familiares.
No dejaron acta de lo que se llevaron. En una camioneta del
DAS transportaron a Diana y a Marleny hacia Apartadó, su-
puestamente para la diligencia de reconocimiento de huellas,
pero cuando iban en el barrio El Mangolo, ya cerca de Apar-
tadó, tanto el supuesto fiscal como los miembros del DAS
comenzaron a hacer llamadas telefónicas que revelaban que
se dirigían hacia la Brigada XVII del Ejército. En dichas llama-
das anunciaban: “esta noche hay sorpresas; necesitamos
que hagan un trabajo”. Cuando Diana y Marleny preguntaron
por qué iban hacia la Brigada cuando les habían dicho que se
dirigían al DAS, los captores respondían que en la Brigada
“tenían sistemas más avanzados y que necesitaban la pre-
sencia de médicos y allí los había”. Cuando llegaron a la Bri-
gada, el supuesto fiscal desapareció y el Coronel Néstor Iván
Duque, Comandante del Batallón Bejarano Muñoz, comenzó
a llevar el control del operativo: hizo colocar a Diana y a Mar-
leny en un pasillo iluminado, mientras al frente, desde una
zona oscura, desfilaban encapuchados que las observaban
y un militar con un machete en su mano se paseaba a su
alrededor. En un momento dado, el Coronel sacó la foto de
una supuesta guerrillera que estaban buscando, alias “Lei-
dy” y que decían respondía al nombre de Solemnidad Higuita
Higuita, y le preguntó a Marleny que cuándo se había toma-
do esa foto; ella respondió que esa no era de ella, pero el
Coronel le dijo que enseguida “le iban a hacer acordar cuán-
do se la había tomado”. El Coronel llamaba a gritos a un alias
“Zorro”, que responde al nombre de SAMUEL TUBERQUIA,
cuyo padre, Henry Tuberquia, vivía en San José de Apartadó
y fue asesinado al parecer por dos guerrilleros que entraron
una noche (diciembre 15 de 2001) y lo asesinaron a escasos
metros de un puesto de control del Ejército. Muchos testi-
monios dan cuenta de que Samuel, con el alias de “El Zorro”
está trabajando con el Ejército y los paramilitares en la zona.
Luego de exponer a Diana y a Marleny al escrutinio de mu-
chos encapuchados, el Coronel les dijo que “lastimosamen-
te se habían equivocado de barriga”. Según los militares,
buscaban a dos muchachas embarazadas, en cuya casa
habría ingresado una supuesta guerrillera que bajaba del
monte. Hacia la 01:00 de la madrugada del 13 de marzo, el
Coronel entregó a las dos retenidas a la Defensoría del Pue-
blo y a integrantes de las Brigadas Internacionales de Paz. A
pesar de que los militares se habían comprometido a volver-
las a trasladar hasta su casa en San José, ahora se nega-
ron, alegando que esa misma noche habían capturado “a dos
jefes de las milicias” en San José y que entonces la guerrilla
podría reaccionar muy violentamente y eso representaba un
alto riesgo para ellos si ingresaban a San José. Se refería a la
retención de dos jóvenes habitantes de San José, sin ningu-
na relación con la insurgencia, retención efectuada esa mis-
ma noche con violación de todas las normas legales.

Mientras el Coronel Duque exponía a Diana y a Marleny
al escrutinio de los encapuchados, les hizo muchos comen-
tarios. Se mostraba muy contrariado porque la Comunidad
de Paz no acepta la presencia del Ejército en su interior ni les
brinda ni vende comida, lo cual se hace con todos los acto-
res armados como exigencia de los principios de no involu-
cramiento en el conflicto armado, plasmados en el Reglamen-
to. A pesar de ello, el Coronel afirmaba que él ya sabía de qué
manera penetrar a San José y es a través de allanamientos;
afirmaba que los allanamientos van a seguir, y que si eso no

era suficiente, entonces iba a “entrar con maquinaria pesa-
da”, explicitando luego que eso significaba que iba a utilizar a
los paramilitares. Defendía que el uso de los paramilitares,
aunque era ilegal, era útil para los fines que buscaba y que lo
importante era obtener esos fines. Afirmó que tenía ya un
grupo de 10 muchachos que estaban cansados de colaborar
con las FARC y que ahora trabajaban con él; que les había
ofrecido una buena cantidad de plata “para ganársela en San
José”. Que esa misma noche les había pagado buena plata
a los que habían ayudado a capturar a los jefes de las milicias
(los dos jóvenes retenidos esa misma noche, inocentes de
todo). Que también le había pagado una buena cantidad de
dinero a alias “el Ciego”, que era quien había ayudado a matar
a Albeiro y a John, los dos guerrilleros que habían sido asesi-
nados, fuera de combate, cerca de la vereda Mulatos. Que
le daba pesar el caso de la compañera de John que había
quedado herida, pero que ella tenía que pagar el haber vivido
con un guerrillero; que le había ofrecido ayuda para criar al
niño que quedó vivo, pero ella no había aceptado.

12.03.04
En la misma noche del 12 de marzo de 2004 , inte-

grantes del Batallón Bejarano Muñoz, quienes se ubicaron en
los alrededores del área urbana de San José mientras otros
allanaban la residencia de Diana Valderrama, retuvieron ile-
galmente a APOLINAR GUERRA GEORGE, de 18 años, y a
ELKIN DARÍO TUBERQUIA TUBERQUIA, de 32 años. Luego
los montaron en uno de los camiones del ejército y los con-
dujeron a las instalaciones de la Brigada XVII en Carepa.

Apolinar había llegado esa tarde a la casa de su familia en
San José, proveniente de la vereda Bellavista, pues había
perdido sus documentos de identidad y creyó que los había
dejado en casa de sus padres. Poco tiempo después de lle-
gar, se dio cuenta de que el poblado estaba militarizado y se
subió a un árbol para observar lo que estaba pasando. De allí
unos soldados lo obligaron a bajar y se lo llevaron retenido.
No sabían cómo se llamaba ni le preguntaron el nombre.

Elkin Darío estaba en casa de sus suegros, pues se ha-
bía venido de la vereda Las Nieves luego de incursiones pa-
ramilitares que produjeron un éxodo desde finales de febre-
ro. Mientras cruzaba el río que pasa por el poblado de San
José, encontró a un grupo de militares que hacían recorridos
por los alrededores del poblado mientras otros allanaban la
residencia de Diana Valderrama; dichos militares lo retuvie-
ron y se lo llevaron en uno de los camiones del ejército.

Apolinar y Elkin Darío fueron llevados esa misma noche a
la Brigada XVII y expuestos por el Coronel Duque a un supues-
to “reconocimiento” por encapuchados, quienes los señala-
ron como colaboradores de la guerrilla. Elkin Darío había cola-
borado con la guerrilla 12 años antes, en Mulatos, pero se había
retirado de todo vínculo con ellos antes de organizar su hogar,
pues esta fue una exigencia de la que iba a ser su esposa.
Incluso había sido detenido en 1997, a causa de otros señala-
mientos sobre su pasado, y estuvo 3 años en la cárcel. Desde
antes de esa detención había roto todo vínculo con la insur-
gencia, como lo testimonian sus familiares y quienes lo han
conocido en los últimos 8 años en  la vereda. Por su parte,
Apolinar es un joven agricultor que labora en Bellavista, a quien
nadie le conoce vínculo alguno con la insurgencia.

Elkin Darío y Apolinar permanecieron privados ilegalmen-
te de la libertad en las instalaciones del Batallón Bejarano
Muñoz entre el 12 y el 21 de marzo, día en que fueron lleva-
dos al Comando de la Policía de Apartadó y luego traslada-
dos a la cárcel de Turbo. Durante esos 9 días se ejercieron
múltiples formas de violencia sobre sus cuerpos y sus con-
ciencias. Fueron ultrajados, golpeados y amenazados por
varios militares, entre ellos el mismo Comandante del Bata-
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llón Bejarano Muñoz, Coronel Néstor Iván Duque, quien los
golpeó brutalmente hasta obligarlos a decir que ellos eran
“milicianos”, pues les decía que si no afirmaban eso, los
sacaba afuera donde los paramilitares los esperaban para
matarlos. Cuando logró que ellos dijeran eso para librarse de
ser asesinados por los paramilitares, inmediatamente llamó
a personas que los filmaran. Luego los pasó a una “fiscalía”
y les dijo que tenían que sostener lo que habían dicho y que
tenían que “acogerse a sentencia anticipada”.

Numerosas violaciones a los derechos humanos funda-
mentales se configuraron en este período, así como nume-
rosas infracciones al derecho interno y al derecho interna-
cional. Su privación de la libertad se realizó desconociendo
todo procedimiento legal, pues no estaban cometiendo nin-
gún ilícito ni existía orden alguna de captura contra ellos; aún
más, fueron retenidos sin saber de quién se trataba y lleva-
dos a una instalación no prevista en la ley como sitio de re-
clusión, con el fin de elaborar ex post facto alguna apariencia
legal de su privación de libertad. Se utilizaron métodos de
tortura vedados en el derecho internacional y en las leyes
internas y se compraron “testigos” por dinero para acusar-
los. Se les arrancó bajo tortura y promesa de muerte “con-
fesiones” falsas que no tienen valor jurídico alguno. Las cir-
cunstancias de contexto y las afirmaciones que el Coronel
Duque le hizo a otras personas en la misma noche de su
retención y en los días siguientes, permiten develar que ta-
les retenciones son una pieza dentro de una estrategia de
destrucción de la Comunidad de Paz de San José de Aparta-
dó, a la cual el Coronel le quiere aplicar el mecanismo de pe-
netración “con maquinaria pesada”, o sea con paramilitares,
afirmando que ya tiene “10” a su servicio que “tienen mu-
cho dinero para ganarse en San José”.

Cuando el Defensor del Pueblo de Apartadó se hizo pre-
sente en la Brigada XVII para enterarse de la suerte de los
retenidos en San José en la noche del 12 de marzo, el Coro-
nel Duque se ufanó de haber retenido a “jefes de milicias”
que habitaban en la Comunidad de San José y le reafirmó su
intención de utilizar informantes de la zona para capturar a
más gente. El Coronel le comentó, además, al Defensor, que
ya tenía claro que el cacao que comercializa la Comunidad de
Paz, es un cacao de propiedad de la guerrilla de las FARC
comandada en la zona por alias “Samir”, y que él (el Coronel)
está tratando de bloquear todas las rutas de transporte del
cacao y del dinero de su comercialización. El Defensor le
respondió que la Defensoría misma suele acompañar el
transporte del dinero, desde que vehículos que lo transporta-
ban entre Apartadó y San José han sido asaltados en el ca-
mino por paramilitares que han robado el dinero. El Coronel le
reprochó al Defensor que hiciera eso, sin caer en la cuenta
de que la Brigada está realizando actividades que no son de
su competencia sino de la Fiscalía, al adelantar presuntas
investigaciones y emitir veredictos judiciales no sustentados
ni competentes, que se proyectan en acciones de hecho
contra la comercialización del cacao y otros productos de la
Comunidad de Paz. Por el contrario, a la Defensoría le asiste
plena legitimidad en sus medidas de protección a la Comuni-
dad, toda vez que la misma Constitución le asigna el deber,
no solo de velar por la promoción de los derechos humanos
sino por su ejercicio  (Art. 282) e incluso la Ley la autoriza
para exigir ayuda “técnica, logística, funcional o personal”
de cualquier autoridad pública o de particulares que presten
servicios públicos, en el ejercicio de sus funciones (Ley 24/
92, art. 16).

Es en extremo preocupante que las afirmaciones del
Coronel Duque sobre el bloqueo que está ejerciendo al co-
mercio del cacao de la Comunidad de san José, coinciden
con amenazas de los paramilitares a las empresas de trans-
porte que hasta ahora han llevado el caco de San José hacia

Apartadó o Medellín, hasta tal punto que ninguna empresa
quiere ya volver a prestar este servicio a causa de esas
amenazas. Esto coincide también con los asaltos a mano
armada contra los vehículos en los cuales se lleva el dine-
ro producido por el comercio del cacao o del banano primi-
tivo, llevándose el dinero en dos ocasiones (diciembre 9
de 2003 y enero 28 de 2004). La misma confesión que han
hecho en la Terminal del Transporte de Apartadó jóvenes
que trabajan con la Brigada y con los paramilitares, de
haber participado en dichos hurtos de dinero, van dejando
cada día más claro que toda la estrategia de bloqueo eco-
nómico a la Comunidad de Paz es dirigida por el Coronel
Duque.

Hoy día la Comunidad de Paz, no solo sufre la priva-
ción de 29 millones de pesos que han sido robados en los
asaltos a mano armada perpetrados por paramilitares que
trabajan con el Ejército, sino que tienen bloqueadas miles
de arrobas a causa de la negativa a su transporte por parte
de las empresas transportadoras. Quien haya estado en
San José de Apartadó es testigo del hermoso espectácu-
lo comunitario que se da en la cotidianidad, cuando llegan
niñas y niños, ancianos y mujeres de las veredas trayen-
do sus ataditos de cacao, el cual es pesado en la bodega
y anotado su peso en los cuadernos de la Comunidad, con
el fin de que, una vez vendido en conjunto, en un esfuer-
zos de comercio más justo, ese dinero revierta a cada
familia en proporción a su producción, y así las familias
puedan sobrevivir.

También son en extremo preocupantes los conceptos
que el Coronel Duque expresó sobre Wilson David, quien
ha sido por varios años presidente del Consejo Interno de
la Comunidad de Paz, y sobre Arturo David, quien también
ha participado varios años en el Consejo Interno. El Coro-
nel quiere hacerlos aparecer calumniosamente como per-
sonas que se comunican frecuentemente con la guerrilla
y buscan favorecer los intereses de ésta. Esto evidencia
que el Coronel ni los conoce, pues si los conociera sabría
que son personas de grandes calidades humanas, absolu-
tamente transparentes y que han estado velando, por el
contrario, por el no involucramiento de la Comunidad en
compromiso alguno con actores armados. Los conceptos
del Coronel sobre estas personas derivan a todas luces
de un interés de hacerle daño a la Comunidad en las per-
sonas de algunos de sus líderes. Esto es más preocupan-
te aún cuando se confronta con el hecho de que los para-
militares que se presentan públicamente como colabora-
dores del Ejército, han anunciado muchas veces que se
proponen asesinar a Wilson David, así como con la repeti-
tiva indagación de soldados y paramilitares que se acer-
can o pasan por el caserío de San José, quienes pregun-
tan insistentemente por el paradero y la ubicación de la
vivienda de Wilson David.

17.03.04
El miércoles 17 de marzo de 2004  un contingente

paramilitar ingresó a la vereda Las Nieves, de San José de
Apartadó, y le prendió fuego a la casa de Don Jesús Antonio,
uno de sus pobladores, saqueando luego otras dos vivien-
das. Ya desde el mes de febrero dicha comunidad había co-
menzado a sufrir incursiones frecuentes de paramilitares y
del Ejército y pudo percibir que en unas y otras se repetían
los mismos rostros, unas veces con brazaletes del ejército y
otras con las de las AUC. Esto provocó un éxodo que ya suma
20 familias desplazadas, de las 30 con que contaba el case-
río. Algunas familias han visto tan grave la situación que han
preferido emigrar a regiones lejanas, sin esperanza de un
pronto retorno.
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27.03.04
El 27 de marzo de 2004 , a las 07:00 horas, unidades

del Ejército adscritas a la Brigada XVII, en compañía de per-
sonajes encapuchados, rodearon la casa de ARNOLDO
MONTOYA BORJA, en la vereda La Cristalina, de San José
de Apartadó. Le exigieron presentar sus documentos, pero
como él los había perdido, le dijeron que se lo llevaban “por
indocumentado”. Entre los civiles que se movilizaban con el
Ejército estaba WILMAR DURANGO, quien se acercó a Ar-
noldo y le dijo que él estaba trabajando con la Brigada XVII y
que le pagaban $ 500.000,oo (quinientos mil pesos) mensua-
les, pero que no se preocupara, pues contra él no tenía nada.
Una vez llevado a la Brigada, Arnoldo fue golpeado brutalmente
por el Coronel Duque, quien le dio una palmada en la cara y
patadas en la espalda. Luego de someterlo a torturas toda la
noche, el Coronel le dijo a Arnoldo que le iba a colocar cables
con corriente eléctrica “para que cantara”. Arnoldo trató de
defenderse de él por la fuerza; entonces el Coronel llamó a
otro militar para que le sujetara las manos por detrás, mien-
tras él le daba patadas en el estómago. El Coronel le hizo
muchas preguntas a Arnoldo sobre la Comunidad, pero no
aceptaba las respuestas, sino que enseguida afirmaba que
esa era una “h. p. comunidad que defendía a la guerrilla”. El
Coronel también afirmó que sabía que Wilson David le había
enviado una filmadora y un equipo de sonido a alias “Samir”,
supuesto comandante de la guerrilla en la zona, aludiendo
quizás a unos equipos donados por la organización interna-
cional Médicos del Mundo, que fueron asignados a la comu-
nidad de La Unión, donde se encuentran. Dijo, además, el
Coronel, que no iba a mandar a matar a Wilson David porque
no quería más problemas, pero que ganas le sobraban; que
el plan era capturarlo.  Se quejó también el Coronel de que la
telefonista de San José no le hacía pasar al teléfono a las
personas que sus muchachos colaboradores o informantes
buscaban, como por ejemplo a la novia de “El Zorro”, a quien
él quería llevarse a vivir a otra parte.

27.03.04
El mismo día 27 de marzo de 2004 , hacias las 03:00

horas, tropas del Ejército adscritas a la Brigada XVII llegaron
a la casa de OVIDIO CARDONA BORJA, en la vereda La
Cristalina, quien no se encontraba allí. Luego, a las 06:00 horas
fueron a la casa de LUIS CARDONA BORJA, de 23 años, se
le acercaron y le dijeron que “Arnoldo le había dado dedo”
(delatado). Se lo llevaron a las instalaciones de la Brigada y
también se llevaron a su hermano ALBEIRO CARDONA
BORJA, de 26 años. Cuando el Coronel Duque comenzó a
darles golpes, Luis le advirtió que tanto la Defensoría, como
la Cruz Roja, sabían de su detención y llegarían a averiguar
por su situación. El Coronel, con palabras muy soeces, le hizo
saber que despreciaba a la Defensoría, a la Cruz Roja y cual-
quier organización defensora de derechos humanos. Les dijo
que “si no cantaban”, los sacaría afuera para que los para-
militares los mataran. Un militar o paramilitar a quien los
demás llamaban “Raúl”,  golpeó a Luis con unas balineras y
le vendó los ojos. Le decía frecuentemente que lo iban a matar
y le colocaba un arma en la cabeza apretando el gatillo, pero
el arma estaba sin munición.

Mientras las tropas llevaban detenidos a Arnoldo, Luis y
Albeiro, ellos presenciaron la entrega de un supuesto guerri-
llero, menor de edad, llamado MIRO QUINTERO, quien lleva-
ba un fusil y se lo entregó a los soldados. Ya en la brigada, los
militares le colocaron ese fusil a los retenidos y les tomaron
fotos e hicieron filmaciones de ellos portando el fusil y colo-
cando a su alrededor mucha munición. Los retenidos fueron
mantenidos en la Brigada XVII hasta el día siguiente, 28 de

marzo, a las 18:00 horas, cuando los pasaron al Comando de
la Policía. Esa noche pudieron dormir algunas horas, pues
antes no les habían permitido. El día 29 de marzo los llevaron
a indagatoria y enseguida les dieron libertad, pues no había
fundamento alguno para su detención. Aunque les exigían irse
por la noche, ellos no quisieron, dado el alto riesgo y la impo-
sibilidad de llegar a su vereda de noche. Al día siguiente, 30
de marzo, los entregaron a la Defensoría del Pueblo.

01.04.04
El 01 de abri l de 2004, luego de un recurso de habeas

corpus , presentado por la Defensoría del Pueblo, algunos de
cuyos defensores públicos habían asumido la defensa, a
petición de sus familias, el fiscal del caso puso en libertad a
Apolinar Guerra George y a Elkin Darío Tuberquia Tuberquia,
quienes habían sido retenidos por tropas del Batallón Bejara-
no Muñoz en la noche del 12 de marzo anterior y mantenidos
por 9 días allí mientras fueron sometidos a torturas y ame-
nazas, en medio de las cuales los obligaron a firmar supues-
tas “confesiones” de ser “milicianos” de las FARC. El cúmu-
lo de violaciones al derecho interno y al derecho internacional
eran más que evidentes, lo que hizo que el habeas corpus
surtiera efectos inmediatos.

15.04.04
El 15 de abri l de 2004, la Sala Segunda de Revisión de

la Corte Constitucional, conformada por los magistrados Al-
fredo Beltrán Sierra, Manuel José Cepeda Espinosa y Jaime
Córdoba Triviño, emitió la Sentencia T-327 de 2004 , me-
diante la cual revoca el fallo del Tribunal Superior de Antioquia
(10 de julio de 2003), que a su vez confirmó el fallo del Juzga-
do Segundo de Apartadó (21 de mayo de 2003) que negó la
tutela de derechos de 12 miembros de la Comunidad de Paz
de San José cuyas vidas y derechos fundamentales esta-
ban en alto riesgo, tutelaje solicitado el 25 de febrero de 2003
originalmente ante la Corte Suprema de Justicia, luego de
analizar en profundidad las implicaciones que se revelaban
en el  montaje realizado por el Ejército y los paramilitares el
12 de febrero de 2003 y en el chantaje a que fue sometido un
joven de la Comunidad de Paz el 7 de febrero de 2003, estan-
do ambos hechos íntimamente conectados: el uno revelaba
un plan macabro y el otro el comienzo de su ejecución.

La Sentencia T- 327/04 no debería haber sido necesaria
si en Colombia existiera un verdadero Estado de Derecho.
En efecto, la Sentencia abunda sobre jurisprudencias amplia-
mente repetidas de la misma Corte y que se supone son
conocidas de sobra por jueces, magistrados y demás auto-
ridades; reclama por el no acatamiento del gobierno a exi-
gencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos;
recuerda obligaciones y responsabilidades que a pesar de ser
tan elementales, su desconocimiento causa enormes trage-
dias; impone obligaciones que ya están en la Constitución y
en los Códigos pero que la práctica muestra como descono-
cidas.

Ante todo la Sentencia i legitima la posición de los
jueces de pr imera y segunda instancia cuyas deci -
siones anula , y la presenta como una posición que desco-
noce una doctrina repetida en numerosas sentencias de la
Corte Constitucional, según la cual “cuando se plantea la vio-
lación de un derecho fundamental por medio de una acción
de tutela, el parámetro esencial e inmediato de interpreta-
ción es el texto constitucional y no la legislación ordinaria vi-
gente” (pg. 22, cita de Sent. T-525/92). No había derecho a
confundir una acción que pedía tutelar derechos tan básicos
como el derecho a la vida, con un proceso penal o disciplina-
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rio, como lo hicieron los jueces de primera y segunda instan-
cia. La Corte es explícita en reclamarle a esos jueces que los
actores “no le estaban pidiendo al juez constitucional que
estableciera responsabilidades penales o disciplinarias, ni le
estaban planteando que se inmiscuyera en procesos pena-
les que eran del conocimiento de las autoridades judiciales.
De allí que no era propio del juez de tutela exigir del actor prue-
bas exhaustivas de lo que acontecía, y ante su carencia,
denegar la acción de tutela pedida”. Uno se pregunta si jue-
ces y magistrados de trayectoria, como éstos, en realidad
“ignoraban” jurisprudencias tan reiterativas de la Corte, o
estaban actuando en función de otros intereses y/o presio-
nes. El Consejo Superior de la Judicatura debería examinar
su caso, pues mantenerlos como “jueces de la República”
implica ya mantener en alto riesgo el derecho a la vida y otros
derechos fundamentales de los ciudadanos.

La Sentencia también abunda en la jurisprudencia ya rei-
terada sobre las medidas cautelares  de órganos interna-
cionales. Allí recuerda que “su fuerza vinculante (de la medi-
da cautelar) en el derecho interno va aparejada del cumpli-
miento de los deberes constitucionales que las autoridades
públicas deben cumplir” (pg. 21) y añade: “no es de recibo el
argumento de que el Estado destinatario de las medidas
cautelares goce de absoluta liberalidad para cumplir o no lo
decidido por la CIDH, tanto menos y en cuanto el otorgamiento
de aquellas no constituye prejuzgamiento sobre el fondo de
la cuestión” (pg. 21), citas todas reiterativas de lo contem-
plado en la Sentencia T-558/03, en la práctica ignorada por el
gobierno.

La Sentencia también reitera la absoluta obligación del
Estado de proteger la vida , lo que había desarrollado “in
extenso” en la Sentencia T-719/03. Afirma tajantemente que
quienes han puesto la situación de riesgo que corren sus vi-
das en conocimiento de las autoridades, “son titulares del
derecho a recibir protección, hasta el punto de que la obliga-
ción del Estado de preservar su vida, que normalmente es
una obligación de medios frente a la generalidad de la pobla-
ción, se convierte en una obl igación de resultados,
a l  menos para los efectos de la  responsabi l idad
administrat iva”. Sobra recordar que desde hace al me-
nos 8 años, los riesgos en su vida, integridad y libertad que
corren los pobladores de San José, han sido puestos en co-
nocimiento de todas las autoridades del Estado, por lo cual
ellas tienen hoy día acumulación de responsabilidades admi-
nistrativas, dentro de una exigencia de resultados .

La Sentencia reitera también la jurisprudencia relativa a
la responsabi l idad de garantía que t ienen los supe-
r iores jerárquicos . La Corte cita “in extenso” la doctrina
ya afirmada en la Sentencia SU-1184/01 y reafirma que “Si
el superior no evita –pudiendo hacerlo- que un soldado que
se encuentra bajo su inmediata dependencia cometa una
tortura, o una ejecución extrajudicial, o en general un delito
de lesa humanidad, por ser garante se le imputa el resultado
lesivo del inferior y no el simple incumplimiento de un deber
funcional” (pg. 31). No elude, sin embargo, la Corte, aplicar
esto a lo concreto: “El Comandante de la Brigada XVII del
Ejército, no solo debe responder por las actividades del per-
sonal bajo sumando, sino por las omisiones en que éste incu-
rra. Es decir, se le reconoce la posición de garante de quien
tiene bajo su comando una Brigada del Ejército Nacional”.(pag.
30). No hay que el olvidar que, a su vez, el Presidente es el
garante de acciones y omisiones de su súbdito, el Coman-
dante de la Brigada XVII y, por lo tanto, “se le imputa el resul-
tado lesivo” del mismo.

La Sentencia concluye que el gobierno no ha acata-
do las recomendaciones de la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos  y le exige acatarlas con me-
didas de protección eficaces para la Comunidad de San José.

En consecuencia decide, mientras eso se da, tutelar los de-
rechos fundamentales de la Comunidad mediante medidas
“ad hoc”, impuestas ante todo al Comandante de la Brigada
XVII: velar por los derechos de los miembros o servidores de
la Comunidad que  sean privados de la libertad; nunca tener-
los en las instalaciones de la Brigada; tener cuidado sobre
todo en respetar esos derechos en requisas y retenes; no
retener los documentos de identidad de las personas; hacer-
se responsable o garante de los derechos a la vida, integri-
dad, libertad, dignidad, privacidad del domicilio, intimidad y
otros, de los miembros y servidores de la Comunidad y para
ello elaborar manuales operativos, de instrucción, para el
personal bajo su mando, enviando copias de los mismos a la
Procuraduría y a la Defensoría en un término de 30 días. La
única falla de esta sentencia de tutela es suponer que un
funcionario que ha cometida tantas y tan graves agresiones
contra la Comunidad de Paz de San José, puede ser el “ga-
rante” de la protección de sus derechos, lo que en lenguaje
coloquial equivaldría a decir que: se hace descansar en el gato
la protección de la vida del pequeño ratón al que siempre ha
querido devorar.

02.05.04
El 02 de mayo de 2004  se realizan operativos milita-

res en las veredas Mulatos, , La Esperanza y Las Nieves.
Según lo deducen los pobladores de las palabras mismas de
los militares, el mando de la tropa provenía de la Brigada XI
con sede en Montería y su comandante expresó delante
varios pobladores que ellos “trabajan muy bien con los para-
militares” y que “con ellos han planeado siempre las entra-
das a Mulatos”. De hecho muchos de los uniformados par-
ticipantes en estos operativos se presentaron como para-
militares e incluso afirmaron que si no estuvieran operando
en esos días conjuntamente con los militares, ya habrían
asesinado a algunos de los pobladores. La agresividad con
que llegó este contingente militar/paramilitar; su irrespeto
por las propiedades de los campesinos y el hecho de rete-
ner a algunos de ellos a quienes sometieron a numerosos
vejámenes, obligó a muchos pobladores a huir y a refugiar-
se en el monte. Varias mujeres y niños se extraviaron y sus
amigos y vecinos los creyeron desaparecidos, por lo cual
solicitaron la ayuda de organizaciones no gubernamentales
para que reclamaran ante el gobierno el establecimiento de
su paradero. Dentro de este operativo fue retenida la me-
nor de edad GLORIA ELENA TUBERQUIA, quien al parecer
había tenido relaciones con miembros de la insurgencia, lo
que le permitió delatar el sitio donde guerrilleros escondían
algunas armas. La menor fue conducida a la Brigada XVII
donde ha permanecido y donde se afirma que ella volunta-
riamente decidió entregarse al ejército, siendo su perma-
nencia allí contraria a la ley.

06.05.04
El 06 de mayo de 2004  fue detenido el Señor JULIO

CÉSAR GUISAO en la vereda Mulatos, por uniformados inte-
grantes del operativo conjunto militar – paramilitar, perma-
neciendo 6 días privado de su libertad. Durante ese tiempo
fue sometido a torturas físicas y psíquicas, tales como gol-
pes de plano con machetes en la cabeza y en el cuerpo; pri-
vación de alimentos; simulacros de fusilamiento y de cerce-
narle las orejas; hacer una fosa donde afirmaban lo iban a
sepultar; pasarlo junto a cadáveres en forma intimidatoria;
mantenerlo amarrado y llevarlo así a varias viviendas. Ade-
más le fue robada una yegua; su cosecha de maíz fue que-
mada y destruidos 100 bultos de maíz ya recogido; su plata-
nera fue destruida por el aterrizaje de helicópteros y robados



78

Sa
n J

ose
sit

o 
de

 Ap
ar

ta
dó

N
oc

he
 y

 N
ie

bl
a

25 racimos de plátano; su vivienda fue incinerada. Continua-
mente le anunciaban que iban a acabar con las comunidades
de la zona porque colaboraban con la guerrilla y le prohibieron
contar lo ocurrido a miembros de la Comunidad de Paz de
San José de Apartadó.

09.05.04
El 09 de mayo de 2004  concluyó el operativo militar/

paramilitar en las veredas Mulatos, La Esperanza y Las
Nieves, dejando 5 viviendas incineradas y luego de haberle
robado a los pobladores 3 mulas, 1 yegua, 60 gallinas, 8
marranos de 100 kilos cada uno, y de haber sacrificado otras
6 mulas, quemado cosechas y robado alimentos y ense-
res. Son imponderables las secuelas de terror dejadas en
los pobladores de todas las edades, a causa, sobre todo,
de los comportamientos que no revelan ningún respeto por
los derechos fundamentales de las personas y por los rei-
terados anuncios de que esas comunidades van a ser des-
truidas, especialmente la Comunidad de Paz de San José
de Apartadó.

27.05.04
El 27 de mayo de 2004 , al presidir un consejo de se-

guridad en la ciudad de Apartadó, el Presidente de la Repúbli-
ca, Dr. Álvaro Uribe Vélez, fustigó públicamente a la Comuni-
dad de Paz de San José de Apartadó y a sus acompañantes
internacionales, acusándolos de “obstrucción a la justicia” y
solicitando públicamente a las autoridades que en caso de
presentarse situaciones similares se proceda a detenciones
y deportaciones. El mandatario afirmó explícitamente: “Le
reitero la sugerencia al DAS y a la Policía (...) de que si estas
personas vuelven a obstruir la justicia, los metan a la cárcel
y si hay que deportarlos, se deportan”. Además, en su dis-
curso, el Presidente estigmatizó a la Comunidad de Paz defi-
niendo su territorio como un “corredor de las FARC”.

Tal discurso presidencial no solo es injusto sino calum-
nioso. Pocas comunidades se han interesado tanto por la
justicia y luchado tanto contra la impunidad, como la Comu-
nidad de Paz de San José de Apartadó, demandando incluso
la conformación de comisiones inter-institucionales de inves-
tigación, como la que se creó en el año 2000, integrada por la
Fiscalía, la Procuraduría, la Defensoría, la Vicepresidencia y
la Oficina del Alto Comisionado de Derechos Humanos de la
ONU. Pobladores de la zona rindieron entre 2000 y 2001 alre-
dedor de 120 declaraciones, sin percibir resultado alguno de
justicia ni de reparación, lo que ha llevado a la Comunidad a
hacer reiteradas propuestas de comisiones de evaluación de
la justicia, entregadas a la Vicepresidencia dentro del marco
de las Medidas Provisionales con que la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos ha decidido proteger a la Comuni-
dad, pero sin recibir respuesta alguna de la Vicepresidencia.

El discurso fue calumnioso igualmente respecto a los
acompañantes internacionales, quienes limitan su estar allí
a una presencia física de acompañamiento, sin incidir para
nada en las decisiones de la Comunidad ni de las personas.

Es igualmente grave dejar en la opinión pública nacional e
internacional la idea de que el territorio de la Comunidad de
Paz es aprovechado por la insurgencia como “corredor”,
ignorando los enormes esfuerzos y logros de los siete últi-
mos años para que el territorio sea respetado por todos los
actores armados y ninguno de ellos lo convierta en lugar de
tránsito, depósito, y menos de uso de arma alguna. Se igno-
ra, por otra parte que quienes más han violado este derecho
constitucional a la paz, que la Constitución misma proclama
como “derecho y deber de obligatorio cumplimiento” (Art.
21) ha sido justamente la fuerza pública, que ha articulado su

presencia y accionar en la zona, desde hace muchos años,
con la absolutamente ilegal de los paramilitares y que ha usado
sus armas para perpetrar numerosas acciones vedadas por
la Constitución y las leyes, por el Derecho Internacional y por
los principios elementales de la ética universal.

Es difícil de entender cómo el Jefe del Estado pasa por
alto tantos esfuerzos a favor de la justicia por parte de los
integrantes de la Comunidad de Paz de San José y no se fija,
en cambio, en quiénes sí son los verdaderos “obstructores
de la justicia”.

· ¿Acaso ignora el Señor Presidente que los 300 crímenes
de lesa humanidad de que la Comunidad ha sido víctima
y que han sido puestos en conocimiento de la justicia
desde hace muchos años, permanecen en absoluta
impunidad?  No podría ignorarlo, puesto que a todos
los Presidentes de turno se les ha comunicado de inme-
diato la comisión de los crímenes, reclamando al mismo
tiempo el ejercicio de sus obligaciones constitucionales
al respecto, sin nunca haber recibido respuesta.

· ¿Acaso ignora el Señor Presidente que respecto a esos
300 crímenes la Fiscalía reporta solo 17 investigaciones
penales, de las cuales 12 siguen en “preliminares”; en 4
de ellas los fiscales se han “inhibido” y solo 1 caso cuen-
ta con apertura de investigación?

· ¿Acaso ignora el Señor Presidente todos los análisis que
la misma Comunidad le ha presentado a la Fiscalía sobre
la inoperancia de sus métodos de investigación, que ade-
más violan numerosos principios del procedimiento pe-
nal consagrado en el derecho interno?

· ¿Acaso ignora el Señor Presidente los enormes costos
que ha pagado la comunidad por haber dado declaracio-
nes, incluso sacrificando la vida de los declarantes, en
una situación que permite el flujo corriente de informa-
ciones entre militares y paramilitares y donde prima la
retaliación contra quien acusa, gracias a los mecanismos
de impunidad que protegen a los victimarios?

· ¿Acaso no debería el Señor Presidente fustigar más bien
a fiscales, jueces, magistrados, procuradores y sus agen-
tes auxiliares de policía judicial por “obstruir la justicia”,
cuya prueba más evidente es no exhibir un solo acto de
justicia en 8 años frente a centenares de crímenes ho-
rrendos, y por violar uno de los principios rectores más
esenciales del Código de Procedimiento Penal, que exige
enfocar las investigaciones ante todo a hacer “cesar los
efectos creados por la comisión de las conductas puni-
bles” (Art. 21 CPP)?

02.06.04
El 02 de junio de 2004, a las 06:00 horas, ingresaron

al área urbana de San José de Apartadó tropas del Ejército
adscritas a la Brigada XVII, acompañadas por miembros de
la Policía, la SIJIN y el DAS. Los agentes de los organismos
de inteligencia del Estado se dirigieron al La Bodega, sitio
donde suelen pernoctar los acompañantes internacionales,
y abordaron a los miembros que allí estaban de las Brigadas
Internacionales de Paz, exigiéndoles la entrega de sus docu-
mentos de identidad y citándolos para presentarse el día si-
guiente a las instalaciones del DAS en Apartadó. Luego, tan-
to los agentes de inteligencia como los miembros de la fuer-
za pública, se distribuyeron por toda el área urbana con fil-
madoras y cámaras de fotografía para dejar registros visua-
les de las viviendas y de sus moradores; insistentemente
preguntaban a los pobladores por las viviendas de algunos
miembros del Consejo Interno de la Comunidad que han sido
muchas veces amenazados de muerte. En varios sitios anun-
ciaron que ahora la fuerza pública va a tomar un control total
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de la Comunidad de San José. En algunos sitios, los militares
y policías se burlaban del temor de los pobladores, afirman-
do que ahora morirían juntos, bajo el efecto de los cilindros
explosivos de la guerrilla, aludiendo a que la presencia de la
fuerza pública allí convertiría a la Comunidad en objetivo mili-
tar de la insurgencia, haciendo de ella nuevamente territorio
de guerra, aniquilando todos los esfuerzos de 8 años por
convertirse en territorio de paz. Los militares aprovecharon
para ir a las tiendas y obligar a sus dueños a violar el Regla-
mento de la Comunidad, que impide suministrar alimentos,
informaciones o apoyos logísticos a cualquier actor que por-
te armas, y como los dueños de las tiendas se negaran a
venderles alimentos, los militares obligaron a algunos de ellos
a hacerlo bajo la intimidación de sus armas, en medio de
expresiones soeces, violentas y ofensivas, que además in-
tentaban significar que el porte de armas autoriza a pisotear
y mofarse de todas las construcciones democráticas y pa-
cíficas de una comunidad humana.

03.06.04
El 03 de junio de 2004, el paramilitar WILMAR DU-

RANGO, quien ha reconocido trabajar conjuntamente con el
Ejército y con los paramilitares y haber participado en los
asaltos a mano armada en los que se ha robado el dinero
producido por la Comunidad en sus proyectos asociativos,
abordó a varias pobladores de San José en la Terminal del
Transporte de Apartadó y les manifestó nuevamente que ya
existe un plan para acabar con los líderes de la Comunidad
de Paz, particularmente con Wilson David, presidente del
Consejo Interno, y con Eduar Lanchero, acompañante del
proceso en sus relaciones con organizaciones internaciona-
les. Según Wilmar, ya se cuenta con “tres testigos” que
estarían dispuestos a declarar contra ellos para poder justi-
ficar su detención y llevarlos a la cárcel, pero si esto no fun-
ciona bien, hay decisión de asesinarlos más temprano que
tarde. Esto coincide bastante con las expresiones del Coro-
nel Néstor Iván Duque el pasado mes de marzo (los días 12
y 27), cuando capturó ilegalmente, allanó viviendas e infligió
torturas a varios miembros de la Comunidad en las instala-
ciones de la Brigada XVII, confesando que “le sobraban de-
seos” de matar a Wilson David, aunque no lo hacía por evitar
más problemas, pero que procuraría judicializarlo, y que ya
tenía 10 informantes dispuestos a “ganarse un dinero” en
San José.

03.06.04
El 03 de junio de 2004, el comandante de la Brigada

XVII del Ejército, Gral. Pauxelino Latorre Gamboa, respondió
a un artículo publicado ese mismo día en el diario El Colom-
biano, de Medellín, bajo el título “CONTRA LA PARED”, por el
periodista Javier Darío Restrepo, referido a la situación trági-
ca que vive San José de Apartadó (El Colombiano, 03.06.04,
pg. 4 A). En su respuesta, el Gral. Latorre quiere tapar el sol
con su mano y negar olímpicamente la multitud de crímenes
de lesa humanidad perpetrados conjuntamente por el Ejérci-
to y los paramilitares a lo largo de 8 años, sin contar la mul-
titud de casos anteriores a 1996.

En actitud evasiva mal calculada, El General afirma que
la justicia seguramente “ya ha tomado las decisiones judi-
ciales correspondientes” sobre las masacres del 8 de julio
de 2000 y del 5 de marzo de 2001, “resaltando que hasta la
fecha no se ha vinculado a ningún miembro de la Fuerza
Pública con dichos eventos criminales”, lo cual falta comple-
tamente a la verdad, pues tanto esas masacres como va-
rios centenares de crímenes más permanecen en ABSOLU-
TA IMPUNIDAD (la Fiscalía reconoce que solo ha abierto in-

vestigación formal en un caso entre 300, ha tomado decisio-
nes inhibitorias en 4,  y mantiene 17 en “preliminares”, en
una respuesta del Estado a la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos (enero/04).

Pero además el General Latorre se atreve a afirmar en
dicha respuesta  (Oficio # 02189/DIV1-BR17-CDO) que la
Brigada “ha logrado, entre otros resultados, la captura de
dos integrantes de las FARC el día 12 de Marzo de 2004, dentro
del casco urbano de San José de Apartadó”, algo no solo
falso sino que oculta los crímenes del Ejército que acompa-
ñaron dichas capturas: los capturados no eran integrantes
de las FARC; no existían órdenes de captura contra ellos;
quienes los capturaron ni siquiera sabían sus nombres; ellos
no tenían sus documentos de identidad a la mano; fueron
llevados irregularmente a la Brigada en lugar de ser puestos
a órdenes de autoridades judiciales; fueron torturados direc-
tamente por el Coronel Duque para obligarlos a “confesar-
se” insurgentes, a cambio de entregarlos allí mismo en ma-
nos de paramilitares que les darían muerte; fueron manteni-
dos alrededor de una semana, ilegalmente, en la brigada; un
juez tuvo que acoger el recurso de habeas corpus , una vez
fueron puestos en manos de autoridades judiciales, y poner-
los en libertad, dadas todas las aberraciones cometidas en
su contra.

Pero si algo, en la misiva del Gral. Latorre, trata de igno-
rar o encubrir la dolorosa historia de la Comunidad de San
José durante los últimos 8 años, sin mirar a los anteriores,
es el párrafo referido a la Sentencia T-327/04 de la Corte
Constitucional:

· “Respecto a la decisión de la Corte Constitucional que
revocó la decisión del Juzgado Penal del Circuito de Apar-
tadó y del Tribunal Superior de Antioquia, le quiero expre-
sar que la providencia del máximo tribunal se ajusta ple-
namente a la gestión que ha venido cumpliendo la Briga-
da en aras a garantizar el libre y legítimo ejercicio de los
derechos y libertades de la Comunidad de San José de
Apartadó y de los demás habitantes de la región. / Bajo
ninguna circunstancia las Unidades que dependen de esta
Brigada han tenido un tratamiento fuera de la constitu-
ción y las leyes con los miembros de la “Comunidad de
Paz” de San José de Apartadó, muy por el contrario ha
dedicado de manera permanente cuatro pelotones del
Batallón Bejarano Muñoz para que garanticen la seguri-
dad de esta población, en el perímetro de la Comunidad,
que obviamente implica el establecer retenes y desarro-
llar operaciones militares, puesto que este territorio hace
parte de la jurisdicción de la Unidad (...)”

Si cabe la confrontación entre textos como éste y las
crudas y horrendas realidades vividas y sufridas por los po-
bladores de San José, habría que concluir que nuestra Cons-
titución y nuestras leyes contemplan como conductas ajus-
tadas a Derecho: el asesinato, la desaparición forzada, la
tortura, la amenaza, el terrorismo, la incineración de vivien-
das, las destrucción de bienes de subsistencia, el chantaje,
el montaje, la detención arbitraria, la compra de testimonios
falsos, el irrespeto por las construcciones democráticas de
las comunidades, la negación de búsquedas de paz, el cau-
sar zozobra, la destrucción de grupos humanos pacíficos, etc.

07.06.04
El 07 de junio de 2004, en horas de la mañana, nueva-

mente tropas del Ejército, de la Brigada XVII ingresan al área
urbana de San José de Apartadó, en compañía de agentes
de la SIJIN y del DAS. Nuevamente visitan las tiendas que
existen en el poblado e insisten en obligar a sus dueños a
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violar el Reglamento de la Comunidad de Paz, vendiéndoles
alimentos o bebidas, a lo cual la mayoría de los tenderos se
resiste. Anuncian también, nuevamente, que la Comunidad
de Paz va ser destruida.

08.06.04
El 08 de junio de 2004, en horas de la mañana, se

presenta un nuevo ingreso de tropas militares al área urbana
de San José, en compañía de agentes de la SIJIN y del DAS.
Se repite la intimidación a los dueños de tiendas para que les
vendan alimentos y bebidas, en medio de expresiones vio-
lentas, acusando a la Comunidad de sí venderle alimentos a
la guerrilla y anunciando nuevamente que la Comunidad va a
ser destruida.

10.06.04
El 10 de junio de 2004, en horas de la tarde, se pre-

senta un nuevo ingreso de tropas militares al área urbana de
San José, ya sin el acompañamiento de la SIJIN ni del DAS.
Nuevamente los militares visitan las tiendas con intención
de obligar a sus propietarios a violar el Reglamento de la
Comunidad, vendiéndoles alimentos y bebidas. Se repiten
expresiones amenazantes y acusatorias y se anuncia nue-
vamente que la Comunidad va a ser destruida.

13.06.04
El 13 de junio de 2004, en horas de la tarde, ingresan

de nuevo tropas del Ejército al área urbana de San José y
agreden de nuevo a los tenderos queriendo obligarlos a ven-
derles alimentos y bebidas, violando el Reglamento de la
Comunidad de Paz. Anuncian que el gobierno prepara la crea-
ción de un puesto policial dentro del casco urbano, de modo
que la fuerza pública haga presencia allí, así el poblado tenga
que convertirse en objetivo militar de la guerrilla y regresar a
ser territorio de guerra.

19.06.04
El 19 de junio de 2004, a las 15:00 horas, tropas del

Ejército, acompañadas de agentes de la SIJIN y del DAS,
ingresaron con gran despliegue de fuerza al área urbana de
San José, en camiones y camionetas, en momentos en que
la Comunidad se distraía asistiendo a un partido de fútbol entre
varios equipos de sus veredas; cercaron a toda la población
y la obligaron a desplazarse al parque central donde le exigie-
ron a todos entregar sus documentos de identidad y ser
sometidos a requisas. En cada caso le iban preguntando a
las personas dónde quedaba su vivienda y a qué se dedica-
ba. Los agentes del DAS y de la SIJIN le decían a muchos
que “tenían cara de guerrilleros” y exigían examinar sus
manos “para ver si eran campesinos o guerrilleros”. Por su
parte, los militares afirmaban que la Comunidad estaba do-
minada por sus líderes, quienes no permitían que la Comuni-
dad colaborara con el Ejército, pero que ahora la fuerza públi-
ca se iba a meter allí y que ya tenían pensado qué hacer con
sus líderes.

28.06.04
El 28 de junio de 2004 la joven Luz Eneida Delgado, de

24 años, habitante de la zona rural de San José de Apartadó,
fue retenida forzadamente por un paramilitar en la Terminal
del Transporte de Apartadó, mientras esperaba un vehículo
para regresar a San José. Cuando ella quiso acudir a un po-

licía que se encontraba a pocos metros para pedir auxilio, el
paramilitar le hizo ver que él portaba armas y podría usarlas
contra ella. Fue obligada a subirse a una buseta vacía y minu-
tos después amarrada a una banca de la buseta y vendada.
Fue conducida a una finca en cercanías de Chigorodó donde
la interrogaron acerca de muchos miembros de la Comuni-
dad de Paz y le preguntaban si la guerrilla tenía presencia en
San José. Las presiones se combinaban con ofertas para
que trabajara con los paramilitares, ofreciéndole salario y
vivienda. En la noche la obligaron a tomar licor, a pesar de su
insistente rechazo a tomarlo, y al ingerir un poco de la bebida
que le ofrecieron se sintió muy mal. Delante de ella comenta-
ban que esa misma noche se iban a tomar a San José. Al
amanecer la hicieron acostar en una cama a la cual la sujeta-
ron con cuerdas. Ante su llanto permanente, al día siguiente
la enviaron a Apartadó en un taxi que llegó a la finca. En Apar-
tadó la dejaron libre pero la amenazaron con matarla si con-
taba algo de lo sucedido.

02.07.04
El 2 de julio de 2004, la Comunidad de Paz de San José

de Apartadó le envió un documento a la Vicepresidencia de la
República en el cual concretaba dos propuestas que había
reiterado oralmente en varias reuniones con entidades del
Estado. La primera consiste en una COMISIÓN DE OBSER-
VACIÓN, conformada por delegados de instituciones del
Estado y acompañada por miembros de la Oficina del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos
Humanos, la cual recorrería el territorio de San José y verifi-
caría las condiciones de vida y trabajo de sus gentes, dialo-
garía con los pobladores y llegaría de improviso a diversos
lugares para que comprueben la falsedad de los estigmas
con que el gobierno y las fuerzas armadas han marcado y
siguen marcando a la comunidad. La segunda propuesta
consiste en invitar a la Vicepresidencia y a la Defensoría del
Pueblo para que asistan, a través de delegados, al período
de intercambio de saberes que ha organizado la Universidad
de las Comunidades en Ruptura y Resistencia –RECORRE- y
que tendrá lugar en una de las veredas de San José durante
todo el mes de agosto. Allí podrán comprobar cómo los cam-
pesinos de más de 10 comunidades de diversas zonas del
país intercambian conocimientos sobre los problemas agro-
alimentarios y se evitará que estigmaticen también ese even-
to y lo tilden de actividad de la insurgencia, como se hace
con todo lo que ocurre allí. En el mismo documento, la Comu-
nidad reiteró su petición de que se conforme una COMISIÓN
DE EVALUACIÓN DE LA JUSTICIA, que pueda dar recomen-
daciones técnicas sobre la superación de la impunidad de
tantos crímenes de lesa humanidad, propuesta que desde el
año 2002 está en manos de la Vicepresidencia pero que no
ha merecido ninguna respuesta. Ninguna de las propuestas
ha recibido respuesta del gobierno.

15.07.04
El jueves 15 de julio de 2004, el niño Elías Guzmán, de

12 años de edad fue retenido y desaparecido por un contin-
gente de paramilitares que habían subido por la vereda La
Esperanza y llegaron a la vereda Las Nieves, disparando allí
de manera intermitente durante dos horas. El niño fue rapta-
do cuando se dirigía a llevarle una bestia a su padre quien
estaba sembrando fríjol. Su padre, angustiado, encontró al
día siguiente la camisa del niño, de la cual había sido despo-
jado violentamente, pues estaba al revés. El niño había sido
llevado amarrado a Playa Larga, en el corregimiento de Nue-
va Antioquia, donde se ha denunciado desde hace 8 años la
presencia de una enorme base paramilitar que durante lar-
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gos períodos ha funcionado a pocos pasos de una base mili-
tar, actuando frecuentemente en unidad de acción militares
y paramilitares. Luego de 8 días de privación de la libertad, el
niño fue entregado a su madre a través de la Cruz Roja Inter-
nacional. En algunos momentos sus victimarios comenta-
ron que lo iban a matar y en una ocasión le dispararon un
arma junto a los pies. Le robaron sus botas y su reloj y lo
presionaron para que informara sobre sus vecinos ofrecién-
dole dinero si decía dónde escondían los fusiles.

18.07.04
El domingo 18 de julio de 2004, a las 6 horas, fueron

allanadas por miembros del ejército cuatro casas de integran-
tes de la Comunidad de Paz, ubicadas a 10 minutos del case-
río de San José en el camino hacia la vereda de La Unión. 15
militares entraron a las casas sin explicación ninguna y co-
menzaron a requisar y a revolcar todos los enseres de las
familias. Luego pidieron documentos de identidad de los po-
bladores y anotaron nombres y números de cédulas en lis-
tas. Cuando algunas familias solicitaron se les mostrara la
orden de allanamiento, simplemente respondían que ellos
podían hacer lo que quisieran sin que nadie se los impidiera y
que la población tenía que acostumbrarse a eso, les gustara
o no les gustara. Advirtieron, además, que ya tenían un plan
muy bien diseñado para acabar con esa Comunidad y con
sus líderes.

23.07.04
El viernes 23 de julio de 2004, hacia las 10 horas, el

paramilitar WILMAR DURANGO, quien se encontraba en la
Terminal de Transportes de Apartadó, manifestó a poblado-
res de San José que esperaban un vehículo para su regreso,
que los líderes de la Comunidad de Paz de San José van a ser
asesinados o judicializados y que están estudiando el momen-
to más oportuno para ejecutar el plan, en el cual él está invo-
lucrado personalmente. Nuevamente reiteró que la Comuni-
dad puede poner todas las denuncias que quiera, las cuales
a él solo le causan risa, pues él trabaja con el ejército y éste
lo ha “limpiado” en la Fiscalía.

24.07.04
El sábado 24 de ju l io  de 2004  llegaron a la Comu-

nidad dos cartas remitidas por el paramilitar WILMAR
DURANGO, fechadas el 22 de julio. En una de ellas, dirigi-
da a uno de los miembros del Consejo Interno de la Comu-
nidad, revela los montajes que está haciendo con el ejérci-
to para intentar judicializar a los líderes de la Comunidad:
quieren acusarlos de relacionarse con la guerrilla y de
“mandar a matar” a pobladores de San José, que la gue-
rrilla ciertamente asesinó, en hechos que la Comunidad
condenó siempre enérgicamente, como consta en sus
pronunciamientos públicos. En otra de las cartas, dirigida
al Presidente del Consejo Interno de la Comunidad de Paz,
afirma que la comunidad trabaja con la guerrilla, ya que
“por ahí es la única parte por donde pasan la comida para
esos desgraciados”, e insiste en encontrarse con él “clan-
destinamente”. En esta última carta registra el número
de la cédula del Presidente del Consejo Interno de la Co-
munidad, evidenciando una vez más que él participó en el
asalto a mano armada del vehículo en que se transporta-
ban los dineros de la Comunidad, el 9 de diciembre de 2003,
pues en ese asalto fue robada la cédula cuyo número aho-
ra registra en su misiva.

30.07.04
El viernes 30 de julio de 2004, hacia las 18 horas, fue

asesinado el Señor LEONEL SÁNCHEZ OSPINA, de 54 años
de edad, en el barrio Mangolo, ubicado en la salida de Aparta-
dó hacia San José. En el momento en que fue agredido baja-
ba de San José en su camioneta, pues él transportaba y
vendía en San José bolsas de agua potable. Un grupo de
paramilitares con armas cortas y en trajes civiles lo obliga-
ron a bajarse de la camioneta; lo condujeron a un lado de la
carretera y allí lo asesinaron. Esto muestra que continúa el
control paramilitar de la carretera entre Apartadó y san José,
la cual desde hace 9 años es escenario de acciones violen-
tas conjuntas o alternas de militares y paramilitares.

31.07.04
El sábado 31 de jul io de 2004 , cuando uno de los

integrantes de la Comunidad de Paz transportó un poco de
gasolina hacia la vereda Arenas Altas, con el fin de proveer al
funcionamiento de una pequeña planta eléctrica que debía
servir para las actividades de la Universidad de la Resisten-
cia, la cual congregaría durante todo el mes de agosto a de-
legados de más de 10 comunidades campesinas, indígenas
y afrodescendientes de diversas zonas del país, en un inter-
cambio de saberes sobre aspectos agro-alimentarios, los
paramilitares amenazaron a la persona que transportaba la
gasolina y lo acusaron de llevarla por encargo de la guerrilla.
Ese mismo día, hacia las 14 horas, los militares que coloca-
ron un retén en la vereda La Balsa, sobre la carretera que de
Apartadó va hacia San José, estuvieron indagando por la
persona que transportó la gasolina, afirmando que “según
sus informaciones, trabaja con la guerrilla”, a pesar de que la
Vicepresidencia de la República y otras instituciones del Go-
bierno y del Estado estaban informadas sobre las activida-
des de la Universidad y se habían comprometido a transpor-
tar o al menos a facilitar y proteger el transporte de los insu-
mos que se requerían, lo que no hicieron.

08.04
En la primera semana de agosto de 2004  se reci-

bieron en la Comunidad de Paz de San José, mensajes envia-
dos por los paramilitares desde Apartadó, según los cuales,
se prohibía toda comercialización de la madera, que es uno
de los medios de subsistencia de algunas familias. Héctor
Gómez, integrante de la Comunidad de Paz, quien compra la
madera a algunos campesinos en las veredas para luego
venderla en Medellín, fue advertido por los paramilitares de
dicha prohibición y amenazado de muerte si continuaba en
esa actividad. Con esto se concreta una nueva instancia de
bloqueo económico a la Comunidad de San José.

02.08.04
El lunes 2 de agosto de 2004 , hacia las 12 horas, un

grupo de paramilitares reunió en la Terminal de Transportes
de Apartadó a varias personas del corregimiento de San José
que esperaban un vehículo para su regreso y les anunciaron
que iban a comenzar un nuevo bloqueo económico contra la
Comunidad. En su discurso se quejaban de que, a pesar de
todo lo que han hecho, no han podido acabar con esa “h.p.
comunidad”, pero que les van a cerrar más espacios a ver si
aguantan. Nuevamente advirtieron que ya tienen identifica-
dos a todos los líderes de la Comunidad, los cuales van a ser
asesinados o judicializados, con lo cual pretenden desestabi-
lizar a la Comunidad y luego ellos se tomarán el espacio de
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San José. Terminaron su discurso advirtiendo: “no se afa-
nen por las muertes que se están produciendo y que se van
a producir”, como preparando nuevamente a la comunidad
para que “se acostumbre” a soportar asesinatos de sus
miembros.

03.08.04
El martes 3 de agosto de 2004 , a las 19 horas, fue

asesinado el Señor JOAQUÍN RODRÍGUEZ DAVID, en el
barrio San Fernando de Apartadó, por paramilitares que lle-
garon en trajes civiles y con armas cortas. El Señor Rodrí-
guez David vivía en la vereda La Victoria, de San José de
Apartadó, donde tenía una tienda. Los victimarios advirtie-
ron que ya habían comenzado lo que habían anunciado con-
tra la Comunidad de San José (el cierre de más espacios; el
bloqueo económico, el asesinato o la judicialización de sus
líderes e integrantes).

06.08.04
El viernes 6 de agosto de 2004 , a la 20 horas, los

paramilitares enviaron un mensaje desde Apartadó con un
conductor de servicio público que iba hacia San José, en el
cual le ordenaban al conductor de un camión que había ido a
San José a transportar madera y se encontraba allí recogién-
dola y cargándola, que tenía que llevarles a ellos (los parami-
litares) esa madera, calculada en 100 rastras; de lo contra-
rio, ellos entrarían violentamente a San José a apoderarse
de la madera y matarían al conductor. El bloqueo económico
entraba así en su nueva fase. Esta amenaza iba acompaña-
ba de nuevas amenazas para el resto de comerciantes que
residen en san José o participan en sus intercambios comer-
ciales.

09.08.04
El lunes 9 de agosto de 2004 , la Comunidad de Paz

de San José de Apartadó se ve en la urgencia de solicitar la
presencia del Señor Obispo de Apartadó, Monseñor Germán
García, con el fin de proteger al conductor del camión que
había ido a transportar la madera, de modo que éste pudiera
sacar su vehículo de San José (sin carga de madera) y sal-
var su vida, a lo cual el Señor Obispo accedió.

11.08.04
El miércoles 11 de agosto de 2004 , a las 10 horas, la

joven Luz Helena Torres, de 16 años de edad, quien pasaba
unos días en San José de Apartadó hospedada en la casa de
una familia amiga, descubrió que en un hueco de ladrillo esta-
ba escondido un artefacto que despertó su curiosidad y lo
sacó de allí. Era una granada pequeña que el Ejército había
dejado en un campo de cultivos de la Comunidad de Paz, en
una zona ubicada entre las veredas de La Unión y Arenas, en
la primera semana de marzo de 2004, cuando las tropas
pasaron por allí y realizaron operativos militares. Cuando los
campesinos consultaron a los miembros del Consejo Interno
qué hacer con ese artefacto, el Consejo llamó al Defensor
del Pueblo de Apartadó, quien se hizo presente y le tomó
fotografías al artefacto con el fin de consultar con los milita-
res sobre sus características y la forma de desactivarlo.
Según el Defensor, los militares le dijeron que era una grana-
da no peligrosa, pues solo producía humo; esto llevó al De-
fensor a aconsejarle a la Comunidad que la enterraran o la
botaran y que no era necesario trasladarla hasta Apartadó o
llevar expertos para desactivarla. Uno de los integrantes del
Consejo resolvió, entonces, introducirla en un hueco de ladri-

llo, en la casa donde él habitaba en ese momento, hasta que
la curiosidad de Luz Helena la descubrió allí y se puso a ins-
peccionarla y a enseñársela a otras personas. Mientras la
observaba y la mostraba a otras personas, la granada se le
cayó al piso y explotó causando graves heridas a Luz Hele-
na, a la señora de casa, Luz Enit Tuberquia, al hijo de ésta, de
10 años de edad, Deiner Guerra, y a William Ortiz, quien en
ese momento le ayudaba a ensillar un caballo a Luz Enit. Luz
Enit falleció en Medellín el 13 de agosto a las 17 horas y Luz
Helena allí mismo el 14 de agosto a las 9 horas. El niño Deiner
quedó con grandes destrozos en su cuerpo y también fue
trasladado a Medellín, mientras William fue atendido en el
hospital de Apartadó.

11.08.04
El mismo miércoles 11 de agosto de 2004 , a las 13

horas, miembros del Ejército y de la Policía llegaron al área
urbana de San José y se trasladaron inmediatamente al lu-
gar donde había explotado la granada. Una vez allí, acordona-
ron el sitio y recogieron los elementos que quisieron, entre
ellos los pedazos y esquirlas de la granada que había explota-
do. Una gran preocupación empezó a acompañar a muchos
integrantes de la Comunidad de Paz, al ver que era la fuerza
pública, que ha agredido innumerables veces a la Comunidad
y ha evidenciado su unidad de acción con los paramilitares
desde hace 9 años y que ha enviado cerca de un centenar de
mensajes a la Comunidad anunciando que la Comunidad “va
a ser destruida” y que sus líderes van a ser judicializados o
asesinados, la que iniciaba el proceso investigativo de un
hecho tan trágico, al recoger las primeras pruebas judiciales.
A todas luces la investigación se iniciaba con una flagrante
carencia de imparcialidad e independencia de la justicia, que
es uno de los principios elementales y universales de la ad-
ministración de justicia.

11.08.04
El mismo miércoles 11 de agosto de 2004 , a las 17

horas, Luis E. Guerra, esposo de Luz Enit Tuberquia, una de
las personas que quedó gravemente herida por la explosión
de la granada en horas de la mañana y que fue trasladada al
hospital de Apartadó por miembros de la Defensoría del Pue-
blo quienes se encontraban en esos momentos en San José,
llegó a Apartadó a enterarse de la suerte de su esposa y de
su hijo Deiner, así como de su huésped Luz Helena Torres. Al
llegar al hospital comprobó que las y los heridos no habían
sido atendidos como lo exigía su gravedad y protestó por ello
ante el personal médico. Se le respondió, entonces, que pri-
mero debía hablar con policías y fiscales que lo estaban es-
perando. Quienes primero lo abordaron fueron miembros del
Cuerpo Técnico de Investigaciones de la Fiscalía -CTI-, quie-
nes le requirieron una declaración pero advirtiéndole que te-
nía que acusar a alguien como responsable del hecho. Luis
se negó a dar declaraciones y les explicó que él no se encon-
traba en San José cuando ocurrió la tragedia y que sería
demasiado irresponsable si declaraba sobre lo que no había
presenciado; les dijo, además, que ellos debían trasladarse a
San José e iniciar la investigación de acuerdo a la ley. Los
agentes del CTI le dijeron que no tenían medios para ir hasta
San José y que ya la fuerza pública había practicado las prue-
bas iniciales. Luis les hizo ver que eso no era correcto, pues
había grandes probabilidades de que la responsabilidad reca-
yera sobre el Ejército, ya que patrullas del mismo habían dejado
abandonado en la zona el artefacto que explotó y que, enton-
ces, ¿dónde estaban las garantías de imparcialidad en la
investigación?. Pero cuando los agentes del CTI concluyeron
que no podían sacarle una declaración como la que ellos que-
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rían, quisieron obligarlo a firmar un documento en el cual él
renunciara al derecho de acusar y demandar por los perjui-
cios sufridos contra quienes resultaran culpables del hecho
trágico, a lo cual él se negó rotundamente, pues lo consideró
como un procedimiento contrario a la ley y a la ética, mucho
más cuando ello adquiría visos extorsivos, en cuanto se dife-
ría el cuidado a las y los heridos, en espera de sus declaracio-
nes.  Momentos después, Luis fue abordado por el Coronel
Nésto Iván Duque, Comandante del Batallón Bejarano Mu-
ñoz del Ejército, que cubre el área de San José. El Coronel le
insistió a Luis que tenía que acusar a alguien de la Comuni-
dad como responsable del hecho trágico, y lo presionó insis-
tentemente para que acusara a Gildardo Tuberquia, uno de
los miembros del Consejo Interno de la Comunidad, ya que
unos meses antes él había vivido en la casa donde se produ-
jo la explosión. Más tarde lo presionó para que acusara a
William Ortiz, uno de los heridos, quien en el momento de la
explosión estaba ayudándole a ensillar un caballo a Luz Enit,
la esposa de Luis. Luis le responde repetidas veces que no
hay argumento alguno para acusar a esas dos personas a
quienes él conoce suficientemente y que los únicos que pue-
den aclarar el hecho de la explosión son las mismas víctimas
que están heridas. Durante un prolongado lapso de tiempo el
Coronel se dedica a acusar a la Comunidad de Paz de mu-
chas cosas que son refutadas contundentemente por Luis,
pero al final de la conversación el Coronel le afirma a Luis que
él y el Ejército están tranquilos, pues “los médicos legistas
ya conceptuaron que la causa de la explosión no fue una
granada sino un explosivo casero”. Tal afirmación evidencia-
ba que ya estaba en camino una manipulación de la investi-
gación, pues las y los heridos aún no habían recibido una aten-
ción aceptable en el hospital, supuestamente esperando que
los dolientes “declararan” de acuerdo a los parámetros que
la fuerza pública quería imponer para salvar su responsabili-
dad en los hechos. Menos aún se habían practicado necrop-
sias que permitieran extraer esquirlas y comprobar si corres-
pondían a fragmentos de granada, pues aún ninguna de las
víctimas había fallecido. Esto se corrobora al leer un comuni-
cado público expedido a pocas horas por el comandante de
la Policía, en el cual atribuía la tragedia a la explosión de un
artefacto casero manipulado por miembros de la Comunidad.

12.08.04
El jueves 12 de agosto de 2004 , las y los heridos

permanecían en el hospital de Apartadó sin ser trasladados
a Medellín a pesar de su extrema gravedad. Funcionarios
del hospital le confesaron a miembros de la Comunidad que
no entendían esa actitud de las directivas del Hospital, pues
desde el primero momento el equipo médico conceptuó que
allí no podían hacer nada y sin embargo no gestionaban su
traslado. Luego del fallecimiento de dos de las víctimas,
funcionarios del Servicio Aérero de Salud de Antioquia le
comentaron a algunos familiares que el Servicio no fue con-
tactado oportunamente, pues para ellos hubiera sido fácil
trasladarlos en pocos minutos. Entre tanto el Director del
Hospital de Apartadó se escudaba en una supuesta negati-
va de empresas aéreas como Satena, la cual, según él, se
negaba a transportar a las víctimas, e insinuó a la familia
poner una demanda contra Satena. Solo se logra su trasla-
do a Medellín el viernes 13 de agosto en la mañana. Este
mismo día, a las 17 horas, falleció Luz Enit Tuberquia. Inme-
diatamente agentes del CTI de Medellín se llevaron su ca-
dáver para someterlo a una necropsia y luego le comenta-
ron a los familiares que en realidad ese tipo de heridas co-
rresponden a los efectos de la explosión de una granada.  El
sábado 14 de agosto, a las 9 horas, fallece también, en
Medellín, Luz Helena Torres. La médica que la atendió comen-

tó que solo un médico legista podía determinar las causas de
la muerte luego de la necropsia. Los cadáveres de Luz Enit y
de Luz Helena fueron trasladados a San José donde el 16 de
agosto se les dio sepultura.

13.08.04
El viernes 13 de agosto de 2004  la Comunidad de Paz

fue informada de que el Señor Vicepresidente de la Repúbli-
ca, Dr. Francisco Santos, quería realizar una visita a San José
y reunirse con sus pobladores. La Comunidad le hizo saber
que era muy bienvenido pero le solicitó que respetara el Re-
glamento de la Comunidad de Paz y le ordenara a sus escol-
tas armados que no ingresaran al área de vivienda y trabajo,
considerada Territorio de Paz, por el cual no debe circular arma
alguna. Unas horas antes, el Vicepresidente, quien se hizo
acompañar de autoridades civiles, militares y judiciales de
los órdenes nacional y municipal, convocó a varias organiza-
ciones no gubernamentales a otra reunión en Apartadó, a la
cual asistieron algunos funcionarios diplomáticos europeos
y delegados de agencias y organizaciones internacionales,
participando también algunas ONG nacionales cercanas al
paramilitarismo. En dicha reunión el Vicepresidente Santos
hizo comentarios públicos sobre lo sucedido el 11 de agosto
en San José, descalificando la versión de la Comunidad so-
bre la trayectoria del artefacto explosivo que causó la trage-
dia; afirmó que esa versión era “un cuento chimbo”; que nadie
podía creer que la explosión fuera ocasionada por un arte-
facto abandonado por el Ejército meses atrás y que, por el
contrario, los informes médicos preliminares indicaban que
se trataba de un artefacto de fabricación casera.  Era inocul-
table que el Vicepresidente asumía la versión que se había
ido fabricando en la fuerza pública y tomaba partido por ella,
a solo dos días de los hechos, sin verificar ni analizar hechos,
testimonios ni pruebas. Salta a la vista la parcialidad y la falta
de responsabilidad, así como el poder decisivo de los prejui-
cios y estigmas en las decisiones gubernamentales y en la
lectura de realidades virtuales que resultan tan frecuente-
mente en contravía de la realidad real. Lamentablemente esa
toma de posición sistemática, sin ponderación, a favor de un
actor del conflicto, que aunque exhiba etiquetas de agente
constitucional, demasiado frecuentemente sus comporta-
mientos están en las antípodas de los principios constitucio-
nales, es algo que deslegitima y hace sospechosas de ante-
mano la posiciones del gobierno, toda vez que evidencia su
carencia de una imparcialidad elemental y de apertura para
aceptar errores que lesionan tan gravemente los derechos
que la Constitución le obliga a garantizar.

En horas de la tarde del mismo viernes 13 de agosto
de 2004, el Vicepresidente Santos se trasladó en helicópte-
ro a San José de Apartadó e irrespetando las solicitudes de
la Comunidad y su Reglamento de Comunidad de Paz, llevó
consigo a militares armados, integrantes de la cúpula jerár-
quica de la Brigada XVI y del Batallón Bejarano Muñoz, que
tantos crímenes de lesa humanidad han perpetrado contra
la Comunidad de Paz y los pobladores de San José y de la
región de Urabá. No valieron las protestas de  la Comunidad
ni siquiera su último recurso, que fue la petición apremiante
de que al menos dejaran sus armas fuera del área de vivien-
da. Pisoteando todas las súplicas, con arrogancia extrema,
los militares entraron con sus armas y se instalaron en el
salón de la segunda planta del Centro de Formación de la
Comunidad y presionaron incluso a los niños que encontra-
ron a su paso para que ingresaran a la reunión. Nadie entien-
de cómo una alta funcionaria de la Fiscalía General de la
Nación, quien participaba en la comitiva del Vicepresidente,
se sentaba al lado de un Coronel que ha torturado a integran-
tes de la Comunidad y perpetrado otros numerosos críme-
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nes de lesa humanidad, sin ordenar su captura. No podría
alegar “ignorancia” de los hechos, pues de la misma secre-
taría jurídica de la Presidencia de la República le han remitido
copias de documentos donde se relatan sus crímenes, como
consta en oficios rotulados. A pesar de tantos atropellos y
humillaciones, varios miembros de la Comunidad le relataron
a la comitiva del Vicepresidente los vejámenes y crímenes
de que siguen siendo víctimas por parte de la alianza Fuerza
Pública / Paramilitares. Cuando se  denunció la nueva fase
del bloqueo económico a través de la prohibición de comer-
cializar madera, el comandante de la Brigada 17 trató de
explicar que la madera que se saca debe tener licencia de
Corpourabá, pero cuando los pobladores le respondieron que
todas las licencias están al día pero que son los paramilitares
quienes están ejerciendo el bloqueo y hasta cobrando impues-
tos por cada trozo de madera que se saca, el General Lato-
rre guardó silencio. El clímax de la ignominia se produjo cuan-
do el Coronel Duque, acusado múltiples veces de tortura y
de otros crímenes de lesa humanidad, tomó la palabra para
proponer que se conformara un batallón de soldados cam-
pesinos, integrado por los mismos jóvenes del pueblo, para
que defiendan a la comunidad. Tal propuesta desconocía y
ofendía profundamente las opciones de la Comunidad de Paz
asumidas desde 1997, en las cuales se expresaba la deci-
sión de no colaborar con ningún actor armado, incluyendo al
ejército oficial que es el que ha perpetrado mayor número de
asesinatos, desapariciones, masacres, torturas, detencio-
nes ilegales y arbitrarias, pillajes, amenazas y actos de terro-
rismo en contra de la Comunidad. El Presidente del Consejo
Interno pidió públicamente respeto por los valores que han
constituido el patrimonio moral más preciado de la Comuni-
dad de Paz de San José, ante lo cual el Coronel Duque se
silenció.

17.08.04
El martes 17 de agosto de 2004 , un grupo de fisca-

les de Apartadó, acompañados por miembros de la Policía,
ingresan a San José con el fin de recaudar pruebas sobre la
explosión ocurrida allí el 11 de agosto. Intentan recibir versio-
nes de personas de la Comunidad, pero cuando una joven les
explica que la explosión fue originada por una granada que el
Ejército había dejado abandonada en un área de cultivos de
la Comunidad, los funcionarios judiciales se enojan y le res-
ponden a la joven que eso es una mentira, que ella no puede
afirmar eso. Nueva evidencia de que la investigación sobre
los hechos del 11 de agosto se adelanta sin imparcialidad
alguna; con violación de los principios procesales y rechazando
los elementos que no concuerden con la versión construida
por la fuerza pública, contraria a la realidad.

20.08.04
El viernes 20 de agosto de 2004 , ingresa al área ur-

bana de San José un grupo de fiscales adscritos a la Unidad
Nacional de Fiscalías de Derechos Humanos. Se dirigen al
sitio donde ocurrió la explosión del pasado 11 de agosto y
acordonan el lugar, dedicándose a buscar restos dejados por
el artefacto explosivo. Incrustada en una puerta de madera
descubren una esquirla y otros elementos en los alrededo-
res. Quienes se acercan a ellos a brindarles informaciones
les escuchan comentarios, según los cuales, hay  gran dife-
rencia entre los hallazgos que acaban de hacer y lo que el
Ejército y la Policía, que practicaron las primeras pruebas, le
habían entregado a la Fiscalía, que era un montón de punti-
llas y tachuelas, que permitirían afirmar que se trataba de un
“balón bomba”, como estaban afirmando los militares, y no
de una granada. Los Fiscales se muestran inconformes al

comentar que parece que el Estatuto Antiterrorista, que otor-
ga facultades judiciales a los miembros del Ejército, estuvie-
ra ya en vigencia, pues se está aplicando sin ser aprobado, y
aludiendo a la manipulación de pruebas que se está eviden-
ciando en este caso, comentan que si eso ocurre “sin Esta-
tuto, cómo será con Estatuto!”.

21.08.04
El sábado 21 de agosto de 2004 , un fiscal visita en el

hospital donde permanece interno, en Medellín, al niño Dei-
ner Guerra Tuberquia, de 10 años de edad, uno de los heridos
sobrevivientes de la explosión del 11 de agosto. Dicho fun-
cionario escucha el relato preciso del niño en el cual describe
con muchos detalles el artefacto explosivo que él pudo ob-
servar antes de que Luz Helena Torres lo dejara caer al piso
y se produjera la explosión. El Fiscal le presenta al niño varias
fotografías de artefactos explosivos, para que él señale cuál
se acerca más al que él vio en manos de Luz Helena el día de
la explosión. El niño señala, sin duda ninguna, una fotografía,
la que corresponde a la tomada por el Defensor del Pueblo
de Apartadó, en el mes de marzo anterior, cuando fue llama-
do por la Comunidad de San José para consultarle qué hacer
con dicho artefacto que el Ejército había dejado abandonado
en un campo de cultivo de la Comunidad. En este mismo fin
de semana es dado de alta, en el Hospital de Apartadó, William
Ortiz, quien fue la otra persona herida por el artefacto explo-
sivo el 11 de agosto. William le comenta a los miembros del
Consejo de la Comunidad, que sale muy preocupado, pues
durante su permanencia en el Hospital fue fuertemente pre-
sionado por el Coronel Duque para que acusara a Gildardo
Tuberquia, miembro del Consejo Interno de la Comunidad de
Paz, de ser el responsable de la explosión ocurrida el 11 de
agosto, declarando que se trataba de explosivos que se fa-
bricaban en la misma Comunidad. El Coronel le ofreció dinero
a William para que trabajara con él, así como trasladarlo a
vivir en Apartadó con su familia, donde le iría muy bien eco-
nómicamente. William rechazó tajantemente todas las pre-
siones. Al esposo de Luz Enit, el mismo Coronel lo había pre-
sionado para que acusara a William de llevar los explosivos.

22.08.04
El domingo 22 de agosto de 2004 , a las 17 horas, un

grupo de paramilitares instalaron un retén en la vía que de
Apartadó conduce a San José, en cercanías del barrio Man-
golo de Apartadó, donde requisaron e intimidaron a todos los
que se dirigían a San José. A poca distancia de allí se encuen-
tra un puesto de control permanente del Ejército. Nuevamen-
te se evidencia el desconocimiento a la Sentencia T-317/04
de la Corte Constitucional, que le encomienda a la coman-
dancia de la Brigada XVII del Ejército la protección de la Co-
munidad.

22.08.04
El domingo 22 de agosto de 2004 , militares y parami-

litares que habían entrado a las veredas de Mulatos, La Res-
balosa, Caño Seco, Chontalito y Las Nieves desde el 15 de
agosto, tuvieron al parecer un enfrentamiento este día con
grupos insurgentes. La población civil campesina de la zona
solo pudo escuchar explosiones, tiroteos y bombardeos rea-
lizados por 3 aviones bombarderos que lograron observar.
En medio de esos supuestos enfrentamientos, los contin-
gentes de militares y paramilitares que llegaron conjuntamen-
te a la zona, balearon viviendas, saquearon sus enseres,
amenazaron a la gente y obligaron a muchas personas a
desplazarse o a internarse en zonas boscosas para prote-
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gerse. El domingo 15 de agosto la población de Las Nieves
vio entrar a los armados. El martes 17, la población de la
Resbalosa vio entrar otros contingentes armados, entre los
cuales se mencionaba a un Coronel, al parecer de un Bata-
llón que denominaban “La 33”, proveniente de Carepa. En
Chontalito, el día 17 de agosto, los pobladores sintieron fuer-
tes explosiones y observaron que un soldado había sido he-
rido. Ante la zozobra de los pobladores, que corrían buscan-
do refugios, algunos de los armados, desde un cerro, les hi-
cieron señas de que salieran de sus casas, indicándoles con
gestos una zona hacia la cual debían dirigirse. Los militares y
paramilitares aprovecharon la evacuación de muchas vivien-
das para hacer registros y pillajes: de muchas viviendas se
llevaron gallinas, cerdos, rulas, ropa, vajillas, herramientas y
otros enseres. En Caño Seco,  el 22 de agosto los militares
pasaron por la casa de Don Luis Emilio Osorno. Un día antes
había llegado allí un joven de 16 años con un alto grado de
fiebre y les pidió hospedaje, a lo cual la familia accedió. Cuan-
do los militares pasaban por su casa, un perro que iba con
los soldados apareció con un radio y una pequeña carpa que
había descubierto al parecer en algún lugar de su finca o en
alguna zona cercana. Los militares preguntaron de quién eran
esas cosas y la señora respondió que no sabía; que quizás
alguien las habría dejado escondidas en el campo. Los milita-
res se las atribuyeron entonces al muchacho enfermo a quien
obligaron a levantarse y se lo llevaron con ellos. También se
apropiaron de 3 rulas nuevas, un marrano cuyo valor se cal-
cula en 150.000 pesos y un plástico utilizado para cubrir el
maíz. También entraron a la casa de Don Rafael Guerra, a la
de su padre, Don Ramón Guerra de donde se llevaron 13
gallinas, una marrana de 4 arrobas, la ropa, la vajilla y las
herramientas de trabajo; a la de Doña Resfa Taborda, de
donde se llevaron una marrana; a la de Doña Jorja Torres; a
una finca administrada por Don Manuel Tuberquia y a la casa
de un Señor llamado Andrés.  El viernes 24 de agosto, cuan-
do las tropas militares y paramilitares salían en retirada, se
llevaron consigo 10 bestias de las familias: una yegua de Don
Ramón Guerra; otra de Don Luis Emilio Osorno; 2 mulas de
Doña Jorja Torres; 1 macho de Don Manuel Tuberquia y otras
bestias cuyos dueños pagaban pasto en una finca adminis-
trada por este último. En algunas viviendas dejaron mensa-
jes de amenaza contra sus pobladores. A una mujer que
estaba embarazada, le dijeron que seguramente había sido
embarazada por un guerrillero y que la próxima vez que pa-
saran la iban a asesinar. Todo da a entender que las tropas
oficiales provenían de la Brigada XVII con sede en Carepa,
comandadas por un Coronel y adscritas quizás a una unidad
contra-guerrilla No. 33, y las tropas paramilitares provenían
del sitio Piedras Blancas, a donde regresaron el 24 o el 25 de
agosto y donde tienen una base.

07.09.04
El martes 7 de septiembre de 2004 , el Fiscal 124

de Apartadó, Pedro Fernando Buitrago Agón, Coordinador de
la Unidad Delegada ante los Jueces Penales del Circuito,
mediante Oficio No. 539 remitió a la Dirección de Reincorpo-
ración del Ministerio del Interior una sentencia de preclusión
emitida por él mismo el 26 de agosto anterior (Radicado 2276),
a favor de GLORIA ELENA TUBERQUIA OSORNO, con el fin
de que avanzara el proceso de “reincorporación a la vida ci-
vil” de dicha joven. El 13 de mayo de 2004 el Coronel Néstor
Iván Duque, Comandante del Batallón Bejarano Muñoz con
sede en Carepa, y el Suboficial S-2 SP. Alirio Naranjo Parra,
firmaron con ella en la Brigada 17 del Ejército un “Acta de
entrega voluntaria”. Según dicho documento, Gloria Elena se
habría entregado el 8 de mayo de 2004, con su hija Patricia,
de 9 meses de edad, a las tropas del Batallón de Contrague-

rrilla No. 33 Cacique Lutaima, en la vereda Cantarrana de San
José de Apartadó. El 13 de mayo fue dejada supuestamente
a disposición del Fiscal 124 de Apartadó, pero continuó priva-
da de su libertad en las instalaciones de la Brigada 17, donde
el 17 de mayo oficiales del Ejército le habrían tomado “decla-
raciones” (se conocen 2 textos) que posteriormente fueron
suministradas por la Vicepresidencia a organismos interna-
cionales, ante la denuncia que se hizo de que ella habría sido
ilegalmente capturada.

Una vez que el desarrollo del proceso de “reinserción” le
fue permitiendo a Gloria Elena retomar contacto con su fa-
milia y con integrantes de la comunidad de San José, se
comenzó a conocer otra versión completamente opuesta a
la que obra en el expediente y que fue evaluada por personas
de diversas profesiones y confrontada con otros testimo-
nios directos. Poco a poco fue saliendo a la luz esta realidad:
ella no se había entregado voluntariamente al ejército ni ha-
bía confesado pertenencia a la guerrilla, en la cual sí había
estado unos meses, cuando contaba 16 años, pero se había
retirado. Fue capturada ilegalmente toda vez que no existía
orden de captura de ninguna autoridad judicial ni situación de
flagrancia. Un paramilitar que se movilizaba con las tropas
del Batallón de Contraguerrilla No. 33 la acusó de ser guerri-
llera y su casa fue rodeada por tropas, mientras otros pobla-
dores vecinos eran sometidos a diversos ultrajes y torturas.
La obligaron a irse con las tropas bajo el chantaje de que si no
lo hacía, le quitaban su niña de 9 meses de edad. En un mo-
mento ella decidió que pagaría todos los precios que le exi-
gieran para no perder su niña y así fue como fingió su “entre-
ga voluntaria como guerrillera desertora”; firmó todos los
documentos que le pidieron firmar, sin leerlos; aceptó todos
los cargos que le imputaron y toleró que quedaran registra-
das, tanto en su indagatoria  como en otras irregulares “de-
claraciones” supuestamente tomadas por militares en la
Brigada, acusaciones que ella nunca hizo pero que la obliga-
ron a sostener ante la misma Fiscalía, siempre bajo el chan-
taje de perder su niña.

El caso de Gloria Elena revela cómo se fabrican monta-
jes recurriendo a los más perversos métodos y cómo son
elaborados expedientes judiciales, avalados por numerosos
funcionarios intervinientes, que permiten registrar delitos,
acusaciones y sindicaciones falsas que adquieren estatus
de “piezas procesales suscritas por las mismas víctimas y
sus ‘defensores’”, todo sobre la base de un chantaje que
convierte en “verdad procesal” el resultado de semejantes
infamias. En un anexo se hace el ejercicio de confrontar lo
que ella relata por fuera de las presiones con lo que quedó
registrado en sus “declaraciones” bajo chantaje.

18.09.04
El sábado 18 de septiembre de 2004, hacia las 16:50

horas, llegaron al área urbana de San José varios camiones
con cerca de 40 policías quienes llevaban equipos y colcho-
netas y se ubicaron en casas de la Comunidad. Dijeron que
iban a quedarse “por orden presidencial”. Cuando miembros
del Consejo hablaron con el comandante del grupo de poli-
cías, éste les manifestó que iban a “hacer presencia en la
Comunidad por orden presidencial” y que no se preocupa-
ran, pues eso estaba dentro de los planes de la seguridad
democrática. Los policías se quedaron toda la noche allí y
hacia las 5 horas del domingo 19 de septiembre salieron del
caserío. También afirmaron que venían a “hacer muchas
amistades” y que ya no era necesaria la Comunidad de Paz
pues ellos iban a proteger a la gente. Este hecho desconoce
y desafía las resoluciones de la Corte Interamericana de
Derechos Humanos, que exige concertar con la Comunidad
las medidas de protección, y constituye una burla a los pro-
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pósitos del Reglamento y los principios de la Comunidad de
Paz de San José que decide no colaborar con ningún actor
armado y que ha pedido numerosas veces presencia civil del
Estado y no presencia armada, menos de instituciones in-
cursas en numerosos crímenes contra la Comunidad, para
los cuales la misma Comunidad ha demandado insistente-
mente justicia y evaluación de los mecanismos implementa-
dos por el poder judicial que hasta ahora solo exhiben como
resultado impunidad total.

30.09.04
El jueves 30 de septiembre de 2004, hacia las 18:00

horas, en el retén habitual del ejército, ubicado en la vereda
La Balsa, sobre la carretera que conduce de Apartadó a San
José, los militares despojaron de los víveres que llevaban al
Señor ARCENIO GRACIANO y a un niño de 12 años que se
transportaban en un vehículo de servicio público. Los milita-
res justificaron su ilícito afirmando que “esa comida iba para
la guerrilla”. Afirmaron además  que muy pronto iban a aca-
bar con esa h.p. comunidad de paz y que de ella no quedaría
nada . Los dueños de los mercados hurtados respondieron
que eso era falso y exigieron la devolución de lo que les ha-
bían quitado. Los militares les respondieron que si no eran
guerrilleros, bajaran al día siguiente por los mercados. Las
dos personas bajaron al día siguiente a reclamar nuevamen-
te sus pertenencias y esta vez los militares se las devolvie-
ron pero en medio de insultos y amenazas.

02.10.04
El sábado 2 de octubre de 2004,  hacia las 12:30

horas, cuatro paramilitares interceptaron un vehículo de ser-
vicio público que se movilizaba entre Apartadó y San José, a
la altura de la Electrificadora, en la salida de Apartadó, y abor-
daron dicho vehículo. Dos minutos después, al atravesar el
barrio El Mangolo, hicieron detener nuevamente el vehículo y
ordenaron a todos los pasajeros descender del mismo, con
excepción de YORBELIS AMPARO RESTREPO FLOREZ, de
27 años, quien iba allí. Mientras los pasajeros descendían,
los paramilitares los insultaban y les anunciaban que de nue-
vo iban a iniciar acciones tendientes a exterminar la Comuni-
dad de Paz de San José que era una comunidad guerrillera,
pues todos los que habitaban de ahí hacia arriba era guerrille-
ros y con todos iban a acabar. También anunciaron un nuevo
bloqueo económico contra la comunidad. Al alejarse en el
vehículo, en el cual solo quedaban el conductor, Yorbelis y los
paramilitares, éstos gritaron que a Yorbelis la dejarían libre
un rato después y se llevaron consigo los mercados y pa-
quetes que los pasajeros llevaban en el vehículo. Doscientos
metros más adelante, frente a la Empacadora de banano,
un sitio con presencia habitual de paramilitares, obligaron al
conductor a descender y ellos se fueron con el carro y Yor-
belis. Ese mismo día hacia las 18:00 horas la Defensoría del
Pueblo informó que había sido hallado un cuerpo con las ca-
racterísticas de Yorbelis, en el barrio La Chinita de Apartadó.
Más tarde se comprobó que el cadáver correspondía al de
Yorbelis Restrepo. Días antes el paramilitar WILMAR DURAN-
GO, quien ha cometido numerosos delitos en la zona pero a
quien la Comandancia de la Brigada XVII del Ejército protege,
había amenazado de muerte a Yorbelis.

02.10.04
El mismo sábado 2 de octubre de 2004 , hacia las

16:00 horas, en el retén militar ubicado en la vereda La Balsa,
sobre la carretera que conduce de Apartadó a San José, fue
ilegalmente retenida por miembros del Ejército la menor de

edad UBERLINA DEL SOCORRO DELGADO. Un uniforma-
do que se le presentó como “reinsertado” le dijo que ella “era
guerrillera y que su alias era Lilí”. Uberlina le respondió que
todo eso era falso. Entonces los militares que estaban en el
retén le dijeron a Uberlina que “tenía que confesar e incorpo-
rarse al plan de reinserción para trabajar con ellos”. Ella res-
pondió que no se acogía a ningún plan porque ella no era gue-
rrillera. Al escuchar la respuesta, el comandante de la tropa
que estaba allí comenzó a gritarle y le dijo que si no colabora-
ba con ellos y confesaba que era guerrillera, le iba a pasar lo
mismo que le había pasado a Yorbelis Restrepo (asesinada
ese mismo día en esa misma carretera). Uberlina sintió
mucho miedo al ver su furia y sus amenazas y dijo entonces
que se acogía al plan de reinserción. Fue conducida enton-
ces, hacia las 19:00 horas, a la Estación de Policía de Aparta-
dó. Quienes se le presentaron como miembros de la SIJIN le
hicieron muchas preguntas sobre la guerrilla pero ella res-
pondía que no sabía nada pues ella no era guerrillera. Tam-
bién le preguntaban por la Comunidad de Paz y le decían que
esa comunidad era guerrillera; preguntaron especialmente
por varios de los miembros del Consejo Interno de la Comu-
nidad, como Wilson David y Gildardo Tuberquia. Uberlina les
respondió que los miembros de la Comunidad de Paz eran
neutrales; que ella vivía en la vereda Buenos Aires donde
habitan campesinos que no son guerrilleros. Quienes la inte-
rrogaban, la llevaron luego a mirar el cadáver de Yorbelis
Restrepo para que lo reconociera, y ella lo reconoció, pero se
trataba de un método para aterrorizarla. Luego la presenta-
ron ante un personaje que se le identificó como “fiscal” quien
le preguntó si a Yorbelis la habían asesinado por ser guerrille-
ra, presionándola para que “no lo negara”. Uberlina respon-
dió que Yorbelis no era guerrillera, pues ella trabajaba en una
tienda para mantener a sus tres niños pequeños. El supues-
to fiscal le preguntó quién creía que había matado a Yorbelis.
Ella respondió que creía que había sido el Ejército, dado que
los militares, al retenerla en la carretera, le habían dicho que
le iba a pasar lo mismo que le había pasado a Yorbelis si se
negaba a colaborar con ellos, a pesar de que en ese momen-
to ella misma no sabía que habían matado a Yorbelis, pues
su cadáver decían que lo habían encontrado hacia las 6 p.m.
y los militares ya sabían de su muerte hacia las 4 p.m. cuan-
do la retuvieron a ella en el retén. Al día siguiente la Defenso-
ría del Pueblo fue a ver a Uberlina y le preguntó si había dicho
que era guerrillera. Ella explicó que en un momento, ante las
amenazas que le hicieron, había dicho eso, pero que ella no
era guerrillera. La Defensoría del Pueblo la condujo al Institu-
to de Bienestar Familiar por ser menor de edad, pero allí le
dijeron que la enviarían a Medellín para que se acogiera al plan
de reinserción. Ella reiteró que no se iba a acoger a ningún
plan porque ella no era guerrillera y exigió que la dejaran irse
para su casa. Cuando Uberlina subía de nuevo hacia San José,
el jueves 7 de octubre, un capitán del Ejército se le acercó
nuevamente en el retén de La Balsa y le dijo que habían co-
metido un error con ella y que podía seguir bajando tranquila
a Apartadó. El caso estaba ya en conocimiento de organis-
mos internacionales.

02.10.04
El mismo sábado 2 de octubre de 2004  hacia las

17:00 horas, en el retén militar ubicado en La Balsa, sobre la
carretera que conduce de Apartadó a San José, los militares
le advirtieron a un comerciante que llevaba abastecimientos
para la pequeña tiende que tiene en San José, que a todo
aquél que continuara subiendo mercados hacia San José los
paramilitares lo iban a asesinar, pero que si él quería que no
le ocurriera nada malo, trabajara con ellos.
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03.10.04
El domingo 3 de octubre de 2004 , hacia las 9:00

horas, miembros de la Policía se acercaron a familiares de
Yorbelis Restrepo, asesinada en la tarde del día anterior, y les
dijeron que todo iba saliendo muy bien a favor del propósito
que tenían de exterminar a esa h.p. comunidad de San José;
que muy pronto iban a colocar allá un puesto de policía y que
la policía ya sabía que en ese momento la comunidad se
desplazaría, por lo cual la policía estaba preparando el ingre-
so de familias que iban a poner a vivir en las casas que fue-
ran abandonadas, incluyendo paramilitares; que ahora sí
estaba cerca el final de esa h.p. comunidad de paz.

06.10.04
El miércoles 6 de octubre de 2004 , hacia las 10:00

horas, un grupo paramilitar compuesto por cinco hombres,
ubicado en el sitio Tierra Amarilla, de habitual presencia para-
militar a pesar de distar solo 10 minutos del retén militar de
La Balsa, detuvo a un comerciante en cacao y le advirtió que
tenía que ir a vender el cacao en Apartadó y luego traerles a
ellos el dinero. Le pidieron además que informara a los pobla-
dores de San José que ahora el bloqueo era total y que ya las
condiciones estaban dadas para acabar definitivamente con
esa h.p. comunidad de paz.

12.10.04
El martes 12 de octubre de 2004  hacia las 17:00

horas, cinco paramilitares que se hallaban en la Terminal de
Transportes de Apartadó se acercaron a un vehículo que
iba a salir hacia San José y obligaron a los pasajeros a bajar
los mercados que llevaban. Se encontraban allí, entre otros
pobladores, Reinaldo Tuberquia, Juvenal Torres, Silvia Car-
vajal y Arlen David. Los paramilitares les dijeron que no iban
a permitir que se llevara nada a San José y que si no enten-
dían esto, a pesar de todas las advertencias que les habían
hecho, iban a matar a los que insistieran en llevar merca-
dos. Además advirtieron que tampoco permitirían sacar
productos de la Comunidad para comercializarlos y que si
en algún camión se sacaban productos, lo desocuparían y
matarían a la persona implicada. Todo esto ocurre después
de numerosas promesas de la Vicepresidencia y de la Poli-
cía de que esto no volverá a ocurrir y luego de numerosas
denuncias sobre cómo en la Terminal de Transportes los
paramilitares operan a sus anchas en un sitio de estricto
control policial y luego de engañar al país y a la comunidad
internacional afirmando desde hace un año que están en
“cese de hostilidades” y en proceso de “desmovilización”.

26.10.04
El 26 de octubre de 2004 , La Dirección Nacional de

Atención y Trámite de Quejas de la Defensoría del Pueblo
recibió el Oficio No. 42399, procedente de la Secretaría Jurí-
dica de la Presidencia de la República, en el cual da respues-
ta a la solicitud que hiciera la Defensoría de atender la peti-
ción de rectificación, por parte del Señor Presidente, del pro-
nunciamiento que hizo en Apartadó el 27 de mayo de 2004.
Con gran asombro se registra que dicha secretaría jurídica
dio “traslado” de la petición al Ministerio de Defensa Nacio-
nal, cuando la rectificación que se pedía era de señalamien-
tos calumniosos del Señor Presidente sobre la Comunidad
de San José y sus acompañantes, y no de alocuciones del
Señor Ministro de Defensa ni de ningún funcionario de ese
Ministerio.

12.11.04
El 12 de noviembre de 2004  se cumplió un año de

haber colocado ante el despacho del Fiscal General de la
Nación la solicitud formal de que 301 crímenes de lesa hu-
manidad perpetrados contra pobladores de San José de
Apartadó y debidamente documentados, fueran “sometidos
a una investigación imparcial, integral, rápida y eficaz, con
observancia de los compromisos internacionales asumidos
por el Estado colombiano”. Dicha solicitud se hizo atendien-
do sugerencias de la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos, la cual, en sus visitas a Colombia realizadas en
2003, recibió promesas de la Fiscalía de que investigaría res-
ponsablemente los crímenes cometidos en San José de
Apartadó si se recibían datos concretos. Ante una carencia
total de respuesta por parte de la Fiscalía, la Parte Civil elevó
Derechos de Petición al Fiscal General de la Nación el 29 de
enero y el 25 de marzo de 2004, apoyada en el Artículo 23 de
la Constitución, ninguno de los cuales fue respondido, en fla-
grante violación del precepto constitucional. Por otros me-
dios se conoció que la denuncia fue remitida el 13 de noviem-
bre de 2003 por el despacho del Fiscal General a la Dirección
General de Fiscalías, de donde a su vez se remitió, el 4 de
diciembre de 2003, a la Unidad Nacional de Fiscalías de Dere-
chos Humanos para que obrara en el Radicado 722, donde
se investigaba solo uno de los 301 crímenes, a saber, una
masacre de 5 pobladores perpetrada el 20 de febrero de 2000.
El Fiscal de conocimiento de este último caso, por Resolu-
ción del 23 de febrero de 2004, admitió al suscrito como Parte
Civil en calidad de Actor Popular, pero enseguida se le solicitó
a dicho fiscal revocar la Resolución mencionada, pues no se
quería contribuir a la dispersión de investigaciones que te-
nían una evidente conexidad, por cuanto revelaban unas prác-
ticas sistemáticas, lo que les daba el carácter de Crímenes
de Lesa Humanidad. El Fiscal del caso se negó a reponer su
Resolución pero admitió la apelación y el caso pasó a la Uni-
dad de Fiscalías Delegadas ante el Tribunal Superior de Bogo-
tá, la cual ordenó revocar la Resolución mediante fallo del 10
de septiembre de 2004, donde afirma que la intención de los
demandantes “parece ser el de constituirse en parte civil
como Actor Popular, pero dentro de un gran proceso penal
que investigue integralmente los delitos de lesa humanidad
que se han cometido en los últimos años en contra de los
integrantes de la Comunidad de Paz de San José de Aparta-
dó, derechos fundamentales y constitucionales que no les
pueden ser limitados a través de decisiones ajenas al orde-
namiento jurídico vigente a la fecha y que dicho memorial
además está encaminado a ser resuelto por las instancias
competentes de la Fiscalía General de la Nación según el
destinatario de los memoriales”. Sin embargo, también el
fiscal de conocimiento del Radicado 722 UDH y DIH, había
devuelto el expediente a la Dirección Nacional de Fiscalías el
23 de marzo de 2004 (Oficio 080 ans) aduciendo que el docu-
mento “hace una extensa relación de los hechos punibles
ocurridos en esa zona del país y este Despacho Fiscal única-
mente está investigando el suceso ocurrido el 20 de febrero
del año 2000”

Ante la flagrante violación de todas las normas y princi-
pios procesales del ordenamiento penal por parte del Fiscal
General de la Nación, la Parte Civil le solicitó el 18 de junio de
2004 “declararse impedido para adelantar la investigación
penal”, ya que habían transcurrido más de 7 meses luego de
la presentación de la denuncia, y teniendo en cuenta que el
Artículo 325 del Código de Procedimiento Penal establece un
término improrrogable de 6 meses para adelantar la investi-
gación previa que debe concluir en la apertura formal de in-
vestigación o en un acto inhibitorio. El Director General de
Fiscalías, Dr. Luis González, se reunió con los denunciantes
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el 9 de julio de 2004 y pretendió exonerar de prevaricato al
Fiscal General con el argumento de que en el texto de la de-
nuncia no estaba claro si se solicitaba una investigación for-
mal. Tal posición no era en absoluto de recibo, ya que en la
primera página de la denuncia se concretaba así la petición:
“solicitarle que los crímenes de que ha sido víctima dicha
Comunidad de Paz y que serán reseñados en este escrito,
sean sometidos a una investigación imparcial, integral, rápi-
da y eficaz, con observancia plena de los compromisos in-
ternacionales asumidos por el Estado colombiano, de los
principios que rigen el Derecho Internacional Consuetudina-
rio así como de los tratados internacionales que miran a la
protección de la dignidad y derechos fundamentales del ser
humano, que tienen carácter imperativo para todo Estado
pero que Colombia los ha integrado en un bloque de constitu-
cionalidad, como lo expresan los artículos 93 y 94 de su Cons-
titución Política”. Y a pesar de que la solicitud se le reiteró en
los días posteriores, pasaron otros seis meses sin recibir
ninguna respuesta. La impunidad desafiante y atrevida vuel-
va a comprobarse aquí, con la violación de todas las normas
procesales penales; de los tratados internacionales y del
derecho internacional consuetudinario. La misma impuni-
dad de este tipo de crímenes ha sido definida por muchos
tratadistas como otro Crimen de Lesa Humanidad.

17.11.04
El miércoles 17 de noviembre de 2004 , hacia las

14:00 horas, integrantes de las FARC incursionaron en la
vereda Buenos Aires, de San José de Apartadó, y llegaron a
la casa del Señor AMADOR DELGADO, poblador de dicha
vereda aunque no era integrante de la Comunidad de Paz.
Mientras el Señor Delgado se encontraba en compañía de
dos de sus hijos, los insurgentes lo obligaron a “acompañar-
los” y se lo llevaron de allí. 24 horas después, sus familiares
hallaron su cadáver junto a una quebrada que divide las vere-
das de La Unión y Buenos Aires. La guerrilla difundió en la
zona una versión según la cual la víctima estaría pasándole
información a los paramilitares y habría asesinado a varios
trabajadores y algunos animales pertenecientes a poblado-
res de la zona. La Comunidad de Paz expidió un comunicado
público el 19 de noviembre en el cual afirmó: “Sentimos esta
acción como una agresión a nuestro proceso ya que irrespe-
tan los lugares donde exigimos la no presencia de los acto-
res armados y además cualquier agresión contra el campe-
sinado de la zona afecta directamente a nuestra comunidad
y se trata de igual forma de un atentado contra nosotros”.

24.11.04
El miércoles 24 de noviembre de 2004 , hacia las

16:30 horas, un contingente del Ejército pasó por la cancha
de fútbol del caserío de San José llevando a un poblador y a
su hijo de 9 años detenidos. Luego de alejarse 10 minutos del
caserío los dejaron en libertad pero antes de hacerlo les dije-
ron que debían informar a los miembros de la Comunidad de
Paz que “tarde o temprano los iban a acabar porque eran
una comunidad guerrillera; que estaban planeando el asesi-
nato de los líderes; que supieran que solo iban a dejar tranqui-
los a los niños”.

25.11.04
El jueves 25 de noviembre de 2004 , hacia las 17:00

horas, en el sitio conocido como El Mangolo, sobre la salida
de Apartadó hacia San José, tres paramilitares apostados
en la vía hicieron detener un vehículo de servicio público que

se dirigía a San José y revisaron todo, afirmando que esta-
ban haciendo control.

26.11.04
El viernes 26 de noviembre de 2004 , hacia las 9:20

horas, mientras se trasladaba en un vehículo de servicio
público desde San José hacia Apartadó, la joven LUZ ALRE-
DY TUBERQUIA fue abordada por un capitán del Ejército quien
le preguntó para dónde llevaba el cacao. Ella le respondió que
lo iba a vender en Apartadó. El Capitán le dijo entonces que
ya la había visto varias veces pasar por esa carretera y que
si seguía bajando, ellos se encargarían de que le pasara lo
mismo que le pasó a Yorbelis Restrepo (asesinada el 2 de
octubre anterior en esa misma carretera). Luego le dijo que
podía irse pero que no se le olvidara la advertencia.

26.11.04
El mismo viernes 26 de noviembre de 2004 , tro-

pas de la Brigada XVII del Ejército se tomaron la vereda La
Cristalina, trataron violentamente a sus pobladores y des-
truyeron una planta eléctrica que había en la escuela, bajo el
pretexto de que esa planta era de la guerrilla.

26.11.04
El mismo viernes 26 de noviembre de 2004 , entre

las 18:40 y las 19:05 horas se produjo un enfrentamiento
armado a diez minutos de San José. Luego los integrantes
del Ejército ingresaron al caserío de San José y los poblado-
res les suplicaron que se fueran, pues los estaban poniendo
en alto riesgo frente a la parte militar contraria, tomándolos
como escudos. Los militares respondieron que justamente
con ese objetivo habían entrado allí: para que los insurgentes
atacaran a la comunidad. Luego ingresaron a las tiendas a
comprar alimentos pero los tenderos se negaron a vender-
les, como lo exige el Reglamento de la Comunidad de Paz, el
cual prohíbe vender alimentos u otras cosas a cualquier ac-
tor armado. Entonces los militares comenzaron a golpear a
un tendero hasta obligarlo a que les vendiera algo. Los solda-
dos le repetían a los pobladores que esa era una comunidad
guerrillera y que por eso tenían que acabarla. Junto con la
tropa iba el paramilitar WILMAR DURANGO, quien ha come-
tido numerosos delitos en la zona y sin embargo la Fiscalía
se niega a procesarlo y los Comandantes de la Brigada XVII
lo protegen y afirman que él trabaja para ellos. WILMAR, en
medio de la ocupación militar, se burlaba de los pobladores
afirmando que él podía hacer lo que quisiera y nunca le iba a
pasar nada. Afirmaba, además, que los pobladores no alcan-
zaban a imaginarse todo el daño que él le iba a hacer a esa h.
p. comunidad guerrillera. El Ejército se retiró del poblado ha-
cia las 19:35 horas llevándose al joven FERNANDO CARDO-
NA HIGUITA, quien había sido ilegalmente detenido en le ve-
reda La Cristalina hacia las 14:00 horas, mientras se encon-
traba recogiendo cacao en su parcela. Cuando los militares
comenzaron a ingresar al caserío, miembros del Consejo In-
terno llamaron por teléfono al Defensor del Pueblo de Urabá,
quien prometió averiguar lo que ocurría, pero luego desco-
nectó su teléfono para no responder a las siguientes llama-
das de la Comunidad.

06.12.04
El lunes 6 de diciembre de 2004 , en horas de la tar-

de, fueron asesinados los indígenas ARTURO DOMICÓ, MI-
SAEL DOMICÓ y HORACIO BAILARÍN, integrantes del res-
guardo Embera Katío de Ibudo, ubicado en la vereda La Pla-
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ya de San José de Apartadó, hecho que ha sido atribuido a
un comando de las FARC, aunque el hecho está rodeado de
un fuerte hermetismo por parte de la comunidad indígena.

08.12.04
El miércoles 8 de diciembre de 2004, hacia la 17.15

horas, fue bajada de un vehículo de servicio público, mien-
tras se dirigía de Apartadó a San José, SORLIZAMA CORREA
RUIZ junto con su hijo de 4 años JOHAN ALEXANDER CO-
RREA. Un hombre armado en traje civil que se transportaba
en una motocicleta alcanzó el vehículo y obligó al conductor
a detenerse, tomando luego violentamente a Sorlizama y
sacándola del vehículo la arrojó contra una cerca de alam-
bre; también bajó del vehículo la mercancía que ella llevaba
que consistía en ropa para vender en su negocio. El agresor
había sido compañero sentimental de la víctima pero las cir-
cunstancias llevan a concluir que no actuaba solo, pues él no
poseía moto ni medios para conseguirla y en el acto tuvieron
que participar varias personas en motocicletas para poder
trasladar a las víctimas y su mercancía hasta el barrio Poli-
carpa. Los hechos posteriores (20 de diciembre) arrojan indi-
cios de que el agresor participaba en una estructura armada
paramilitar que tiene estrechas relaciones con la SIJIN de la
Policía Nacional. Algunas personas que presenciaron el he-
cho dieron aviso a los padres de Sorlizama quienes viven en
Apartadó y ellos emprendieron inmediatamente su búsque-
da y lograron arrebatársela a los agresores en el barrio Poli-
carpa de Apartadó.

12.12.04
El domingo 12 de diciembre de 2004, mientras se

desplazaba en un vehículo de servicio público entre Apartadó
y San José, uno de los líderes de la Comunidad de Paz, LUIS
EDUARDO GUERRA, fue obligado a descender en el retén
militar ubicado habitualmente en la vereda La Balsa. Allí fue
interrogado por varios militares quienes le trataron altanera
y agresivamente diciéndole que era una persona “sospecho-
sa” ya que no lo habían visto con frecuencia en esa carrete-
ra y ya que su nombre no figura en una lista que ellos tienen.
Le preguntan insistentemente sobre lo que él hace en la
Comunidad de Paz. Luis Eduardo les advirtió que estaban
sobrepasando los límites legales de un control de documen-
tos y que además quien lo estaba interrogando no tenía uni-
forme militar completo ni placa de identidad; por eso le pidió
que se identificara, pues la población tiene derecho a saber
quién la está controlando, máxime en un área donde legales
e ilegales utilizan idénticos ropajes y se entrecruzan en sus
actividades. El militar que decía comandar el grupo se negó
a identificarse con actitudes arrogantes y agresivas, sin te-
ner en cuenta que la función pública en un Estado de Dere-
cho tiene que ser realmente PÚBLICA y que todas las actua-
ciones del servidor público tienen que estar abiertas al es-
crutinio público y a los controles de legalidad y legitimidad por
parte de todos los ciudadanos.

18.12.04
El sábado 18 de diciembre de 2004 , hacia las 15:00

horas, mientras se desplazaba en un vehículo de servicio
público entre Apartadó y San José, DIANA VALDERRAMA,
integrante del Consejo Interno de la Comunidad de Paz, fue
obligada a descender en el retén del Ejército que es habitual
en la vereda La Balsa, junto con otros pasajeros. Los milita-
res la interrogaron a ella particularmente sobre lo que ella hace
en la Comunidad de Paz y le pidieron que diera los nombres
de todos los líderes del proceso. Le dijeron, además, que ella

se hace “sospechosa” porque baja con mucha frecuencia
hacia Apartadó, como negándole el reconocimiento del dere-
cho a la libre circulación, consagrado en el Artículo 24 de la
Constitución Nacional.

19.12.04
El domingo 19 de diciembre de 2004, cuando se

desplazaba en un vehículo de servicio público entre Apartadó
y San José, ELIÉCER PALACIO fue obligado a descender en
el retén militar ubicado habitualmente en la vereda La Balsa
y los militares le dicen que poseen informaciones según las
cuales él es un miliciano. Él niega rotundamente la acusación
pero los militares no lo dejan continuar el viaje y lo dejan ile-
galmente detenido durante más de 4 horas, tiempo en el cual
lo interrogan acerca de la Comunidad de Paz. Su esposa, quien
viajaba en el mismo vehículo, permaneció junto a él todo el
tiempo, hasta que le permitieron continuar el viaje.

20.12.04
El lunes 20 de diciembre de 2004 , mientras se des-

plazaba  en un vehículo de servicio público entre Apartadó y
San José, BLANCA TORRES, integrante de la Comunidad de
Paz, fue obligada a descender en el retén militar que está
ubicado habitualmente en la vereda La Balsa e interrogada
en forma agresiva por los militares. Le dijeron que si conti-
nuaba bajando con tanta frecuencia a Apartadó iba a ser
detenida. Los soldados además le arrebataron las semillas
de cacao que llevaba y los arrojaron a la carretera; luego las
semillas resultaron dañadas.

20.12.04
El mismo día lunes 20 de diciembre de 2004 , MA-

RÍA EUGENIA JARABA RUIZ, hermana de Sorlizama Correa
Ruiz, quien había sido bajada violentamente de un vehículo
de servicio público en la vía que de Apartadó conduce a San
José el pasado 8 de diciembre, se encontraba en la Terminal
de Transportes de Apartadó esperando un vehículo para tras-
ladarse hacia San José, cuando es abordada por miembros
de la SIJIN y de la Policía en trajes civiles. Ellos la obligan a
acompañarlos a las instalaciones de la SIJIN, sin exhibir nin-
guna orden y a pesar de su resistencia, pues llevaba un niño
enfermo consigo. Otro poblador de San José, quien le carga-
ba el niño mientras ella compraba algunos alimentos, le dijo a
los policías: “si se la llevan a ella, me llevan a mí también”, y
efectivamente él fue introducido en el vehículo policial, junto
con ella y los niños, de 7 años uno y  de 3 meses la otra. En
la SIJIN proceden a tomarle fotografías y huellas. Cuando
ella pide explicaciones, afirman que recibieron una llamada
telefónica en la cual la acusaban a ella de guerrillera. Ella les
dice que lo único que hace es trabajar para sostener a sus
dos niños. Entonces le preguntan por los padres de los niños
a lo cual ella responde identificándolos. Como afirma que se
gana la vida vendiendo ropa, le dicen que ella le vende ropa a
la guerrilla y comienzan a interrogarla sobre el paradero de
muchos guerrilleros. Entre tanto se llevan a otro sitio al niño
de 7 años y le preguntan quién vive o frecuenta su casa o
tiene relaciones con su mamá. Como el niño menciona a Ali-
rio, ell compañero de su mamá, luego le dicen a ella que lo
debe presentar ante la SIJIN. Más tarde la dejan en libertad.
En los días siguientes, la madre de María Eugenia va con ella
a la SIJIN a exigir una explicación de lo que han hecho con
ella, pero todos los agentes evaden las preguntas. Se encuen-
tran de frente con un Mayor de la Policía que dirigió el opera-
tivo y le exigen responder por lo que ha hecho y él se niega a
responder.
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22.12.04
El miércoles 22 de diciembre de 2004 , hacia las

11:00 horas, fueron detenidos por tropas del Ejército, en la
vereda La Cristalina, de San José de Apartadó, JUAN CO-
RREA, GERMÁN CORREA y JUAN CARLOS CORREA, acu-
sándolos de ser guerrilleros. Algunos soldados les manifes-
taron a las víctimas que los detenían “por prevención, para
que no avisaran a la guerrilla que el Ejército estaba allí”.
Permanecieron 24 horas bajo detención arbitraria y fueron
obligados a dormir a la intemperie. Los militares les repetían
que agradecieran que habían sido ellos quienes los habían
detenido, pues si hubieran sido los paramilitares ya los ha-
brían matado. Uno de los detenidos preguntó si acaso los
paramilitares no estaban ya desmovilizados, según  se infor-
ma por todos los medios de opinión; los militares respondie-
ron que eso era solamente “una pantalla”; que habían entre-
gado unas “armitas” pero que continuaban actuando nor-
malmente; que cuando llegaran a la zona iban a matar a to-
dos los que fueron guerrilleros en el pasado y a los que cola-
boraran de algún modo con la guerrilla y que no se salvaría
entonces “ni el perro de la casa”.

22.12.04
El mismo miércoles 22 de diciembre de 2004 , en

la misma vereda La Cristalina, hacia las 12:00 horas, fueron
detenidas ilegalmente otras tres personas por tropas del
Ejército. Uno de ellos fue Don MIGUEL ARANGO, de 70 años
de edad; otro el Señor GILBERTO ARIAS y el tercero un cam-
pesino de apellido RÍOS. Don Miguel Arango fue sometido a
torturas inhumanas por los soldados: lo golpearon; le sumer-
gían la cabeza en agua hasta que se sintiera ahogado y le
decían que si no les decía dónde estaba la guerrilla lo iban a
ahogar, tortura a la cual lo sometieron repetidas veces. Al
dejarlos en libertad, lo militares les dijeron que cuando llega-
ran los paramilitares los iban a partir en pedacitos. Les advir-
tieron que los paramilitares “ahora están más vivos que
nunca” y que el cuento de la desmovilización “es solo una
táctica”; que ahora vendrían con más fuerza que antes.

22.12.04
El mismo miércoles 22 de diciembre de 2004 , ha-

cia las 17:00 horas, tropas de la Brigada 17 del Ejército detu-
vieron, en el camino que comunica a la vereda Las Nieves
con el caserío de San José, a ELKIN DARÍO TUBERQUIA
TUBERQUIA, aduciendo la existencia de una orden de captu-
ra en su contra. Ya en el Derecho de Petición elevado ante el
Señor Presidente el pasado 5 de abril de 2004 (Rad: 279992,
pg. 5) se había denunciado su detención arbitraria, en iguales
circunstancias que la de APOLINAR GUERRA GEORGE, en
la noche del 12 de marzo de 2004, y su sometimiento a tor-
turas por parte del Coronel Néstor Iván Duque, Comandante
del Batallón Bejarano Muñoz adscrito a la Brigada XVII del
Ejército con sede en Carepa. Ambos pobladores fueron deja-
dos en libertad el 1° de abril de 2004, en acatamiento a la
Resolución 001 del día anterior emitida por el Juez Primero
Penal del Circuito de Apartadó (Rad: 2003-0004), quien aco-
gió un recurso de Habeas corpus  interpuesto el 29 de marzo
por el Defensor Regional del Pueblo de Urabá.

Al realizarse esta segunda detención fue posible acce-
der al expediente judicial, el cual constituye un verdadero
monumento a la corrupción judicial y muestra con nitidez los
mecanismos implementados por una práctica de persecu-
ción pol í t ica, que se caracteriza por la múltiple violación de
derechos humanos a un conjunto poblacional en razón de
algún rasgo que identifica a ese bloque de población, perse-

cución que el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacio-
nal tipifica como una de las modalidades del Crimen de Lesa
Humanidad (Art. 7, h ).

Si bien Elkin Darío había militado en la guerrilla 8 años antes,
había sido ya procesado y había pagado pena de prisión has-
ta 1999, decidiendo retirarse de la insurgencia antes de orga-
nizar su hogar, incluso como exigencia de quien iba a ser su
esposa. Al ser detenido en abril de 2004 ya no había razón
alguna para endilgarle delitos políticos. Todo se debió al seña-
lamiento que hiciera de él un ex guerrillero, a quien él había
identificado años antes cuando pasó una vez por su casa
campesina en la vereda Las Nieves, solicitando que se le
indicara un camino. Sin embargo, la presión a que se ven
sometidos los desertores para que “entreguen gente y la
acusen de ser insurgente”, y la presión a que se ven some-
tidas las unidades militares para “entregar resultados” me-
dibles en insurgentes muertos, capturados o desertores,
fuerza a montajes como el presente, acompañados de crí-
menes incalificables.

La detención de Elkin y de Apolinar en la noche del 12
marzo de 2004 fue ilegal a todas luces: no existía orden de
captura y tampoco flagrancia. Así lo reconoció el Fiscal 124
Delegado de Apartadó al resolver su situación jurídica el 19
de marzo de 2004, pues allí deja constancia de que falta la
solicitud de allanamientos ante el Fiscal 110 Seccional de
Medellín, en cuyo nombre y bajo cuya dirección se hicieron
los allanamientos en San José esa noche; registra también
la falta de una resolución de dicho Fiscal acogiendo la solici-
tud de allanamientos; la inexistencia de actas de los allana-
mientos practicados; la omisión de una autorización para
sacar de las instalaciones de la brigada 17 al supuesto infor-
mante, Samuel Antonio Tuberquia, quien supuestamente
“señaló” a los detenidos, dado que dicho sujeto estaba a
órdenes de esa misma Fiscalía 124; la no existencia siquiera
de una declaración del “informante”, bajo juramento, para
sustentar de alguna manera las detenciones, lo cual se trató
de hacer “ex post facto” un día después; la carencia de or-
den alguna de captura contra quienes fueron detenidos; la
inexistencia de conducta alguna que pudiera calificarse como
flagrancia, así fuera de “rebelión”, ni siquiera considerando
ésta como delito “de carácter permanente”. Ante tantos
vacíos legales, el Fiscal 124 dicta medida de aseguramiento
apoyándose exclusivamente “en la propia versión de los
indagados ” (folio 41), versión que él mismo tomó ilegal-
mente, pues lo hizo sin presencia de abogado, violando los
artículos 280 y 349 del CPP. Aunque en ambas indagatorias
quedó registrada la presencia y firma de la abogada de la
Defensoría, Dra. Luz Yolanda Albarracín Aguilar, ninguno de
los indagados la vio durante su indagatoria y el expediente
mismo permite comprobarlo, pues dicha abogada no podía
estar presente simultáneamente en dos indagatorias, ya
que la una se efectuó (según el mismo expediente) a las
4:05 p.m. y la otra a las 4:20 p.m. del mismo día 15 de mar-
zo de 2004. Según el testimonio de las víctimas, la abogada
no asistió a ninguna de las dos indagatorias, lo que, según
el art. 305 del CPP, hace que tales diligencias se consideren
legalmente “inexistentes ”.

Pero si el Fiscal 124 se apoyó en la sola versión de los
indagados , es difícil creer que no estuviera enterado de las
torturas de que habían sido víctimas, cuando Apolinar toda-
vía tenía la boca reventada por los golpes del Coronel Duque.
Dicho Coronel, bajo golpizas y amenazas les hizo saber que
si no declaraban lo que él les exigía, bastaba sacarlos de la
brigada y dejarlos ficticiamente en “libertad” para que los
paramilitares, que estaban ya esperando en la puerta, los
asesinaran. Además hizo filmar un  video con falsas “confe-
siones”, en el cual los obligó a “acogerse a sentencia antici-
pada” y les advirtió que si no se sostenían en esa “confe-
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sión” ante fiscales y jueces y ante la misma Defensoría del
Pueblo, las amenazas se llevarían a cabo, pues nada se ha-
cía en esos despachos sin que él lo controlara directamente.
Indagatorias realizadas, pues, en tal clandestinidad, donde
además el mismo Fiscal pudo ejercer todas las presiones que
quiso sobre unos indagados condenados a muerte si no re-
petían el libreto señalado por su torturador, no tienen validez
alguna en ningún sistema penal. Pero ese fue el único funda-
mento de la medida de aseguramiento, según el mismo Fis-
cal.

Sin embargo, la corrupción y las cadenas de prevarica-
tos e infamias no terminan allí. El Defensor del Pueblo, único
funcionario que pudo acceder a los detenidos y ofrecerles un
mínimo nivel de confianza basada en la independencia de sus
torturadores, pudo recibir el testimonio de las torturas y de-
más atropellos y comprobar el mismo estado físico de las
víctimas, al entrevistarlos en la cárcel La Nueva Esperanza,
de Turbo, el 29 de marzo. El Defensor interpuso inmediata-
mente un recurso de Habeas corpus  alegando la ausencia
de una orden legal de captura contra ellos; la inexistencia de
flagrancia y las torturas a que habían sido sometidos que
invalidaban las supuestas “confesiones” (art. 29 CN). Curio-
samente el Juez Primero Penal del Circuito de Apartadó, José
Bernardo Ortega Murillo, quien resolvió positivamente el re-
curso y ordenó la libertad inmediata de los detenidos, parece
darle más importancia en su fallo a la ausencia de una orden
de captura e inexistencia de flagrancia, que a las torturas.
Tampoco compulsa copias a nadie para que se investigue,
antes de que desaparezcan las secuelas, el crimen de lesa
humanidad de la Tortura. Con todo, deja constancia del testi-
monio del Defensor del Pueblo que resume así en su fallo:
“fueron maltratados por miembros de las Fuerzas Armadas
de Colombia, obligándolos a aceptar la comisión de delitos
frente a una cámara de video, informándoles el Comandante
que lo mismo que le habían dicho, lo tenían que repetir ante
las demás autoridades, incluso Defensoría del Pueblo y Fis-
calía ya que en estas instituciones no se realizaba nada si no
era bajo su autorización”.

A pesar de que el fallo de resolución positiva del Habeas
corpus  se emitió el 31 de marzo, uno no puede menos que
sospechar que el Fiscal se las arregló, quizás en complicidad
con los victimarios, para hacer dejar firmada un “Acta” en la
cual las víctimas aceptan los cargos que se les imputan y se
acogen a sentencia anticipada , con la misma fecha del fallo
de Habeas corpus : 31 de marzo de 2004. Nuevamente es allí
registrada la presencia de la Doctora Albarracín, de la Defen-
soría del Pueblo, de cuya presencia no se percataron las víc-
timas y cuya actitud posterior se contradiría con su presen-
cia en esa presunta diligencia, ya que el 30 de abril interpuso
recurso de Apelación ante la sentencia del Juez Segundo Penal
del Circuito de Apartadó, que no hizo sino fundarse en la
supuesta “Acta de aceptación de cargos” para tomar su
decisión. La Defensora alega que las “confesiones” de sus
defendidos fueron fabricadas bajo torturas y son inválidas,
argumento que habría esgrimido más oportunamente en la
supuesta diligencia de aceptación de cargos si hubiera esta-
do presente.

No sale uno de asombros en cadena, en semejante fes-
tín de prevaricatos e infamias, al comprobar que el Juez
Segundo Penal del Circuito de Apartadó, NICOLÁS ALBER-
TO MOLINA ATEHORTÚA, quien ya conocía las denuncias
de tortura como lo explicita en la sentencia, haga CASO
OMISO de dicho crimen de lesa humanidad, desconociendo
no solo el derecho interno sino los tratados internacionales
suscritos y ratificados por Colombia. Pero la actitud de dicho
juez no es nueva. Ya entre marzo y mayo de 2003 (violando
además todos los términos legales) dicho juez se negó a pro-

teger, por Acción de Tutela que le remitió la Corte Suprema,
los derechos de un grupo de campesinos de San José de
Apartadó, víctimas de un plan de exterminio diseñado en la
brigada 17 y descubierto a raíz de un chantaje que pretendie-
ron hacerle a un joven de la Comunidad y de un montaje im-
plementado en unidad de acción con paramilitares, el 12 de
febrero de 2003. El juez MOLINA ATEHORTÚA se negó a
tutelar el derecho a la vida de ese grupo de pobladores, así
como otros muchos derechos fundamentales, alegando que
esos casos debían ser investigados por la justicia penal mili-
tar y por la Procuraduría. Desconocía dicho juez, consciente
o fingidamente, las esencia misma de una Acción de Tutela
como está definida en la Constitución, confundiéndola con
procesos penales y disciplinarios. La misma Corte Constitu-
cional tuvo que revocar su aberrante fallo el 15 de abril de
2004 (Sentencia T-327/04) así como el del Tribunal Superior
de Antioquia que lo secundó. No obstante que se le pidió al
Consejo Superior de la Judicatura y a la Procuraduría que
investigaran la conducta de dicho juez y lo hicieran cesar en
sus funciones, dado que mantenerlo en su cargo equivalía a
negar las posibilidades de tutelar el derecho a la vida de los
pobladores de Urabá, el Consejo Superior de la Judicatura
archivó su caso y aquí se ven las consecuencias. Ahora ese
mismo juez pretende ignorar que la Convención Internacio-
nal contra la Tortura (Ley 70 de 1986, art. 15) así como la
Convención Interamericana contra la Tortura (Ley 409 de
1997, art. 10) establecen que ninguna declaración que resul-
te de prácticas de tortura puede constituir prueba válida en
ningún proceso. ¿Continuará el Consejo Superior de la Judi-
catura manteniendo en funciones a dicho juez? Si lo hace, no
puede ignorar que así atenta contra la vigencia de los dere-
chos fundamentales de la población de Urabá.

El juez Molina Atehortúa manifestó en el texto mismo de
la sentencia contra Elkin Darío y Apolinar que “no puede
negarse que la confesión de los acusados es fun-
damento de la sentencia, pues sin el la la sola sin-
dicación del testigo Samuel Antonio Tuberquia no
hubiera sido bastante para condenarlos vál idamen-
te: Tampoco puede predicarse que hayan sido cap-
turados en f lagrancia;  de lo contrar io no hubiera
prosperado en su favor una acción de Habeas cor-
pus, como la que les concedió el Juzgado Primero
Penal del Circuito dentro de este proceso” . Luego
también sabía que dicha “confesión” fue fabricada bajo tor-
turas. ¿Cómo pudo entonces fallar en condena?  Solo una
conciencia pervertida puede hacerlo y su prevaricato queda
explícito en el mismo texto.

El mismo juez reconoce, pues, que la única prueba que
se presentó contra Elkin Darío y Apolinar, fuera de su “con-
fesión” fabricada bajo tortura, era la acusación del desertor
de las FARC SAMUEL ANTONIO TUBERQUIA, alias “El Zo-
rro”, quien supuestamente se habría acogido al “plan de rein-
serción” en febrero de 2004, y al cual se le tomó una decla-
ración apresurada en la misma Brigada 17 el 13 de marzo de
2004 a las 9:40 horas, presuntamente por parte del Fiscal
110 Seccional de Medellín en comisión en Apartadó (folio 15).
En dicha declaración él afirma “actualmente vivo en la Briga-
da 17 de Apartadó por cuanto soy informante desertor de la
guerrilla en donde estuve 3 años, porque entré como a los 16
años” (folio 15). En el expediente obra un “Acta de entrega
voluntaria” de dicho desertor, fechada el 27 de febrero de
2004 (folio 11). Sin embargo, es de público conocimiento en
la zona que Samuel Antonio Tuberquia se había retirado de la
guerrilla al menos desde diciembre de 2001 y trabajaba como
informante del Ejército, a raíz del asesinato de su padre Hen-
ry Tuberquia Londoño, el 15 de diciembre de 2001, hecho
perpetrado por las FARC en el caserío de San José y que la
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Comunidad de Paz denunció públicamente en su momento.
Si él declara haber ingresado a la guerrilla a sus 16 años, ten-
dría que haber ingresado en el mismo año 2001 (pues nació
en mayo de 1985 [folio 15]), año en el que supuestamente
desertó. Se infiere que estuvo solo algunos meses en las
FARC y no ciertamente en los 3 últimos años, lo que impide
darle credibilidad a sus afirmaciones de haber conocido “des-
de dentro” a los acusados como militantes. Pero, además,
según el testimonio de Elkin Darío, al ser puesto en libertad
en abril de 2004, el Coronel Duque llamó al “Zorro” (Samuel
Antonio Tuberquia) para que lo acusara en su presencia a cara
descubierta. Cuando Elkin le pidió que dijera la verdad, el “Zo-
rro” le dijo al Coronel: “él sí fue, pero ya no es nada”. El Co-
ronel insultó entonces al “Zorro” y le dijo que esa no era hora
de retractarse. Al día siguiente, el “Zorro” rindió declaración
en la misma Brigada ante un presunto Fiscal de Medellín y
acusó a Elkin Darío y a Apolinar, afirmando que Elkin llevaba
más o menos 3 años en el Frente Quinto de las FARC. ¿Será
demasiado atrevimiento pensar que su “declaración” obe-
deció también a un libreto impuesto bajo amenazas? ¿Cómo
le podía constar que Elkin estaba en las FARC en los últimos
tres años cuando él había desertado hacía tres años y antes
de eso Elkin estaba en la cárcel o en Medellín y Cali cumplien-
do presentaciones ante un juzgado?

Aún en el caso de tomar por “verdadera” la “confesión”
de Elkin Darío fabricada bajo torturas, uno se pregunta si el
contenido de la misma se ajusta a la tipificación penal de “re-
belión”. Lo que él supuestamente “confiesa” es lo siguiente:

· Cuando regresó, en diciembre de 2001 [justo en el mo-
mento en que “el Zorro” se retira de la guerrilla] a su
vereda Las Nieves, luego de pagar cárcel y realizar pre-
sentaciones periódicas en Medellín y Cali, se puso a tra-
bajar en la finca de su suegro, donde pronto fue visitado
por milicianos de las FARC quienes le dijeron que si quería
permanecer en esa finca tendría que organizarse con ellos
y que ellos le ayudarían para el mercadito; que le dieron
un arma que él no sabía manejar y él la escondió en el
monte; que su trabajo era informar si llegaba el ejército y
rozar las siembras de maíz; que cuando le tocaba ir a rozar
las siembras y no lo hacía, lo sancionaban con 4 días más
de trabajo; que las ayudas que le prometieron no llegaron
y que él les pidió que lo dejaran tranquilo, pues él no ser-
vía para eso y que tenía que ver por sus hijos; que final-
mente en octubre de 2003, para evadirse de esa presión,
se fue para San José con su familia a buscar otros tra-
bajos de manera independiente (folio 32).

 ¿Quién podría  juzgar esto como “delito de rebelión”
cuando en realidad el sujeto que tales cosas “confiesa” es
más bien una víctima, obligada contra su voluntad a colabo-
rar con un actor armado, como condición para poder sobre-
vivir en condiciones de extrema pobreza?. Quien conozca la
dura realidad que este campesino ha enfrentado para soste-
ner su hogar en condiciones tan adversas de pobreza, no
puede menos que indignarse en extremo al leer la sentencia
en la que se le condena, fuera de la prisión, a pagar una multa
de 23.866.666,oo. Decisiones tales, por añadidura, solo pue-
den provenir de jueces burócratas, desconocedores de la
terrible realidad del pueblo pobre y carentes de toda concien-
cia ética.

Pero la corrupción y la infamia avanzaron más: a raíz de
la apelación que hiciera la Defensora, el caso fue avocado
por la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Antio-
quia, la cual emitió sentencia de segunda instancia el 15 de
junio de 2004, confirmando la de primera instancia, suscrita
por las Magistradas YACIRA ELENA OBANDO y SONIA GIL
MOLINA, y el Magistrado SIGIFREDO ESPINOSA PÉREZ. En

los considerandos apenas registran la denuncia de las tortu-
ras, la cual rechazan con la más total arbitrariedad, sin orde-
nar la más mínima actuación probatoria, a pesar de tratarse
de un crimen de lesa humanidad y de carácter internacional,
y afirmando de entrada que “la Sala de plano rechazará la
nulidad que plantea la recurrente, porque no está debidamente
probada en el proceso la aducida irregularidad”. Se constata
que para dichos administradores de “justicia” el testimonio
del Defensor Regional del Pueblo no valía ni merecía ser to-
mado siquiera como base de un nuevo examen probatorio
más amplio y cuidadoso y que preferían definir la verdad por
sí mismos, desde un escritorio en Medellín, sin tomarse el
trabajo de penetrar en el mundo de víctimas y victimarios
para aproximarse con honestidad a lo que en realidad había
ocurrido. Los mismos términos despectivos con que se re-
fieren a las denuncias de torturas delatan su obsecuencia
para con los victimarios a quienes exoneran olímpicamente
del más elemental escrutinio, a la vez que un desprecio no
disimulado por las víctimas cuyos sufrimientos revelan no
importarles lo más mínimo. Se comprueba que para dichas
funcionarias y funcionario, administrar justicia es un oficio
que puede desempañarse con toda la pereza e irresponsabi-
lidad probatoria que se quiera. Quizás por la condición de
campesinos indefensos y sin recursos que exhibían las víc-
timas, les dejaba sin cuidado el hecho de arruinar su libertad
por varios años y dejar sin sustento a sus indigentes fami-
lias. Todo muestra que la ética y el derecho han llegado, en
Colombia, a un divorcio definitivo. Ya dos de estas magistra-
das, YACIRA ELENA OBANDO y SONIA GIL MOLINA, ha-
bían incurrido en aberraciones jurídicas similares el 10 de julio
de 2003, al secundar otra providencia del prevaricador juez
MOLINA ATEHORTÚA, que se negaba a tutelar el derecho a
la vida y otros derechos fundamentales de varios campesi-
nos de San José de Apartadó, en una sentencia que la Corte
Constitucional se vio obligada a revocar (T-327/04) no sin antes
recordarles que estaban desconociendo lo más elemental del
trámite de una Acción de Tutela.

Para completar la infamia, quienes capturaron nuevamen-
te a Elkin Darío el 22 de diciembre de 2004 fueron las mis-
mas tropas de la Brigada 17 donde había sido torturado. Si
fue capturado para cumplir una condena injusta, debería haber
sido por lo menos conducido inmediatamente ante una auto-
ridad judicial o a una cárcel; en cambio fue llevado a la Briga-
da XVII y 15 días después de su captura ni siquiera la Defen-
soría del Pueblo había logrado establecer su paradero. En la
segunda semana de enero de 2005 la Defensoría lo ubicó
como privado de la libertad en la Brigada 17, y ahora como
“guerrillero desertor que se acoge al plan de reinserción so-
cial”. No es la primera vez que la Brigada 17 obliga bajo todo
tipo de presiones y chantajes a que las personas “acepten”
tal etiqueta. ¿Responderá esto a una presión por mostrar
resultados  dentro de políticas establecidas por el gobierno
nacional? ¿Cómo puede una persona tomar alguna decisión
libre en las dependencias de sus torturadores? ¿Qué validez
puede tener cualquier afirmación o decisión suya en este
momento?

Un nuevo delito se está cometiendo a todas luces por
parte de la Brigada, además de violar nuevamente lo precep-
tuado por la Corte Constitucional, en su Sentencia T-327 del
15 de abril de 2004, que en su parte resolutiva, bajo el nume-
ral 3 del punto primero, establece: “No se podrá mante-
ner pr ivado de la l ibertad en las instalaciones del
Ejército, en part icular,  en la Brigada XVII del Ejér-
cito, a ningún integrante de la Comunidad de Paz
de San José de Apartadó, ni a ninguna persona vin-
culada a esta Comunidad. En caso de retención de
alguna de estas personas, éstas deberán ser pues-
tas inmediatamente a órdenes de la autor idad ju-
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dicial ,  y trasladadas al  lugar que indique el f iscal o
juez del  caso”.

24.12.04
El viernes 24 de diciembre de 2004 la Comunidad de

Paz le solicitó a la Defensoría Regional del Pueblo de Urabá
supervisar la realización de un referendo , a través del cual
se quería consultar a la población de la zona el nivel de respal-
do que daba a la Comunidad de Paz en cuanto instancia regu-
ladora de muchos aspectos de su vida social. La Defensoría
se negó a supervisar el evento, aduciendo que ese papel le
corresponde a la Registraduría. Se trataba, sin embargo, de
un ejercicio de democracia directa en tanto sociedad civil.
Los desempeños de la Registraduría a nivel nacional no ofre-
cían credibilidad, pues según los mismos medios masivos
de información, el Procurador General tuvo que solicitar al
parlamento la anulación de las elecciones de 2002, ya que en
20.503 de las 60.000 mesas de votación se habían detecta-
do irregularidades graves.(Cfr. prensa del 18 de octubre de
2003). Ante la negativa de la Defensoría, las organizaciones
acompañantes de la Comunidad de Paz: Peace Brigades In-
ternational y Fellowship of Reconciliation realizaron la veedu-
ría. En el Referendo participaron 289 personas mayores de
12 años, de las 294 que habitan en San José y superan esa
edad. Los votos, que fueron repartidos dos días antes, fue-
ron depositados entre las 08:00 y las 12:00 horas y conte-
nían las respuestas positivas o negativas a estas dos pre-
guntas: 1) “Está usted de acuerdo en que sea la Comunidad
de Paz de San José de Apartadó la que regule socialmente
en el corregimiento de San José, es decir: aseo, el sonido de
la música a altas horas de la noche, el no al trago, comercio,
trabajos comunitarios, carretera, acueducto, alcantarillado,
teléfono, cuidado y respeto de los espacios públicos?”   2)
“¿Usted se compromete a trabajar en dicha regulación?”.
276 personas (entre 289 que votaron) lo hicieron por el SÍ a
las dos preguntas; 3 lo hicieron por el NO y 3 votos fueron
anulaos por su falta de claridad; otras 10 personas votaron
por un SÍ a la primera pregunta y un NO a la segunda. El
Referendo demostró entonces que al menos el 95.5% de los
pobladores de la zona, aunque no todos estén integrados a la
Comunidad de Paz, la respaldan como reguladora de su vida
social.

29.12.04
El miércoles 29 de diciembre de 2004 , hacia las

7:00 horas, en la vereda Las Nieves, la niña FLOR ALBA
ÚSUGA, de 10 años de edad, al ver llegar al Ejército salió
corriendo junto con su madrastra y otros pobladores, dado
que las anteriores incursiones militares solo han dejado des-
trucción y muerte, mucho más cuando se percataron de que
un contingente de la guerrilla estaba cerca de allí y lo más
seguro era que se produjera un enfrentamiento armado. El
ejército abrió fuego contra los que corrían e hirió a la niña Flor
Alba con un tiro que le penetró por la espalda y le salió por
debajo de un brazo. Varios pobladores auxiliaron a la niña y la
ayudaron a trasladarse a San José donde la Comunidad lla-
mó a la Defensoría del Pueblo para que colaborara en su tras-
lado a un hospital. La Defensoría se negó a prestar ayuda
alegando que esa no era su función. Ante la desprotección
total, miembros de la Comunidad de Paz trasladaron a la niña
hacia un centro asistencial en Apartadó, a pesar de la resis-
tencia de la niña, pues creía que en el retén militar de La Balsa
la iban a rematar. Con la tropa del Ejército que penetró en Las
Nieves se movilizaba el paramilitar WILMAR DURANGO,
quien ha cometido numerosos delitos en la zona pero goza
de la protección de todas las autoridades militares y judicia-

les y de los cuerpos de seguridad del Estado quienes a todas
luces protegen a un criminal.

29.12.04
El mismo miércoles 29 de diciembre de 2004 , en

la vereda La Cristalina, la madre y otros parientes de unas
personas que fueron anteriormente detenidas en forma ile-
gal y arbitraria por el Ejército y que fueron dejadas en libertad
al comprobarse la falsedad de las acusaciones, fueron vícti-
mas de una nueva incursión violenta de tropas en su casa a
las 5:00 horas del amanecer. Los militares les robaron el di-
nero y los víveres que tenían y les anunciaron que pronto iban
a llegar los paramilitares a acabar con ellos.

31.12.04
El viernes 31 de diciembre de 2004 , hacia las 7:00

horas, Don ROBERTO ELÍAS MONROY salió de su casa en
la vereda Las Nieves que estaba militarizada, a darle comida
a sus caballos; allí fue detenido ilegalmente por tropas del
Ejército y su paradero desconocido durante varios días. En
la semana siguiente apareció y relató que había sido condu-
cido a las instalaciones de la Brigada XVII, en abierta viola-
ción del precepto de la Corte Constitucional (Sentencia 327/
04) donde fue sometido a interrogatorios sobre la comuni-
dad de paz y objeto de mensajes amenazantes.

01.01.05
El sábado 1° de enero de 2005 , hacia las 9:00 ho-

ras, tropas del Ejército penetraron en la casa de Don LUIS
EMILIO OSORNO, ubicada entre las veredas de Las Nieves
y Mulatos. Allí se encontraba trabajando en esos días el Se-
ñor LUIS SALAS. Los militares le preguntaron a este último
por la guerrilla, pero cuando él respondió que no sabía nada
de ella, los militare lo golpearon con la culata de un fusil y
cuando cayó al suelo comenzaron a darle patadas y golpes
de fusiles por espacio de 20 minutos. Luego los militares
entraron a la vivienda y robaron la suma de $ 175.000,oo (cien-
to setenta y cinco mil pesos) , así como el mercado que en-
contraron y los relojes de ambas víctimas.

04.01.05
El martes 4 de enero de 2005 , cuatro paramilitares

entraron en dos motocicletas al caserío de San José hacia
las 15:00 horas y se detuvieron varias veces frente a las vi-
viendas de varios líderes de la Comunidad de Paz. Los cuatro
sujetos han sido vistos en Apartadó actuando como parami-
litares.

19.02.05
El sábado 19 de febrero de 2005 , hacia las 09:00

horas, cerca de 100 unidades del ejército, en uniforme militar
completo, con insignias y botas militares, llegaron a la vere-
da La Esperanza, de San José de Apartadó. Cuando Don
ALBERTO ANÍBAL VARGAS, quien tiene sus campos de cul-
tivo en La Esperanza, llegaba a la casa de su vecino Don JOSÉ
DE LOS SANTOS BERRÍO, vio salir de entre el rastrojo a
numerosos militares quienes lo sometieron inmediatamente
a interrogatorios. Los militares afirmaban no creer que él
estuviese allí para trabajar, pues decían que quienes van por
esa zona solo van a observar los movimientos de los milita-
res y de los paramilitares para ir a comunicárselo a la guerri-
lla. Al saber que él venía de San José de Apartadó, le dijeron
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que “allá no hay sino guerrilla” y lo presionaban para que se
regresara a San José, si quería estar cerca de la guerrilla, o
se fuera para Nueva Antioquia, donde están los enemigos de
la guerrilla. No obstante que él les explicó que estaba cose-
chando un arroz, lo obligaron a permanecer confinado en la
casa de sus vecinos con prohibición de moverse de allí hasta
nueva orden, advirtiéndole que si violaba la prohibición, ellos
no responderían por las consecuencias. Esa misma maña-
na, otros pobladores que tenían sus parcelas y viviendas al
otro lado del río, decidieron desplazarse hacia la vereda de
Playa Larga. Como Don Alberto tuvo que quedarse esa no-
che en la casa de sus vecinos, al día siguiente, al no ver mi-
litares en los alrededores, se fue a trabajar en la cosecha y
regresó a la casa del vecino, pero ya éste había decidido
desplazarse también. Luego se enteró de que los militares
habían avanzado en la tarde del sábado 19 hacia la vereda
Las Nieves.

19.02.05
El mismo sábado 19 de febrero de 2005, a las 16:00

horas llegan a la vereda Las Nieves, de San José de Aparta-
dó, 7 militares con uniformes de camuflado, con botas mili-
tares de cuero, algunos con trapos en la cabeza y otros con
gorra militar. Llegaron a la casa de un poblador que no tenía
candado; entraron, tumbaron al piso las ollas, robaron
$100.000,oo (cien mil pesos), se apoderaron de los mache-
tes y esa noche se adueñaron de la casa.

19.02.05
El mismo día 19 de febrero de 2005 , hacia las 10:00

horas fue detenido en Apartadó por integrantes de la Poli-
cía, NORBEY SEPÚLVEDA, miembro de la Comunidad de
Paz de San José de Apartadó, quien se había desplazado a
la ciudad a comprar un medicamento para su compañera
quien estaba pròxima a dar a luz. Norbey fue llevado a la
estación de policía donde lo insultaron y amenazaron por
vivir en la vereda La Unión y ser integrante de la Comunidad
de Paz. En la estación de policía se encontraba el paramili-
tar WILMAR DURANGO vestido de policía y armado. Este
último ha sido denunciado numerosas veces a causa de los
crímenes que ha cometido en calidad de paramilitar y la
cantidad de amenazas que ha proferido contra la comuni-
dad de San José, sintiéndose siempre protegido por la fuer-
za pública, la que le ha proporcionado total inmunidad ante
la justicia y le permite burlarse de aquellos a quienes ame-
naza, afirmando siempre que lo pueden denunciar cuantas
veces quieran pero que a él no le pasará nada. Norbey fue
dejado en libertad horas màs tarde.

20.02.05
El domingo 20 de febrero de 2005  el ejército ingre-

só hacia las 05:00 horas a la casa de la Señora GLADYS
GUZMÁN PALACIOS, quien se encontraba con su hija DIA-
NA MARCELA GUZMÁN, en la vereda Las Nieves. Allí dispa-
raron a quienes aún estaban acostados e hirieron al miliciano
MARCELINO MORENO, quien se encontraba de visita en la
casa de la madre de su hija. La niña Diana Marcela fue herida
y trasladada al hospital de Apartadó. Marcelino se levantó
herido y fue a buscar un arma con la cual se enfrentó a los
soldados. En el enfrentamiento un soldado quedó herido y
fue trasladado también al hospital de Apartadó, mientras
Marcelino quedó muerto. Cuando su cadáver fue sacado por
los soldados para llevarlo a Apartadó, tenía un brazo y el crá-
neo destrozado, lo que no parecía ser efecto de un enfrenta-

miento armado sino indicios de que fue sometido a torturas
antes de morir.

20.02.05
El mismo domingo 20 de febrero de 2005 , en la

vereda Las Nieves se escuchó ruido de helicópteros milita-
res muy temprano. A las 08:00 horas un poblador adulto y
uno joven se dirigían a pilar un arroz cuando vieron a dos
hombres encapuchados en trajes civiles mientras algunos
soldados que vieron pasar a los dos pobladores, dijeron, refi-
riéndose al adulto: “éste es el que necesitamos; quemémoslo;
quemémoslo”. Entonces los dos encapuchados le dijeron a
los soldados: “No lo quememos porque se nos daña el plan”.
Los dos pobladores, al escuchar que los iban a matar, corrie-
ron y se internaron en el bosque rápidamente donde perma-
necieron 10 días escondiéndose en diversos sitios; en el ca-
mino se encontraron con otros pobladores de la vereda Las
Nieves, quienes también huyeron luego de percatarse de que
los soldados pretendían asesinarlos. Uno de esos campesi-
nos se había encontrado con la tropa en el camino y un sol-
dado le dijo que si se había escapado de morir eso era casi un
milagro, pues la consigna que llevaba la tropa era la de matar
desde niños hasta viejos, aconsejándole enseguida que se
fuera de la región. Una comisión de la Comunidad de Paz,
que los daba por desaparecidos, fue a buscarlos el 1° de
marzo y los acompañó hasta el caserío de San José.

21.02.05
El lunes 21 de febrero de 2005 , ALIRIO CARTAGE-

NA, integrante de la Comunidad de Paz, y DUMAR AREIZA,
poblador de la zona, se desplazaron hacia Apartadó con el fin
de cobrar algunos salarios que la Alcaldía de Apartadó les
adeudaba desde hacía cuatro meses por labores de repara-
ción en la escuela. Al salir de la Alcaldía, en el parque La Martina,
fueron interceptados por dos hombres en traje civil quienes
los señalaron como “guerrilleros”, dejándolos seguir minu-
tos después. Luego, cuando estaban en la terminal del trans-
porte buscando un vehículo para regresar a San José, hacia
las 11:00 horas, fueron detenidos sin ninguna orden judicial
por agentes de la Policía y conducidos al Comando donde
fueron sometidos a interrogatorios hasta las 18:00 horas. Allí
los expusieron ante una supuesta “guerrillera” para que los
identificara; les preguntaron por los líderes de la Comunidad
de Paz, solicitándoles dar sus nombres y direcciones; les
decían que tenían que colaborar con la Policía informando
sobre todas las actividades de la Comunidad de Paz y sobre
todas las personas que entraban y salían de San José. Al
dejarlos en libertad ya al anochecer, les advirtieron que con-
tinuarían investigándolos.

21.02.05
El lunes 21 de febrero de 2005 , hacia las 08:00 ho-

ras, LUIS EDUARDO GUERRA GUERRA, uno de los líderes
históricos de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó,
salió de la casa de su madrasta, ubicada en el sitio El Barro,
de la vereda Mulatos, hacia el sitio conocido como “Macho
Solo”, de la misma vereda, para cosechar un poco de cacao.
Luis Eduardo había subido de San José el sábado 19 con la
intención de cosechar el cacao y de regresar el lunes 21, ya
que el miércoles tenía que viajar a Medellín para llevar a con-
trol médico a su hijo Deiner Andrés, quien se estaba recupe-
rando de los destrozos sufridos en una de sus piernas el
pasado 11 de agosto, a causa de la explosión de una grana-
da dejada por el ejército en una vereda de San José. Puesto
que el domingo 20 se escucharon disparos y ruidos de explo-
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siones que debían estar ocurriendo en la vecina vereda de
Las Nieves,  Luis Eduardo y su familia decidieron no ir a co-
sechar el cacao, y el lunes prefirió retrasar su regreso e ir a
cosechar algo de cacao. Cuando iba hacia su parcela, junto
con su nueva compañera BELLANIRA AREIZA GUZMÁN, de
17 años, ya que su esposa había muerto a causa de la mis-
ma explosión que dejó herido a su hijo DEINER ANDRÉS, de
11 años, quien también lo acompañaba montado en una
mula, se percataron de que el ejército estaba en la zona y
permanecía oculto entre el rastrojo. Otro pariente que tam-
bién los acompañaba, le señaló a Luis Eduardo a un militar
que se encontraba adelante, en el camino, a corta distan-
cia, pero el militar al ser señalado se agachó y se ocultó
entre el follaje. El pariente le rogó a Luis Eduardo que se
regresaran a casa pues la zona estaba militarizada. Luis
Eduardo respondió que no se iba a regresar y que si era
necesario discutiría con los militares para que le dejaran
cosechar el cacao. Pocos segundos después, vieron levan-
tarse soldados de ambos lados del camino, donde perma-
necían ocultos, y les gritaron: “Alto y manos arriba”. El
pariente de Luis Eduardo logró huir corriendo velozmente, y
aunque los soldados le gritaron que lo perseguirían, no lo
hicieron. Más tarde él diría: “ya tenían a su presa principal
y no la iban a soltar para perseguirme a mí”. Mientras iba
corriendo, todavía muy cerca, alcanzó a escuchar gritos de
dolor de Luis Eduardo, de Bellanira y del niño. Se encontra-
ban a poca distancia del Centro de Salud de la vereda Mula-
tos Medio, muy cerca de la orilla del río Mulatos.

21.02.05
El mismo lunes 21 de febrero de 2005 , hacia las

12:30 horas, tropas del ejército llegaron a la vereda La Res-
balosa, de San José de Apartadó, distante cerca de una hora
de Mulatos, a la casa de ALFONSO BOLÍVAR TUBERQUIA
GRACIANO, de 34 años, quien se encontraba almorzando
en compañía de su esposa SANDRA MILENA MUÑOZ
POSSO, de 24 años, de sus hijos NATALIA ANDREA, de 5
años, y SANTIAGO, de 18 meses, así como de cuatro tra-
bajadores que le ayudaban en la cosecha del cacao. El ejér-
cito rodeó la finca justo en momentos en que un campesino
había llegado a comunicar a la familia que la zona estaba
militarizada y que esa mañana la tropa había detenido, en la
vereda Mulatos, a Luis Eduardo Guerra, a su compañera y
a su hijo, invitándolos a desplazarse rápidamente para evi-
tar atropellos de los militares que siempre habían sido bru-
tales. Cuando comenzaron a discutir sobre si desplazarse o
no, se dieron cuenta de que estaban rodeados de tropa y
salieron rápidamente al patio, pero en ese momento la tro-
pa comenzó a disparar. ALEJANDRO PÉREZ, un campesi-
no de 33 años que vivía cerca y ayudaba en las cosechas,
salió por la corraleja del ganado y allí fue alcanzado por dis-
paros, quedando herido. Alfonso y los otros trabajadores
huyeron por una parte aún no bloqueada por la tropa y lo-
graron alejarse de la finca unos 20 minutos, pero no pudie-
ron llevar consigo a Sandra Milena ni a los niños, ya que
devolverse por ellos implicaba enfrentar las balas y morir.
Alfonso estuvo atento al momento en que se silenciaran
los disparos, y hacia las 14:30 horas decidió regresar a su
casa para enterarse de la suerte corrida por su esposa y
sus hijos. Los demás le suplicaban que no lo hiciera, pues
casi con seguridad lo iban a matar, pero él afirmó que prefe-
ría morir con su familia que dejarla sola en esos momentos.
Les prometió a los trabajadores que volvería a ese lugar si
lograba salvar a su familia. Ellos esperaron toda esa tarde
y esa noche pero no regresó.

21.02.05
El mismo lunes 21 de febrero de 2005 , hacia las

15:00 horas, tropas del Batallón de Contraguerrilla No. 33
Cacique Lutaima, adscrito a la Brigada XVII del Ejército, se
hicieron presentes en el sitio El Barro, de la vereda Mulatos,
de San José de Apartadó; privaron de la libertad a seis fami-
lias de la vereda confinándolas sin permitirles moverse del
sitio en donde estaban a la llegada de la tropas, a pesar de
que algunas personas se encontraban de visita o trabajo en
casas vecinas. En una de las viviendas, propiedad de la fami-
lia de Luis Eduardo Guerra, cavaron dos fosas, en las que
varios pobladores presumían que los iban a sepultar, ya que
los soldados anunciaban con frecuencia que los iban a asesi-
nar. El grupo de habitantes de este sitio permaneció en esa
situación hasta el 26 de febrero, cuando un grupo de la Co-
munidad de Paz de San José, que había subido a rescatar los
cadáveres de las víctimas de la masacre, los rescató y los
acompañó en su desplazamiento hasta San José. Durante
su permanencia en ese sitio, los soldados escribieron letre-
ros en las tablas de la casa con tizones; uno de ellos decía:
“Fuera guerrilla, se lo dice tu peor pesadilla El Cacique”; en
otro se leía: “El Alacrán BCG33”, claras alusiones al Batallón
de Contraguerrilla No. 33 Cacique Lutaima que estaba pre-
sente en el área. Dicho letrero fue borrado por los mismos
soldados cuando la comisión de rescate llegó al lugar el 27 de
febrero en la mañana. Los soldados también acusaron per-
manentemente a los pobladores de trabajar con la guerrilla y
les manifestaron que habían venido a arrasar con todo. El día
22 los militares conversaron en particular con la madrasta
de Luis Eduardo Guerra y le preguntaron si conocía a éste.
Cuando ella respondió que lo había criado desde niño, ellos le
dijeron que ése era “un h. p. guerrillero” y que “ya lo habían
matado junto con otros dos guerrilleros, un muchacho y una
muchacha, junto al río Mulatos”; que los habían matado “con
las armas en la mano”. Ella les respondió que eso era falso;
que ellos no eran ningunos guerrilleros; que habían salido a
las 8:00 a .m. a cosechar cacao y que la única arma que te-
nían era el costal para traer el cacao. Los militares le decían
entonces que se callara. Después le preguntaron si conocía
a “Alfonso Bolívar”. Cuando ella respondió que sí lo conocía,
los militares le respondían que también lo habían matado con
unos niños; que también era guerrillero y que habían “muer-
to en combate” con ellos. La señora y los demás familiares
y pobladores quedaron estupefactos con las afirmaciones
de los militares y presintieron que su muerte estaba cerca-
na. Días después, los militares intentaron cambiar la versión,
diciendo que quienes habían matado a todas esas personas
eran “paramilitares”. De hecho, con el Batallón Contrague-
rrilla 33 iba un paramilitar apodado “Melaza”, el cual entraba
por tercera vez a la vereda El Barro en compañía del ejército.
Durante todo el tiempo de su permanencia allí, los militares
estigmatizaron a la Comunidad de Paz; anunciaron nueva-
mente su destrucción y uno de ellos afirmó que era capaz de
asesinar a algunos de sus acompañantes extranjeros, de los
cuales se burlaron constantemente. Anunciaron que irían
después a San José a matar a todos los líderes de “esa h. p.
comunidad de paz”.

22.02.05
El martes 22 de febrero de 2005 , hacia las 12:30

horas, los trabajadores de la finca de Alfonso Tuberquia, can-
sados de esperar su regreso y preocupados por su suerte,
decidieron acercarse a su finca. Primero subieron a un lote
elevado desde donde observaban la finca, pero la percibían
solitaria. Luego se fueron entrando con cautela y encontra-
ron abundancia de sangre derramada y la ropa dispersa por
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el suelo. Encontraron muchos pedazos de cabellera de niña
pequeña esparcidos por el piso, algunos con cuero cabellu-
do. Pasaron por la corraleja donde Alejandro había caído he-
rido y vieron rastros de sangre. Muy pronto comprendieron
que todos habían sido asesinados. Buscaron entonces los
cadáveres y vieron que del cacaotal salían gallinazos. Explo-
raron por allí y finalmente vieron alguna tierra removida en
dos sitios, debajo de los árboles de cacao. Allí cerca había
un machete con sangre y, según los testigos, “amellado de
picar huesos”. Al escarbar un poco en una de las fosas,
encontraron pedazos de miembros humanos, los que por el
color de la piel identificaron como de Alfonso. Comprendie-
ron entonces que los habían mutilado y horrorizados volvie-
ron a tapar la fosa y huyeron con la intención de regresar
días después a enterrarlos dignamente. Al salir de la finca
encontraron animales de carga que resultaron ser los mis-
mos en que el día anterior iban montados Deiner Andrés y
Bellanira, el hijo y la compañera de Luis Eduardo Guerra,
cuando fueron capturados por el ejército. Los trabajadores
decidieron enviar un emisario para que informara a los miem-
bros del Consejo Interno de la Comunidad de Paz sobre lo
que estaba ocurriendo.

22.02.05
El mismo martes 22 de febrero de 2005 , a las

11:30 horas varios helicópteros militares bombardearon las
veredas Bellavista, Buenos Aires y Alto Bonito, de San José
de Apartadó, dando muerte a varios animales de sustento
de los pobladores: una vaca y un toro murieron en el bom-
bardeo y una mula fue herida. Luego del bombardeo, tropas
del ejército compuestas por cerca de 100 efectivos que se
desplazaban por tierra, en trajes de camuflaje, algunos con
botas militares de cuero y otros con botas pantaneras de
caucho, ingresaron en algunas viviendas de la vereda Bella-
vista. En una de ellas miraban a los moradores y comenta-
ban: “aquí están; vamos a matar a estos h.p.”.  A algunos
pobladores los obligaban a quitarse la camisa y las botas y
los observaban. Las tropas se instalaron en algunos potre-
ros y varios pobladores decidieron desplazarse. Al regre-
sar, luego del retiro de las tropas, comprobaron que se ha-
bían robado todas las gallinas y la mitad de una vaca que
los campesinos no pudieron arreglar antes del desplazamien-
to. También mataron los marranos. En noviembre de 2004
se había realizado otra incursión militar a la misma vereda,
dejando también varios animales muertos y destruyendo el
techo de una casa.

23.02.05
El miércoles 23 de febrero de 2005 , a las 16:30

horas, llegaron a San José pobladores de la vereda La Res-
balosa y le informaron a los miembros del Consejo Interno de
la Comunidad de Paz la detención y desaparición de LUIS
EDUARDO GUERRA, miembro del mismo Consejo, así como
de su compañera BELLANIRA AREIZA y de su hijo DEINER
ANDRÉS GUERRA. También le informaron sobre la llegada
del ejército a la finca de ALFONSO TUBERQUIA y sobre to-
dos los indicios de que él, su familia y algunos trabajadores
podrían haber sido asesinados, descuartizados y sepultados
en las fosas descubiertas. La Comunidad comenzó inmedia-
tamente a conformar una comisión de búsqueda de los des-
aparecidos y de verificación de los hechos y se comunicó
con diversos organismos asesores. Por su parte, la Corpo-
ración Jurídica Libertad le envió esa misma tarde un oficio
urgente al Director del Programa de Derechos Humano de la
Vicepresidencia de la República, solicitándole la conformación
de una comisión especial de la Unidad Nacional de Fiscalías

de Derechos Humanos para que iniciara las investigaciones
penales y efectuara el levantamiento de los cadáveres.

24.02.05
El jueves 24 de febrero de 2005 , en horas de la tar-

de, llegó a Apartadó una Comisión compuesta por un fiscal,
un procurador y diez técnicos judiciales, con el fin de practi-
car el levantamiento de los cuerpos enterrados en la finca de
Alfonso Tuberquia, en la vereda de La Resbalosa. Solo podría
partir hacia la zona el viernes 25 en la tarde pues dependían
del suministro de helicópteros militares asignados a la mis-
ma Brigada 17.

24.02.05
Los días jueves 24 y v iernes 25 de febrero de

2005 tropas del ejército incursionaron en la zona rural entre
las veredas Bellavista y Buenos Aires disparando sus armas.
A la 23:00 horas ingresaron en la casa del Señor ANTONIO
BORJA mientras la familia dormía y continuaron disparando
en el interior de la casa haciendo tiros contra el fogón. Los
moradores de la vivienda tuvieron que tirarse al piso presos
del pánico. En los días anteriores (20 y 21 de febrero) el ejér-
cito había perpetrado la masacre de 8 personas en las vere-
das Mulatos y La Resbalosa, a poca distancia de allí.

25.02.05
El viernes 25 de febrero de 2005 , a las 05:00 horas

sale de San José de Apartadó con dirección a la vereda La
Resbalosa una Comisión integrada por 110 personas para
buscar a los desaparecidos y verificar los asesinatos. Al atra-
vesar las veredas de La Unión, Buenos Aires, Chontalito, Las
Nieves, Mulatos, Mulatos Medio y La Resbalosa, la delega-
ción se percata de que toda esa zona está fuertemente mi-
litarizada. Al paso de la delegación, los soldados procuran
alejarse de los caminos e internarse entre el bosque. A la
12:00 horas llegan a la finca de Alfonso Tuberquia, en la vere-
da La Resbalosa, donde encuentran sangre derramada, pelo
de mujer esparcido en el suelo, ropa dispersa en el piso del
patio, alguna ensangrentada, y letreros alusivos al Batallón
Contraguerrilla 33 y a las AUC. Miembros de la Comunidad
de Paz y acompañantes internacionales filman el lugar. En el
área de cultivo de cacao encuentran dos fosas cubiertas con
tierra recientemente removida. Alrededor de quince minutos
después de la llegada de la Comisión de Búsqueda, hace su
arribo a la misma finca un contingente del ejército  que co-
mienza a insultar a los miembros de la Comunidad, a decirles
que son guerrilleros y a ordenarles acostarse en el suelo. Los
campesinos se resisten a hacerlo y exigen respeto. El ejérci-
to rodea a los integrantes de la Comisión de Búsqueda y
comienza a filmarlos, a señalarlos y a preguntar por nom-
bres concretos de los líderes; toma fotografías y hace gra-
baciones. A un soldado se le escucha expresar que agrade-
cieran que esto se había sabido muy rápido, porque si no,
hubieran hecho una barrida (masacre) mucho más grande.
Poco después llegan los helicópteros con la comisión judicial.
No obstante que se ponen las denuncias sobre el comporta-
miento del ejército, los funcionarios judiciales y del Ministerio
Público no hacen nada y toleran que los militares continúen
tomando fotografías a los integrantes de la Comunidad de
Paz. Hacia las 15:00 horas sacan los cuerpos de las vícti-
mas. Allí son encontrados los cuerpos descuartizados de
ALFONSO BOLÍVAR TUBERQUIA GRACIANO, de 34 años;
SANDRA MILENA MUÑOZ POSSO, de 24 años; ALEJAN-
DRO PÉREZ CASTAÑO, de 33 años; NATALIA ANDREA TU-
BERQUIA MUÑOZ, de 5 años, y SANTIAGO TUBERQUIA
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MUÑOZ, de 18 meses. Los adultos estaban decapitados y
desmembrados; los niños tenían machetazos en el cráneo,
el estómago abierto a machete y un brazo cercenado. Un
helicóptero militar transporta los restos al cementerio de
Apartadó donde se realizan las necropsias. El Alcalde de
Apartadó, luego de apremiantes reclamos que le hacen algu-
nos acompañantes de la Comunidad, contrata a una funera-
ria de la ciudad para proveer los cofres mortuorios y el trans-
porte, pero la funeraria se niega a transportar los féretros
hacia San José cuando son entregados, alegando que ya es
de noche. Al comprobar que en las fosas abiertas no apare-
cieron los cadáveres de Luis Eduardo Guerra y de su familia,
los integrantes de la Comisión de Búsqueda se dirigen hacia
el sitio donde él había sido capturado, siguiendo algunos ru-
mores de caminantes y concentraciones de aves de carro-
ña. Hacia las 18:00 horas son hallados los cuerpos, ya muy
destrozados por los animales, de LUIS EDUARDO GUERRA,
BELLANIRA AREIZA y DEINER ANDRÉS GUERRA, junto al
río Mulatos, muy cerca del Centro de Salud de la vereda
Mulatos Medio, a muy poca distancia del sitio donde fueron
capturados el lunes 21 por el ejército. La Corporación Jurídi-
ca Libertad, por medio de teléfonos satelitales, da aviso in-
mediato a la Vicepresidencia de la República y a la delegación
de fiscales, sobre la ubicación exacta de los cadáveres. Los
miembros de la comisión judicial prometen que el día siguien-
te, a primera hora, se desplazarán a ese sitio a practicar los
levantamientos legales, lo que no ocurre.

26.02.05
El sábado 26 de febrero de 2005 , la comisión de

búsqueda de la Comunidad de Paz de San José permaneció
en la vereda Mulatos Medio, custodiando los restos morta-
les de Luis Eduardo Guerra, Bellanira Areiza y Deiner Andrés
Guerra, asediados por multitud de aves de carroña y de cer-
dos de monte que querían terminar de devorarlos. La espe-
rada comisión judicial que debía practicar los levantamientos
no llegó en todo el día. Diversos acompañantes nacionales e
internacionales que ya habían llegado a San José, se comu-
nicaron con el Alcalde de Apartadó, con la Defensoría Regio-
nal del Pueblo, con la Fiscalía y con la XVII Brigada del Ejérci-
to, pero recibieron respuestas contradictorias y explicacio-
nes que no correspondían a la realidad, como la que atribuía
la no presencia de la comisión judicial a malas condiciones
atmosféricas, en contra de lo que todo el mundo podía perci-
bir, mientras se veía volar helicópteros por la zona. Algunos
miembros de la comisión judicial afirmaron que la Brigada XVII
no les había querido proporcionar el helicóptero. Se les solici-
tó que dejaran constancia de ello en el expediente. Ya en horas
de la tarde, la Comunidad tomó la decisión de recoger lo que
quedaba de los cuerpos de las víctimas y trasportarlos a San
José para darles una digna sepultura y no permitir que du-
rante más días fueran sometidos a la afrenta y al escarnio
público. En la tarde de ese sábado, las comisiones de bús-
queda presenciaron la llegada de helicópteros militares que
recogieron  personal militar en la vereda La Resbalosa y lo
transportaron hasta el sitio El Barro, de la vereda Mulatos,
en varios viajes; poco después llegaron por tierra al sitio don-
de se encontraban los cadáveres un contingente de la Poli-
cía de Contraguerrilla de Urabá, otro del Batallón Vélez y otro
del Batallón de Contraguerrilla No.33 Cacique Lutaima, per-
sonal que acordonó los restos de las víctimas. Al atardecer,
un soldado de piel morena y contextura gruesa, guiado por
un oficial que tenía radio de comunicaciones, se acercó al
escenario del crimen y tomó en sus manos un machete en-
sangrentado que sin duda había servido para perpetrar el
crimen, y delante de todos los presentes, entre quienes ha-
bía cerca de cincuenta integrantes de la Comunidad de Paz,

lo fue a lavar en el río, frotándolo con arena y con piedras;
luego volvió con él en la mano y lo mostró en medio de burlas
desafiantes a los miembros de la Comunidad, mientras de-
cía: “este es el degollador”. Se dejó constancia de este he-
cho, que constituye una destrucción de pruebas, ante el
comandante de la Policía que se hallaba en el lugar y al día
siguiente ante la comisión judicial que finalmente realizó el
levantamiento de los cuerpos.

27.02.05
El domingo 27 de febrero de 2005 , una comisión

judicial llega a la vereda Mulatos Medio hacia el final de la
mañana y realiza el levantamiento de los cuerpos de LUIS
EDUARDO GUERRA GUERRA, de 35 años, BELLANIRA AREI-
ZA GUZMÁN, de 17 años, y DEINER ANDRÉS GUERRA TU-
BERQUIA, de 11 años. Todo indicaba que habían sido asesi-
nados a golpes de garrote y de machete, pues no había ori-
ficios ni restos de proyectiles. La cabeza de Deiner estaba
separada de su cuerpo por unos 20 metros. La parte supe-
rior de los cuerpos estaba ya devorada por animales y solo
se apreciaban los huesos. Un helicóptero los transportó al
cementerio de Apartadó donde los médicos legistas opusie-
ron todos los obstáculos posibles para su entrega a las fami-
lias. Solo después de la media noche fueron entregados, no
sin antes solicitar declaraciones ante fiscales de quienes
reclamaban los restos, con interrogatorios tendenciosos y
ofensivos.

27.02.05
El mismo domingo 27 de febrero de 2005 , los in-

tegrantes de la Comisión de Búsqueda de la Comunidad de
Paz, decidieron enviar una sub-comisión al sitio El Barro, para
rescatar a varias familias que se encontraban confinadas por
el ejército desde el lunes 21 de febrero, sin poderse mover
de sus casas siquiera para conseguir alimentos. Desde el
día anterior habían recibido un mensaje de esas familias y le
dieron aviso a las tropas presentes en el lugar de que la Co-
misión se dirigía allí a auxiliar a esas familias. Los militares
negaron rotundamente que allí hubiera alguna familia y trata-
ron de impedir el paso de la delegación, la cual irrumpió deci-
dida hasta las viviendas de las víctimas, donde efectivamen-
te las encontró tras seis días de confinamiento ilegal y las
acompañó en su desplazamiento hasta San José. En el lu-
gar, la delegación pudo leer y fotografiar los letreros alusivos
a la presencia del Batallón de Contraguerrilla No. 33 Cacique
Lutaima, escritos en las tablas de una de las casas, antes de
que los militares intentaran borrarlos. Los militares trataron
de impedir la salida de los pobladores, pero ante la decisión
de éstos de poner fin a una semana de secuestro y bloqueo
total de sus actividades de subsistencia, en medio de ame-
nazas de muerte y comentarios de terror, finalmente la tole-
raron. Uno de los soldados que se encontraban allí le confir-
mó a un periodista acompañante que ellos estaban allí desde
el lunes 21 de febrero y que habían entrado por la vereda Las
Nieves el sábado 19, lo que confirmaba la presencia del ejér-
cito en los sitios donde se perpetró la masacre y cometieron
otros atropellos contra la población civil.

28.02.05
El lunes 28 de febrero de 2005 , a las 08:00 horas,

con participación de las familias de las víctimas, de delega-
ciones de las diversas veredas de San José de Apartadó y
de acompañantes nacionales e internacionales, se ofició la
ceremonia exequial, con la presencia de los ocho sarcófa-
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gos. Enseguida fueron conducidos al cementerio del lugar
donde recibieron cristiana y humilde sepultura.

01.03.05
El martes 1° de marzo de 2005 , al amanecer, sale

de San José de Apartadó otra Comisión de Búsqueda, inte-
grada por 110 personas, la cual se subdivide, dirigiéndose una
parte a la vereda La Esperanza y otra a la vereda Las Nie-
ves. En los días anteriores se habían difundido muchos ru-
mores sobre la existencia de otros cadáveres en la zona y el
temor por la suerte de varias familias que no aparecían. En la
vereda Las Nieves, la comisión encuentra total desolación
ante la huída de todos sus pobladores. Cuando inician el re-
greso, les sale al paso uno de los que buscaban y ése los
conduce a donde están los otros. En la tarde, los que se
habían escondido en el monte desde el 20 de febrero, al es-
cuchar los planes que llevaban los soldados de asesinarlos,
salen de sus escondites y son acompañados por la delega-
ción hasta San José. Desde esa mañana se había deposita-
do una petición, en las oficinas del Programa de Derechos
Humanos de la Vicepresidencia de la República, en Bogotá,
para que la comisión no fuera tan agredida y ofendida por el
ejército, como la anterior comisión de búsqueda.

01.03.05
El mismo martes 1° de marzo de 2005 , el conduc-

tor OTALIVAR TRIANA, quien presta servicio de transporte
público entre Apartadó y San José y quien en los días prece-
dentes había sido contratado para transportar a delegacio-
nes nacionales e internacionales que acudieron al funeral de
las víctimas en San José de Apartadó, así como para trans-
portar los sarcófagos de las víctimas en la noche del 27 de
febrero, ante la negativa de la funeraria, fue amenazado de
muerte por un mensajero de WILMAR DURANGO, paramili-
tar que trabaja con el Coronel Néstor Iván Duque, coman-
dante del Batallón Bejarano Muñoz de la Brigada XVII del Ejér-
cito y quien ha cometido numerosos crímenes contra la Co-
munidad de Paz. El conductor pidió protección a una patrulla
de la Policía y más tarde fue trasladado fuera de la región por
el programa oficial de protección del Estado.

02.03.05
El miércoles 2 de marzo de 2005 , hacia las 15:00

horas, llegan a San José varios vehículos de la Policía escol-
tando a una delegación de fiscales y procuradores, quienes
se proponen pedir testimonios de miembros de la comuni-
dad sobre la masacre ocurrida la semana anterior en las
veredas Mulatos y La Resbalosa. Momentos antes, un fuer-
te contingente militar ha comenzado a transitar por las ori-
llas del caserío de San José, lo que agudiza el nerviosismo de
todos los pobladores. La comisión de investigadores se acer-
ca a conversar con algunos líderes y acompañantes, pero
éstos le solicitan que para poder conversar ordenen el retiro
del personal armado. La Policía se retira un poco del caserío
y representantes de la Comunidad le explican a los fiscales y
procuradores que los pobladores no tienen confianza en la
justicia colombiana ya que ha dejado en la impunidad varios
centenares de agresiones anteriores que han sido denuncia-
das y que prefieren que tribunales internacionales avoquen
el caso; les advierten que la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos ya había convocado a una audiencia pública
sobre el caso de San José de Apartadó para el próximo 14 de
marzo en San José de Costa Rica. La comisión judicial se
retira en momentos en que los pobladores se están ence-
rrando en sus casas a causa del paso intenso de tropas. Una

religiosa acompañante, mientras están conversando con la
comisión judicial, hace caer en cuenta de que está llegando
mucha tropa y los pobladores se apresuran a encerrarse en
sus viviendas, ya que el paso de tropas por el caserío ha sido
casi siempre violento y afrentoso. Pocos minutos después
de que la comisión judicial inicie su regreso hacia Apartadó,
los pobladores escuchan una fuerte explosión en la carrete-
ra y muy pocos minutos después un helicóptero militar apa-
rece sobrevolando la zona. Algunos comienzan a escuchar
por emisoras radiales, con breves minutos de intervalo, la
noticia de un atentado perpetrado contra la comisión judicial
en la carretera entre San José y Apartadó, en el cual habrían
resultado heridos dos agentes, uno de ellos de gravedad: el
patrullero ROGER JARABA ÁLVAREZ, quien según los medios
habría muerto al día siguiente. El hecho es atribuido inmedia-
tamente por el gobierno y por los medios a la guerrilla de las
FARC, de acuerdo a deducciones lógicas. Sin embargo que-
da difícil explicarse cómo en un sitio y hora en que se aprecia
un paso intenso de tropas del ejército pueda la guerrilla ac-
tuar tan libremente, sin que se registre ningún enfrentamien-
to, y cómo puedan sucederse intervalos tan cortos de tiem-
po entre la explosión escuchada en la carretera, la llegada
del helicóptero militar y la difusión de la noticia en los medios
masivos de información. Estos últimos hicieron derroche de
señalamientos contra la Comunidad de Paz e incluso en ca-
denas radiales y televisivas de alcance nacional se afirmó
que la Hermana Clara Lagos, religiosa acompañante de la
Comunidad, “tendría que ver con el atentado” por el hecho
de haber advertido que estaba llegando mucha tropa y ha-
bérselo señalado así a los pobladores, en momentos en que
la comisión judicial se encontraba en el caserío.

03.03.05
El jueves 3 de marzo de 2005 , entrevistado por la

cadena radial Caracol, hacia las 08:00 horas, el Gral. JORGE
DANIEL CASTRO, Director General de la Policía, se refirió a
la Hermana Clara Lagos, acompañante de la Comunidad de
Paz de San José de Apartadó, en el contexto del atentado
perpetrado contra una comisión judicial el día anterior, en estos
términos: “Allá se presentó una situación muy especial: una
religiosa fue prácticamente a obstruir la diligencia que iban a
realizar los fiscales. Al regreso de la comitiva, de la comisión
de la fiscalía acompañada de la policía, fueron atacados”
(Grabación de Caracol, marzo 3/05). Más tarde el mismo
General pediría que la religiosa fuera “investigada” en rela-
ción con el atentado y los medios se apoyaron en esas de-
claraciones para difamar masivamente a la religiosa empa-
ñando su heroica labor humanitaria de acompañamiento a la
Comunidad de Paz, llegando algunos medios a extremos in-
concebibles de estigmatización, comportamientos que han
quedado impunes y sin reparación alguna.

03.03.05
El mismo jueves 3 de marzo de 2005 , hacia las

08:14 horas, entrevistado por el periodista Néstor Morales
de la cadena radial Caracol, el General CARLOS ALBERTO
OSPINA, Comandante General de las Fuerzas Militares, co-
menzó a difundir informaciones falsas sobre las víctimas de
la masacre del 21 de febrero en las veredas Mulatos y La
Resbalosa de San José de Apartadó, tendientes a estigma-
tizar la memoria de las víctimas y a atribuir a otros actores la
responsabilidad de la masacre. Allí afirmó: “Por ejemplo, uno
de ellos, el Señor Luis Eduardo Guerra, tenemos testigos que
él públicamente había manifestado su intención de retirarse
de la comunidad de paz de Apartadó y entonces ahora que él
manifestó su intención, pues aparece asesinado. Hay otro
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señor asesinado, el señor ... he ... Alejandro Pérez, a quien le
decían Cristo de Palo; este señor pues tenía que ver con las
milicias, era cabecilla de milicias de esa región y él había ex-
presado su deseo de acogerse a programas de reinserción e
inclusive había iniciado gestiones para tal fin” (Grabación de
Caracol, marzo 3/05)

03.03.05
El mismo jueves 3 de marzo de 2005 , el Ministerio

de Defensa difunde a través de su página de internet la en-
trevista que un supuesto periodista le hace a un supuesto
“miliciano desmovilizado de las FARC que operaba en la zona
de Las Nieves, jurisdicción de San José de Apartadó”. Varios
medios radiales difunden la entrevista y por ello es posible
identificar plenamente la voz del supuesto “desmovilizado”:
se trata de ELKIN DARÍO TUBERQUIA, campesino de la
vereda Las Nieves, detenido ilegalmente el 12 de marzo de
2004 y sometido a crueles torturas por el Coronel Néstor Iván
Duque en las instalaciones de la Brigada XVII del Ejército, en
Carepa (Ant.), siendo forzado bajo amenazas inminentes de
muerte a “aceptación de cargos y sometimiento a senten-
cia anticipada”. A pesar de haber sido dejado en libertad por
un recurso de Habeas corpus  interpuesto por la Defensoría
del Pueblo, dada la ilegalidad absoluta de su detención, fisca-
les, jueces y magistrados jugaron perversamente con el
“acta” forzada de su “aceptación de sentencia anticipada”
y, a pesar de haber sido enterados de las torturas a que ha-
bía sido sometido, lo condenaron con excepcional rapidez en
dos instancias, facilitando el camino para que los militares lo
forzaran a aceptar una “reinserción”, opción que resulta
comprensible ante la única alternativa a que se veía abocado
de ir por muchos años a prisión mientras su familia, pobre en
extremo, quedaría expuesta a una total inviabilidad económi-
ca y todos sometidos a una persecución incesante. Recap-
turado el 22 de diciembre de 2004 y llevado a las instalacio-
nes de la Brigada XVII en violación flagrante a lo ordenado
por la Corte Constitucional en su Sentencia T-327/04, fue
impedido de recibir la ayuda de abogados hasta que aceptó
someterse a la irregular “reinserción”. Ni el Ministerio del
Interior ni la Procuraduría quisieron colaborar para que tuvie-
ra acceso a abogados que constataran su nivel mínimo de
libertad para tomar esas decisiones, aislamiento en que ha
sido mantenido hasta la supuesta “entrevista periodística”
en la cual aparece confeccionando un relato falso en la casi
totalidad de sus datos y episodios, pero apto para que sirva
de base a una campaña de estigmatización de las víctimas
de la masacre y a una desviación de la investigación sobre
los verdaderos autores de ésta.

En dicho falso relato se afirma que Luis Eduardo Guerra
fue miliciano del 5° frente de las FARC; que cuando fue
nombrado líder de la Comunidad la coordinaba desde Bogotá
o desde otro sitio lejano haciendo de “enlace” y que cuando
llegó otra vez a la región manifestó que estaba aburrido y
quería retirarse de la Comunidad de Paz; que se había comu-
nicado con el autor del relato para pedirle que le ayudara a
“reinsertarse”, advirtiéndole que se iba el fin de semana (fe-
brero 19) para la finca a aserrar madera para no salir sin dine-
ro y que luego lo llamaría; que la guerrilla habría asesinado a
Luis Eduardo Guerra y a Alejandro Pérez porque ambos es-
taban en trámite para reinsertarse y a Alfonso Tuberquia
porque supuestamente habría denunciado al miliciano alias
“Machorrusio” a quien el ejército mató el 20 de febrero.

A tan falso y absurdo relato solo le pueden dar crédito
quienes no tengan idea alguna de quiénes eran Luis Eduardo
Guerra, Alfonso Tuberquia y Alejandro Pérez ni la menor idea
de la historia de la Comunidad de Paz de San José de Aparta-
dó. La misma historia que el “desmovilizado” Elkin Tuberquia

cuenta de sí mismo en muy pocos datos coincide con lo que
él ha denunciado acerca de sus propios sufrimientos y ava-
tares de su vida. Es un relato-montaje que con seguridad se
le ha obligado a sustentar - quién sabe bajo cuántas presio-
nes y chantajes -  con el objetivo inocultable de estigmatizar
a las víctimas y de atribuir la masacre del pasado 21 de fe-
brero  a un actor armado que, si bien ha cometido atropellos
contra la Comunidad de Paz, ningún indicio revela que estuvo
detrás de este crimen. El refinamiento de la mentira revela
que sus constructores tienen un enorme interés de desviar
las investigaciones y de encubrir y proteger a los verdaderos
victimarios.

03.03.05
El mismo jueves 3 de marzo de 2005 , en declara-

ciones emitidas por la cadena radial R.C.N. en horas de la
mañana, el Director de Fiscalías de Antioquia, Doctor FRAN-
CISCO JAVIER GALVIS, refiriéndose a la Comunidad de Paz
de San José de Apartadó, afirmó: “es un veraneadero de las
guerrillas de las FARC (...) además en el pasado denuncia-
mos el hecho de que allí en el territorio urbano de esa peque-
ña comunidad llegó incluso a presentarse la negociación de
secuestros entre las FARC y los familiares de personas que
habían sido tomadas cautivas”. Luego se refirió a la explo-
sión de una granada en el mes de agosto de 2004, hecho ya
investigado por la misma Fiscalía en el cual se han recauda-
do suficientes elementos para demostrar que se trató de una
granada abandonada por el ejército en San José, pero el Dr.
Galvis se acogió más bien a la versión-montaje que intentó
hacer el ejército, desmentida por el mismo recaudo de prue-
bas técnicas. Afirmó el Dr. Galvis: “hace tres meses se de-
nunció allí que habían sido afectados por un petardo y resulta
que a la hora de la verdad se trataba era de la fabricación de
que les habían lanzado un cilindro bomba y resultó eso ser
una total mentira, porque allí lo que ocurrió fue que estaban
elaborando una bomba casera y estalló y produjo una serie
de heridos y precisamente uno de los muertos en La Resba-
losa de la semana pasada, el muerto de apellido Guerra, es la
persona que ha sido señalada como la persona que estaba
dedicada en ese momento a la elaboración del artefacto”
(Grabación de RCN, marzo 3/05). Si calumnias tan infames
como éstas son imperdonables en cualquier persona, lo son
menos en un funcionario de la administración de justicia y de
tan alto rango en lo regional, en quien se esperaría que al
menos esté enterado de lo que los mismos expedientes judi-
ciales van esclareciendo, al sacar a la luz del día montajes de
mala fe. Las declaraciones de este funcionario hacen mu-
cho menos fiable un aparato judicial ya bastante falto de cre-
dibilidad por la impunidad en la que deja todos los delitos in-
vestigados cuando afectan a sectores desprotegidos o críti-
cos del poder. Arruina su legitimidad para avocar crímenes
de lesa humanidad, como la masacre del 21 de febrero, un
aparato de justicia dirigido por alguien no solo carente de
imparcialidad sino que asume como premisas investigativas
un tejido depravado de montajes y mentiras.

04.03.05
El viernes 4 de marzo de 2005 , el diario El Colombia-

no que se edita en la ciudad de Medellín, en su página 3ª di-
funde como cierto el relato confeccionado por el ejército con
el supuesto “testimonio” de Elkin Darío Tuberquia, a quien
se presenta como “desmovilizado de las FARC”. Bajo el títu-
lo “Delación, única pista de masacre”, da crédito a la infamia
confeccionada en la Brigada XVII que mira, sin lugar a dudas,
a estigmatizar y enlodar la memoria de las víctimas median-
te fábulas absolutamente falsas y a desviar la investigación



100

Sa
n J

ose
sit

o 
de

 Ap
ar

ta
dó

N
oc

he
 y

 N
ie

bl
a

hacia otro actor armado. Otros medios de información mira-
ron con cautela el montaje y no se atrevieron a difundirlo.
Las intenciones de los propietarios de El Colombiano queda-
ron al descubierto en el Editorial de ese mismo día, al afir-
mar: “tampoco es sano que los medios inclinen su opinión
hacia la autoría por parte de la Brigada 17 del Ejército (...)
Parece que hubiera una campaña orquestada para despres-
tigiar la política de seguridad democrática del Presidente
Uribe, seguramente para intentar poner un freno a su reelec-
ción”. Queda al desnudo una falta de ética de la información,
toda vez que se quiere ajustar a opciones políticas tomadas
de antemano la interpretación de hechos monstruosos, sin
cuidado alguno por la objetividad y la honestidad, sino some-
tiéndolo todo al control anticipado de eventuales efectos
políticos. Para eludir informar objetivamente sobre los victi-
marios, que es una obligación  de los medios en orden a que
los crímenes no se repitan, sugiere dicho Editorial una salida
evasiva y encubridora: “Lo único que debemos hacer es pedir
prudencia, que se haga claridad en este crimen y que los
culpables sean capturados y paguen cárcel por tan mons-
truoso asesinato”. La experiencia quizás les ha mostrado que
tales fórmulas abstractas y evasivas han logrado cubrir efi-
cazmente decenas de miles de crímenes impunes guardán-
doles las espaldas a los victimarios. No cayeron en la cuenta
los dueños de El Colombiano que el segundo párrafo de su
Editorial del 4 de marzo, lanzado contra el victimario abstrac-
to a quien debe protegerse de tener una identidad concreta,
a no ser que haya un interés político en que la tenga, se vuel-
ve contra ellos mismos: “Los criminales usan la estrategia
de la desinformación para tender un manto de impunidad que
ampara a los asesinos de cinco adultos y tres niños”.

04.03.05
El mismo viernes 4 de marzo de 2005 , los medios

difunden un comunicado suscrito por el comandante de la
Brigada XVII del Ejército con sede en Carepa, Antioquia, Gene-
ral HÉCTOR JAIME FANDIÑO RINCÓN, en el cual rechaza las
acusaciones que se hacen contra miembros del ejército como
autores de la masacre del pasado 21 de febrero en las vere-
das Mulatos y La Resbalosa. Los dos argumentos que se
aprecian allí para exonerar de culpa a los integrantes del ejér-
cito, como el hecho de haber prestado seguridad a los inves-
tigadores judiciales en el área de los hechos y el señalar que el
método de degollamiento ha sido utilizado por la guerrilla en
hechos recientes, no ofrecen ningún elemento de convicción,
ya que, por una parte, muchas veces se ha visto a los victima-
rios haciendo ellos mismos los levantamientos “legales” de
sus víctimas, y por otra, el historial de atrocidades que el ac-
cionar conjunto de ejército y paramilitares ha perpetrado en
San José de Apartadó en los últimos ocho años no conoce
límites en su crueldad, como se comprueba en numerosas
denuncias y constancias. Pero el General Fandiño ofrece allí
también dos salidas para el esclarecimiento del crimen, aún
menos convincentes: primero, que los fiscales competentes
inspeccionen los documentos de ubicación de tropas que re-
posan en la Brigada, con el fin de constatar la no presencia de
tropas en el área el día de los hechos, y segundo, atenerse a
una investigación preliminar ya abierta por la Justicia Penal
Militar. Justamente el haberse apresurado a negar la presen-
cia de tropas en el área de la masacre mientras centenares
de testigos pudieron comprobar esa presencia, es un elemen-
to de convicción para señalar su responsabilidad. No solo hubo
presencia militar durante esos días en Las Nieves, Mulatos y
La Resbalosa, sino también en Bellavista, Buenos Aires, La
Esperanza y Alto Bonito, produciéndose en varios de estos
sitios detenciones, confinamientos, amenazas, sobrevuelo de
helicópteros, bombardeos, enfrentamientos y muerte de un

miliciano reconocida por el mismo Ejército, e incluso disparos
contra una niña llevada luego por el mismo ejército al hospital
de Apartadó. A nadie se le oculta que ajustar los informes ofi-
ciales de ubicación de tropas a intereses institucionales es algo
muy fácil cuando todos los controles obedecen a los mismos
intereses corporativos, siendo este aspecto el que dejó más
mal sabor de fraude en el proceso seguido contra el General
Rito Alejo Del Río, donde los documentos de archivo de la Bri-
gada 17 no concordaban con testimonios muy riesgosos de
soldados y oficiales. Por otra parte, la Justicia Penal Militar
está sobrediagnosticada por muchos organismos internacio-
nales como mecanismo de impunidad que no debería funcio-
nar cuando se trata de investigar violaciones graves a los
derechos humanos o al DIH.

04.03.05
El mismo viernes 4 de marzo de 2005  se difunde a

través de los medios masivos de comunicación un comunica-
do del Ministro de Defensa, Dr. JORGE ALBERTO URIBE ECHA-
VARRÍA, en el cual rechaza también las acusaciones contra el
ejército como autor de la masacre del 21 de febrero. Fuera de
párrafos ideológicos que tratan de dar una visión optimista de
la política de seguridad del gobierno, presenta como el mayor
aporte del gobierno a la investigación la entrega a los cuerpos
de control de “todo el material relacionado con la ubicación de
las tropas y sus operaciones en esta zona”. En declaraciones
a los medios este mismo día, el Ministro afirmó que : “los
soldados que estaban más cerca estaban a tres o
cuatro jornadas de ahí” (Ej: El Tiempo, o4.03.05, pg. 1-4).
De allí que este aporte carezca de una fiabilidad básica al con-
tradecir lo que centenares de testigos vieron con sus propios
ojos y sufrieron en carne propia. Pero enseguida el Ministro
inicia una campaña, que se desarrollará mucho más en los
días posteriores, de dejar sombras de duda sobre la misma
comunidad victimizada: en primer lugar, responsabilizándola
de la inacción de la justicia al afirmar que “las entidades de
control del Estado se han encontrado con un muro de silencio
por parte de la Comunidad de San José de Apartadó”, ocul-
tándole a sus lectores la realidad de que esa Comunidad ha
colaborado intensamente con la justicia durante ocho años sin
haber obtenido jamás un acto de justicia ni de reparación y
que más de 500 atrocidades perpetradas contra ella perma-
necen en absoluta impunidad. Pero el Ministro termina su
comunicado estigmatizando de manera infame a las comuni-
dades de paz y particularmente a la de San José con estas
palabras: “estas organizaciones (terroristas) han utilizado las
comunidades como refugio para sus actividades delictivas.
La Comunidad de Paz de San José de Apartadó no ha sido la
excepción”. En lugar de examinar con honestidad si el Estado
ha ejercido el terrorismo y ha violado los derechos fundamen-
tales a través de su fuerza pública, el Ministro se aferra a una
imagen teórica de las fuerzas armadas en contradicción con
su comportamiento real y concreto, para comenzar a vender
la idea de que la salida es militarizar a la población de San José:
“Es obligación del Estado colombiano garantizar el derecho a
la vida de los habitantes en todo el territorio nacional. Igual-
mente, la prioridad del gobierno nacional es restablecer el im-
perio de la ley y proteger a la población civil”. Salta a la vista el
encubrimiento de crímenes reales con discursos ideales, y de
hechos comprobados “en vivo y en directo” con documentos
elaborados por funcionarios interesados en evadir responsa-
bilidades.

04.03.05
El mismo viernes 4 de marzo de 2005 , a las 09:15

horas, tropas del ejército que en los días anteriores estaban
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presentes en zonas rurales adyacentes al caserío de San
José, ingresaron a los espacios de vida y trabajo de la Comu-
nidad de Paz, pisoteando nuevamente el Reglamento de la
Comunidad. Esta incursión militar se da en un contexto de
estigmatización de la Comunidad por parte de diversos fun-
cionarios del gobierno nacional que niega rotundamente la
participación de los militares en la masacre del 21 de febrero
y más bien anuncia que éstos deben hacer presencia en el
territorio de la Comunidad de Paz. La Comunidad, en un co-
municado público, reivindicó el “derecho a no convivir con
los victimarios”.

07.03.05
El lunes 7 de marzo de 2005  cerca de 200 efectivos

del ejército llegaron a la vereda Guineo Alto, de San José de
Apartadó, en trajes de camuflado. Unos de ellos, los prime-
ros en llegar, llevaban morrales, otros no llevaban. Rodearon
la casa del poblador ANDRÉS MARÍN y preguntaron a su
familia por él. El comandante les dijo a los soldados: “Lo de-
jaron volar cuando ya lo teníamos en la mano”. Cuando el
padre de Andrés llegó a la casa hacia el medio día, los milita-
res le decían : “Usted andaba con ellos”. Le preguntaron por
su hijo pero no decían por qué preguntaban por él. Allí acam-
pó la tropa durante cuatro días y durante los mismos hicie-
ron repetidas requisas de la casa. Los soldados tomaron
cuatro pollitos pequeños y les cortaron la cabeza, sin comér-
selos; quizás se trataba de un gesto simbólico de crueldad
mediante el cual querían enviar mensajes de terror.

08.03.05
El martes 8 de marzo de 2005 , en declaraciones a

medios masivos de información, el Ministro de Defensa
Nacional, Dr. JORGE ALBERTO URIBE ECHAVARRÍA, anun-
ció la militarización de las comunidades de paz como motiva-
da en la masacre de 8 campesinos en San José de Aparta-
dó. Aunque tal posición sería difícil de entender dentro de
parámetros lógicos y éticos sanos, pues equivale a remitir a
los victimarios de nuevo donde sus víctimas, el Ministro de-
fendió la tesis invalidada por la realidad de los hechos, según
la cual, la masacre “es producto de la imposibilidad de que la
fuerza pública haga presencia en estas comunidades (de
paz)” (Diario Nuevo Siglo, 09.03.05, pg. 27).  Mientras todas
las pruebas apuntan a que fue la presencia de la fuerza públi-
ca la que causó la masacre, el Ministro, ya cerrando los ojos
a la realidad o ya aprobando tan macabros efectos, le apues-
ta al aumento y consolidación de riesgos para las comunida-
des victimizadas apelando a una tesis que solo se puede
sustentar en una imaginación obtusa, según la cual, la ma-
sacre habría sido producto de la no militarización.

08.03.05
El mismo martes 8 de marzo de 2005 , el gobierno

convocó al cuerpo diplomático en un hotel del norte de Bogo-
tá para darle su versión sobre la masacre de San José de
Apartadó, dada la conmoción internacional que el crimen ha
producido. Estuvieron presentes delegados del Ministerio del
Interior y de Justicia, del Ministerio de Defensa, de la Fiscalía
y de la Vicepresidencia, llevando con ellos a tres supuestos
“desmovilizados” de las FARC quienes trataron de atribuir a
esa organización guerrillera la masacre. Dos de esos falsos
testigos, Elkin Darío Tuberquia y Apolinar Guerra, habían sido
torturados en la Brigada 17 por el Coronel Duque y luego
sometidos a un montaje judicial que los ha privado de la liber-
tad bajo un cúmulo de extorsiones que les impide tomar de-

cisiones libres. La versión de Elkin Tuberquia, difundida por
los medios masivos, ya ha sido evaluada como totalmente
ajena a la verdad.

14.03.05
El lunes 14 de marzo de 2005 , la CORTE INTERA-

MERICANA DE DERECHOS HUMANOS realizó una audien-
cia pública en su sede de San José de Costa Rica, sobre el
caso de San José de Apartadó. Al día siguiente, 15 de marzo,
emitió una nueva RESOLUCIÓN sobre las MEDIDAS PRO-
VISIONALES ya adoptadas desde el 9 de octubre de 2000.
La Corte tomó en consideración los crímenes denunciados
después de sus últimas Resoluciones (18 de junio de 2002 y
17 de noviembre de 2004) así como la Sentencia T-327 de
2004 de la Corte Constitucional de Colombia.

· Por su parte, la COMISIÓN INTERAMERICANA DE DE-
RECHOS HUMANOS reiteró ante la Corte que el objetivo
primordial de las medidas provisionales que había solici-
tado en 2000 era “”permitir que los miembros de la Co-
munidad de Paz pudieran permanecer en una zona pro-
tegida, aislándose del conflicto armado y sin la necesi-
dad de desplazarse”, pero que a pesar de ello, “desde la
constitución de la Comunidad de Paz, durante la vigencia
de las medidas cautelares y de las medidas provisiona-
les se ha producido la muerte y desaparición de numero-
sos miembros de la Comunidad”, quejándose de que “a
pesar de los mecanismos de protección adoptados” se
produjo en febrero la masacre de uno de los líderes más
importantes de la Comunidad con siete personas más y
“continúan las denuncias por la comisión periódica de
actos de violencia, hostigamiento y amenazas, cometi-
dos no solo por grupos al margen de la ley que operan en
la zona de San José de Apartadó, sino también por miem-
bros de la fuerza pública”. La Comisión consideró “nece-
sario retomar los espacios de diálogo entre las autorida-
des del Estado y los miembros de la Comunidad o sus
representantes, en particular respecto de la presencia y
actuación de la fuerza pública” (Resolución, # 14).

· Por su parte, los delegados del Gobierno de Colombia no
negaron la participación de agentes del Estado en la
masacre sino que se remitieron a las investigaciones
oficiales que nunca han producido resultados; afirmaron
reiteradamente que han mantenido una constante inter-
locución con la Comunidad y han aplicado las directrices
de la Sentencia T-327 de la Corte Constitucional, siendo
esto muy cuestionado por los peticionaros, pero dejando
la sensación de que el Gobierno veía la solución de toda
esta violencia en la profundización de la interlocución y la
concertación.

· La representación de las víctimas expuso ante la Corte
las razones para señalar como autor de la masacre del
21 de febrero al ejército nacional y entregó una lista de
más de 500 agresiones contra la Comunidad de Paz que
no han sido sancionadas ni reparadas hasta el momen-
to; le señaló a la Corte la importancia de exigir por vía
administrativa correcciones y reparaciones cuya tardan-
za se traduce en daños irreparables, más cuando está
probado que la justicia no opera. También invitó a la Corte
a discernir el lenguaje oficial que presenta la presencia
armada del Estado como “protectora” de la población
mientras los hechos revelan que es “destructora”. Se
insistió particularmente en apoyar la Comisión de Eva-
luación de la Justicia, solicitada desde hace varios años;
las Zonas Humanitarias que se propone establecer en 8
veredas no formalmente integradas a la Comunidad de
Paz; concertar una presencia del Estado a través de ór-
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ganos civiles y no armados en la Comunidad de Paz; así
como el acatamiento a la Sentencia T-327/04 de la Corte
Constitucional y a los requerimientos de las Medidas
Provisionales de la Corte Interamericana.

La RESOLUCIÓN de la Corte del 15 de marzo/05 ratificó
y reiteró las MEDIDAS PROVISIONALES con todos los re-
querimientos de las anteriores Resoluciones emitidas desde
octubre de 2000, con miras a la protección de la vida e inte-
gridad de los beneficiarios y a la sanción de los responsables
de los crímenes. En su parte resolutiva la Corte reitera al
Estado colombiano que (...) “continúe dando part ic ipa-
ción a los benefic iar ios de las medidas provisiona-
les o a sus representantes en la p lanif icación e
implementación de dichas medidas, para estable-
cer  las  que sean más adecuadas para la  protec-
ción y seguridad de los miembros de la Comunidad
de Paz de San José de Apartadó y que, en general ,
los mantenga informados sobre e l  avance en la
adopción por el Estado de las medidas dictadas por
la Corte Interamericana de Derechos Humanos ”
(Parte resolutiva, No. 2, lit. i)

No fue ajena a la Corte la gravedad extrema del momen-
to presente para la Comunidad de Paz de San José de Apar-
tadó y así lo dejó ver en el mismo texto de la Resolución al
afirmar: “los últimos hechos de violencia e intimidación a que
fueron sometidos varios miembros de la Comunidad de Paz,
y el asesinato de ocho de sus integrantes, entre ellos uno de
sus líderes, el señor Luis Eduardo Guerra Guerra y su fami-
lia, demuestra la situación de inseguridad en la que se en-
cuentran los beneficiarios de las presentes medidas provi-
sionales, ya que la muerte de dichas personas evidencia
una  s i tuac ión  de  ex t rema g ravedad  y  requ ie re
medidas  ef icaces  y  u rgentes  de  protecc ión . La
muerte de un líder comunitario puede ser interpretada den-
tro de un proceso de amedrentamiento y paralización de los
miembros de la Comunidad de Paz, el cual implica su des-
articulación lo que pone en riesgo la supervivencia de la mis-
ma y especialmente la de sus miembros, cuyas vidas e inte-
gridad personal siguen siendo gravemente atacadas” (No.
24). “Ante la gravedad de la situación en la que se encuen-
tran los miembros de la Comunidad de Paz, demostrada por
los últimos hechos informados por la Comisión y los repre-
sentantes, es preciso reiterar el requerimiento al Estado de
que adopte en forma inmediata y efectiva todas las medidas
necesarias para asegurar eficazmente el pleno ejercicio de
los derechos a la vida y a la integridad personal de los miem-
bros de la Comunidad protegida por las presentes medidas
provisionales” (No. 25)

La Corte acogió una de las propuestas de la Comunidad,
surgida en medio de la extrema persecución en que se en-
cuentra, de crear en 8 veredas no formalmente integradas a
la Comunidad de Paz unas ZONAS HUMANITARIAS , que
son espacios de especial protección donde pueda acudir la
población civil en momentos de operativos violentos que
ponen en riesgo su vida, integridad y libertad. Al respecto la
Resolución de la Corte afirma: “La Corte valora lo relativo a
las “zonas humanitarias”, las cuales son sitios delimitados y
ubicados en lugares que no son militarmente estratégicos;
son bienes privados a los cuales varios miembros se aso-
cian bajo principios de organización colectiva y de no partici-
pación en el conflicto armado interno, esto es, no participar
en ninguna acción armada, no prestar información o apoyo
logístico o de cualquier naturaleza a las partes involucradas
en el conflicto armado interno, y que su importancia se debe
a que en ese lugar se desarrollan mecanismos para la pro-
tección y supervivencia de sus miembros, como un espacio
preventivo del desplazamiento y de la vinculación de niños al

conflicto armado interno”(No. 19). A renglón seguido, la Cor-
te le exige al Estado colombiano respetar lo que constituye
el fundamento jurídico, en derecho internacional, de la ante-
rior propuesta valorada positivamente por ella: “La Corte
considera pertinente instar al Estado para que garantice y
haga garantizar el principio de dist inción  del Derecho
Internacional Humanitario, en relación con los miembros de
la Comunidad de Paz, quienes son civiles ajenos al conflicto
armado interno” (No. 20).

19.03.05
El sábado 19 de marzo de 2005  se produjo una in-

cursión del ejército a la vereda Arenas Altas. Los militares
ingresaron a algunas viviendas que distan unos 40 minutos
del caserío central. En la casa del Señor RIGOBERTO VÁS-
QUEZ penetraron sin ninguna orden judicial a practicar un
allanamiento ilegal revolcando todos los enseres de la fami-
lia. La excusa que dieron era que “habían oído decir que allí
estaba la guerrilla”. Preguntaron por Rigoberto, quien no se
encontraba en casa. Tomaron a los niños y les preguntaron
dónde estaba su papá. Durante dos horas que estuvieron en
el interior de la casa, los familiares escuchaban a los milita-
res comunicándose por radio y diciendo: “el paquete no
está”. Todos los armados que ingresaron a la vivienda tenían
uniforme militar y se identificaron como del Ejército. Con ellos
iba alguien conocido: RAMÓN ZAPTA, a quien la gente de la
región conoce como vinculado a la Brigada 17, sin saber pre-
cisar si en forma legal o ilegal. En los días posteriores los
militares continuaron preguntando por Rigoberto en las ca-
sas del vecindario. En casa de una hermana de él entraron
afirmando que “estaban buscando un motor”. Esto ha cau-
sado zozobra en toda la familia y el vecindario.

20.03.05
El domingo 20 de marzo de 2005 , el Señor Presi-

dente de la República ÁLVARO URIBE VÉLEZ, al concluir un
consejo de seguridad en Carepa, Antioquia, en las instalacio-
nes de la Brigada XVII, emitió un comunicado en el cual afir-
ma: “Las comunidades de paz tienen derecho a instalarse
en Colombia gracias a nuestro régimen de libertades. Pero
no pueden, como lo practica la de San José de Apartadó,
obstruir la justicia, rechazar la Fuerza Pública, prohibir el co-
mercio de artículos lícitos ni coartar la libertad de los ciuda-
danos que allí residen. En esta comunidad de San José de
Apartadó hay gente buena, pero algunos de sus líderes, pa-
trocinadores y defensores están seriamente señalados, por
personas que han residido allí, de auxiliar a las FARC y de
querer utilizar a la comunidad para proteger a esta organiza-
ción terrorista”. (El Colombiano, 21.03.05, pg. 2d). Sobre es-
tas cinco acusaciones que faltan gravemente a la verdad,
pretendía, al parecer, el Señor Presidente, justificar la orden
dada a la fuerza pública ese mismo día, de ingresar a la co-
munidad antes de 20 días. Ni la Comunidad ha obstruido ja-
más la justicia, ni ha impedido que la fuerza pública cumpla
con sus deberes constitucionales, ni ha prohibido jamás el
comercio de artículos lícitos, ni ha coartado jamás la libertad
de los ciudadanos allí residentes, ni sus integrantes y menos
sus líderes y acompañantes apoyan a ninguna organización
armada, definiendo, por el contrario, su identidad comunita-
ria, en la no colaboración con ningún grupo que porte armas.
Otra cosa es que se interprete perversamente como “obs-
trucción de la justicia” su lucha transparente contra la des-
vergonzada corrupción de fiscales, jueces, magistrados y
procuradores que han dejado en la impunidad centenares de
crímenes de lesa humanidad y sus clamores y exigencias
para que comisiones internacionales vengan a hacer una
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evaluación profunda y transparente de tan corrupto aparato
de “justicia”. Otra cosa es que se interprete como “rechazo
a la fuerza pública” el rechazo a sus crímenes contra la Co-
munidad que ya se cuentan por centenares, o el rechazo a
su unidad de acción con el paramilitarismo que allí se ejerce
sin pudor alguno, o el rechazo a su pretensión de involucrar
forzadamente en la guerra a la población civil o a utilizarla
criminalmente como escudo. Otra cosa es que se interprete
como “prohibición del comercio de artículos lícitos” la con-
certación libre y voluntaria que se ha hecho con la mayoría
de los tenderos para que no vendan licor, dado que la embria-
guez en una zona de guerra genera conflictos que con fre-
cuencia producen desenlaces fatales. Otra cosa es que se
interprete como “coartar la libertad de los ciudadanos que
allí residen” el régimen de sanciones a que voluntariamente
se acogen quienes libremente se inscriben en la Comunidad
de Paz, único medio que permite garantizar el cumplimiento
del Reglamento que identifica a la Comunidad de Paz como
tal. Otra cosa es que se interprete como “señalamientos de
ser auxiliadores de las FARC” el conjunto de “declaraciones”
contra líderes y miembros de la Comunidad, arrancadas por
oficiales del ejército adscritos a la Brigada XVII, muchas ve-
ces bajo crueles torturas, otras bajo extorsiones, sobornos
y montajes, como se ha denunciado y documentado repeti-
das veces en los anteriores Derechos de Petición. De allí que
las afirmaciones del Señor Presidente no solo no tienen sus-
tento alguno, faltando gravemente a la verdad, sino que pre-
tenden apoyarse en mecanismos perversos de distorsión,
tanto más dañinos cuanto buscan revestir de apariencia de
“mal” lo que constituye una defensa esforzada de bienes
jurídicos que emanan del núcleo más preciado de la Constitu-
ción y del Derecho Internacional. Incurre, pues, a todas lu-
ces, el Jefe del Estado, en los delitos de calumnia e injuria,
agravados por el propósito no oculto de destruir en sus valo-
res y prácticas esenciales, una Comunidad que se identifica
por un esfuerzo nada común de hacer realidad el precepto
del artículo 22 de la Constitución y de haber ideado mecanis-
mos de defensa de la vida, la integridad y la libertad, dentro
de un contexto bélico que pone en alto riesgo esos derechos
esenciales de humanidad.

Ya la Corte Constitucional, en su Sentencia T-1191/04,
examinó a la luz de la Carta la juridicidad de los pronuncia-
mientos públicos de un Presidente. La Corte sostiene que
cuando el mandatario informa, no puede violar el derecho de
todo ciudadano, consagrado en el artículo 20 de la Constitu-
ción, “a recibir información veraz e imparcial”, y cuando
trata simplemente de comunicar a otros su propio pensa-
miento, “la libertad de opinión debe, así mismo, respetar
las nociones de veracidad e imparcialidad por que propugna
la Carta Política de 1991. Esto por cuanto que, aunque en
principio la libertad de pensamiento no conoce restriccio-
nes, cuando la opinión expresada se fundamenta sobre
hechos no veraces, ésta se desnaturaliza al no versar so-
bre una interpretación o valoración de hechos ciertos o
pensamientos verídicamente conocidos, generándose, en-
tonces, una vulneración a los derechos de información en
cabeza de los receptores de la opinión, así como una even-
tual amenaza injusta a los derechos a la honra y al buen
nombre del sujeto o sujetos objetos de la opinión” (cita ade-
más de la Sentencia T-1202 de 2000).

Pero un comunicado como el emitido en Carepa el 20 de
marzo por el Señor Presidente, se inscribe en un tipo de co-
municaciones del mandatario con los ciudadanos acerca de
problemas nacionales. Allí entran en juego otros derechos
concernientes más directamente a la autoridad como tal,
como lo subraya la Corte Constitucional: “De otro lado, en
ejercicio de este poder-deber de mantener una comunicación
permanente con la ciudadanía, las declaraciones del Presi-

dente deben ceñirse a las obligaciones que la misma Consti-
tución le asigna, en especial las señaladas en el artículo 2°
que dispone: ‘las autoridades de la República están institui-
das para proteger a todas las personas residentes en Co-
lombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás dere-
chos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los
deberes sociales del Estado y de los particulares’; así mis-
mo, las contenidas en el artículo 188 que señala ‘El Presiden-
te de la República simboliza la unidad nacional y al jurar el
cumplimiento de la Constitución y de las leyes, se obliga a
garantizar los derechos y libertades de todos los colombia-
nos’. Así pues, como a todas las autoridades, al Presidente
compete una posición de garante respecto de los derechos
fundamentales de todos los habitantes del territorio nacio-
nal, que hace que cuando se dirija a los ciudadanos deba
abstenerse de emitir cualquier declaración o afirmación que
lesione o ponga en riesgo tal categoría de derechos.  Esta
obligación adquiere mayor relevancia tratándose de sujetos
de especial protección constitucional tales como los defen-
sores de derechos humanos, los reinsertados, los desplaza-
dos por la violencia o los miembros de comunidades
de paz  (Sentencia T-588 de 2003 y T-327 de 2004), quienes
debido al estado de vulnerabilidad en el que se encuentran,
que se manifiesta en un mayor nivel de exposición a riesgos
de carácter extraordinario y de amenaza de sus derechos
fundamentales, especialmente de los derechos a la seguri-
dad personal, a la integridad física y a la vida, merecen un
tratamiento especial y la adopción de medidas reforzadas
de protección”.

La Corte Constitucional, consciente de la gravedad de los
daños que el Presidente puede producir en alocuciones que
transgreden los límites enunciados, señala también los me-
canismos de control político y jurídico que pueden ejercerse:
“Existiendo la posibilidad de que declaraciones públicas emi-
tidas por el primer mandatario puedan transmitir información
inexacta o no objetiva, o desconocer derechos fundamenta-
les de personas o grupos, las mismas pueden ser objeto de
diferentes controles: en efecto, cabe en primer lugar un con-
trol político en el seno del Congreso de la República, (...); cabe
también un control político ciudadano, ejercido a través de
los mecanismos de participación especialmente diseñados
para ello, como puede serlo el que se lleva a cabo a través de
las veedurías ciudadanas; es posible también un control judi-
cial, especialmente mediante acciones penales cuando sea
el caso de la comisión de los delitos de calumnia o injuria, o
de la acción de tutela cuando se trate de la defensa de los
derechos fundamentales que puedan verse amenazados o
desconocidos por las manifestaciones presidenciales; final-
mente, los ciudadanos tienen también la posibilidad de acu-
dir ante los tribunales internacionales de que Colombia sea
parte, establecidos para la defensa de los derechos huma-
nos que eventualmente pudieran ser desconocidos” (Sen-
tencia T-1191/04, Parte II, No. 4.2, subrayados fuera del tex-
to original).

La Corte Constitucional subraya también el agravante que
se sigue cuando esas alocuciones presidenciales faltan a la
verdad o violan derechos fundamentales, por la circunstan-
cia de ser difundidas a través de medios masivos de comu-
nicación, como televisión, radio, prensa, etc.: “El empelo de
estos medios genera una responsabilidad mayor en cabeza
del Primer Mandatario, en atención a la gran capacidad de
penetración en todas las esferas de la sociedad que éstos
poseen, al número considerable de receptores a los que pue-
den llegar, al impacto inmediato que poseen sobre la forma-
ción de la opinión pública e, incluso, sobre los comportamien-
tos y reacciones de los individuos, debido a que el espacio de
reflexión de las noticias que se reciben a diario, y a las míni-
mas posibilidades de defensa que tienen aquellos sujetos que
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puedan resultar afectados por las informaciones que se
transmiten (...) el empleo de esta categoría de medios gene-
ra en el Presidente, como en cualquier otra autoridad parti-
cular, una mayor responsabilidad que aquella que deviene de
la utilización de otros sistemas de comunicación no masivos”
(ibid. Parte II, No. 4.3).

22.03.05
El martes 22 de marzo de 2005 , un empresario de

Apartadó, en representación de los gremios empresariales
de la región de Urabá, llamó por teléfono a San José de Apar-
tadó y solicitó hablar con un miembro del Consejo Interno de
la Comunidad de Paz. Al ser atendido, el empresario le mani-
festó que los gremios estaban dispuestos a brindarle ayuda
económica a la Comunidad de Paz y a la población de San
José, en general, pero bajo la condición de que admitieran la
presencia permanente de la fuerza pública. Según el empre-
sario, ya tenían disponible una fuerte suma de dinero para
hacer pavimentar la carretera que comunica a San José con
Apartadó y proyectos para instalar supermercados en el
caserío de San José. El representante del Consejo Interno
de la Comunidad le hizo ver al empresario que si el motivo
que los animaba era el de hacer obras sociales, en Apartadó
había barrios sumidos en la miseria y millares de desplaza-
dos que carecían de lo más elemental para sobrevivir, pero
que si el motivo era ejercer una presión sobre la Comunidad
de Paz para que renunciara a sus principios de no involucrar-
se en la guerra, esto no lo iban a conseguir con ese tipo de
chantajes. La llamada dejó, sin embargo, profundos interro-
gantes sobre la identidad de propósitos entre el gran capital
y el gobierno nacional, departamental y local, que debería
atender prioritariamente a los sectores más vulnerables y
no dejar a merced del capital privado la satisfacción de las
necesidades fundamentales de la Comunidad, máxime cuan-
do la ley otorga derechos a todas las comunidades vereda-
les a participar de un presupuesto municipal que se constru-
ye con impuestos de todos los ciudadanos, para que de él se
provea a las necesidades básicas de todos.

28.03.05
El lunes 28 de marzo de 2005 , la Corporación Jurídi-

ca Libertad, que representa como peticionaria a la Comuni-
dad de Paz ante la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos, elevó un Derecho de Petición al Director del Progra-
ma Presidencial de Derechos Humanos, para que explicara
si los pronunciamientos públicos del Ministro de Defensa y
del Presidente de la República, quienes “arremeten en con-
tra del proceso de la Comunidad de Paz anunciando su ani-
quilamiento a través de la militarización de sus espacios vita-
les” significaban el desconocimiento de la concertación exi-
gida en las Medidas Provisionales de la Corte. La Corpora-
ción concretaba así su PETICIÓN: “de manera concreta y
específica le solicitamos se sirva informarnos por escrito si
estos pronunciamientos públicos constituyen la política ofi-
cial de manejo para el tema de San José, en cuyo caso el
mensaje enviado sería suficientemente claro: la discusión y
concertación de la aplicación de las medidas provisionales,
tal y como lo dispuso la CorteIDH en sus diferentes resolu-
ciones, ha sido desconocida por el gobierno nacional y en
consecuencia este espacio no tiene ningún tipo de operativi-
dad y sentido”.  La Corporación le transmite al mismo tiem-
po al gobierno la decisión del Consejo Interno de la Comuni-
dad de supeditar cualquier otra reunión o participación en los
espacios de implementación de las medidas provisionales a
la respuesta a esta petición. Luego de vencido el término
previsto en la Constitución, no se recibió respuesta a esta

petición. Ésta se recibiría un mes después y en ella no se
respondió a la petición específica que fue formulada.

30.03.05
El miércoles 30 de marzo de 2005 , hacia las 14:00

horas, un grupo de policías ingresó al caserío de San José,
repartió volantes en los cuales se anunciaba que la Policía
iba a realizar un trabajo conjunto con la comunidad, especial-
mente en una labor educativa con los niños, asesorías en
resolución de conflictos y otras labores sociales. Durante los
40 minutos que permanecieron en el caserío, los miembros
de la policía filmaron las casas y a la gente y dieron a enten-
der que su presencia ya estaba concertada con la Comuni-
dad, lo cual era falso.

31.03.05
El jueves 31 de marzo de 2005 , hacia las 11:00 ho-

ras ingresó al caserío de San José una motocicleta con dos
personas armadas con armas cortas. Luego llegó el Cape-
llán de la Policía, Padre LUIS CARLOS SÁNCHEZ, anuncian-
do a través de un megáfono la llegada de la Policía e invitan-
do a aceptar su presencia, la cual obedecía a órdenes presi-
denciales. Enseguida llegó un vehículo tipo “chiva” de tama-
ño grande con cerca de 100 personas, entre las cuales se
encontraba un grupo de policías. Llevaban tambores, dulces
y juguetes para los niños y los acompañaban supuestos si-
cólogos, sociólogos, payasos, peluqueros y músicos, según
decían, para trabajar con los pobladores. Nuevamente hicie-
ron filmaciones de la gente y de las casas. Cuando compro-
baron que la gran mayoría de los pobladores no los acogía
con beneplácito, se negaba a recibir sus “regalos”, cerraba
las puertas de sus casas y regañaba a los niños inocentes
que recibían los “regalos”, tanto el Capellán como los y las
policías se alteraron mucho y le repetían a la gente que eso
“lo iban a pagar muy caro”. Los medios locales y regionales
de comunicación desinformaron a la opinión pública al afir-
mar que la población acogió con beneplácito a la policía. Una
misma actitud y unos mismos mecanismos se han ido reve-
lando en todos los intentos realizados por el gobierno, por la
fuerza pública y por el empresariado urabaense para destruir
el proyecto de Comunidad de Paz y obligar a la población de
la zona a aliarse con un polo de la guerra: quebrar la deci-
sión libre y democrática de una Comunidad, apelando a la
combinación de sobornos y amenazas. Mientra en la Briga-
da XVII se procura conseguir declaraciones contra los líde-
res de la Comunidad por medio de torturas combinadas con
ofertas de “reinserción”,  perdones judiciales, prebendas
económicas y donación de tierras y viviendas, el empresa-
riado urabaense ofrece grandes inversiones financieras para
que se renuncie a los principios de neutralidad, el gobierno
municipal ofrece dadivosamente los servicios sociales de
que han sido privados los pobladores injustamente y la Po-
licía lleva payasos, músicos, regalos y “psicólogos” con el
fin de lograr el mismo propósito. Parece que todos estos
actores no cayeran en la cuenta de la enorme repugnancia
moral que estos métodos provocan, al basarse en la mis-
ma matriz de mercantilización de las conciencias y de sus
principios y decisiones.

01.04.05
El  v iernes 1° de abr i l  de 2005  la población de San

José inició un DESPLAZAMIENTO hacia la finca La Holan-
dita, distante 15 minutos del centro urbano de San José y
propiedad de la Comunidad de Paz desde hace muchos
años, donde se han realizado trabajos comunitarios. Se
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desplazó forzada por las incursiones de la fuerza pública
que anunciaron su decisión firme de establecer una pre-
sencia permanente en el caserío, contrariando los princi-
pios de la Comunidad de Paz de no convivir ni colaborar
con ningún actor armado y exigir de éstos no transitar por
los espacios de vivienda y de trabajo de la población, y por
la posición del gobierno de desconocer las exigencias que
la Corte Interamericana de Derechos Humanos le ha he-
cho al gobierno colombiano en todas sus Resoluciones
sobre el caso y que se expresan textualmente en la última
Resolución del 15 de marzo de 2005 así: “Requerir al Esta-
do que (...): continúe dando participación a los beneficia-
rios de las medidas provisionales o a sus representantes
en la planificación e implementación de dichas medidas,
para establecer las que sean más adecuadas para la pro-
tección y seguridad de los miembros de la Comunidad de
Paz de San José de Apartadó y que, en general, los man-
tenga informados sobre el avance en la adopción por el
Estado de las medidas dictadas por la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos” (Resolución del 15 de marzo
de 2005, parte resolutiva No. 2, lit. i)).

02.04.05
El sábado 2 de abri l  de 2005  llegó al caserío de San

José una gran cantidad de policías y personas en trajes civi-
les que llevaban implementos en camiones. Inmediatamen-
te se ubicaron en el lote del poblador NUBAR TUBERQUIA
cuya vivienda, que estaba cerrada, fue violada por los agen-
tes, y sin obtener de él autorización alguna, dado que es una
propiedad privada, se instalaron en su casa y lote y comen-
zaron a construir unas instalaciones para su permanencia.
Los medios locales y regionales de comunicación desinfor-
maron a la opinión pública, afirmando que el propietario del
lote había negociado con la Policía, lo cual era falso. Preten-
dían así encubrir el delito de invasión de tierras o edificacio-
nes con que la fuerza pública inauguraba su presencia en el
caserío.

03.04.05
El domingo 3 de abri l  de 2005  la Policía que había

penetrado en el caserío de San José hizo una fiesta de inau-
guración, con la presencia del Director Nacional de la Poli-
cía quien pronunció un discurso, el Alcalde de Apartadó y
población llevada en vehículos desde Apartadó. Realizaron
simultáneamente jornadas de vacunación y llevaron odon-
tólogos y peluqueros, pero la población que aún no se había
desplazado rechazó sus servicios y cerró las puertas de sus
casas. Según el diario El Colombiano (edición del 4 de abril,
pag. 6b), el Director de la Policía y el Alcalde le informaron a
los medios que en el pueblo “todavía sigue el 85 por ciento
de la población”, lo cual es falso. Según el diario El Tiempo
(edición del 4 de abril, pag. 1-7) “El alcalde de Apartadó,
Phidalgo Banguero, se comprometió a iniciar arreglos en la
vía que costará 510 millones de pesos, y la Red de Solidari-
dad Social anunció que entregará kits agropecuarios”. Este
mismo diario, en su edición del 5 de abril registraba que a
las 72 horas de estar presente la Policía ya se vendía licor
“así lo indican varios agentes que dicen que es algo permi-
tido por la Constitución en todo el país” (pg. 1-5). El imperio
de la Constitución pretendía establecerse, pues, según la
Policía, facilitando la embriaguez de los pobladores, y no
mediante el respeto a la vida, integridad y libertad de los
pobladores ni a sus proyectos y decisiones democráticas y
soberanas.

05.04.05
El martes 5 de abri l  de 2005 , los líderes de la Comu-

nidad de Paz de San José de Apartadó realizaron un rápido
censo y evaluación de la situación de desplazamiento en que
se encontraban. Antes de la Navidad de 2004 se había reali-
zado un censo previo al REFERENDO, que permitió registrar
como población del caserío 510 personas, entre niños, jóve-
nes y adultos. En esta primera semana de abril estaban des-
plazadas en la finca La Holandita 71 familias con 417 perso-
nas, habiéndose desplazado otras 11 familias, compuestas
por 47 personas, hacia fincas en diversas veredas, lo que
permite deducir que en el caserío solo permanecían 46 per-
sonas integrantes de entre 5 y 10 familias. Otras familias de
los alrededores del caserío han solicitado un lugar en el asen-
tamiento de los desplazados, llegándose a completar 90 fa-
milias al promediar el mes de abril.

El DESPLAZAMIENTO ha sido la respuesta de la Comu-
nidad de Paz a una decisión arbitraria, antidemocrática y
autoritaria del Jefe del Estado, quien rompió unilateralmente
un largo proceso de concertación con la Comunidad, que se
venía desarrollando en el espacio creado por las Medidas
Provisionales de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos y dentro del cual se había abocado ya el tema de la
presencia de la Policía en el corregimiento, teniendo en cuen-
ta los parámetros que le señalan la Constitución y la Ley. En
un arranque autoritario, el Señor Presidente desconoció todo
el proceso de concertación y desautorizó a todos los funcio-
narios que en él habían participado a lo largo de varios años,
quienes en la audiencia pública convocada por la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos el pasado 14 de marzo
en San José de Costa Rica, no solamente habían centrado
sus explicaciones sobre el acatamiento del Estado a las exi-
gencias de la Corte en el proceso de concertación con la
Comunidad sino que habían insistido en que la grave situa-
ción creada por la masacre del 21 de febrero solo tenía como
salida la intensificación de la interlocución y de la concerta-
ción. Nadie entiende cómo a pocos días de dicha audiencia el
Gobierno rompe unilateralmente el proceso y, menos aún se
entiende que esa ruptura se dé como respuesta a una ho-
rrenda masacre que exterminó cruelmente la vida del princi-
pal interlocutor del Gobierno en dicho proceso de interlocu-
ción y concertación.

El DESPLAZAMIENTO ha sido, al mismo tiempo, la única
manera de defender principios que se sabe están profunda-
mente arraigados en la Constitución Nacional y en el Dere-
cho Internacional, los cuales han constituido la identidad
fundamental de la Comunidad de Paz como tal. Aceptar la
convivencia con la fuerza pública en los espacios de vida y
de trabajo de la Comunidad equivalía a renunciar a la posición
de toma de distancia y de no colaboración con ninguno de los
actores armados, posición que le ha permitido a la Comuni-
dad en sus 8 años de existencia no dejarse involucrar forza-
damente en ninguno de los polos de la guerra como comba-
tientes, colaboradores, informantes o cooperantes, y no
dejarse colocar como objetivo militar de ninguno de los ban-
dos. Pero, además, desconocer el proceso de concertación
que se había avanzado, equivale, por parte del Estado, a elu-
dir los análisis y propuestas que permitan enfrentar con sin-
ceridad y realismo las fallas que han llevado a la fuerza públi-
ca a convertirse en bandas de criminales que deslegitiman
constantemente el Estado, perpetrando crímenes de lesa
humanidad y crímenes de guerra, y estudiar salidas y meca-
nismos realistas y honestos que permitan corregir esas fa-
llas y recuperar la credibilidad de la fuerza pública ante la
población civil. En efecto, en el último estadio de concerta-
ción entre los delegados del Estado y de la Comunidad de
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Paz, se había abordado el problema de la confianza o credibi-
lidad. En un momento dado, los delegatarios del gobierno di-
jeron “comprender” la repulsión que causaba la presencia
de ejército y policía en una Comunidad que registraba tantos
centenares de agresiones por parte de esas instituciones,
pero suplicaron se aceptara entrar en una concertación para
el establecimiento de un puesto de policía con mecanismos
preventivos para evitar las agresiones. El delegatario de la
Policía redactó una propuesta en términos muy globales,
propuesta que fue respondida con una más integral por par-
te de la Comunidad de Paz.

Para la Comunidad, el primer obstáculo que había que
superar era la confianza y credibilidad de la población respec-
to a la Policía, o sea, cómo percibir su cambio de entidad
agresora en entidad “protectora”. Si esto se hacía con me-
ras palabras y promesas era absolutamente inviable. Era
necesario hacerlo con signos convincentes y para ello la
Comunidad propuso que se comenzara devolviendo lo roba-
do y reconstruyendo lo destruido: devolver los dineros roba-
dos a la comunidad, así como los animales de carga, herra-
mientas de trabajo, animales domésticos, las plantas eléc-
tricas destruidas y las viviendas y cultivos incinerados. Al
mismo tiempo la justicia debía producir sanciones elementa-
les sobre los crímenes más protuberantes y los torturado-
res debían ser al menos suspendidos y llegar a hacer trans-
parentes las relaciones entre fuerza pública y paramilitares.
Era necesario, además, prever mecanismos para que los
policías no asedien sexualmente a las jóvenes de la Comuni-
dad para utilizarlas como informantes y para que no acosen
a los niños con regalos y halagos para utilizarlos con propósi-
tos perversos. Fueron propuestos también mecanismos de
veeduría para el comportamiento de los agentes y mecanis-
mos nacionales efectivos de quejas y controles, así como
acuerdos precisos sobre las responsabilidades “protectoras”
que iban a asumir los agentes, con el fin de evitar que se
continuara alegando “omisiones no culpables” para legitimar
todos los crímenes. El mismo delegado de la Policía propuso
que líderes y asesores de la Comunidad participaran en la
capacitación previa de los agentes, de modo que éstos tu-
vieran la posibilidad de asimilar los principios y la filosofía que
identifican a una comunidad de paz. Sin embargo, la concer-
tación fue naufragando en dilaciones sucesivas hasta llegar
a la masacre del 21 de febrero y a su inexplicable corolario de
imponer la presencia de la fuerza pública en los espacios de
vida y trabajo de la Comunidad, lo que equivalía a obligar a la
Comunidad a convivir con sus propios victimarios, algo equi-
valente a obligar a una persona violada a convivir con su vio-
lador.

09.04.05
El sábado 9 de abri l  de 2005 , hacia las 16:00 horas,

fue retenido el Señor BERNARDO CEBALLOS, en uno de los
retenes que la Policía ha puesto a la salida de Apartadó hacia
San José. Lo llevaron ante dos jóvenes que la policía presen-
tó como “reinsertados” mientras lo acusaban de ser “gue-
rrillero”, acusación que él negó rotundamente demostrando
que es un trabajador y padre de 4 hijos que pasa su tiempo
buscando el sustento para su familia. Los policías lo presio-
naban para que “se entregara” y le ofrecían dinero, fincas y
prebendas para su familia si él aceptaba acusar a miembros
de la Comunidad de Paz. El sostuvo siempre que no tenía
que “entregarse” ni “reisentarse” puesto que en nada se
consideraba fuera de la ley ni podía acusar falsamente a
nadie, menos a los integrantes de la Comunidad de Paz que
hacían un trabajo admirable. Bajo tales presiones lo mantu-
vieron hasta las 09:00 horas del día siguiente, cuando lo de-
jaron irse.

10.04.05
El domingo 10 de abril de 2005, a las 07:30 horas,

tropas del ejército nacional llegaron a la vereda La Cristalina
y comenzaron a disparar contra la vivienda de NUBIA CAR-
DONA, en momentos en que ella se encontraba allí junto con
su hijo, la esposa de éste y sus dos niños. Al verse atacada
a bala, toda la familia salió de la casa por la parte de atrás y
se internó en el bosque logrando desplazarse a otra vereda.
A las 09:00 horas llegó al mismo sitio un helicóptero militar y
comenzó a bombardear la vivienda y sus alrededores. Los
militares que estaban en terreno penetraron luego en la vi-
vienda y se robaron los animales y las provisiones alimenti-
cias de la familia. A las 20:00 horas de ese mismo domingo
se produjeron nuevos bombardeos indiscriminados del ejér-
cito sobre esa vereda de La Cristalina, forzando a muchos
pobladores a desplazarse. Se piensa que esta agresión vio-
lenta y criminal contra la vereda La Cristalina, que constituye
una flagrante infracción al Derecho Internacional Humanita-
rio, es una respuesta al establecimiento en esta vereda de
una ZONA HUMANITARIA, la cual fue inaugurada el pasado
Miércoles Santo, 23 de marzo, 8° aniversario de la constitu-
ción de la Comunidad de Paz, con una nutrida peregrinación
de pobladores de otras veredas y de acompañantes nacio-
nales e internacionales. La ZONAS HUMANITARIAS propues-
tas por 8 veredas de San José aún no integradas a la Comu-
nidad de Paz, como mecanismo de protección de la pobla-
ción civil ante las agresiones de los diversos actores arma-
dos, fueron avaladas por la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos en su Resolución del 15 de marzo de 2005.
Igual reacción violenta y criminal por parte del ejèrcito, con
bombardeos, masacres, pillajes y desplazamientos, sucedió
a la Declaratoria pública de la Comunidad de Paz el 23 de marzo
de 1997.

El mismo domingo 10 de abri l, hacia las 10:00 horas,
fue detenido JUAN CORREA en el retén de la policía ubicado
en la salida de Apartadó hacia San José. Los policías le dije-
ron que “la comunidad lo había denunciado como guerrillero”
y que por eso quedaba detenido. Él les dijo que la Comunidad
no hacía esas cosas, pues eso es absolutamente falso. Al
dejarlo en libertad, más tarde, los policías le dijeron que “se
cuidara de la Comunidad”. Él les respondió que de los que
había que cuidarse era de todos los actores armados.

14.04.05
El jueves 14 de abri l  de 2005 , hacia las 07:00 horas,

mientras transitaba por la vereda La Linda con una carga de
aguacates y cocos para vender, la Señora DALIDA RODRÍ-
GUEZ, quien iba en compañía de su hija de 12 años, se en-
contró con tropas del ejército que comenzaron a disparar al
aire. La señora Rodríguez llena de pánico salió corriendo con
su hija dejando sobre el camino su carga. Cuando cesaron
las balas y regresó a tomar la carga, se percató de que los
soldados se estaban comiendo los cocos y habían estropea-
do los aguacates dejándolos inútiles para la venta. Cuando
les hizo el reclamo a los soldados, éstos le dijeron que se fuera
de allí si no quería que le cortaran la cabeza, obligándola a huir
aterrorizada.

16.04.05
El sábado 16 de abri l  de 2005 , hacia las 09:00 ho-

ras, una apreciable cantidad de vehículos de servicio público,
entre buses y camperos, comenzó a desplazarse entre Apar-
tadó y San José. En varios de ellos se transportaba gran
cantidad de gallinas, machetes y botas para regalar. Los
medios regionales de información hablaron de una “jornada
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cívico militar” organizada por el Alcalde de Apartadó, JOSÉ
PHIDALGO BANGUERO, quien repartió los regalos mientras
los medios informaban que éstos eran adjudicados a los
pobladores de San José, los cuales no estaban presentes.
Los beneficiarios de los regalos fueron personas traídas en
12 buses desde Apartadó para hacer real la ficción. Algunos
medios informaron que las familias de San José que se ha-
bían desplazado tendrían un plazo máximo de 15 días para
regresar a sus casas, o si no, éstas serían adjudicadas a
familias traídas de fuera. A todas las agresiones y crímenes,
se sumaba ahora la incitación pública al robo y al pillaje.

18.04.05
El lunes 18 de abr i l  de 2005  fue presentada en

Madrid, España, ante la Coordinadora Estatal de Organiza-
ciones No Gubernamentales, una queja contra el BANCO
BILBAO VIZCAYA ARGENTARIA – BANCO GANADERO SU-
CURSAL APARATADÓ, COLOMBIA. La queja está motiva-
da en lo sucedido en febrero con la Comunidad de Paz de
San José de Apartadó, la cual tenía una cuenta corriente
desde hace varios años en dicho banco y pocos días des-
pués de la masacre del 21 de febrero de 2005 fue notificada
por la Directora de dicha sede bancaria que debía retirar el
dinero de su cuenta antes de 15 días, ya que era objeto de
una investigación interna del banco bajo sospecha de que
los dineros que estaba recibiendo pudieran provenir del nar-
cotráfico. Aunque la Directora del Banco dijo estar dispues-
ta a manifestar por escrito estas razones, luego se negó a
hacerlo, tanto ante requerimientos de los representantes
de la Comunidad de Paz como de donantes extranjeros que
la visitaron. En enero de 2005 la entidad Caritas Diocesana
de Alicante, España, había girado a la cuenta de la Comuni-
dad de Paz de San José una suma de dinero correspondien-
te a dos proyectos de cooperación, uno educativo y otro
sanitario, transferencia que se hizo a través del Banco Ur-
quijo, sucursal Alicante, el cual especificó reiteradamente
cuál era la entidad cooperante y bajo qué conceptos se rea-
lizaba la transferencia. Los denunciantes presentan tam-
bién como antecedente muy sospechoso el hecho de que
la Comunidad de Paz de San José, titular de esa cuenta
bancaria, hubiese sufrido dos robos en asaltos a mano ar-
mada, casualmente ambos después de haber retirado una
cantidad de dinero de esa misma sucursal bancaria, robos
perpetrados el 9 de diciembre de 2003 y el 28 de enero de
2004 y en los cuales participó, según confesión propia, un
paramilitar que trabaja estrechamente con el Coronel Du-
que, de la Brigada XVII, y con la Policía de Urabá, y es ade-
más protegido por el poder judicial para no ser investigado
ni sancionado. La queja presentada en España solicita se
investigue y sancione tan clara vulneración a la ética ban-
caria, lo que ameritaría que personas naturales y jurídicas
con principios éticos retiren sus cuentas de esa entidad
bancaria. Esto muestra cómo hasta entidades financieras
transnacionales se articulan a políticas sucias de represión
contra grupos sociales vulnerables que defienden sus de-
rechos más elementales y se prestan a procedimientos tan
perversos que inclusive avergüenzan a sus cooperantes de
ponerlos por escrito.

23.04.05
El sábado 23 de abri l  de 2005 , 350 delegados de 17

veredas de San José de Apartadó acudieron al asentamien-
to provisional de San Josesito, donde se encuentran despla-
zados los pobladores del casco urbano de San José, para
realizar una asamblea. Allí se denunció la militarización de la

mayoría de las veredas, lo cual está causando graves obs-
táculos para el trabajo de los pobladores en sus parcelas de
subsistencia y para la seguridad de la misma población, pues
no pueden salir a trabajar fuera de sus casas por temor a los
atropellos que siempre ha cometido una fuerza pública que
permanentemente expresa sus deseos de exterminar la
Comunidad de Paz.

04.05
Los días martes 26,  jueves 28 y v iernes 29 de

abr i l  de 2005, agentes de la policía ahora acantonados en
el caserío de San José de Apartadó, subieron desde la vere-
da Caracolí hasta San José en vehículos de servicio públi-
co, uniformados y con armas largas, poniendo en riesgo a
la población civil que se transportaba en esos mismos vehí-
culos.

29.04.05
El viernes 29 de abri l  de 2005 , hacia las 10:00 ho-

ras, unidades del ejército llegaron a la vereda Alto Bonito y
comenzaron a preguntarle a los pobladores si ellos eran inte-
grantes de las ZONAS HUMANITARIAS. Muchos pobladores
temieron responder. Entonces los militares les dijeron que
no se metieran en esas Zonas Humanitarias, ya que eso era
de la Comunidad de Paz y a esa Comunidad la tenían ya casi
acabada y a quien estuviera con esa Comunidad le iba a ir
muy mal; que debían estar, por el contrario, al lado del ejérci-
to que era “el que iba ganando”. Los militares también cita-
ron a una reunión con los líderes de las veredas con el fin de
“organizarlos y ahogar la Comunidad de Paz”, reunión a la
cual la población no asistió.

02.05.05
El lunes 2 de mayo de 2005 , hacia las 08:00 horas,

miembros de la policía abordaron a dos miembros de la Co-
munidad y les ofrecieron comprarles sus casas, pues decían
que ya tenían gente “para traer de abajo” (de Apartadó) a
habitar esas casas.

03.05.05
El martes 3  de mayo de 2005 ,  hacia la 13:15 ho-

ras, miembros de la policía llegaron frente al asentamiento
de San Posesito, donde se encuentra desplazada la pobla-
ción de San José, y estuvieron filmando el asentamiento
desde la carretera.

08.05.05
El domingo 8 de mayo de 2005 , miembros de la

Policía acantonada en el caserío de San José bajaron hacia el
el asentamiento de desplazados San Josesito y estuvieron
filmando las viviendas y a los pobladores del asentamiento.

12.05.05
El jueves 12 de mayo de 2005 , miembros de la Po-

licía acantonada en San José afirmaron que muchas fami-
lias que se habían desplazado hacia San Josesito han retor-
nado al caserío de San José donde ya existe una situación
de total normalidad, contándose ya 80 familias retornadas
de San Josesito a San José, lo que demostraría que la Co-
munidad de Paz ha fracasado y se encuentra prácticamente
destruida. Esta información carece en absoluto de verdad;
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pretende deslegitimar a la Comunidad de Paz y hace más
visibles los propósitos de destrucción de la Comunidad que
han orientado las políticas de la fuerza pública. En contraste
con informaciones tan falsas, la realidad es que 4 familias
han abandonado el asentamiento de San Josesito en los dos
meses transcurridos desde el desplazamiento; dichas fami-
lias no estaban integradas a la Comunidad de Paz y tenían
establecimientos comerciales; habían buscado refugio en el
asentamiento pero sufrieron reveses en su negocio por la
precariedad de condiciones de los desplazados. Las 214 fa-
milias que han integrado la Comunidad de Paz continúan fir-
mes, 76 de ellas en San Josesito y las demás en La Unión,
Arenas Altas y otras veredas, a pesar de tener que enfren-
tar las políticas de exterminio por parte del Estado.

16.05.05
El lunes 16 de mayo de 2005 , hacia las 12:45 horas,

fue detenido por la Policía en la terminal de transportes de
Apartadó el Señor ALDEMAR VASCO, integrante de la Co-
munidad de Paz. Sus captores le dijeron que lo detenían para
que el Coronel le hiciera varias preguntas y para que él le
suministrara informaciones sobre la Comunidad de Paz. Una
vez intervino la Defensoría del Pueblo para indagar sobre los
motivos de la detención de Aldemar, fue dejado en libertad,
hacia las 14:00 horas. Los policías dijeron que “se habían
equivocado de persona”.

16.05.05
El mismo lunes 16 de mayo de 2005, hacia las 16:15

horas, en el retén militar ubicado habitualmente en el sitio La
Balsa, entre Apartadó y San José, fue amenazado el menor
GERMÁN ECHEVARRÍA, de 16 años, miembro de la Comuni-
dad de Paz y poblador de San Josesito. Germán llevaba un
mercado para su familia en un vehículo de servicio público y
los militares le dijeron que “ese mercado era para la guerri-
lla”. Afirmaron además que iban a entrar a San Josesito para
sacar de allí a varias personas y que él mismo se cuidara,
pues si lo encontraban por un camino no respondían por lo
que le pudieran hacer.

18.05.05
El miércoles 18 de mayo de 2005 , la Comisión Se-

gunda Constitucional de la Cámara de Representantes citó
al Ministro de la Defensa Nacional, Doctor Jorge Alberto Uribe,
así como a altas jerarquías militares, a una audiencia sobre
la masacre perpetrada en San José de Apartadó el 21 de
febrero. El representante citante, Dr. Hugo Ernesto Zárrate,
presentó como contexto el conjunto de crímenes de que ha
sido víctima la Comunidad de Paz y la población de la zona y
exigió al Ministro dar explicaciones. En un fragmento de la
sesión declarado “informal”, los parlamentarios escuharon
también el testimonio de la ex Alcaldesa de Apartadó, Docto-
ra Gloria Isabel Cuartas, y del sacerdote jesuita Javier Giral-
do, quienes complementaron la denuncia de los hechos des-
de su posición de acompañamiento cercano a la Comunidad
de Paz. Apremiado por algunos parlamentarios, el Ministro
de Defensa respondió mediante un discurso defensivo de la
política de “Seguridad Democrática” del gobierno, pero ante
nuevas interpelaciones de los parlamentarios, se limitó a exigir
a la Comunidad y a los denunciantes que aportaran pruebas
ante la justicia, y a negar la autoría militar de los crímenes,
atribuyendo la masacre a la guerrilla de las FARC. Dado lo
reducido del tiempo de la sesión, por la citación de urgencia
a una plenaria de la Cámara, se convocó a continuar la au-
diencia el 25 de mayo.

20.05.05
El viernes 20 de mayo de 2005 , hacia las 11:00 ho-

ras, efectivos del Ejército llegaron a la vereda La Cristalina,
donde se ha creado una ZONA HUMANITARIA con el aval de
la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Allí los mili-
tares amenazaron a 2 familias de la vereda y con ellas deja-
ron un mensaje para las demás familias: que sabían que eran
guerrilleros y tenían que irse de la región; que si no hacían
caso, se iban a arrepentir, pues la situación se iba a poner
más difícil para los que estaban en las veredas.

20.05.05
El mismo 20 de mayo de 2005  fue recibido un docu-

mento remitido por el Viceministro de Defensa, Dr. Andrés
Mauricio Peñate (OFI05-20246 / MDNDHDIHAIAIGDHDIH-
725) con fecha de mayo 10 de 2005, titulado como “RES-
PUESTA DERECHO DE PETICIÓN”. En dicho documento se
transcriben informaciones relativas a 9 Derechos de Petición
enviados al Señor Presidente de la Reública entre el 29 de
julio de 2003 y el 19 de enero de 2005, aduciendo que la Se-
cretaría Jurídica de la Presidencia remitió copias de esas
peticiones al Ministerio de Defensa Nacional y dicho despa-
cho las remitió al Comando de las Fuerzas Armadas “para
realizar informes, indagaciones, investigaciones y acciones
pertinentes”, cuyos resultados son referidos en este docu-
mento.

Si bien el destinatario de los Derechos de Petición referi-
dos ha sido el Señor Presidente de la República, a cuyos
explícitos deberes constitucionales se ha apelado para de-
mandar medidas de carácter administrativo de su exclusiva
competencia, dada la comprobada impunidad estructural de
las instancias judiciales y administrativas del Estado, este
documento refuerza sin embargo los argumentos que han
fundado los derechos de petición interpuestos. En efecto,
en tres anexos se resume lo que las indagaciones, investiga-
ciones, informes y acciones  realizadas por las jerarquías
militares ha arrojado acerca de los crímenes perpetrados
contra la Comunidad de Paz de San José de Apartadó entre
septiembre de 2002 y enero de 2005:

El ANEXO 1  trata de responder a 17 PETICIONES siste-
matizadas cronológicamente, que competirían al Ministerio
de Defensa, según se afirma allí. Las respuestas se pueden
clasificar en 7 modelos cuyo contenido causa estupor dado
que confirman actitudes audazmente favorables a la impuni-
dad y dejan a la comunidad en absoluta indefensión. Esos
modelos de respuesta se pueden formular así:

1. Afirmar la primacía de los intereses de la institución so-
bre los sufrimientos de la población (1 caso).

2. Negar, mediante el recurso a principios teóricos ideales,
la cruda realidad de los crímenes (7 casos).

3. Remitirse al veredicto de autoridades judiciales compe-
tentes, que durante décadas no han producido un solo
acto de justicia frente a centenares de crímenes de lesa
humanidad perpetrados contra esta población o cuyos
procesos, en caso de no estar afectados por mecanis-
mos de corrupción, demandarían muchos años (6 casos)

4. Exigir que las víctimas, arruinadas económicamente por
la acción criminal de los agentes del Estado, carguen
sobre sí costosos y prolongados procesos judiciales que
exigen intervención de abogados, para poder obtener
reparación, luego de ser despojados de los exiguos me-
dios de subsistencia por los mismos crímenes (1 caso)

5. Negar la existencia de los crímenes o infracciones a la ley
por parte de los agentes del Estado o avanzar versiones
alternativas que faltan gravemente a la verdad (6 casos).
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6. No dar ninguna respuesta (1 caso).
7. Apelar a medidas inoperantes que supuestamente han

sido tomadas. (1 caso).

El ANEXO 2  trata de responder a 108 hechos crimina-
les perpetrados contra los pobladores de San José de Apar-
tadó, sistematizados cronológicamente bajo el criterio de
“competencia” del Ministerio de Defensa. La lectura de ta-
les respuestas no causa menos estupor que la del Anexo 1,
pudiéndose clasificar las respuestas en 6 modelos, incorpo-
rando cada respuesta elementos de varios de ellos. Estos
modelos son:

1- Se calla o se niega el comportamiento criminal o ilegal
que los miembros de la fuerza pública asumieron en el
desarrollo del hecho (en 75 casos)

2- Se hace caso omiso de las quejas más graves que la
comunidad denunció sobre el comportamiento de la fuer-
za pública (en 70 casos).

3- Se emiten versiones alternativas de los hechos que con-
tradicen radicalmente lo vivido y sufrido por las víctimas
(en 43 casos)

4- Se afirma desconocer los hechos, cuando toda la lógica
del contexto indica que no podían desconocerlos (en 58
casos).

5- Se realizan investigaciones disciplinarias internas que se
archivan sin ningún esclarecimiento ni sanción (en 2 ca-
sos).

6- Se omite toda respuesta al hecho (en 8 casos).

En el ANEXO 3 se hace referencia a investigaciones
disciplinarias y penales que cursarían en diversas instancias
del Estado sobre los hechos en cuestión. Aquí simplemente
se comprueba la impunidad escandalosa que hemos venido
denunciando desde hace mucho tiempo. El anexo hace refe-
rencias a:

· 6 investigaciones disciplinarias que cursarían en la Pro-
curaduría General de la Nación, 2 de ellas remitidas a la
Fiscalía y 1 al Ejército.

· 4 investigaciones que cursarían en la Procuraduría Pro-
vincial de Apartadó, 3 de ellas archivadas y 1 en prelimi-
nares.

· 5 investigaciones abiertas en la Brigada XVII del Ejército,
todas archivadas.

· 9 investigaciones que cursarían en la Procuraduría Dele-
gada para los Derechos Humanos o en el Grupo de Ase-
sores del Procurador General, 1 de ellas archivada y 8
remitidas al Ejército aduciendo que “no tienen caracte-
rísticas de faltas graves o gravísimas”, donde permane-
cen “en evaluación”.

· En cuanto a investigaciones penales, solo se hace refe-
rencia a 3 casos que cursan, a nuestro juicio ilegalmen-
te, en la Justicia Penal Militar, y solo uno de ellos se en-
cuentra en traslado previo a calificación de mérito del
sumario. Solo en un caso se hace referencia a investiga-
ción por un asesinato individual que cursaría en la Unidad
de Derechos Humanos de la Fiscalía.

Este informe es profundamente revelador y confirma de
manera contundente nuestras denuncias sobre las estruc-
turas de impunidad que legitiman la desconfianza de la Co-
munidad de Paz en la justicia y su clamor por una evaluación
internacional del comportamiento de la justicia y de los me-
canismos de impunidad.

Causa estupor comprobar la audacia con que se falta a
la verdad, como en el caso de la ejecución de la niña Mildrey
Dayana David, el 18 de marzo de 2002, registrando un “en-

frentamiento con la guerrilla” que no tuvo lugar, pero que fue
ideado por los asesinos minutos después del crimen, presio-
nando a la familia de la niña para que declarara en la Fiscalía
que el hecho había ocurrido “en medio de un enfrentamien-
to”. Igual audacia contra la verdad se revela en el caso de los
montajes y detenciones ilegales de febrero de 2003, mien-
tras se tiene hospedado en la misma Brigada XVII a Wilson
Guzmán, uno de los paramilitares que colaboró en los mon-
tajes y podría esclarecer plenamente ante investigadores
imparciales cuál fue el oficial de la Brigada que perpetró los
chantajes contra Lubián Tuberquia en connivencia con la Fis-
calía, intentando obligarlo a testificar falsedades contra los
líderes de la Comunidad. Igual audacia contra la verdad se
comprueba cuando se afirma que el boletín de prensa emiti-
do por la Brigada XVII  el 18 de febrero de 2003, el cual con-
tenía calumnias e infamias contra la Comunidad y versiones
falsas que encubrían el montaje del 12 de febrero, habría sido
“rectificado el 16 de junio de 2003”, cuando las consultas
realizadas a la página web del Ejército dos años después (ej:
el 7 de marzo de 2005) muestran que las calumnias conti-
núan allí estigmatizando de manera infame a la Comunidad.
Igual audacia contra la verdad se comprueba en la negación
recurrente de las torturas, detenciones ilegales, incineracio-
nes de viviendas, de cultivos, pillajes de los medios elemen-
tales de subsistencia de los campesinos, ultrajes, fotogra-
fías y confección ilegal de listas y datos, convivencia y coor-
dinación de acciones con los paramilitares, extorsiones a los
tenderos y a los niños, todo lo cual se cubre con expresiones
como “en la fecha no había tropas en la vereda …en el
camino…en el área urbana…”, mientras todos los poblado-
res vieron y sufrieron su presencia, o  “no se ha realizado
privación injusta de la libertad o torturas a ciudadano alguno”
mientras las mismas víctimas que son cooptadas por el Ejér-
cito las denuncian. Audacia aún mayor contra la verdad se
comprueba en la versión que se da del caso de Gloria Elena
Tuberquia, cuyas falsas “declaraciones” firmadas por ella sin
poderlas leer, bajo el chantaje de perder a su niña de 9 me-
ses, circularon a nivel internacional desde la Vicepresidencia
de la República.

Otro modelo de respuesta que atraviesa transversalmen-
te el documento del Ministerio de Defensa consiste en ha-
cerle frente a los hechos denunciados, mediante la sola enun-
ciación de un principio o norma legal que se opone a la con-
ducta referida. Así por ejemplo,  enfrentar los casos concre-
tos de tortura o la continua toma ilegal de fotografías y datos
en los retenes militares, para alimentar gigantescos álbumes
y listados con los que se amenaza continuamente a la pobla-
ción, con respuestas como ésta: “no es política ni filosofía
de la institución realizar torturas a la población civil, como
tampoco es cierto que en la brigada exista una base de da-
tos de personas de la Comunidad de Paz …” (Resp. a he-
chos de 17.03.03),  o como esta otra: “El Ejército Nacional
en sus actividades de control no realiza amenazas a la pobla-
ción civil” Resp. a hechos de 24.11.04), o como esta otra:
“Existen instrucciones y controles para evitar y prevenir que
el personal militar tenga nexos con organizaciones al mar-
gen de la ley” (Resp. a hechos de 06.05.04) es esfrentar
hechos con normas, suponiendo que la enunciación de la
norma tiene la virtualidad de hacer desaparecer los hechos,
cuando la denuncia apunta justamente a mostrar que los
hechos volvieron inexistentes las normas. Esto no solo des-
troza la lógica jurídica sino que ofende la más elemental ra-
cionalidad humana.

El documento del Ministerio de Defensa deja al desnudo
la más profunda carencia de criterios que explica claramen-
te la impunidad reinante. A lo largo de todas sus páginas se
está comprobando que las indagaciones consisten en pre-
guntarle a los mismos victimarios si las denuncias corres-
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ponden a la realidad, y si éstos no consignaron en sus infor-
mes de operaciones los crímenes cometidos, eso basta para
negar los hechos y consagrar tal negación como verdad
definitiva. Responder, por ejemplo que “ la unidad táctica que
tiene esa jurisdicción … no informó sobre personas reteni-
das” (Resp. a hechos de 26.03.93) ¿equivale, para el Gobier-
no, a tomar como verdad indiscutible que no ocurrieron las
retenciones, ni las ráfagas contra los campesinos, ni los
montajes ni las fotos ni los ultrajes ni las amenazas que ese
día fueron denunciados? ¿Basta, entonces, que los victima-
rios no consignen en sus reportes los crímenes perpetrados
para que éstos se establezcan como inexistentes?.  Por
absurdo que parezca todo este método de acceso a la “ver-
dad” que queda al desnudo en el documento de Mindefensa,
refleja objetivamente lo que ha venido ocurriendo con la po-
blación de San José de Apartadó y explica la aterradora im-
punidad que cubre los centenares de crímenes de que ha sido
víctima.

21.05.05
El sábado 21 de mayo de 2005 , hacia las 06:30 ho-

ras, entre 30 y 40 militares, al parecer de una unidad denomi-
nada “Los Halcones” del Batallón Bejarano Muñoz adscrito
a la Brigada 17, llegaron al sitio La Sucia, distante 30 minutos
de San José de Apartadó y cercano a la vereda La Linda, y
rodearon la casa del campesino LUIS HIGUITA, quien desde
hace muchos años habita allí con su familia compuesta por
su esposa y tres niñas menores de edad. Al ingresar a la vi-
vienda sin ninguna orden de allanamiento, a pesar de ir acom-
pañados de una fiscal y de cuatro presuntos “desmoviliza-
dos” de la guerrilla, se robaron lo más valioso que encontra-
ron: unos aretes que la esposa de Don Luis tenía reservados
para empeñar en una emergencia económica y el dinero que
tenían en sus carteras. Afirmaban estar buscando fotos y
preguntaban insistentemente por Arturo David. Todo mues-
tra, sin embargo, que iban interesados en retener a una jo-
ven que estaba hospedada allí desde semanas antes cuan-
do pidió hospitalidad a causa de un parto inminente, habien-
do dado a luz un niño. Los informantes decían haberla cono-
cido en la guerrilla y ella no negaba que había estado antes en
la guerrilla de la cual se retiró porque quería dedicarse a sus
niños, no solo al que acababa de alumbrar sino a otra niña
que había tenido antes. Mientras permanecían en la casa del
Señor Higuita, los militares vieron pasar por los alrededores
dos guerrilleros a quienes persiguieron con disparos matan-
do a uno de ellos, cuyo cadáver fue llevado a Apartadó; en el
tiroteo le pegaron un tipo al televisor del Señor Higuita e hirie-
ron con un tiro a un anciano. Luego tomaron un caballo del
Señor Higuita sin su consentimiento para bajar el cadáver
del guerrillero muerto. Los militares insistían en acusar al
Señor Higuita de albergar en su casa a guerrilleros, pero él
insistía que solo le había dado hospedaje a esa mujer por las
circunstancias de su parto y teniendo claro que ella ya no
estaba en la guerrilla. La mujer fue invitada a “entregarse” al
ejército y en algún momento le ofrecieron hasta 15 millones
de pesos si lo hacía; para motivarla le mostraban un bolso
lleno de dinero. De todos modos la mujer con su niño fue
retenida y llevada con la tropa. Cuando iban en un filo, ya le-
jos de la casa del Señor Higuita, los militares le preguntaron
a la fiscal que los acompañaba qué hacían con la mujer y el
niño; ella les respondió que se llevaran al niño y que con ella
estrenaran las armas nuevas que traían. Los militares le di-
jeron a la mujer que regresara a la casa donde estaba hos-
pedada pero que al día siguiente se presentara en la fiscalía
de Apartadó. Ella, conociendo ya los planes para matarla, se
fue a despedir rápidamente de quienes le habían dado hos-
pedaje y huyó hacia sitios desconocidos.

21.05.05
El mismo sábado 21 de mayo de 2005 , hacia las

12:10 horas, cuando un contingente del Ejército bajaba el
cadáver del supuesto guerrillero muerto en el sitio La Sucia,
cerca de la vereda La Linda, al pasar a 5 minutos del asenta-
miento de San Josesito, detuvieron al joven JAIRO ÚSUGA
quien iba por el camino. Con la tropa se movilizaba el parami-
litar William Montoya, detenido días antes por el Ejército como
miliciano y vinculado al Plan de Reinserción, utilizándolo luego
en tareas privativas de la fuerza pública en calidad de civil
armado. William acusó a Jairo de “ser guerrillero”. Jairo negó
rotundamente la falsa acusación, pues él es miembro inte-
grante de la Comunidad de Paz que no colabora con ningún
actor armado, y al mismo tiempo cuestionó el hecho de que
con la tropa fueran personas detenidas días antes como
milicianos en la vereda Caracoli y que supuestamente habían
participado en el asesinato de los indígenas del Resguardo
de Las Playas (diciembre de 2004). Jairo pidió que le explica-
ran por qué al campesino que no hace nada los militares siem-
pre lo tratan mal y en cambio a quienes participan en accio-
nes violentas los llevaban con ellos para atacar a los civiles,
como lo habían hecho en masacre de Mulatos y La Resbalo-
sa en el pasado mes de febrero. Ante estos reclamos el
comandante de la patrulla se enfureció y le propinó golpes a
Jairo; luego le dijo que “se entregara” al Ejército para traba-
jar con ellos. Jairo reiteró sus convicciones de no trabajar
con ningún actor armado y afirmó que solo trabajaba para
sostener a su compañera y a su niña pequeña. Los militares
le dijeron entonces que lo iban a matar y se llevarían su cadá-
ver junto con el del guerrillero muerto. Jairo les respondió que
lo mataran si eso era lo que querían; que él bien sabía que si
lo mataban luego le colocarían un fusil para hacerlo aparecer
como guerrillero, pero que toda la Comunidad y la población
de la región lo conocía como trabajador honesto y ajeno a
toda violencia y no iban a creer las mentiras que ellos difun-
dirían. El comandante enfurecido lo golpeó de nuevo con una
antena que llevaba en la mano. Por largo espacio de tiempo
se prolongó el forcejeo verbal, en el cual los militares ponían
a Jairo ante el dilema de entregarse o hacerse matar y él
respondía siempre que lo mataran pero él no iba a vincularse
con ningún actor armado. Luego de una hora lo dejaron libre
pero le advirtieron que si lo volvían a encontrar por un camino
le iba a ir muy mal. Pocos días después, los militares llevaron
al paramilitar William Montoya a la Cámara de Representan-
tes para que acusara con numerosas falsedades a quienes
han venido denunciando las graves violaciones de los dere-
chos humanos en la población de San José de Apartadó.

23.05.05
El lunes 23 de mayo de 2005 , hacia las 9:00 horas,

llegó al asentamiento de San Josesito la Señora ROCÍO CAS-
TELLANOS, de nacionalidad española y funcionaria de la
Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para
los Derechos Humanos, sede Medellín. Allí quiso conversar
con la población desplazada de San José y con miembros del
Consejo Interno de la Comunidad de Paz, a quienes les solici-
tó hacerle una descripción del proceso de la Comunidad y de
su desplazamiento. Al terminar de escuchar el relato, la Se-
ñora Castellanos les manifestó a los integrantes de la comu-
nidad de San Josesito que en su opinión la Comunidad no
estaba viviendo en condiciones dignas y que tenían que ne-
gociar con el gobierno y abandonar sus “posiciones radica-
les” que no conducen a nada. Varios integrantes de la Comu-
nidad le replicaron diciéndole que no creían indigna la posición
que habían asumido y le relataron diversos engaños y ata-
ques a la Comunidad por parte del gobierno colombiano. Sus-
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tentaron además su negativa a colaborar con una Fiscalía
que había dejado centenares de casos en la impunidad. La
funcionaria de la ONU expresó que le parecía estar escuchan-
do habalr a miembor s de la guerrilla de las FARC. Los inte-
grantes de la Comunidad le solicitaron que respetara sus
posiciones y nos las calificara así, pues no eran posiciones
de la guerrilla sino posiciones de población civil que han con-
formado una Comunidad de Paz, haciéndole ver, además, que
con esas expresiones los ponía inustamente en grave peli-
gro. También le manifestaron que ellos tenían la impresión de
estar ante una funcionaria del gobierno colombiano y no de
las Naciones Unidas. La Señora Castellanos continuó, sin
embargo, en su descalificación de la Comunidad, afirmando
que si no se sometían al gobierno nacional, éste los iba a
destruir. Los integrantes de la Comunidad le respondieron que
justamente su misión como funcionaria de la ONU era impe-
dir que el gobierno destruyera la Comunidad de Paz. Ella repli-
có que eso no era posible porque la Comunidad no aceptaba
el apoyo que brindaba Carlos Franco, del Programa Presiden-
cial de Derechos Humanos, ni tampoco el del Comisionado
de Paz de la Gobernación de Antioquia, personas ambas que
le estaban brindando ayuda a la Comunidad. Los integrantes
de la Comunidad le hicieron ver que esto faltaba a la verdad,
pues ambos funcionarios habían atacado a la Comunidad
repetidas veces y la habían engañado. Frente a esto, la Se-
ñora Castellanos dijo que ella creía más en los funcionarios
que en la Comunidad. Los miembros de la Comunidad le ex-
presaron que veían inútil continuar hablando con ella; que la
comunidad no hablaba para buscar que le creyeran, pues
eran los hechos mismos los que hablaban. Entonces ella se
retiró. Posteriormente la Comunidad le hizo el reclamo a la
Oficina en Bogotá de la Alta Comisionada de la ONU. Allí ase-
guraron que esa no era la posición de las Naciones Unidas y
se excusaron, pero no tomaron medidas para retirarla del
cargo. Pocas semanas después, quienes visitaron en Ma-
drid (España) a altos funcionarios del gobierno español, se
percataron de que allí están llegando falsas informaciones
estigmatizantes contra la Comunidad de Paz de San José de
Apartadó, transmitidas por ciudadanos españoles presentes
en Colombia.

25.05.05
El miércoles 25 de mayo de 2005 , se reanudó en la

Comisión Segunda Constitucional de la Cámara de Represen-
tantes, la audiencia sobre la masacre perpetrada el 21 de
febrero en las veredas Mulatos y La Resbalosa de San José
de Apartadó. El representante miembro de esta comisión y
general retirado del ejército, Jaime Ernesto Canal, había pre-
parado una intervención que se interpretó como la respues-
ta de las fuerzas militares y del gobierno frente a las acusa-
ciones expresadas en la anterior audiencia, intervención que
copó la mayor parte del tiempo de la audiencia. El General
Canal enfocó toda la defensa de la institución armada a la
deslegitimación de la Comunidad de Paz y de sus acompa-
ñantes. En un discurso lleno de afirmaciones absolutamente
falsas cuyo sustento buscó en 4 falsos testigos previamen-
te preparados, describió a la Comunidad de Paz como una
estrategia de las FARC, que ocultaba proyectos de enriqueci-
miento económico y de poderío militar insurgente. Presentó
a la ex Alcaldesa de Apartadó y al sacerdote jesuita Javier
Giraldo como colaboradores de las FARC y negó la responsa-
bilidad del ejército en la masacre. Los cuatro testigos aporta-
dos por el General Canal eran personas que en realidad se
encontraban en poder del ejército desde hacía varios meses,
ya por haber sido capturados y posteriormente vinculados
de manera irregular al “proceso de reinserción”, ya porque

supuestamente se habían “entregado” al ejército desertan-
do de la guerrilla. De dos de ellos se tenía plena evidencia de
que habían sido ilegalmente capturados por miembros de la
Brigada 17, sometidos a torturas y luego víctimas de monta-
jes judiciales de particular perversidad. Todos ellos, en tono
extremadamente nervioso, repitieron unos mismos señala-
mientos. En los escasos minutos concedidos a los acusa-
dos, quienes en esta ocasión eran los acompañantes de la
Comunidad de Paz, tanto la ex Alcaldesa Gloria Cuartas como
el sacerdote Javier Giraldo pudieron señalar someramente
la inconsistencia del discurso del General Canal que revelaba
no tener la más mínima idea de lo que era la Comunidad de
San José y aferrarse al recurso milenario de defenderse
estigmatizando a los denunciantes. Los acompañantes de la
Comunidad desvirtuaron, además, el mapa difundido por las
fuerzas armadas sobre presencia de las tropas en la zona el
día de la masacre, y lo confrontaron con el mapa del recorri-
do de la tropa construido sobre la base de los testimonios de
la población de la zona y de la identificación de las huellas.
También se desmintió la afirmación del Ministro de Defensa,
según la cual los denunciantes no presentan pruebas, ni si-
quiera en la Corte Interamericana, demostrando que no se
tienen pruebas secretas sino elementos convincentes apo-
yados en la experiencia vivida por la población campesina de
la zona que siguió el recorrido de los militares victimarios y
sufrió durante esos días sus vejaciones, así como de las
personas que acompañaban a las víctimas hasta segundos
antes de ser ejecutadas, testimonios que la justicia colom-
biana nunca valoró como probatorios en los crímenes ante-
cedentes perpetrados en san José. También se dejó cons-
tancia de que los falsos testigos presentados por el General
Canal carecían de credibilidad, toda vez que dos de ellos ha-
bían sido ilegalmente detenidos, sometidos a torturas, vícti-
mas de montajes judiciales de gran perversidad y desde
entonces no poseían ninguna libertad de decisión al estar
todavía bajo el poder de sus victimarios. Algunos parlamen-
tarios sugirieron la conformación de una comisión que urgie-
ra su entrega a un organismo internacional imparcial, como
podría ser el Comité Internacional de la Cruz Roja, pero esto,
aunque fue aprobado, no se hizo efectivo por causa de la
convocatoria urgente a una plenaria de la Cámara. En el cur-
so de la audiencia, y ante la estupefacción que provocaron
las denuncias, un grupo de parlamentarios suscribió una
petición a la Corte Penal Internacional para que asuma la in-
vestigación y enjuiciamiento de la masacre de febrero, ya
que el Estado colombiano “ni quiere ni puede hacer justicia”.

27.05.05
El viernes 27 de mayo de 2005 , hacia las 17:35 ho-

ras, el Ejército detuvo arbitrariamente a dos miembros de la
Comunidad de Paz en los alrededores del caserío de San José
y les dijo que estaba prohibido pasar por donde ellos esta-
ban. Cuando los campesinos respondieron que necesariamen-
te tienen que pasar por esos caminos para desarrollar sus
actividades normales, los militares los acusaron de ser gue-
rrilleros y les dijeron que sabían que ellos viven en San Jose-
sito. Les dijeron demás que tenían que decirle a los poblado-
res de San Josesito que son una h. p. comunidd guerrillera, y
que si la guerrilla llegara a atacar a la policía o a alguien que
esté con ellos, se tendrían que entender con los paramilita-
res y la misma fuerza pública se metería a San Josesito jun-
to con los paramilitares para arrasar a todo San Josesito;
que por cada muerto que la guerrilla les causara a ellos, la
comunidad tendría que poner tres muertos. Luego de ame-
nazarlos un rato, los dejaron en libertad.
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29.05.05
El domingo 29 de mayo de 2005 , hacia las 10:00

horas, dos paramilitares subieron en moto por la carretera
que conduce de Apartadó a San José. Al llegar a San José
departieron con los policías allí acantonados y luego visitaron
varias casas para dejar el mensaje a los pobladores de que
tenían que dejar las casas para ellos, los paramilitares. Uno
de estos paramilitares  es apodado “Lalo” y es ampliamente
conocido porque entre febrero y junio de 2002 estuvo en el
retén paramilitar instalado en el sitio Tierra Amarilla, sobre la
misma carretera, donde fueron asesinadas más de 15 per-
sonas de la comunidad. Luego de departir todo el día con la
policía, regresaron hacia las 17:00horas. Todo esto revela un
plan de establecer en San José una población de estricta
militancia paramilitar.

02.06.05
El jueves 2 de junio de 2005, hacias las 10:00 horas,

fue detenido por la Policía en el barrio El Mangolo, a la salida
de Apartadó hacia San José, un conductor que llevaba la ali-
mentación para los desplazados ubicados en el asentamien-
to de San Josesito. Previamente la Defensoría del Pueblo
había notificado a la Policía que se dicha alimentación iba a
transportarse hacia el asentamiento. Los policías amenaza-
ron al conductor advirtiéndole que si volvía a transportar ali-
mentos hacia San Josesito los paramilitares lo iban a atacar
como colaborador de la guerrilla, pues la Comunidad de Paz
era “una manada de guerrilleros”. Este mismo día, en el
caserío de San José, dos viviendas de desplazados amane-
cieron con los candados rotos; varias pertenencias de las
familias desplazadas fueron dañadas.

06.06.05
El lunes 6 de junio de 2005 , fue emitido por el Canal

Uno de la televisión colombiana, dentro del programa regu-
lar “EN CONTACTO”, dirigido por el Coronel Germán Pata-
quiva, una entrevista con el General retirado Jaime Ernesto
Canal, respresentante a la Cámara, el también represen-
tante Juan Hurtado Cano y el analista militar Miguel Posa-
da, presidente de la organización no gubernamental “Ver-
dad Colombia”. Todo muestra que el programa pretendía
difundir ante la opinión pública nacional las mismas calum-
nias contra la Comunidad de Paz de San José de Apartadó
y sus acompañantes: la ex Alcaldesa Gloria Isabel Cuartas
y el sacerdote jesuita Javier Giraldo, que fueron expresa-
das en la audiencia de la Comisión Segunda de la Cámara el
25 de mayo. Con mezcla de imágenes de archivo que pre-
sentaban a líderes de las FARC, y secuencias visuales inco-
herentes de una supuesta visita a la zona de San José de
Apartadó, se articula un mensaje saturado de calumnias e
infamias contra la Comunidad y sus acompañantes, en el
cual la presentadora, MARÍA BEATRIZ ECHANDÍA, no se li-
mita a entrevistar sino que conduce mediante comentarios
abiertamente tendenciosos, una difamación de grandes
proporciones. Los “entrevistados” presentan a la Comuni-
dad de Paz como un centro de avituallamiento y descanso
de las FARC; el proyecto de Comunidad de Paz como una
fachada que mira a enriquecer a organizaciones no guber-
namentales a las que pertenecen los acompañantes, y a
éstos particularmente como integrados a la insurgencia. Du-
rante la semana siguiente, la Defensoría del Pueblo de Ura-
bá pudo recoger de diversas fincas de Apartadó una hoja
volante que mediante afirmaciones no solo calumniosas sino
de impresionante suciedad y bajeza moral, tratan de estig-

matizar a los acompañantes de la Comunidad de Paz, la ex
Alcaldesa de Apartadó Gloria Isabel Cuartas y el sacerdote
jesuita Javier Giraldo. El lenguaje del pasquín tiene una evi-
dente convergencia, en sus contenidos, con los emitidos
en el programa “En Contacto” el 6 de junio/05 y revela un
reconocido estilo de inteligencia militar.

24.06.05
El viernes 24 de junio de 2005, hacia las 9:00 horas,

en el retén militar habitualmente instalado en el sitio La Balsa,
sobre la carretera que conduce de Apartadó a San José, los
militares allí acantonados obligaron a bajar del vehículo a DIA-
NA VALDERRAMA, integrante del Consejo Interno de la Comu-
nidad de Paz, y le exigieron suministrar información personal y
laboral en contra de lo o rdenado por la Corte Constitucional1 .
Los militares le dijeron a Diana que ella no aparecía en una lista
que ellos tenían y que eso era peligroso y mortal, pues la con-
vertía en “persona sospechosa”; además, que ella bajaba
mucho a Apartadó y que eso “ le iba a costar muy caro, como
le había costado a otras personas”.  Cuando Diana llegó a
Apartadó, fue perseguida por un hombre que tenía gafas os-
curas y un casco negro que impedía ver su cara; dicha perso-
na se transportaba en una moto de color negro y la siguió
durante tres horas en sus diligencias en la ciudad, llamándola
a veces por el nombre. Fuera de todos los rasgos de violación
de la ley que implica el comportamiento de los militares y de
las relaciones que se revelan aquí con integrantes de grupos
paramilitares, esta modalidad de persecución parece estar
siguiendo los mismos procedimientos empleados contra Luis
Eduardo Guerra, líder histórico de la Comunidad de Paz masa-
crado el pasado 21 de febrero, pues, al igual que Diana, había
sido interrogado en varios retenes del Ejército con preguntas
similares, siendo objeto de amenazas similares (Ej: 12 de di-
ciembre de 2004). Diana ya ha sido objeto de arbitrariedades
y ultrajes por parte de la Brigada XVII: el 12 de marzo de 2004
fue detenida ilegalmente estando embarazada y conducida con
su hermana a la Brigada donde fue expuesta a “reconocimien-
to” de paramilitares que han acusado falsamente a numero-
sas personas para merecer prebendas. Allí el Coronel Duque
le expuso planes para exterminar a la Comunidad de Paz. El 18
de diciembre de 2004 fue amenazada por miembros del Ejér-
cito, quienes le advirtieron que la iban a exterminar por ser lí-
der de la Comunidad. El 25 de mayo de 2005, en una sesión de
la Comisión Segunda de la Cámara de Representantes, cua-
tro testigos falsos que fueron presentados por el General re-
tirado Jaime A. Canal para proferir numerosas calumnias e
infamias contra la Comunidad de Paz y contra las personas
que han denunciado los crímenes allí perpetrados, menciona-
ron también el nombre de Diana como “colaboradora de la gue-
rrilla”. Todo muestra que se le preparan montajes para justifi-
car su asesinato, como lo hicieron con Luis Eduardo Guerra y
con muchos otros líderes de la Comunidad de Paz.

26.06.05
El domingo 26 de junio de 2005 , hacia las 10:30

horas, se presentaron combates entre la Policía acantonada
en el caserío de San José y un grupo de las FARC. La presen-
cia de la Policía en el área urbana del poblado pone de nuevo
a la población civil en alto riesgo. La Comunidad de Paz había
solicitado encarecidamente al Gobierno, en su propuesta de
seguridad que estaba siendo concertada en las reuniones del
grupo interinstitucional que hacía seguimiento a las medidas
provisionales de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos, ubicar cualquier eventual puesto de la Policía fuera
de los espacios de vida y trabajo de la Comunidad, para no
poner a ésta en las franjas de los objetivos militares de la
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insurgencia. Una señora que no se desplazó hacia San Jose-
sito, propietaria de una tienda, murió esa noche de infarto.

28.06.05
El martes 28 de junio de 2005 , los miembros de la

Policía se dedicaron a difundir el comentario de que el ataque
de la guerrilla del día 26 “había sido concertado entre la co-
munidad y la guerrilla”, con el objetivo de que la Policía aban-
done el lugar y la comunidad regrese a convivir allí con la
guerrilla. Esta nueva infamia entró a hacer parte de una ca-
dena interminable de montajes estigmatizantes que miran a
deslegitimar la Comunidad de Paz, sus principios, sus nor-
mas y sus líderes, y le sirvió a los policías para intensificar
sus amenazas contra la Comunidad: “ahora será peor”, de-
cían, pues “ahora sí que vamos a destruir la Comunidad”.

29.06.05
El miércoles 29 de junio de 2005, hacia las 21:30

horas, miembros del Ejército Nacional se ubicaron en los al-
rededores del asentamiento de desplazados San Josesito y
dispararon ráfagas durante media hora por encima del asen-
tamiento. Cuando veían que iba a pasar cerca algún miem-
bro de la Comunidad, se escondían para no ser vistos. Du-
rante el resto de la noche, cada hora lanzaron algunas ráfa-
gas por encima del asentamiento. A nadie se le oculta que se
trata de una táctica de terror, en concordancia con las ame-
nazas del día anterior. Cuando la Defensoría del Pueblo pidió
explicaciones al Ejército sobre dicha acción, respondieron,
como frecuentemente lo hacen en situaciones similares, que
“no tenían tropas en el lugar”.

30.06.05
El jueves 30 de junio de 2005, hacia las 14:00 horas,

cuando regresaba de cargar una madera, fue detenido por
miembros del Ejército que estaban ocultos en los alrededo-
res de San Josesito, el poblador JESÚS BERRÍO. Los milita-
res le preguntaron a Jesús si sabía quiénes eran ellos; él les
respondió que eran del Ejército y ellos entonces le dijeron que
él “era un guerrillero” y que “ lo iban a matar”. Jesús les res-
pondió que no era guerrilleo; que era miembro de la Comuni-
dad de Paz. Los militares le dijeron, entonces, que él, junto
con la gente de la Comunidad de Paz, eran los que atacaban
al Ejército. Mientras Jesús negaba todos los infundios que
los militares proferían, éstos le repetían que “ le había llegado
la hora de morir”, que “de allí no pasaba” y que “a esa Co-
munidad poco a poco la iban a exterminar”. Decían, además,
que antes de llegar la fuerza pública, San José era una comu-
nidad querrillera, pero ahora los habían obligado a moverse y
por eso sería más fácil acabarlos. Jesús les hacía ver la fal-
sedad de todas sus palabras pero ante las persistentes
amenazas de muerte, les dijo que lo mataran. Lo obligaron a
quitarse su camisa y lo querían obligar a ponerse un traje de
camuflado, supuestamente para que los condujera a donde
estaba la guerrilla. Él se negó a ponerse uniforme militar y les
dijo que luego lo harían aparecer como un guerrillero muerto
en combate. Ante su negativa a uniformarse, le dijeron que
lo llevarían donde el oficial “Machín”, quien tomaría la deci-
sión de qué hacer con él. En efecto, lo llevaron donde un militar
quien les dijo que había que decidir “entre cortarle la cabeza
o pegarle un tiro a ese guerrillero h.p.”  Durante un largo es-
pacio de tiempo continuaron anunciándole que lo iban a ma-
tar y profiriendo calumnias y amenazas contra la Comunidad
de Paz. Luego apareció en el camino el Señor Aníbal Duran-
go, miembro del Consejo de la Comunidad de Paz, quien tam-
bién venía cargando una madera. El oficial alias “Machín” les

dijo a los soldados que le dispararan a ese guerrillero. Jesús
les dijo que iban a cometer un gran error, pues Aníbal era un
campesino ampliamente conocido y líder de la Comunidad
de Paz, pues era miembro del Consejo Interno de la misma
Comunidad. Entonces alias “Machín” les dijo que no lo mata-
ran ahora; que tenían que planear bien “cómo lo mataban
bien matado”; que “a todos los h.p. miembros de la Comuni-
dad les irá llegando poco a poco la hora”. Luego le dijeron a
Jesús que se fuera corriendo. Él les dijo que no se iba co-
rriendo porque no tenía que correrle a nada. Entonces lo de-
jaron continuar su camino.

30.06.05
El mismo jueves 30 de junio de 2005 , hacias las

13:30 horas, ELIÉCER GUZMÁN, miembro de la Comunidad
de Paz y uno de los coordinadores de la Comunidad de La
Unión, fue detenido por la Fiscalía, mientras se desplazaba
entre San Josesito y La Unión. La Fiscalía lo acusó de estar
actuando en coordinación con la guerrilla, lo cual él negó ro-
tundamente. Luego lo sometieron a un interrogatorio ilegal,
exigiéndole suministrar datos personales, familiares y de la
comunidad, y le dijeron que “ya lo tenían en la mira, como a
muchas otras personas de la comunidad”. Luego de interro-
gatorios y amenazas, lo dejaron continuar su camino.

01.07.05
El viernes 1° de jul io de 2005 , se recibió un docu-

mento remitido por el Programa Presidencial de Derechos
Humanos de la Presidencia de la República (OFI05-44487/AUV
21200), fechado el 28 de junio de 2005. En dicho documento
se hacen comentarios al Derecho de Petición elevado ante
el Señor Presidente de la República el pasado 12 de mayo y
particularmente a cada una de sus 11 peticiones :

· Sobre 5 de las peticiones, que se refieren a remoción de
algunos mandos de la Brigada XVII del ejército; a devol-
ver a las víctimas bienes robados o destruidos por milita-
res y a ponerle fin a la abierta connivencia y coordinación
de acciones entre militares y paramilitares, el documen-
to afirma que tales peticiones han sido remitidas al Mi-
nisterio de Defensa en virtud de lo establecido en el Có-
digo Contencioso Administrativo, artículo 33. Ninguna
respuesta de dicho Ministerio se ha recibido, pero justa-
mente porque no se consideran ni efectivos ni imparcia-
les los procedimientos de dicho Ministerio, las peticiones
no fueron dirigidas al mismo sino al Jefe del Estado que
es el nominador de las altas jerarquías castrenses y co-
mandante supremo de las fuerzas armadas (Art. 189,3
C.N.), sobre el cual pesan obligaciones constitucionales
de “garantizar los derechos y libertades de todos los
colombianos” (Art. 188 C. N.) y único que puede interve-
nir sobre sus subordinados con la inmediatez y urgencia
con que lo requiere la gravedad de los crímenes perpe-
trados y sus proyecciones fácticas.

· Sobre otra de las peticiones, que requería solicitar a or-
ganismos internacionales la investigación de los hechos
del 11 de agosto de 2004 (explosión mortal de una grana-
da que había sido dejada por el ejército en campos de
San José), dado que ya se habían evidenciado manipula-
ciones en el inicio del proceso, el documento afirma ha-
ber remitido la petición a la Dirección de Asuntos Interna-
cionales de la Fiscalía, despacho que la respondió nega-
tivamente el 26 de julio de 2005 (DAI 004493), aduciendo
sería “improcedente” e “inconstitucional” renunciar a la
potestad de ejercer la acción penal del Estado. Esto no
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es de recibo, dado que la comunidad internacional tiene
plena legitimidad de intervención, incluso judicial, cuando
se trata de crímenes de lesa humanidad, carácter que
tienen de toda evidencia los crímenes de agentes direc-
tos e indirectos del Estado contra la población de San
José de Apartadó, cuyo carácter SISTEMÁTICO nadie
podría negar.

· Sobre otras dos de las peticiones, que se refieren a rec-
tificar calumnias proferidas por el Señor Presidente Uri-
be contra la Comunidad de Paz de San José (mayo 27 de
2004 y marzo 20 de 2005), el documento trata de exone-
rar del delito al Señor Presidente alegando que en ambos
casos se apoyó en señalamientos que otros hacían con-
tra la Comunidad (“personas que han residido allí” o “fun-
cionarios judiciales”). La Corte Constitucional en su Sen-
tencia T-1191/04 señala que un Presidente no puede vio-
lar el derecho de todo ciudadano a recibir información
veraz e imparcial, en caso de que el Presidente quiera
“informar” (Art. 20 C.N.), y si lo que quiere es “opinar”,
su opinión no puede basarse en hechos no veraces o
parciales, y menos cuando dichas opiniones vulneran o
desconocen el derecho a la honra y buen nombre de indi-
viduos o comunidades. La Corte señala la gravedad adi-
cional que reviste la falta de veracidad y de imparcialidad
cuando se da en un mandatario, quien tiene por deber
constitucional  proteger a todos los residentes en el país
en su vida, honra, bienes, creencias, derechos y liberta-
des (Art. 2 y 188 de la Constitución Nacional). No podía
ignorar el Señor Presidente que las fuentes en que su-
puestamente se basó para destruir la honra de la Comu-
nidad de San José a través de “medios masivos de co-
municación”, lo que a juicio de la Corte hace aún más
grave el delito, constituyen fuentes ya denunciadas en
los derechos de petición anteriores, ya por servir de base
para montajes, ya por connivencias con los victimarios,
al menos mediante la omisión sistemática de justicia.

· Sobre la petición de reconsiderar su decisión de crear un
puesto de policía dentro de los espacios de vivienda y
trabajo de la Comunidad y de regresar a la concertación
que se había iniciado sobre este punto, en seguimiento
de las medidas provisionales de la Corte Interamericana
de Derechos Humanos, concertación que el Presidente
rompió unilateralmente desconociendo lo avanzado por
sus propios funcionarios, el documento abunda nueva-
mente en el sofisma de que la presencia de la fuerza
pública es protectora, cuando los centenares de críme-
nes sufridos por la Comunidad no podrían evidenciar con
mayor contundencia que esa presencia es destructora.
El documento repite nuevamente el absurdo de enfren-
tar los hechos de la realidad concreta con principios idea-
les que no tienen proyección alguna en la realidad. Así, el
documento afirma que “Esta presencia se hace de ma-
nera respetuosa de los derechos de todos los habitan-
tes del corregimiento” y no dice una sola palabra sobre
los centenares de atrocidades y tragedias que esa pre-
sencia ha causado, como pretendiendo ignorarlas, lo cual
no puede hacerse sin ofender profundamente la razón
humana.

· Sobre las dos peticiones restantes que se refieren, la una
a que se permita la conformación de una comisión inter-
nacional que investigue la masacre del 21 de febrero
pasado, y la otra a que se entregue al Comité Internacio-
nal de la Cruz Roja a Elkin Tuberquia, a quien se está uti-
lizando como falso testigo contra la Comunidad luego de
detenerlo ilegalmente, someterlo a torturas y hacerle un
montaje judicial de características demasiado perversas,
el documento llega a extremos de carencia de lógica in-
concebible. Por un lado, trata de echar la culpa a la Co-

munidad de que no se haya podido esclarecer la última
masacre ni sancionar a los culpables, cuando la Comuni-
dad ha demostrado que en más de 550 crímenes ante-
riores tampoco ha habido ni verdad ni justicia ni repara-
ción, a pesar de haber rendido más de 100 declaraciones
ante la Fiscalía, muchas de ellas contundentes y algunas
de las cuales solo surtieron como efecto el asesinato de
los declarantes, pero jamás una sanción a los culpables.
Por otro lado,se atreve a negar que Elkin hubiera sido
detenido arbitrariamente y transcribe declaraciones su-
yas rendidas bajo condiciones de carencia total de liber-
tad de decisión.

La Comunidad de Paz sostuvo una interlocución perma-
nente con el Programa Presidencial de Derechos Humanos,
bajo la convicción de que allí se contaba con una representa-
tividad del Jefe del Estado y de que las deliberaciones, inter-
cambios y confrontaciones tenían por base la buena fe. Sin
embargo, cuando el Señor Presidente desconoció unilateral-
mente el proceso de concertación que se había ido desarro-
llando en torno al establecimiento de un puesto de policía
relacionado con la seguridad de la población y ordenó de for-
ma autoritaria un tipo de presencia que vulneraba los princi-
pios fundamentales de la Comunidad de Paz y hacía caso
omiso de los necesarios correctivos que podían permitir la
conversión de una fuerza destructura en una fuerza protec-
tora, favoreciendo la recuperación de la credibilidad de la fuer-
za pública, dicha interlocución perdió su razón de ser y se
apartó radicalmente de los objetivos que la establecieron:
darle viabilidad a las Resoluciones de la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos.

   10.07.05
El domingo 10 de julio de 2005, hacia las 8:00 horas,

tropas del Ejército Nacional que transitaron por la vereda
Arenas dejaron letreros pintados en algunas casas y en pie-
dras del camino con la sigla “A.U.C”. Hacia las 14:00 horas
del mismo día la misma tropa detuvo al niño SAMUEL MORA,
de 13 años, en el camino que de San José conduce a la vere-
da La Unión. Los soldados le dijeros al niño que lo “iban a
dejar unos minutos con unos amigos de ellos”. En efecto,
dentro de la tropa iban los hoy paramilitares APOLINAR
GUERRA y WILLIAM MONTOYA. Apolinar supuestamente
se había entregado  al Ejército luego de sufrir detenciones
ilegales, torturas y un montaje judicial en 2004, siendo vincu-
lado irregularmente al “proceso de reinserción”; William ha-
bía sido capturado por el Ejército supuestamente como mili-
ciano de las FARC, en la vereda Caracolí, apareciendo luego
como vinculado al “proceso de reinserción”. Estos dos civi-
les ilegalmente vinculados a acciones militares del Ejército
tomaron a Samuel, lo tumbaron al suelo y comenzaron a
golpearlo; luego tomaron un machete y se lo colocaron en el
cuello anunciándole que le iban a cortar la cabeza si no les
hacía un recuento sobre quién habitaba en cada una de las
casas de San Josesito. Como Samuel permaneció en silen-
cio todo el tiempo, continuaron golpeándolo y le colocaron un
fusil en la cabeza y le anunciaban que si no entregaba a la
gente que ellos buscaban le iban a volar la cabeza. Todo esto
lo hicieron delante de los militares que lo capturaron. Luego
de torturarlo por varias horas, hacia las 19:00 horas lo deja-
ron ir. Tanto Apolinar Guerra como William Montoya fueron
llevados como falsos testigos por el General retirado Jaime
Ernesto Canal a la Comisión Segunda Constitucional de la
Cámara de Representantes, el 25 de mayo, para que “testi-
ficaran” contra la Comunidad de Paz y contra las personas
que han denunciado los crímenes perpetrados contra la mis-
ma Comunidad y la población de la zona. Fuera del cúmulo de
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falsedades que profirieron, lo que motivó a varios Represen-
tantes a solicitar que le fueran entregados al Comité Interna-
cional de la Cruz Roja para que les diera accesos a abogados
y psicólogos que pudieran establecer sus condiciones de li-
bertad y de salud mental, lo que más impresiona es que,
particularmente en el caso de Apolinar, se revela un patético
caso de torturado convertido en torturador , lo que deja
profundos interrogantes sobre los procedimientos psíquicos
de alienación que han tenido que mediar para lograr tan cri-
minal efecto.

18.07.05
El lunes 18 de julio de 2005, hacia las 9:00 horas,

varios de los actuales pobladores del caserío de San José
vieron salir al señor ANASTASIO VILLARREAL, persona an-
ciana que había llegado al caserío pocos días antes. Al día
siguiente, a quinces minutos de San Josesito, a la otra orilla
del río, fue hallado su cuerpo sin vida. La Comunidad se lo
hizo saber a la Defensoría del Pueblo la cual hizo presencia el
día 20 hacia las 8:00 horas e informó a la Policía, la cual prac-
ticó el levantamiento del cadáver. El Instituto de Medicina Legal
le informó a la Defensoría que Don Anastasio había sido ase-
sinado a golpes y por estrangulamiento. La persona que le
colaboraba a Don Anastasio en su vivienda había dado aviso
a la Policía acantonada en San José el mismo 19 de julio,
cuando se percató de su desaparición, pero los policías no
hicieron ninguna diligencia para buscarlo. En esos mismos
días, mientras la gente reclamaba esclarecer la desaparición
de Don Anastasio, los policías hicieron comentarios que de-
jaron profundas inquietudes en la población: decían que ellos
(los policías) “no eran las mansas palomas que aparentaban
al comienzo”, que “ahora iban a comenzar su verdadero tra-
bajo que no era comunitario”.

19.07.05
El martes 19 de jul io de 2005 , hacia las 8:00 horas,

miembros del Ejército que se encontraban en la vereda Be-
llavista se identificaron como tales ante dos campesinos, y
luego, hacia las 15:00 horas, los mismos se identificaron
como paramilitares y comenzaron a amenazar a la gente
diciéndoles que tenían que abandonar la región si querían
seguir con vida.

19.07.05
El mismo martes 19 de jul io de 2005 , la Embajada

de Colombia en Costa Rica hizo llegar a la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos una respuesta del gobierno
colombiano a los requerimientos de su Resolución del 15 de
marzo de 2005 dentro del Caso 12.325 o de medidas provi-
sionales en favor de la Comunidad de Paz de San José de
Apartadó. A pesar de que dicha Resolución de la Corte le exige
al gobierno colombiano enviar un informe en el término de 30
días y luego un informe cada 60 días; este informe llegó lue-
go de 3 meses, lo que evidencia el incumplimiento del gobier-
no a las decisiones de la Corte.

La respuesta del gobierno comienza con una exposición,
desde su óptica, del contexto de violencia vivido en la región
desde comienzos de los años 90. Su manejo de las cifras, sin
embargo, no es de recibo, ni en su referencia a la población
del corregimiento de San José, ni al número de integrantes
de la Comunidad de Paz, ni a los hechos de violencia, ni mu-
cho menos a los actores de éstos: atribuye solo un 1% de
homicidios a la responsabilidad de las fuerzas militares, cuando
a todas luces éstas han perpetrado un horrendo genocidio
en unidad de acción con los paramilitares. Las inconsisten-

cias de una manipulación de las estadísticas saltan a la vista
en el documento cuando afirma que entre 2002 y 2004 los
homicidios perpetrados en San José de Apartadó se reduje-
ron en 77% en comparación con el período 1999 – 2001. Con
la misma lógica se podría afirmar que entre 2004 y 2005 se
han incrementado en 183% (al pasar de 6 a 11). La manipu-
lación estadística de los hechos de violencia no revela la lógi-
ca interna de las estrategias de exterminio y de negación de
los derechos humanos fundamentales. Ahora cuando abun-
dan los análisis sobre la estrategia paramilitar del Estado, en
un momento en que los paramilitares están pasando de una
cierta ilegalidad a un estatus de legalidad, se ha demostrado
que el ingrediente de terror que comporta masacres, prácti-
ca intensiva de homicidios y desplazamientos forzados ma-
sivos, caracteriza solo una fase de su estrategia global, den-
tro de un proceso que mira al control riguroso del comporta-
miento político de la población en función de unos intereses
dominantes. La fase de un ejercicio arbitrario de la justicia
para erradicar posiciones críticas se inscribe dentro de la
misma estrategia, donde el bien jurídico de las libertades ci-
viles se destroza con la misma audacia con que se han des-
trozado centenares de vidas para lograr los mismos objeti-
vos, pero obedeciendo a coyunturas en que la disminución
de destrucción de vidas puede ayudar a otorgar mayor po-
der de control a los victimarios.

Al referirse a la masacre del 21 de febrero, la respuesta
del gobierno vuelve a negar que el ejército nacional sea el
responsable de la misma y critica a la Comunidad por no
aportar pruebas ni creer en la justicia ni colaborar con ella
mediante declaraciones. Al mismo tiempo reitera su confianza
en la administración de justicia del Estado; ofrece colabora-
ción para que el caso se esclarezca y cita a favor de los mi-
litares un documento que el Ministerio de Defensa ha esgri-
mido como prueba de inocencia de los agentes estatales,
que corresponde al registro diario de ubicación de las tropas,
el cual demostraría que las tropas estaban, el día de la ma-
sacre, en lugares muy distantes de aquellos donde ocurrie-
ron los crímenes. Tal documento es una prueba contundente
de la inconsistencia y carencia de verdad de los sistemas
oficiales de información, pues contradice la experiencia di-
recta de todo el campesinado de la zona, que no solo obser-
vó la presencia de las tropas en los sitios y fechas de la
masacre sino que sufrió directamente sus atropellos conco-
mitantes. La Comunidad pudo reconstruir el verdero itinera-
rio de la muerte que siguieron las tropas oficiales, con testi-
monios de quienes sufrieron su presencia y con el análisis de
las huellas que dejaron en su recorrido, y así lo sustentó ante
la Comisión Segunda Constitucional de la Cámara de Repre-
sentantes el 25 de mayo. Pero los argumentos del gobierno
a favor de “su justicia” no han resistido la más mínima con-
frontación con los argumentos que la Comunidad esgrime
para desconfiar de ella y negarse a colaborar: más de 550
crímenes de lesa humanidad sobre los cuales la Comunidad
ha reclamado apremiantemente justicia, permanecen en
absoluta impunidad, y las más de cien declaraciones rendi-
das por miembros de la Comunidad ante las instancias judi-
ciales solo han servido, en parte para que los declarantes
sean asesinados u obligados a desplazarse, y en parte para
evidenciar que la justicia colombiana, cuando obedece a pre-
siones del poder político militar, tiene recursos que le permi-
ten archivar los casos con absoluto desprecio de los testi-
monios de las víctimas, así sean éstos contundentes, como
los que se rindieron luego de la masacre de los líderes de La
Unión el 8 de julio de 2000, por parte de quienes fueron rete-
nidos por los mismos asesinos mientras perpetraban la
masacre.

Cuando el gobierno, en la parte final de su respuesta, se
refiere a su interlocución con la Comunidad de Paz de San
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José y a sus estrategias de “protección” a la población de la
zona, oculta el hecho del rompimiento de la interlocución a
raíz de la masacre de febrero de 2005, quizás para no tener-
se que referir a las razones de fondo que motivaron esa rup-
tura. En efecto, la Comunidad se resiste a continuar partici-
pando en una interlocución formal pero totalmente ineficien-
te y evasiva frente a los problemas cruciales que la afectan,
que son los crímenes perpetrados por los agentes del Esta-
do contra la Comunidad, y sobre todo luego de demostrarse
que dicha interlocución era “de fachada”, ya que al ordenar
el Presidente el ingreso de la fuerza pública a los espacios de
vivienda y trabajo de la Comunidad, en marzo de este año,
desconoció por completo lo que sobre ese mismo tema se
había avanzado en la interlocución con la Vicepresidencia. Al
mismo tiempo, los argumentos esgrimidos por el gobierno
para justificar la presencia de la fuerza pública allí, se apoyan
en el sofisma consistente en encubrir con la enunciación de
normas legales una realidad cruda completamente opuesta
a las normas legales. Imponer a la fuerza pública envolvién-
dola en la imagen ideal de su perfil constitucional, cuando la
relidad cruda que subyace al envoltorio es la de una fuerza
destructora y criminal, es un ardid sobre el cual el gobierno
se ha negado persistentemente a dar explicaciones.

Otra falacia transversal de la respuesta del gobierno se
revela en los datos que transmite sobre la acción de la justi-
cia. Parece no caer en la cuenta de que la mayoría de los
procesos penales o disciplinarios que cita por sus números
de radicación, o están archivados o precluidos, o están en
situación de “investigaciones preliminares” sin ningún res-
ponsable identificado, lo que los hace pasar en pocos meses
a la posición de “archivados”. Incluso en el único proceso
que presentan como abierto y con algún victimario detenido,
como es el caso del asesinato de Yorbelis Restrepo, no se
menciona que la “justicia” se está centrando en supuestos
actores materiales, sin tocar para nada la autoría intelectual
de miembros del ejército que se evidenció en las retenciones
concomitantes denunciadas. El gobierno y las mismas ins-
tancias judiciales del Estado se han negado persistentemen-
te a discutir la ilegalidad del tratamiento que se le está dando
a las investigaciones sobre los crímenes de lesa humanidad
perpetrados en San José, no solo porque se pasa por enci-
ma de varios principios rectores y procesales del Código de
Procedimiento Penal nacional (artículos 2, 9, 15, 16,21, 24,
30, 89, 90, 91 etc.), sino sobre todo porque se desconoce el
derecho internacional consuetudinario y convencional que ha
venido fijando parámetros muy claros para enjuiciar y san-
cionar los crímenes de lesa humanidad.

21.07.05
El jueves 21 de julio de 2005, hacia las 9:00 horas, el

paramilitar William Montoya, irregularmente vinculado al “pro-
ceso de reinserción” y más irregularmente aún vinculado a
operaciones de exclusiva competencia de la fuerza pública o de
organismos de seguridad del Estado, ingresó, en compañía de
soldados, a viviendas de las veredas La Unión y El Cuchillo. Allí
comenzó a decir que él estaba trabajando con el Ejército y que
“se iba a vengar de esa h.p. comunidad”. Anunció que ya “te-
nía un plan para joder a Diana Valderrama y a otros líderes de la
comunidad”. Afirmaba que él mismo le había llevado dinero a la
guerrilla enviado por gente de la comunidad y que si no los hacía
meter en la cárcel entonces los iba a asesinar, pero que de nin-
guna manera se le iban a escapar, así estuvieran acompaña-
dos por organizaciones internacionales. Afirmaba que todo esto
“ya lo había discutido con sus superiores”. El martes anterior,
19 de julio, hacia las 15:00 horas, había realizado idénticas in-
cursiones en otras viviendas en compañía de la tropa.

24.07.05
El domingo 24 de julio de 2005, hacia las 9:00 horas,

la Policía detuvo a JOHN FREDDY ÚSUGA en el caserío de
San José y lo mantuvo privado de la libertad, en la estación
de policía, hasta el sábado 30 de julio. Durante todo este tiempo
de reclusión ilegal le repetían que “tenían ya una lista de 40
personas a las que tenían que joder”. Afirmaban también los
policías que “San Josesito es un lugar de guerrilleros que no
paga detenrlos sino pistolearlos con los paras y acabar con
esa h.p. comunidad que ha jodido tanto”.

24.07.05
El mismo domingo 24 de julio de 2005, así como el

sábado 30 de jul io  del mismo año, hacia las 9:30 horas, la
Policía instaló retenes en las afueras del caserío de San José,
en los cuales amenazaron a los integrantes de la Comunidad
de Paz, a algunos de los cuales les arrebataron violentamen-
te sus machetes de trabajo y los arrojaron al piso, afirmando
que los miembros de la comunidad “son guerrilleros”.

26.07.06
El martes 26 de jul io de 2006 , tropas del Ejército

Nacional incineraron la vivienda de FERNANDO OSORNO en
la vereda Mulatos. Fernando se encuentra desplazado en San
Josesito a raíz de los crímenes perpetrados por el Ejército en
dicha zona, como la masacre perpetrada el 21 de febrero en
Mulatos y La Resbalosa. Tropas del Ejército que bajaban por
la vereda Buenos Aires le dijeron a un campesino que habían
quemado esa casa para “ir mirando quiénes eran los cam-
pesinos guerrilleros que tenían que irse”. Ese mismo día las
tropas del Ejército se robaron un marrano y varias gallinas
de propiedad del Señor RAFEL GUERRA, habitante de la Zona
Humanitaria de Alto Bonito, y le dijeron que si denunciaba el
hecho luego vendrían y lo matarían.

13.08.05
El sábado 13 de agosto de 2005 , hacia las 9:00

horas, fue asesinado, a diez minutos de camino del case-
río de San José, el Señor CARLOS LÓPEZ, quien habitaba
en el mismo caserío de San José y tenía cinco hijos. Dos
horas después, hacia las 11:00 horas, los policías acanto-
nados en San José comenzaron a decirle a la gente que
habita en el caserío que se fueran de allí porque “ la guerri-
lla iba a atacar”.

20.08.05
El sábado 20 de agosto de 2005 , hacia las 10:00

horas, dos hombres armados quienes se presentaron como
paramilitares, abordaron a tres personas que compran ma-
dera en San José y les preguntaron para quién compraba la
madera. Luego les advirtieron que se cuidaran de “meterse
con la comunidad de paz” a la cual la tenían estrictamente
controlada con el fin de actuar en cualquier momento contra
ella, pues no iban a permitir que “jugaran con ellos” (con los
paramilitares).

15.09.05
El jueves 15 de septiembre de 2005 , hacia las 9:00

horas, fue encontrada asesinada ÁNGELA CORREA en el
punto que divide los caminos hacia las veredas Arenas y La
Unión, saliendo de San José. Era integrante de una familia
vinculada desde el comienzo al proceso de la Comunidad de
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Paz. Su hermano Diofanor fue víctima en la masacre de La
Unión del 8 de julio de 2000, perpetrada por el ejército y los
paramilitares, y su padre, también llamado Diofanor, fue des-
aparecido por paramilitares el 24 de octubre de 2002. Sin em
bargo, cuando la Comunidad se desplazó del caserío de San
José el 1° de abril de 2005, ella permaneció en el caserío con
su madre y al instalarse allí la Policía varios agentes comen-
zaron a frecuentar su casa, a guardar en ella armas y teléfo-
nos y a explotar sus sentimientos humanos. Miembros de la
guerrilla que se enteraron de su cercanía progresiva con la
policía y la interpretaron como su conversión en “informan-
te” de la fuerza pública, le enviaron amenazas y la instaron a
abandonar el poblado. Al parecer este día la esperaron cuan-
do se desplazaba hacia otra vereda y le dieron muerte. To-
dos los temores expresados por la Comunidad en las reunio-
nes de concertación con instituciones del Estado, donde se
discutió la ubicación de un puesto de policía en San José, se
ven trágicamente confirmados. La Comunidad ha sostenido
que la presencia de la fuerza pública en los espacios de vida
y trabajo de la población civil la convierte en objetivo militar
de la insurgencia. También se constata tristemente que los
hábitos de la fuerza pública, de explotar los sentimientos de
la población civil para convertirla en agente directo o indirec-
to de la guerra, no han cambiado. La historia le da de nuevo
la razón a la comunidad pero con un costo doloroso.

15.09.05
El mismo jueves 15 de septiembre de 2005 , ha-

cia las 10:00 horas, el ejército detuvo al niño SAMUEL MORA,
de 13 años y a PEDRO GUISAO, en el sitio llamado El Guaya-
bero. Ambos regresaban de trabajar cuando los militares los
detuvieron, los amarraron y les colocaron sus camisas en la
cabeza, llevándolos así hacia la escuela de Mulatos. Hacia
las 18:00 horas llegó allí otra tropa del ejército que traía los
cadáveres de un supuesto guerrillero y de una supuesta
guerrillera. Los militares soltaron los lazos con que traían
amarrados a Samuel y a Pedro y con los mismos lazos los
obligaron a amarrar los cadáveres en unas bestias. Con di-
cha tropa se movilizaban los paramilitares APOLINAR GUE-
RRA y WILLIAM MONTOYA. Apolinar fue forzadamente “rein-
sertado” por el ejército luego de ser víctima de torturas y
montajes judiciales y luego convertido, mediante métodos
que deben ser investigados, en torturador, pues unos días
antes (el 10 de julio) había sometido a torturas al mismo niño
Samuel Mora. Nuevamente este día sometió a torturas a
Samuel, a quien además quería castigar por haber denuncia-
do las torturas anteriores. Mientras avanzaban hacia San
José, Samuel y Pedro fueron amenazados de muerte y les
decían que ya “les había llegado la hora de morir”. Samuel
logró escapar en un descuido de sus captores, y Pedro fue
llevado a la Brigada 17, en abierta violación de lo preceptuado
por la Corte Constitucional en su Sentencia T-327/04, y deja-
do en libertad el 17 de septiembre.

20.09.05
El martes 20 de septiembre de 2005 , hacia las 7:00

horas, fue allanada ilegalmente la vivienda de MIRO GIRAL-
DO, a media hora de San José, por parte del ejército, sin
portar ninguna orden judicial, mientras la víctima era insulta-
da y amenazada.

20.09.05
El mismo martes 20 de sept iembre de 2005,

hacia las 15:0 horas, seis integrantes de la Comunidad de

Paz que atravesaban el poblado abandonado de San José
llevando alimentación para el Encuentro Internacional que
comenzaba en la vereda de La Unión, fueron amenazados
de muerte. Los policías y soldados que en ese momento
hacían presencia en el caserío abandonado les anunciaron
que los iban a matar y que una vez pasara el Encuentro
Internacional la fuerza pública “se desquitaría con la Comu-
nidad”.

“Aprovechen el Encuentro – les dijeron- que después
nosotros nos aprovechamos de ustedes, porque ustedes
son guerrilleros y esa comida que llevan es para la guerrilla”.

28.09.05
El miércoles 28 de septiembre , hacia las 10:00 ho-

ras, integrantes de la Comunidad de Paz que atravesaron el
caserío abandonado de San José, fueron amenazados por
policías y militares que se encontraban allí. Los miembros de
la fuerza pública les reiteraron que se proponían matar a dos
líderes de la Comunidad de Paz en los próximos días. Pocos
días antes, otro integrante de la Comunidad de Paz que pasó
por el caserío, escuchó a los miembros de la fuerza pública
que se encontraban ocupando una de las viviendas del po-
blado, comentando sobre el mismo propósito y relacionán-
dolo con el hecho del asesinato, por parte de la guerrilla, de
Ángela Correa, el pasado 15 de septiembre. Ellos decían que
así como la guerrilla había asesinado a Ángela Correa, sem-
brando el pánico entre los que aún permanecían en San José
y colaboraban con ellos, así ellos iban a tener que matar a
dos líderes de la Comunidad de Paz, para sembrar el pánico
y obligar a los pobladores de San Josesito a irse de allí, pero
que no lo harían como fuerza pública sino que se iban a ca-
muflar como miembros de la guerrilla.

01.10.05
El sábado 1 de octubre de 2005,  los medios loca-

les de información de Apartadó transmitieron noticias según
las cuales la guerrilla habría ordenado desalojar el caserío
de San José. Así mismo informaban que funcionarios de la
Alcaldía de Apartadó declararon que se había avanzado en
conversaciones entre la fuerza pública y la gente de San
Josesito. Esto no tenía ningún fundamento real y posible-
mente se quería ocultar a la opinión pública la cantidad de
atropellos por parte de la fuerza pública contra la Comuni-
dad de Paz, así como los asesinatos que se han perpetrado
en los últimos días y los enfrentamientos entre guerrilla y
fuerza pública, lo que más bien mostraría que la zona ha
regresado a ser escenario de enfrentamientos donde la
guerra se agudiza.

El mismo sábado 1 de octubre de 2005 , apare-
cieron escritos en varias piedras de la vereda La Linda,
avisos según los cuales, “vienen los paramilitares” “vienen
los mocha-cabezas”, y que iban a “acabar con todos”.
Hasta la tarde anterior, del 30 de septiembre, hubo tropas
del ejército en ese sitio, lo que hace suponer que ellos escri-
bieron dichos avisos.

02.10.05
El domingo 2 de octubre de 2005 , hacia las 12:30

horas, entró el ejército a la cancha de la vereda La Victoria
llevando consigo al paramilitar WILLIAM MONTOYA y se
llevaron al joven RUBIEL ANTONIO VASCO, quien ya ha-
bía sido amenazado por la policía el 6 de septiembre ante-
rior. Los militares lo amenazaron nuevamente de muerte
“si no se entregaba y se acogía al plan de reinserción”,
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acusándolo de “ser guerrillero”. Luego de insultarlo, ame-
nazarlo y presionarlo toda la tarde, lo dejaron libre hacia
las 18:00 horas, pero le advirtieron que si denunciaba lo
ocurrido lo iban a matar. William Montoya, quien lo amena-
zó más intensamente, había sido capturado como milicia-
no en Caracolí y luego apareció como “reinsertado”, con-

1  Sentencias C-295 de 1996; Sentencia C-251 de 2002; Sentencia C-1024 de 2002.

virtiéndolo el ejército en falso testigo para acusar a miem-
bros de la Comunidad. Los militares lo llevaron a la Comi-
sión Segunda de la Cámara de Representantes el pasado
25 de mayo, donde hizo numerosas afirmaciones falsas
que demostraron a las claras el papel que está siendo obli-
gado a cumplir actualmente.

NOTA:

Todos los hechos aquí registrados a partir del 7 de agosto de 2002 (Gobierno
del Presidente Uribe Vélez] han sido puestos en conocimiento del Señor Presi-
dente, así como de organismos internacionales de derechos humanos, la Corte
Penal Internacional, las Cancillerías de los países donde existen Estados o mu-
nicipalidades hermanadas con la Comunidad de San José de Apartadó y órga-
nos intergubernamentales  que velan por el cumplimiento de tratados interna-
cionales. Las constancias de los hechos han servido de fundamento para hacer
peticiones concretas y apremiantes al Jefe del Estado, como lo autoriza la Cons-
titución Nacional (Art. 23), peticiones que han sido radicadas así:Derecho de
Petición de 29.07.03 – Rad: 152982; Derecho de Petición de 15.10.03 – Rad:
195947; Derecho de Petición de 15.01.04 – Rad: 241719; Derecho de Petición
de 26.02.04 – Rad: 260021; Derecho de Petición de 05.04.04 – Rad: 279992;
Derecho de Petición de 20.05.04 – Rad: 300313; Derecho de Petición de
06.07.04 – Rad: 320803; Derecho de Petición de 20.09.04 – Rad: 359840; De-
recho de Petición de 19.01.05 – Rad: 399453; Derecho de Petición de 12.05.05
– Rad: 419900; Derecho de Petición de 16.09.05 – Rad: 435971. La Secretaría
jurídica de la Presidencia solo ha respondido con acuses de recibo y registro de
remisión a otros despachos, eludiendo la responsabilidad directa que el art. 188
de la Constitución le impone al Jefe del Estado como garante de los derechos
fundamentales y las atribuciones que le otorga para cumplir con el deber de
garantía, definido muy precisamente en la Sentencia SU-1184/01 de la Corte
Constitucional.


